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Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 9481: Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica
 para el 2019
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Estimar los recursos presupuestarios para hacer frente a la implementación de la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica.


II. Antecedentes

La Dirección de Planificación elaboró el informe 1702-PLA-2015 del 20 de octubre del 2015, dirigido al Máster, Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia; donde se presentó una revisión de los recursos requeridos para dar cumplimiento a lo que estipula el proyecto de Ley denominado: "Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica” donde se estimó el costo inicial del Proyecto de Ley en ₡1.561.212.108,00.

Posteriormente, se retoma el tema en el informe 32-PLA-PI-2016 del 27 de abril del 2016, el cual contempla todas las modificaciones y observaciones que realizó la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico de la Asamblea Legislativa, al Proyecto de Ley en ese momento, donde se estimó un costo para la creación de la Jurisdicción Especializada según el Proyecto de Ley en ₡ 6.063.977.215,07. Sin embargo, al ser un proyecto de Ley aun y cuando el Poder Judicial contempla los recursos para el 2016, la Asamblea Legislativa no los aprueba incluir, ya que no se tenía aprobada como Ley.

Es el 13 de octubre del 2017, cuando se publica en la Gaceta 194, la ley 9841 “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.

Por tal razón, se elabora el siguiente informe para estimar el impacto económico que representa la implementación de la “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”

Como parte de las tareas a realizar para la formulación presupuestaria para el 2019, la Comisión de Asuntos Penales convoca el 5 de abril del 2018 a todas las partes que involucran la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, para conocer los requerimientos necesarios para la implementación de la nueva Ley, lo cual es utilizado como base para la elaboración del Anteproyecto de Presupuesto contenido en este informe. 

En la convocatoria se contó con la participación de: 

· La magistrada Doris Arias Madrigal. Presidenta de la Sala de Casación y de la Comisión de Asuntos Penales, así como representantes de la Comisión de Asuntos Penales del Poder Judicial.
· Del Ámbito Auxiliar de Justicia se contó con representantes del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y adicionalmente con la Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito.
· Del ámbito Administrativo se contó con participación de la Dirección de Planificación, la Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Dirección de Gestión Humana y de la Escuela Judicial.
· Del Ámbito Jurisdiccional participaron personas juzgadoras del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José y del Tribunal Apelaciones Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del Centro Judicial de Intervenciones de las Comunicaciones

En dicha reunión se acuerda que cada ente interesado, deberá enviar una propuesta con requerimiento mínimos necesarios con varios escenarios, que permitan hacer frente a la creación de la nueva jurisdicción. Información que deberá ser analizada y compilada por la Dirección de Planificación como ente técnico en la formulación presupuestaria.

El pasado 13 de abril de 2018, se envía a la Dirección de Planificación el oficio CJP01-ADM-18 que contiene la información con las solicitudes de todos los entes involucrados que contemplan diversos rubros, que fueron sujeto de análisis técnico por parte de la Dirección de Planificación para el levantamiento de los requerimientos institucionales que deberán ser comprendidos en diferentes escenarios de operación y sistematización para la implementación de la Ley de la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, en un análisis cuali-cuantitativo.

Posteriormente, se envía el 03 de mayo a consulta el informe 401-PLA-2018 a la Comisión de la Jurisdicción Penal, con plazo de 3 días para emitir observaciones.

En reunión sostenida el 4 de mayo en Comisión ampliada, se discutió el oficio número 401-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, en el cual se exponían cinco escenarios posibles para abordar la implementación de la referida Ley, al momento en que entrara en vigencia.  Una vez discutido el informe anterior la Comisión de la Jurisdicción Penal acordó solicitar que se incluya en el presupuesto del año 2019 lo contenido en el informe CJP04-ADM-18, el cual es remitido a la Dirección de Planificación por la Secretaria General de la Corte, el pasado 10 de mayo de 2018 para ser valorado en sesión de presupuesto del Consejo Superior, observaciones que son analizadas e incorporadas en el presente informe.

Finalmente, se conoce en sesión extraordinaria de presupuesto del Consejo Superior, el informe 42-PLA-MI-2018 y se incorporan los acuerdos tomados en la sesión 43-18 del 16 de mayo de 2018, artículo I.

III. Justificación de la Situación

Mediante la aprobación de ley 9481, se creará la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, con competencia en la investigación y juzgamiento de los delitos graves que sean cometidos por personas mayores de edad y que cumplan con los criterios obligatorios establecidos en este mismo instrumento legal. La competencia de los tribunales especializados se extenderá al conocimiento de los delitos conexos, respecto de los cuales la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada se arrogue su competencia.

La ley 9481 fue publicada en la Gaceta 194 el 13 de octubre del 2017. En el Transitorio único del proyecto de ley, indica que después de ser publicada la ley se tienen doce meses para que inicie la nueva Jurisdicción.

Adicionalmente, Corte Plena en la sesión 03-18 celebrada el 29 de enero de 2018, Artículo IX acordó lo siguiente:
 
"Se acordó: Acoger la gestión de la magistrada Arias, en consecuencia: 1) Aprobar que la Comisión de la Jurisdicción Penal, sea la encargada del desarrollo y seguimiento como ente rector, para la implementación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada, en razón de que la citada Comisión integra los sectores de la materia penal. 2) Es entendido que para el funcionamiento de dicha legislación la referida Comisión se integrará con un representante del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, la Dirección de Planificación y de la Dirección Ejecutiva y todas aquellas dependencias que se requieran. Se declara acuerdo firme.”

Finalmente, Corte Plena en la sesión N° 05-18 celebrada el 12 de febrero de 2018, articulo XIV acuerda: “Aprobar el proyecto de Ley para Modificar el Párrafo Segundo del Transitorio Único de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica y remitirlo al señor Ministro de Justicia para que se dé el trámite correspondiente para someterlo a conocimiento de la Asamblea Legislativa

La modificación al Transitorio Único es la siguiente.

Artículo 1.- Modificase el párrafo segundo del Transitorio Único de la Ley N° 9481 de 13 de setiembre del 2017, Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, cuyo texto dirá:

“Rige veinticuatro meses después de su publicación.”

Artículo 2.- Esta ley rige a partir de su publicación.

De aprobarse esta Ley, la entrada en vigencia de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica regiría a partir de octubre 2019.

Adicionalmente, en la Ley establece en su artículo 16. “Contenido presupuestario e integración inicial de los tribunales”, lo siguiente

“…El Departamento de Planificación del Poder Judicial recomendará el número de funcionarios que se deberán desempeñar en esta Jurisdicción, al momento de entrar en vigencia la presente ley.”


IV. Información Relevante

El presente apartado pretende compilar todas las necesidades detectadas por las diferentes instancias tanto del Ámbito Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia como del Ámbito Administrativo del Poder Judicial, con el fin de establecer los requerimientos mínimos necesarios para hacer frente a la entrada en vigencia de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, tanto a nivel de impacto organizacional como presupuestario.

Para el siguiente estudio, se toma como referencia para la creación de las oficinas de la Judicatura, lo establecido en el artículo 2 de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica que literalmente cita:

“El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada”

Además, en el artículo 15 de esta Ley se establece la creación de Unidades Especializadas en el Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial, como se cita a continuación:

“Unidades del Ministerio Público, de la Defensa Pública y Sección del Organismo de Investigación Judicial. La Fiscalía General de la República y la Dirección de la Defensa Pública crearán las unidades respectivas para conocer los asuntos que se investiguen y se juzguen ante la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada y una Sección contra el Crimen Organizado en el Organismo de Investigación Judicial (OIJ).”

Es importante acortar, que Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica iniciará con causas nuevas, esto según lo establecido en el transitorio único de la presente Ley, según se cita a continuación:

“TRANSITORIO ÚNICO- Las causas iniciadas en los tribunales penales con competencia común a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, que se encuentren en las etapas intermedia o de juicio, seguirán siendo conocidas por esos tribunales…”


4.1. Procedimiento y Competencia

Relacionado con el procedimiento a seguir, en el artículo 4 de la Ley se establece lo siguiente: 

 “Cuando los elementos recogidos durante la fase de investigación determinen que los hechos investigados permiten adecuarse como delincuencia organizada, el Fiscal General del Ministerio Público podrá solicitar al Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, que se arrogue el conocimiento de los mismos.  Con la solicitud se deberán presentar los antecedentes que permitan establecer el cumplimiento de los requisitos necesarios para aplicar la nueva ley de creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica. Importante indicar que solamente el Fiscal General del Ministerio Público puede presentar una acusación en esta nueva Jurisdicción.

Presentada la solicitud, el juzgado resolverá sin audiencia previa a las partes y en un plazo no mayor de cuarenta y ocho horas, en el caso de que la persona imputada no haya sido intimada.

Si la persona imputada hubiese sido intimada antes de la solicitud, el juzgado deberá convocar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, a las partes a una audiencia oral y privada para decidir si se arroga la competencia.  En esa audiencia se le concederá, en primer término, la palabra al Ministerio Público, quien deberá exponer oralmente las razones por las cuales estima aplicable la nueva ley.  Después se le concederá la palabra a las demás partes.  El juzgado deberá resolver la solicitud oralmente luego de concluida la audiencia, o en casos excepcionales, diferir la resolución del asunto oralmente o por escrito, por un plazo no mayor de cuarenta y ocho horas.

La solicitud de acceso a la jurisdicción especializada en delincuencia organizada podrá ser formulada por el Ministerio Público hasta antes de acordarse la acusación o conjuntamente con esta.  En este último caso deberá remitirse la acusación con la solicitud respectiva”.

Relacionado con lo indicado en el artículo anteriormente citado, en la siguiente figura se observa la propuesta del procedimiento a seguir en la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada:


Figura N°1
 Mapa del proceso propuesto en el Proyecto de la Nueva Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada


Fuente: Dirección de Planificación


Conexo con la competencia, variable importante para definir la ubicación física de las oficinas, se tiene el artículo 2 que define lo siguiente:

“…Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia.

Por lo anterior, las oficinas deberán de estar ubicadas en el primero Circuito Judicial de San José y para analizar esta situación y según lo acordado en la reunión del 5 de abril del 2018, la Dirección Ejecutiva deberá de valorar el lugar más adecuado para alojar esta nueva Jurisdicción  en el edificio de Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, considerando una ponderación de variables como la seguridad, cercanía entre los órganos intervinientes (Ministerio Público, Defensa Pública, OIJ), ubicación de celdas y otras labores logísticas asociadas al proceso.

Los costos asociados a alquileres, remodelaciones y necesidades de infraestructura se presupuestan a partir de la labor a cargo de la Dirección Ejecutiva, en conjunto con los entes involucrados.


4.2. Conformación Actual de los Intervinientes en el Proceso 

En cuanto a las oficinas que participan en esta nueva Jurisdicción se encuentran el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial. 

Ministerio Público: Actualmente los casos de delincuencia organizada se atienden tanto en la Fiscalía Adjunta contra Delincuencia Organizada, como en algunas de las fiscalías de la columna de delincuencia organizada que tramitan delitos de interés (Fraudes, Legitimación de Capitales y Trata de Personas), y la mayoría las Fiscalías Adjuntas Territoriales en todo el País. Además, debe incluirse dentro de esta estructura a la Oficina de Atención y Protección a Víctimas del delito.

Defensa Pública: no cuenta con una unidad específica, por lo que estos casos son asumidos mediante rol de la carga ordinaria de los Defensores y Defensoras Públicas en materia penal ubicados en los circuitos judiciales del país.

Organismo de Investigación Judicial: cuenta con una sección que se desempeña de manera exclusiva en Delincuencia Organizada. Sección conformada a partir del 2018 destacada en San José, según el acuerdo de Corte Plena en la sesión 15 de 31 de mayo de 2017 artículo II. Además, según lo que establece la Ley a nivel de funcionarios, es indispensable contar con la participación de las Unidades de Protección a Funcionarios Judiciales y a Víctimas y Testigos. 

Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones: tendrá una participación muy importante en el desarrollo y aplicación de esta nueva ley, como así lo indica el artículo 12 que establece que la intervención o la escucha de las comunicaciones entre presentes o por las vías epistolar, radial, telegráfica, telefónica, electrónica, satelital, el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada podrá ordenar, en los casos sometidos a su conocimiento y por resolución fundada, la intervención de las comunicaciones en los delitos que así lo permitan, de conformidad con el ordenamiento jurídico y podrá delegar la ejecución de la medida ante el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones. 


4.3. Comportamiento Estadístico de las Posibles Causas que se Tramitarían en la Nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. 

Como parte del Diagnóstico se analiza la posible carga de trabajo que tendría la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, tomando en consideración los siguientes supuestos:
 
Solo la figura de la Fiscal General podrá solicitar a la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada que se arrogue la competencia de los casos, según lo indica el proyecto de Ley en el artículo 4.

Para el establecimiento de las estadísticas y costos de la implementación de la Ley, y como parte del funcionamiento por parte de la Fiscalía, es importante acotar que se debe partir de que los casos a considerar como Delincuencia Organizada son los que cumplen con los siguientes criterios, según se establecen en el artículo 9 y se citan a continuación:

“ARTÍCULO 9-Criterios. Para que la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada se arrogue la competencia, además de tratarse de la investigación de uno o más delitos graves, para considerar que se está frente a un grupo de delincuencia organizada deberán estar presentes los siguientes criterios obligatorios:

 1) Participación colectiva. Grupo compuesto por tres o más personas, que no haya sido formado fortuitamente para la comisión inmediata de un delito.
 
2) Grupo organizado. Que se trate de un grupo con una estructura organizada, porque existe un rol o una tarea específica para cada miembro del grupo.
 3) Permanencia en el tiempo. Que exista durante cierto tiempo o por un período de tiempo indefinido.
 4) Actuación concertada para cometer delitos. Que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves.”


Esto significa que, en cualquier Fiscalía del país, llámese especializada o territorial, podrían y se conocen casos de delincuencia organizada de diferentes tipos de delitos. Es decir que no solo la Fiscalía contra la Delincuencia Organizada (FADCO), competente para la investigación de delitos de narcotráfico y conexos, podría eventualmente litigar en la jurisdicción especializada.

Considerando lo anterior, la proyección de los casos que eventualmente el Ministerio Público litigue en la jurisdicción especializada, no necesariamente se limitan a los casos que de acuerdo con la estadística hoy día corresponden a los conocidos por la Fiscalía contra la Delincuencia Organizada.

La base estadística para la proyección de los casos que el Ministerio Público podría litigar en la jurisdicción especializada debe construirse a partir de los datos de las fiscalías de todo el país; tanto las especializadas como las territoriales.

Con base en lo anterior, la Fiscalía General solicitó a todos los Fiscales Adjuntos del país que informaran a esta Fiscalía, sobre los casos de mediano y alto impacto, que de acuerdo con los criterios legales, pudieran definirse como delincuencia organizada, relacionados con delitos y fenómenos criminales de especial interés para la Fiscalía General a saber: narcotráfico, homicidios por ajustes de cuentas, secuestro extorsivo, legitimación de capitales, trata de personas, tráfico ilícito de migrantes, fraudes o estafas y robos agravados.

A continuación, se presentan la cantidad de causas reportadas por el Ministerio Público, los cuales corresponden a los casos de la Fiscalía Adjunta Contra la Delincuencia Organizada, y de algunas de las fiscalías que tramitan delitos de delincuencia organizada (Fraudes, Legitimación de Capitales y Trata de Personas), y la mayoría de las fiscalías adjuntas territoriales que han tramitado casos que, de acuerdo con los parámetros solicitados, podrían ser incluidos dentro de la jurisdicción especializada.


Cuadro 1
Cantidad de causas reportadas por el Ministerio Público que podrían ser incluidos dentro de la jurisdicción especializada
	Delitos
	2015
	2016
	2017

	Narcotráfico (tanto tráfico nacional como tráfico internacional)
	264
	244
	250

	Homicidios por ajustes de cuentas (sicariato)
	46
	49
	88

	Robos agravados
	137
	88
	64

	Fraudes o estafas en modalidad de delincuencia organizada
	12
	18
	35

	Otros (especificar)
	124
	38
	24

	Secuestro Extorsivo
	24
	19
	13

	Legitimación de capitales
	23
	9
	9

	Tráfico Ilícito de Migrantes
	4
	1
	8

	Trata de personas
	2
	1
	1

	Total
	636
	467
	492

	Promedio
	532


Fuente: Ministerio Público

Como se puede observar, la cantidad de casos disminuyó en un 23% del 2015 al compararlo con los datos del 2017, el delito de narcotráfico represente el 50% de los asuntos que tramita el Ministerio Público, seguido por los homicidios por ajustes de cuentas que representa un 18% y los robos agravados con un 13%. 

Es importante indicar que estos tres delitos representan el 82% de todas las causas que el Ministerio Público considera a criterio de experto posibles causas para ser arrogadas a la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. 

Para determinar la carga de trabajo posible en el Juzgado Especializado de Delincuencia Organizada Adicionalmente, de igual forma, la Fiscalía General consulta a todos los Fiscales Adjuntos del país, la cantidad de asuntos presentados por parte del Ministerio Público ante los Juzgados Penales en los años 2015, 2016 y 2017, que podrían cumplir con los presupuestos del Ley del artículo 9.

De lo anterior, se tiene un promedio anual de 532 asuntos que se proyectan como posibles causas de Delincuencia Organizada, obtenidos de las estadísticas del trienio 2015-2017.

Por otro lado, se tiene la cantidad de causas enviadas del Ministerio Público a los Juzgados Penales, relacionadas con Delincuencia Organizada, lo cual se muestra en la siguiente imagen:



Figura 2
 Cantidad de Asuntos enviadas por el Ministerio Público a los Juzgados Penales del País del 2015 al 2017 

Fuente: Ministerio Público

Como se observa, el Ministerio Público presentó 176 asuntos en promedio anual a los Juzgados Penales del País, durante los años 2015 al 2017, que representan en promedio 16 asuntos mensuales (0,7 diarios) ingresados a los Juzgados con delitos relacionados a Delincuencia Organizada.

Adicionalmente, como posible carga del Juzgado, se determina con la Sección de Estadística, que la cantidad de solicitudes (allanamientos, prisión preventiva, levantamiento de secreto bancario, medidas cautelares, entre otras) que realizó la FADCO durante el 2017 son aproximadamente 35, para un promedio mensual de 3 solicitudes. 

Bajo la misma metodología empleada por la Fiscalía General, para determinar la carga de trabajo posible del Tribunal Especializado de Delincuencia Organizada, se determina la cantidad de asuntos con apertura a juicio y abreviados en todos Tribunales Penales del País durante los años 2015, 2016 y 2017, considerados por parte del Ministerio Público asuntos que se pueden catalogar como delincuencia organizada, lo cual se muestra en la siguiente figura.




Figura N°3
 Movimiento de los Juicios Realizados y Abreviados durante los años 2015, 2016 y 2017

Fuente: Ministerio Público

En el 2015 es el año que se presentan la mayor cantidad de causas en etapa de juicio con un total de 179 causas, en los siguientes años 2016 y 2017 se presenta una tendencia a la baja de asuntos.

Con la estadística que se presenta en la figura anterior, en promedio al año ingresan a los Tribunales Penales 139 asuntos, es decir, 12 asuntos mensuales entre juicios y abreviados (0,6 diarios). 

Los datos analizados en los puntos anteriores representan la línea base para establecer la demanda de asuntos para cada oficina y definir la estructura organizacional mínima necesaria para hacer frente a la carga de trabajo de la Jurisdicción Especializada, lo cual se detalla en los siguientes apartados.


4.4. Propuesta de Estructura Organizacional solicitada por la Comisión de Asuntos Penales 

Una vez discutido el informe 401-PLA-2017, la Comisión de la Jurisdicción Penal acordó solicitar que se incluya en el presupuesto del año 2019 lo contenido en el informe CJP04-ADM-18, lo cual se resume a continuación:

Con base en la información anterior y con el fin de cumplir con lo dispuesto por la Comisión de la Jurisdicción Penal conforme a la Ley, se presentan los requerimientos mínimos humanos de la estructura organizacional y la estimación de costos para poder hacer frente a la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada a partir de enero del 2019:

	Oficina
	Tipo de plaza
	Cantidad
	Costo

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	Juezas o Jueces 3
	8
	₡475.520.000,00

	
	Jueza o Juez Tramitador 1
	1
	₡55.966.000,00

	
	Coord. Judicial 2
	1
	₡18.370.000,00

	
	Técnicas o Técnicos Jud. 2
	11
	₡169.917.000,00

	
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	1
	₡13.033.000,00

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	Juezas o Jueces 4
	15
	₡961.860.000,00

	
	Jueza o Juez Tramitador 1
	2
	₡111.932.000,00

	
	Coord. Judicial 3
	1
	₡19.060.000,00

	
	Técnicas o Técnicos Jud. 3
	15
	₡242.685.000,00

	
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	3
	₡39.099.000,00

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	Juezas o Jueces 5
	9
	₡645.336.000,00

	
	Jueza o Juez Tramitador 1
	1
	₡55.966.000,00

	
	Coord. Judicial 3
	1
	₡19.060.000,00

	
	Técnicas o Técnicos Jud. 3
	3
	₡48.537.000,00

	
	Auxiliar de Seguridad
	2
	₡27.204.000,00

	
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	1
	₡13.033.000,00

	Defensa Pública 
	Defensoras o Defensores Coordinador 2
	1
	₡58.842.000,00

	
	Defensoras o Defensores
	24
	₡1.331.376.000,00

	
	Investigador de la Defensa Pública
	5
	₡116.280.000,00

	
	Técnico Jurídico
	6
	₡104.928.000,00

	
	Auxiliar Administrativo
	5
	₡68.525.000,00

	
	Auxiliar de Seguridad
	4
	₡54.408.000,00

	
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	2
	₡26.066.000,00

	MP
	Fiscal Adjunto 1
	1
	₡63.911.000,00

	
	Fiscalas o Fiscales
	6
	₡356.142.000,00

	
	Fiscales Auxiliares
	14
	₡799.414.000,00

	
	Coordinador Judicial 2
	1
	₡18.370.000,00

	
	Técnicos Judiciales 2
	18
	₡278.046.000,00

	
	Técnico Administrativo 2
	1
	₡16.920.000,00

	
	Gestor en Capacitación 2
	1
	₡38.443.000,00

	
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	1
	₡13.033.000,00

	OAPVD
	Psicólogo
	2
	₡76.886.000,00

	
	Trabajo Social
	1
	₡38.443.000,00

	
	Analista en Criminología
	1
	₡38.443.000,00

	
	Abogado de Atención y Protección a la Victima
	1
	₡46.931.000,00

	
	Técnico Judicial 2
	1
	₡15.447.000,00

	
	Asistente Administrativo 2
	1
	₡14.894.000,00

	UPRO
	Jefe de Investigación 1
	4
	₡122.236.000,00

	
	Oficiales de Investigación
	8
	₡225.376.000,00

	
	Agentes de Protección 2
	193
	₡4.787.751.000,00

	
	Profesional 2
	1
	₡38.443.000,00

	
	Secretaria 1
	2
	₡29.014.000,00

	
	Técnico Administrativo 2
	1
	₡16.920.000,00

	
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	2
	₡26.066.000,00

	UPROV
	Jefe Investigación 1
	5
	₡152.795.000,00

	
	Oficiales de Investigación
	20
	₡563.440.000,00

	
	Agentes de Protección 1
	460
	₡9.744.640.000,00

	
	Profesional 2
	2
	₡76.886.000,00

	
	Secretaria 1
	1
	₡14.507.000,00

	
	Secretaria 2
	1
	₡15.834.000,00

	
	Técnico Administrativo 2
	2
	₡33.840.000,00

	
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	2
	₡26.066.000,00

	CJIC
	Oficiales de Investigación
	44
	₡1.239.568.000,00

	
	Analista en Criminología
	2
	₡76.886.000,00

	OIJ
	Oficiales de Investigación 
	31
	₡873.332.000,00

	
	Investigación 2
	44
	₡1.239.568.000,00

	
	Subjefe de Departamento (OPO)
	1
	₡53.461.000,00

	
	Oficial Táctico de Intervención (SERT)
	10
	₡250.130.000,00

	
	Jefe Investigación 1 (SERT)
	1
	₡30.559.000,00

	
	Asesor Operativo
	1
	₡49.831.000,00

	
	Profesional en Informática 3 (DIC)
	4
	₡159.972.000,00

	
	Profesional en Informática 2 (UTI)
	1
	₡38.443.000,00

	
	Perito Auditor en Legitimación de Capitales (DIC)
	5
	₡154.525.000,00

	
	Supervisor de Servicio
	2
	₡80.006.000,00

	
	Oficiales de Investigación
	2
	₡56.344.000,00

	
	Investigador 2
	8
	₡188.496.000,00

	
	Peritos (Departamento de Ciencias Forenses)
	6
	₡237.906.000,00

	
	Técnicos (Departamento de Ciencias Forenses)
	6
	₡97.074.000,00

	
	Técnicos en audiovisuales
	1
	₡16.179.000,00

	
	Profesionales en Derecho
	1
	₡42.942.000,00

	
	Armero
	1
	₡23.562.000,00

	
	Profesional 2 (UPI)
	4
	₡153.772.000,00

	
	Coordinador de Unidad (UPI)
	1
	₡38.443.000,00

	
	Psicológos (UPI)
	2
	₡76.886.000,00

	
	Gestor de Capacitación 2
	2
	₡76.886.000,00

	
	Custodios
	80
	₡1.376.880.000,00

	
	Investigadores de Localización y Presentación
	20
	₡328.640.000,00

	
	Psicológos (SAPSO)
	2
	₡76.886.000,00

	Escuela Judicial
	Juezas o Jueces 4
	2
	₡128.248.000,00

	
	Gestor de Capacitación 3
	1
	₡42.942.000,00

	
	Profesional 2
	1
	₡38.443.000,00

	
	Asistente Administrativo 3
	2
	₡30.894.000,00

	Gestión Humana
	Profesional 2
	1
	₡38.443.000,00

	Dirección Ejecutiva
	Arquitecto
	1
	₡38.443.000,00

	
	Ingeniero Electromecánico
	1
	₡38.443.000,00

	
	Técnico Especializado 5 (Dibujante)
	1
	₡16.179.000,00

	
	Asesor Jurídico 1
	1
	₡38.443.000,00

	
	Profesional 2
	1
	₡38.443.000,00

	
	Auxiliar de Seguridad
	48
	₡741.456.000,00

	
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	2
	₡26.066.000,00

	Dirección de Tecnología de la Información
	Técnicos de Implantación
	3
	₡48.564.000,00

	
	Técnico en formatos jurídicos
	1
	₡16.179.000,00

	
	Profesionales en informática 2
	3
	₡115.329.000,00

	
	Técnico Especializado 5
	2
	₡32.358.000,00

	Dirección de Planificación
	Profesional 2
	1
	₡38.443.000,00

	Total plazas
	1230
	₡30.870.633.000,00



Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ₡30.870.633.000,00 


Se adjunta un cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación para esta Jurisdicción. Se hace la previsión presupuestaria de 12 meses, partiendo del supuesto que la Asamblea Legislativa no modifique el transitorio de la Ley 9481 y se deba iniciar con presupuesto ordinario en 2019.

[image: ]

Nota: Para el presupuesto 2019, el sobresueldo por Crimen Organizado según acuerdo del Consejo Superior de la sesión 43-18, artículo I, se estima en un monto fijo de 2000 mil millones de colones, para todo el año 2019, el cual estará sujeto a análisis técnico de la Dirección de Gestión Humana y aprobación del superior para su posterior implementación. La propuesta de Estructura Organizacional de plazas (reducida) aprobada en esta misma sesión por el Consejo Superior, es la que fundamentaría los futuros cálculos del sobresueldo. 

Se adjunta el oficio con los requerimientos presupuestarios solicitados por la Comisión de la Jurisdicción Penal.



4.5. Propuesta de Estructura Organizacional Estándar (total)

Una vez realizado el análisis general del impacto de Ley, tomando en consideración variables cuantitativas derivadas de las estadísticas, estructuras organizacionales y cargas de trabajo actual y además de acuerdo con criterios cualitativos dados por los licenciados Edgar Castrillo Brenes y Juan Carlos Pérez Murillo, Jueces Coordinadores del Juzgado Penal y Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José respectivamente y demás Jerarcas de los órganos del Ámbito Auxiliar de Justicia,  el trámite de cada uno de esos expedientes no puede (ni debe) equipararse con el de una causa por delincuencia sencilla, toda vez que los delitos graves tramitados bajo la modalidad de delincuencia organizada resultan considerablemente más complejas en razón de que, la misma ley especial fija como requisito que se trate de un grupo de tres o más personas, es decir, imputados; a raíz de ello el número de actores procesales aumenta de manera significativa y el volumen de los expedientes suele ser de varios tomos, lo cual deriva en la necesidad de una mayor inversión en personal, no solo por la exigencia de una justicia pronta y cumplida, sino por el cuidado que debe invertirse en la resolución de todos los asuntos de investigación que requieran control y orden jurisdiccional.

Adicionalmente, producto de lo establecido en el artículo 2 de la Ley y tomando como base lo manifestado por los juzgadores mencionados en el párrafo anterior, la Dirección de Planificación analiza una posible estructura organizacional, para atender las causas nuevas que ingresarán a la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, la cual se establece a continuación:

	Oficina o Despacho Judicial
	Cantidad de Recurso Humano
	Tipo de plaza

	Oficina o despacho
	Plazas
	Tipo de plaza

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	4
	Juezas o Jueces 3

	
	1
	Coord. Judicial 2

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 2

	
	1
	Técnicas o Técnicos Jud. 2 (manifestador)

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	15
	Juezas o Jueces 4

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coord. Judicial 3

	
	7
	Técnicas o Técnicos Judiciales 3

	
	1
	Técnicas o Técnicos Jud. 3 (manifestador)

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	6
	Juezas o Jueces 5

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coord. Judicial 3

	
	2
	Técnicas o Técnicos Jud. 3

	Defensa Pública 
	1
	Defensoras o Defensores Coordinador 2

	
	24
	Defensoras o Defensores

	
	5
	Investigador de la Defensa Pública

	
	6
	Técnico Jurídico

	
	5
	Auxiliar Administrativo

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	Ministerio Público
	1
	Fiscal Adjunto 1

	
	6
	Fiscalas o Fiscales

	
	14
	Fiscales Auxiliares

	
	1
	Coordinador Judicial 2

	
	1
	Gestor en Capacitación 2

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	18
	Técnicos Judiciales 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito (OAPVD)
	2
	Psicólogos

	
	1
	Trabajador Social

	
	1
	Criminólogo

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima

	
	1
	Técnico Judicial 2

	
	1
	Asistente Administrativo 2

	Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales (UPRO)
	1
	Profesional 2

	
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	202
	Agentes de Protección 2

	
	1
	Secretaria 1

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	Unidad De Protección De Víctimas y Testigos (UPROV)
	2
	Jefe Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	108
	Agentes de Protección 1

	
	2
	Técnico Administrativo 2

	Organismo de Investigación Judicial (OIJ)
	36
	Custodios Sección de Cárceles ICJSJ

	
	2
	Profesionales en informática 3 (Depto. Inv. Criminales)

	
	31
	Oficiales de Investigación

	
	44
	Investigador 2

	
	10
	Oficiales tácticos (SERT)

	
	8
	Investigadores de localización y presentación 

	
	1
	Armero

	
	1
	Jefe de investigación 1 (SERT)

	
	1
	Profesionales en informática 2 (UTI)

	
	1
	Gestor de Capacitación 1

	Centro de Intervenciones telefónicas
	32
	Personal de escucha 

	Escuela Judicial
	2
	Juezas o Jueces 5

	
	1
	Profesional 2 en métodos de enseñanza

	
	1
	Técnico Administrativo 3

	Gestión Humana
	4
	Profesional 2

	Dirección Ejecutiva
	1
	Arquitecto

	
	1
	Ingeniero Electromecánico

	
	1
	Técnico Especializado 5 (Dibujante)

	
	1
	Asesor Jurídico 1

	
	1
	Profesional 2

	
	48
	Auxiliar de Seguridad

	
	2
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	Dirección de Planificación
	1
	Profesional 2

	Dirección de Tecnología de la Información
	2
	Técnico especializado 5

	
	3
	Técnicos de Implantación

	
	1
	Técnico en formatos jurídicos

	
	3
	Profesionales en informática 2

	Total
	705
	



Como se observa, el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, para la atención de los casos nuevos con acusación y las solicitudes que se realicen, se establece una estructura de cuatro Juezas o Jueces, con una Técnica o Técnico Judicial por persona juzgadora para el trámite de asuntos y una para la manifestación a los usuarios externos y una Coordinadora o Coordinador Judicial, para un total de 10 servidoras y servidores judiciales. 

Cabe manifestar que para solicitudes excepcionales en donde se requiere un número elevado de Juezas y Jueces, se debe plantear el escenario a la Dirección Jurídica, para que defina la posibilidad de que ese tipo de colaboración se realice con las Juezas y Jueces de la Jurisdicción Penal Ordinaria, bajo la dirección funcional de las Juezas o Jueces especializados en Delincuencia Organizada, tomando en consideración que esta colaboración no es vinculante con las resoluciones o criterios de fondo que se deben emitir por la Judicatura Especializada.

En el caso del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada, se sugieren tres secciones de juicio colegiadas compuestas por cuatro Juezas o Jueces y una sección compuesta de tres Juezas o Jueces para los asuntos abreviados y las apelaciones, así como las plazas de Jueza o Juez Tramitadora, la de Coordinadora o Coordinador Judicial y ocho plazas de Técnicas o Técnicos Judiciales, dos de estas para cada sección de juicio (uno para la fase de trámite y otro para la de juicio), una para la sección colegiada que atenderá los abreviados y las apelaciones y finalmente, una para el área de manifestación a las personas usuarias. 

Para el Tribunal de Apelaciones, se establecen 2 secciones conformadas por 3 Juezas o Jueces cada uno, una Jueza o Juez de trámite, dos Técnicas o Técnicos Judiciales que atenderán ambas secciones, así como la manifestación y una Coordinadora o Coordinador Judicial. El nombramiento de las plazas de Juezas o Juezas deberá de realizarse de forma itinerante, mediante sorteo similar al de Magistrados Suplentes, de forma que las secciones no presenten problemas de inhibitorias, excusas o recusaciones.

Es importante indicar que para brindar el soporte de limpieza se establece una plaza de Auxiliar de Servicios Generales común para los tres despachos que conforman la judicatura y otra de las plazas para las Salas de Juicio adscritas a la Dirección Ejecutiva.

En el caso de la Defensa Pública, se recomienda asignar una plaza de Defensora o Defensor Público Coordinador, cinco plazas de Investigador de la Defensa Pública, seis plazas de Técnico o Técnica Jurídica, las cinco plazas de Auxiliares Administrativos, un Auxiliar de Servicios Generales para labores de apoyo y limpieza, así como las 24 plazas de Defensora o Defensor Público que brindaran apoyo a las solicitudes, Juzgado Penal y Tribunales Especializado en Delincuencia Organizada.

Para el Ministerio Público, se recomienda la creación de una nueva Fiscalía Adjunta Especializada en Delincuencia Organizada, con una estructura conformada por una Fiscala o Fiscal Adjunto, seis plazas de Fiscalas y Fiscales de juicio, dos de estos en funciones de coordinación, 14 plazas de Fiscalas y Fiscales Auxiliares, además de una Coordinadora o Coordinador Judicial, una Técnica o Técnico Administrativo, 18 Técnicas o Técnicos Judiciales que brindarán apoyo a las Fiscalas y Fiscales, un Auxiliar de Servicios Generales para labores de apoyo y limpieza y un Gestor de Capacitación.

La Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito, se fortalece con un equipo técnico evaluador conformado por un Psicóloga o Psicólogo, una Trabajadora o Trabajador Social, una Criminóloga o Criminólogo, una abogada o abogado, una Técnica o Técnico Judicial, un asistente Administrativo y una Psicóloga o Psicólogo adicional para los casos de seguimientos.
El Organismo de Investigación Judicial para conformar la Unidad Especializada en Crimen Organizado contará con las 41 plazas otorgas en presupuesto 2018, las cuales se detallan a continuación:

	Cant.
	Tipo de plaza

	
	

	1
	Jefe de Investigación 3

	2
	Jefe de Investigación 1

	2
	Perita o Perito Judicial 2

	2
	Auxiliar Administrativa o Administrativo

	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	1
	Secretaria 1

	4
	Oficiales de Investigación

	28
	Investigadora o Investigador 2

	
	



Según se indica por el Organismo de Investigación Judicial, es necesario reforzar esta Unidad Especializada con 31 Oficiales de investigación y 44 Investigadores 2 adicionales, mismas que deberán sobrellevar la carga de todos los asuntos de Delincuencia Organizada del país.

Adicionalmente, como parte del apoyo en las investigaciones de la Unidad Especializada, se brindará al Departamento de Investigaciones Criminales, para delitos cibernéticos de Delincuencia Organizada 2 profesionales en informática 3.
Como apoyo a las solicitudes de la Fiscalía, se brindará un Equipo del SERT, conformado por 10 Oficiales tácticos y un Jefe de Investigación 1.

Por otro lado, se brindará colaboración para la presentación y localización de testigos, con ocho Investigadores de localización y presentación, quienes darán soporte a toda la estructura de Delincuencia Organizada, carga de trabajo que se le dará seguimiento una vez entrada en vigencia, de forma que se analice la necesidad de Recurso Humano de esta oficina, previa coordinación con la Dirección de Planificación.

En lo administrativo, se brindará colaboración con un Profesional 2 en Administración o carrera afín, para los temas administrativos de la UPRO y UPROV, además se tiene un profesional en informática para la UTI, para que se avoque al desarrollo de nuevos sistemas que den soporte al tema de protección tanto de UPRO como de UPROV, de forma que se pueda dar el seguimiento necesario a la carga laboral de estas oficinas, adicionalmente al desarrollo de sistemas para el seguimiento de casos de Delincuencia Organizada, en este mismo sentido, se brindará de un Armero, ya que se tiene actualmente una limitante de este tipo de recurso y con el aumento en plazas proyectadas la demanda será mayor.

Adicionalmente plazas de investigador en el Departamento de Investigaciones Criminales en fueron otorgadas en el 2018, y se debe reforzar con personal para las Unidades que deberán dar protección a las funcionarias y funcionarios que se desempeñen en la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, tanto de forma permanente como bajo riesgo o amenaza, por lo que la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales (UPRO) contará con 202 Agentes de protección a funcionarios y sus familiares, los cuales deberá ser revisada su categoría, al dar protección a Juezas o Jueces y no a Magistrados como lo hacen los actuales agentes de esta Unidad, apoyados por cuatro oficiales de investigación, dos Jefaturas de investigación, una Secretaria, un Técnico Administrativo y un Auxiliar de Servicios Generales para labores de apoyo y limpieza. Se deberá reglamentar su participación, según se expone más adelante.

Para la Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, se establecen 32 custodios, y se establecen dos profesionales en informática para el Departamento de investigaciones criminales y finalmente, un Gestor de Capacitación.

Adicionalmente, como soporte operativo al Equipo Técnico Evaluador del OAPVD, se tiene la Unidad De Protección De Víctimas y Testigos (UPROV), quienes darán soporte bajo amenaza y se reforzará con 108 Agentes de protección, apoyados por cuatro Oficiales de investigación, dos Jefaturas de investigación y dos Técnicos Administrativos.

Por el momento y al no tener claro el panorama del Centro de Intervenciones Telefónicas, el mismo será reforzado con 32 personas que escuchan, el perfil del puesto deberá ser atendido por la Dirección de Gestión Humana, para fines presupuestarios se tomará como Investigador 1.

En lo que respecta a la Escuela Judicial, se otorgarán dos Juezas o Jueces que capacitarán en lo relacionado con la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, programas que deberán ser desarrollados con los recursos existentes de la Escuela Judicial y con la colaboración de un profesional en métodos de enseñanza y un técnico Administrativo 3. 

Finalmente, para las instancias del ámbito Administrativo se establecen plazas profesionales en distintas ramas, para la atención temporal a las labores que involucran la creación de oficinas nuevas.

Es importante indicar que el personal requerido para la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, deberá contar con los perfiles competenciales diseñados, previo a la entrada en vigencia de la Ley, sin embargo, para fines presupuestarios del 2019, se tomará como referencia los puestos actuales en materia penal.


4.5.1. ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL SEGÚN RESTRICCIONES

Sin embargo, es importante indicar que para el establecimiento de la Estructura Organizacional planteada en el apartado anterior, se tienen dos restricciones, una dada por la Dirección Ejecutiva quien alerta de que no existe suficiente disponibilidad de espacio físico de manera momentánea; sino hasta en dos años aproximadamente y la otra restricción es la fecha definitiva de entrada en vigencia de la Ley, por tal motivo, la Dirección de Planificación propone que, para la constitución del Juzgado, Tribunal Penal y Tribunal de Apelación de Sentencia Especializados en Delincuencia Organizada, se presentarán escenarios supeditados a las restricciones anteriores, los cuales se describen a continuación:


4.5.1.1. Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada


· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.
 
Bajo este escenario, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción, con el siguiente recurso humano.

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	4
	Juezas o Jueces 3

	
	1
	Coordinadora o Coordinador Judicial 2

	
	5
	Técnicas o Técnicos Judicial 2 (uno manifestador)



Para lo anterior, se debe crear este nuevo despacho judicial en jornada vespertina, compartiendo el espacio físico con el actual Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José y haciendo uso de las Salas de Juicio existentes.

[bookmark: _Hlk513554468]Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.

Cabe manifestar que para solicitudes excepcionales en donde se requiere un número elevado de Juezas y Jueces para allanamientos , se debe plantear la consulta a la Dirección Jurídica, para que defina la posibilidad de que ese tipo de colaboración se realice con las Juezas y Jueces de la Jurisdicción Penal Ordinaria, bajo la dirección funcional de las Juezas o Jueces especializados en Delincuencia Organizada, tomando en consideración que esta colaboración no es vinculante con las resoluciones o criterios de fondo que se deben emitir por la Jurisdicción especializada.


· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019. 

Por parte de los licenciados Castrillo Brenes y Pérez Murillo, se recibe un documento que resume dos escenarios para la posible constitución de esta oficina, uno en la cual quede adscrita al Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José y otro en donde funcione como un despacho autónomo.

En ambos casos, como se extrae del documento, el recurso humano que sugieren está integrado de la siguiente manera:

“… 
	Detalle del personal requerido

	Clase puesto
	Cantidad

	Juez (a) 3
	8

	Juez (a) 1 Tramitador
	1

	Coordinador (a) judicial 2
	1

	Técnico (a) judicial 2
	11

	Auxiliar de servicios generales 2 *
	1

	Total
	22

	* Además de las labores de limpieza, será el responsable del envío o entrega de documentación ante los diferentes despachos administrativos. Si la limpieza es contratada, se requiere un auxiliar/asistente administrativo.







                            Fuente: Propuesta enviada por Juzgado y Tribunal del ICJSJ

En torno a lo anterior, es importante efectuar algunas consideraciones, en relación con la propuesta remitida:

· El Juzgado Penal constituye el primer filtro de las causas que la Fiscalía logra acusar, por lo que se debe contar con un equipo de recurso humano que otorgue un soporte sólido a la carga de trabajo generado desde el Ministerio Público, que permita una ágil gestión de esos expedientes y de esa manera evitar eventuales cuellos de botella en esta etapa.

· Los delitos contemplados en la Ley, según el criterio de los juzgadores, son de carácter complejo y como mínimo cada expediente tendrá tres imputados que conforme aumenten así sucederá con las diligencias procesales.

· Se deben destacar plazas juzgadoras para que colaboren tanto en la etapa preparatoria como intermedia.

Ahora bien, al analizar la información estadística del trienio 2015-2017, se puede indicar que el promedio de ingreso anual de delitos relacionados con delincuencia organizada en los juzgados penales del país alcanza los 176 asuntos anuales (16 mensuales o 0,7 expedientes diarios) y no 492 asuntos como indica la propuesta enviada por lo licenciados.

No obstante, lo anterior, tomando en consideración que la solicitud por parte de los licenciados radica en ocho plazas de Jueza o Juez, la Dirección de Planificación estima que para poner en marcha el Juzgado Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada, resulta suficiente una estructura de cuatro recursos de ese tipo, lo cual de manera global eso implica, que cada uno deba atender mensualmente cuatro asuntos en promedio, que podría deducirse como una baja carga de trabajo, en comparación con causas de tramitación compleja que hoy en día se llevan en el resto de Juzgados penales del País. 

Con esa cantidad de recurso, se respeta la línea de mantener juzgadores en etapa preparatoria e intermedia, tomando en consideración, que la Jueza o Juez que conoce una causa en la etapa intermedia, no puede conocerla la misma en etapa preparatoria.

Con esto se prevé un trámite célere de los expedientes que serán de suma complejidad y evitar los eventuales cuellos de botella, pero que por la carga de trabajo mostrada (cuatro asuntos mensuales por Jueza o Juez) no justifica destacar ocho recursos, resultando prudente evaluar el comportamiento que presente este juzgado al término de un año, una vez entrada en vigencia la nueva normativa.

Por su parte, la asignación de recurso técnico obedece a la relación de que por cada plaza de Jueza o Juez se deberá asignar una de Técnica o Técnico Judicial como apoyo a sus diligencias y tomando en consideración que se destaque como una oficina independiente, requerirá de Coordinadora o Coordinador Judicial y el apoyo de un recurso en el área de manifestación del despacho.

En virtud de lo anterior, para constituir el Juzgado Penal contra la Delincuencia Organizada, al igual que en el Escenario 1, se requiere de la siguiente estructura de recurso humano:


	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	4
	Juezas o Jueces 3

	
	1
	Coordinadora o Coordinador Judicial 2

	
	5
	Técnicas o Técnicos Judicial 2 (uno manifestador)



De igual forma que en el Escenario 1, la jornada será vespertina, por la limitación de espacio físico actual. 

Es importante indicar que se toma en consideración, además de la falta de espacio, que la jornada vespertina, contribuiría con aspectos de seguridad para las personas usuarias de otras materias y para el personal judicial en general del Primer Circuito Judicial de San José que labora en la jornada ordinaria, al no exponerse en las mismas horas de realización de juicios de Delincuencia Organizada y activación de protocolos de seguridad que se estiman para esta nueva Jurisdicción, aunado a que la cantidad de personas en jornada vespertina será la mínima en comparación con la jornada ordinaria, lo cual contribuye a minimizar el riesgo. 

Adicionalmente, se contaría con espacio no solo en las oficinas judiciales, sino también en las salas de juicio, sección de cárceles, el traslado de las personas, se realizaría fuera de las “horas pico” detectadas a nivel de tránsito vehicular, entre otros beneficios.

Ahora bien, si para octubre 2019, se cuenta con el espacio físico para alojar al personal del Juzgado de forma independiente, con todas las normas de seguridad necesarias, y debidamente analizadas las variables cualitativas relacionadas con seguridad, se solicitaría la transformación a la jornada ordinaria.

Ahora bien, en casos fortuitos o de fuerza mayor, se valoría la realización de audiencias o juicos en jornada ordinaría, previa coordinación con la Administración y la Dirección Ejecutiva. Y en el caso de diligencias, roles de disponibilidad.

Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.

Finalmente, cabe manifestar que para solicitudes excepcionales en donde se requiere un número elevado de Juezas y Jueces para los allanamientos, se debe plantear el escenario a la Dirección Jurídica, para que defina la posibilidad de que ese tipo de colaboración se realice con las Juezas y Jueces de la Jurisdicción Penal Ordinaria, bajo la dirección funcional de las Juezas o Jueces especializados en Delincuencia Organizada, tomando en consideración que esta colaboración no es vinculante con las resoluciones o criterios de fondo que se deben emitir por la Judicatura Especializada.

4.5.2. Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada

· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.
 
Bajo este escenario, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción, con el siguiente recurso humano.
.

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	8
	Juezas o Jueces 4

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coord. Judicial 3

	
	
	Técnicas o Técnicos Judiciales 3

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)



Para lo anterior, se debe crear este nuevo despacho judicial en jornada vespertina, compartiendo el espacio físico con el actual Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José y haciendo uso de las salas de juicio existentes.

Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.

· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019. 

Al igual que en el caso del Juzgado, se establece una propuesta por parte de los Jueces coordinadores del Juzgado Penal y Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en donde se contempla el escenario de adscribirla al Tribunal Penal o bien crearla como una oficina nueva.

Lo que proponen los juzgadores es la creación de cuatro secciones colegiadas conformadas, cada una de ellas, por tres jueces de juicio que se encargarían de la celebración del respectivo debate y de conocer y resolver, procedimientos especiales abreviados homologados de previo por el Juzgado Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada, y de dos jueces que se encargarán de conocer las recusaciones y apelaciones de las resoluciones interlocutorias emanadas por el Juzgado Penal en primera instancia; e, igualmente conocerán procedimientos especiales abreviados, para un total de 14 jueces. 

Asimismo, que de entrada ingresen dos secciones de juicio y una de apelaciones y la tercera sección de juicio se incorpore tres meses después.

Otro aspecto que consideran radica en determinar que ante aquellas causas penales que por su naturaleza requieran de un cuarto juez, se solicitará la respectiva colaboración al Área de Gestión de Apoyo a la Función Jurisdicción, lo anterior con la finalidad de no subutilizar recursos, Juez que deberá cumplir con los requisitos de elegibilidad estipulados por la ley, al igual que los de planta. 

Una vez contemplada la solicitud de recurso para el Tribunal Especializado de Delincuencia Organizada, es importante establecer en primer lugar que la utilización de la cuarta plaza de Jueza o Juez 4 no puede atribuirse al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), toda vez que por la especialidad que demanda ese tipo de plaza, no cumple con los requisitos establecidos, en virtud de que no cuentan con ninguna plaza especializada en Crimen Organizado, por lo que será necesario crear esa categoría a nivel de la Dirección de Gestión Humana. Adicionalmente, la plaza del cuarto juez que integrará cada Tribunal no es opcional, sino obligatorio de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley de la Jurisdicción especializada en Delincuencia Organizada, que adiciona el artículo 93 ter-en la LOPJ.

Para contemplar la asignación de recurso humano, deberán contemplarse las siguientes premisas:

· Al tomar como base la cifra de 139 asuntos ingresados anualmente en los Tribunales Penales, según datos suministrados por la Fiscalía General, se establece que mensualmente deben recibir aproximadamente 12 asuntos entre juicios y procesos abreviados. Lo anterior significa que por cada sección se tendrán 4 expedientes mensuales (uno por Jueza o Juez). No obstante, lo anterior, para el próximo ejercicio de formulación presupuestaria (2021), se analizará la carga de trabajo existente en esas oficinas para actualizar las correspondientes necesidades de recurso humano.

· En lo que a apelaciones se refiere, se obtiene el dato que el tipo de diligencias que podrían abordarse en este despacho, están relacionadas con asuntos de medida cautelar o cualquier otra resolución que de conformidad con el Código Penal cuenten con ese recurso. Durante el 2017 sumaron 35 aproximadamente en la Fiscalía Adjunta de Crimen Organizado; es decir tres asuntos mensuales aproximadamente, que se considera pueden ser asumidos por un solo Tribunal conformado por tres juezas o jueces.

· En virtud de la estructura de recurso humano, se establece que una sola plaza de Jueza o Juez de Trámite es suficiente para la carga de trabajo de la oficina.

· En virtud de que el CACMFJ no podrá apoyar con la cuarta plaza de Jueza o Juez por la falta de especialización indicada, la Dirección de Planificación lo incorpora como recurso propio de cada sección, es decir existirán tres secciones de cuatro Juezas o Jueces.

· La asignación de personal técnico responde a la relación de una Técnica o Técnico de Juicio y uno de Trámite para cada sección y un técnico para la sección que verá las apelaciones y por tratarse de un despacho independiente requerirá de la presencia de una Coordinadora o Coordinador Judicial y una Técnica o Técnico Judicial en labores de manifestación y ejecución.

Contempladas las anteriores observaciones, se establece que la estructura del Tribunal Especializado contra la Delincuencia Organizada puede estar compuesta de la siguiente manera:

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	15
	Juezas o Jueces 4

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coordinadora o Coordinador Judicial 3

	
	8
	Técnicas o Técnicos Judicial 3




Sin embargo, debido a que la Dirección Ejecutiva solamente podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional en octubre del 2019, se prevé que, de mayo a octubre 2019, se deberá aplicar el Escenario 1 de este apartado y en octubre se valoría nuevamente la Estructura Organizacional, una vez que se cuente con el espacio necesario de forma independiente.

Para esto se contempla la asignación de la estructura mínima de funcionamiento que implica destacar dos secciones para juicio y apelaciones, respetando el criterio de otorgar una cuarta plaza a cada sección y efectuando el correspondiente ajuste del personal técnico judicial a razón de un recurso de ese tipo para juicio y el otro para trámite. Por tanto, la estructura quedaría contemplada de la siguiente manera:


	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	8
	Juezas o Jueces 4

	
	5
	Técnicas o Técnicos Judicial 3

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coordinadora o Coordinador Judicial 3



Como se observa el Tribunal especializado estará conformado por dos secciones de cuatro Juezas o Jueces, por rol de deberán conocer las apelaciones, una Jueza o Juez Tramitador, una Coordinadora o Coordinador Judicial, dos Técnicas o Técnicos judiciales por sección, más un técnico en labores de manifestación y ejecución.

Las secciones, al estar conformadas por 4 Juezas o Jueces, deberán repartir los asuntos de manera que todos presidan la misma cantidad de causas e integren un Tribunal para las apelaciones.

De igual forma que en el Escenario 1, la jornada será vespertina, por la limitación de espacio físico actual. 

Es importante indicar que se toma en consideración, además de la falta de espacio, que la jornada vespertina, contribuiría con aspectos de seguridad para las personas usuarias de otras materias y para el personal judicial en general del Primer Circuito Judicial de San José que labora en la jornada ordinaria, al no exponerse en las mismas horas de realización de juicios de Delincuencia Organizada y activación de protocolos de seguridad que se estiman para esta nueva Jurisdicción, aunado a que la cantidad de personas en jornada vespertina será la mínima en comparación con la jornada ordinaria, lo cual contribuye a minimizar el riesgo. 

Adicionalmente, se contaría con espacio no solo en las oficinas judiciales, sino también en las salas de juicio, sección de cárceles, el traslado de las personas, se realizaría fuera de las “horas pico” detectadas a nivel de tránsito vehicular, entre otros beneficios.

Ahora bien, si para octubre 2019, se cuenta con el espacio físico para alojar al personal del Tribunal Penal de forma independiente, con todas las normas de seguridad necesarias, y debidamente analizadas las variables cualitativas relacionadas con seguridad, se solicitaría la transformación a la jornada ordinaria.

Ahora bien, en casos fortuitos o de fuerza mayor, se valoría la realización de audiencias o juicos en jornada ordinaría, previa coordinación con la Administración y la Dirección Ejecutiva. 

Adicionalmente, una vez que se cuente con el espacio mínimo requerido, lo cual se proyecta por la Dirección Ejecutiva para 2021, el Tribunal completará su estructura organizacional según se establece en el Escenario 3.

Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.


· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.

Como se menciona en el escenario 2, las plazas necesarias para completar la estructura necesaria para hacer frente a la carga mensual proyectada es la siguiente:
 
	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	7
	Juezas o Jueces 4

	
	3
	Técnicas o Técnicos Judicial 3



Se completaría para conformar tres secciones de juicio de cuatro Juezas o Jueces y una sección de apelaciones de tres Juezas y Jueces.

La estructura propuesta en este escenario queda sujeta a la asignación de espacio físico y al seguimiento de la carga de trabajo.


4.5.3. Tribunal de Apelaciones Penal Especializado en Delincuencia Organizada

· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.
 
Bajo este escenario, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción, con el siguiente recurso humano.

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	Tribunal de Apelación de la Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada
	3
	Juezas o Jueces 5

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coord. Judicial 3

	
	2
	Técnicas o Técnicos Judicial 3



Para lo anterior, se debe crear este nuevo despacho en la jornada vespertina, compartiendo el espacio físico donde lo determine la Dirección Ejecutiva y haciendo uso de las Salas de Juicio existentes.

Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.

· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019. 

Para contemplar la funcionalidad de esta oficina, es importante tomar en consideración que recibirá apelaciones provenientes de:

· Extensión de prisión preventiva
· Sentencias en apelación del Tribunal Penal
· Sentencias que el Juzgado Penal Contra la Delincuencia Organizada presenta ante el Tribunal Penal contra la Delincuencia Organizada y aún así requiera del conocimiento en segunda instancia en el Tribunal de Apelación Contra la Delincuencia Organizada.

Según el criterio de la licenciada Rosa María Acón, Jueza Coordinadora del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de San José, mediante correo electrónico del 12 de abril de 2018, que adjunta nota donde indica que resulta imposible que una sola sección de jueces sea suficiente para conocer todos los recursos de apelación. Agrega que son necesarias al menos dos secciones: una que conozca las prórrogas extraordinarias de prisión; la otra que falle el asunto por el fondo, y viceversa. Sin embargo, tampoco dos secciones resultan suficientes, previendo que en los asuntos de crimen organizado, es común que uno o varios imputados queden rezagados en un testimonio de piezas, por diversos motivos, en cuyo caso, ninguna de las dos secciones que conoció, pueden hacerlo. Así mismo, se haría necesaria otra sección para conocer de las prórrogas de prisión de estos testimonios de piezas. Finalmente, en el más optimista de los escenarios, esta tercera y cuarta sección de jueces, conocería en casos de reenvío al estar los otros inhibidos.

Si bien es cierto lo que indica la licenciada Acón, en el sentido de que existen algunas particularidades propias de los delitos definidos de Crimen Organizado, no se puede dejar de lado que resulta prudente evaluar el comportamiento de este tipo de delitos al menos con un año de entrar en vigencia la nueva normativa, por lo que se plantea la posibilidad de que esa oficina quede compuesta por una estructura de recurso humano identificada a través de la siguiente información:

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	6
	Juezas o Jueces 5

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coordinadora o Coordinador Judicial 3

	
	2
	Técnicas o Técnicos Judiciales 3



En relación con las plazas de Jueza o Juez se determina que una de las secciones se creará de manera permanente y la restante quedará sujeta a las necesidades 

Sin embargo, debido a que la Dirección Ejecutiva solamente podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional en octubre del 2019, se prevé que, de mayo a octubre 2019, se deberá aplicar el Escenario 1 de este apartado y en octubre se valoría nuevamente la Estructura Organizacional, una vez que se cuente con el espacio necesario de forma independiente.

Para esto, se contempla la asignación de la estructura mínima de funcionamiento para cada una de las oficinas mencionadas anteriormente, contemplando que esta oficina es nueva y deberá quedar adscrita al Primer Circuito Judicial de San José, por lo que se constituirá como una oficina independiente bajo la siguiente estructura de recurso humano.


	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	3
	Juezas o Jueces 5

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1

	
	1
	Coordinadora o Coordinador Judicial 3

	
	2
	Técnicas o Técnicos Judicial 3



Como se observa el Tribunal especializado estará conformado por una sección de tres Juezas o Jueces, una Jueza o Juez Tramitador, una Coordinadora Judicial y dos Técnicas o Técnicos Judiciales.

De igual forma que en el Escenario 1, la jornada será vespertina, por la limitación de espacio físico actual. 

Es importante indicar que se toma en consideración, además de la falta de espacio, que la jornada vespertina, contribuiría con aspectos de seguridad para las personas usuarias de otras materias y para el personal judicial en general del Primer Circuito Judicial de San José que labora en la jornada ordinaria, al no exponerse en las mismas horas de realización de juicios de Delincuencia Organizada y activación de protocolos de seguridad que se estiman para esta nueva Jurisdicción, aunado a que la cantidad de personas en jornada vespertina será la mínima en comparación con la jornada ordinaria, lo cual contribuye a minimizar el riesgo. 

Adicionalmente, se contaría con espacio no solo en las oficinas judiciales, sino también en las salas de juicio, sección de cárceles, el traslado de las personas se realizaría fuera de las “horas pico” detectadas a nivel de tránsito vehicular, entre otros beneficios.

Ahora bien, si para octubre 2019, se cuenta con el espacio físico para alojar al personal del Tribunal de Apelación de la Sentencia Penal de forma independiente, con todas las normas de seguridad necesarias, y debidamente analizadas las variables cualitativas relacionadas con seguridad, se solicitaría la transformación a la jornada ordinaria.

Ahora bien, en casos fortuitos o de fuerza mayor, se valoría la realización de audiencias o juicos en jornada ordinaría, previa coordinación con la Administración y la Dirección Ejecutiva. 

Adicionalmente, una vez que se cuente con el espacio mínimo requerido, lo cual se proyecta por la Dirección Ejecutiva para 2021, el Tribunal de Apelaciones completará su estructura organizacional según se establece en el Escenario 3.

El nombramiento de las plazas de Juezas o Juezas deberá de realizarse de forma itinerante, mediante sorteo similar al de Magistrados Suplentes, de forma que las secciones no presenten problemas de inhibitorias, excusas o recusaciones.

Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.


· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.

Como se menciona en el escenario 2, las plazas necesarias para completar la estructura necesaria para hacer frente a la carga mensual proyectada es la siguiente:

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	3
	Juezas o Jueces 5



La estructura propuesta en este escenario queda sujeta a la asignación de espacio físico y al seguimiento de la carga de trabajo.

El nombramiento de las plazas de Juezas o Juezas deberá de realizarse de forma itinerante, mediante sorteo similar al de Magistrados Suplentes, de forma que las secciones no presenten problemas de inhibitorias, excusas o recusaciones.


Ámbito Auxiliar de Justicia 

4.5.4. Ministerio Público

Como se mencionó anteriormente, en apego a lo indicado en el artículo 15, que literalmente cita:

“ARTÍCULO 15-Unidades del Ministerio Público, de la Defensa Pública y Sección del Organismo de Investigación Judicial. La Fiscalía General de la República y la Dirección de la Defensa Pública crearán las unidades respectivas para conocer los asuntos que se investiguen y se juzguen ante la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada y una Sección contra el Crimen Organizado en el Organismo de Investigación Judicial (OIJ). Asimismo, determinarán los requisitos que deban cumplir las personas que se desempeñen en esas unidades.”

Es necesario crear una Unidad Especializada en el Ministerios Público para conocer los asuntos que se investigan y se juzguen en la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, para lo cual la Fiscalía General en correo enviado el 13 de abril de 2018, propone una estructura organizacional base, para conocer en promedio 532 asuntos anuales, según estadísticas suministradas por el mismo Ministerio Público para de trienio 2015-2017.

Para hacer frente a la carga de trabajo el Ministerio Público gestiona 41 plazas, distribuidas de la siguiente manera:

· Un Fiscal Adjunto
· Seis Fiscales (para juicio, y dos de ellos además con función de coordinación). 
· Catorce Fiscales Auxiliares.
· Dieciocho Técnicas o Técnicos Judiciales 2 (uno para cada Fiscal Auxiliar y Fiscal Coordinador y dos más para los Fiscales de Juicio). 
· Una Técnica o Técnico Administrativo 2 encargado de Bodega de Evidencias y Suministros
· Una Coordinadora o Coordinador Judicial 2.
· Una Gestora o Gestor de la Capacitación 2.

Las funciones de las plazas serán las descritas en el Manual de Puestos del Poder Judicial y Ley Orgánica del Ministerio Público, sin embargo, se enlistan a continuación las principales funciones de las plazas de Fiscalas o Fiscales de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada:

Fiscal (Coordinador): 
· Las establecidas en el artículo 30 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.
· Dirigir grupos de fiscales auxiliares que tramitan causas por delincuencia organizada.
· Es el co-fiscal de cada una de las causas tramitadas por los fiscales auxiliares de su grupo de trabajo.
· Participación activa en todas las etapas del proceso (preparatoria, intermedia, de juicio e impugnaciones) de los casos tramitados por los fiscales auxiliares de su grupo de trabajo.
· Dado que se trata de casos complejos, contra organizaciones y estructuras criminales, a través de la utilización de herramientas especiales de investigación, por delitos graves, hechos violentos, con multiplicidad de víctimas, por casos mediáticos y de impacto nacional e internacional, etc., resulta indispensable integrar permanente en el abordaje de los casos, a fiscales experimentados y con excelente criterio jurídico penal, para que codirijan junto a los fiscales auxiliares cada uno de los casos tramitados por la fiscalía especializada.
· Apoyo al fiscal adjunto en la determinación de criterios finales en la atención de los casos.
· Representación del Ministerio Público en la fase de juicios[footnoteRef:1]. [1:  Dado que se trata de juicios extensos (normalmente de varias semanas o meses), se dedican exclusivamente a la atención de mismos, tanto en etapas de estudio y preparatorias a los contradictorios, como durante su celebración.] 

· Representación del Ministerio Público en la fase de impugnaciones (apelación de sentencia y casación)[footnoteRef:2]. [2:  Por la especialidad de la materia, la fase de impugnaciones es atendida por la fiscalía especializada y no por la Fiscalía Adjunta de Impugnaciones.
] 



Fiscal (de juicio)
· Las establecidas en el artículo 30 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.
· Representación del Ministerio Público en la fase de juicios[footnoteRef:3]. [3:  Dado que se trata de juicios extensos (normalmente de varias semanas o meses), se dedican exclusivamente a la atención de mismos, tanto en etapas de estudio y preparatorias a los contradictorios, como durante su celebración.] 

· Representación del Ministerio Público en la fase de impugnaciones (apelación de sentencia y casación)[footnoteRef:4]. [4:  Por la especialidad de la materia, la fase de impugnaciones es atendida por la fiscalía especializada y no por la Fiscalía Adjunta de Impugnaciones.
] 



Fiscal auxiliar

· Las establecidas en el artículo 30 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.
· Dirección funcional y participación en las fases preparatoria e intermedia de los casos por delincuencia organizada conocidos por la fiscalía adjunta.
· Participación en fase de juicio cuando la agenda de los fiscales de juicio no les permite la atención de todos los contradictorios

Por la razón expuesta anteriormente, es que se considera indispensable que para dar inicio a las causas nuevas, el Ministerio Público debe ingresar en el 2019 con la estructura de plazas nuevas propuesta, sin embargo, como Escenario 1, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción; se requiere disponer del recurso indicado anteriormente para el Ministerio Público.  

Para lo anterior, se debe crear este nuevo despacho en la jornada vespertina, compartiendo el espacio físico del Ministerio Público del Primer Circuito Judicial de San José, sin embargo, para algunas de las diligencias en jornada ordinaria, se deben contemplar roles de disponibilidad para las fiscalas o fiscales auxiliares.

Es importante indicar que se toma en consideración, además de la falta de espacio, que la jornada vespertina, contribuiría con aspectos de seguridad para las personas usuarias de otras materias y para el personal judicial en general del Primer Circuito Judicial de San José que labora en la jornada ordinaria, al no exponerse en las mismas horas de realización de juicios de Delincuencia Organizada y activación de protocolos de seguridad que se estiman para esta nueva Jurisdicción, aunado a que la cantidad de personas en jornada vespertina será la mínima en comparación con la jornada ordinaria, lo cual contribuye a minimizar el riesgo. 

Adicionalmente, se contaría con espacio no solo en las oficinas judiciales, sino también en las salas de juicio, sección de cárceles, el traslado de las personas, se realizaría fuera de las “horas pico” detectadas a nivel de tránsito vehicular, entre otros beneficios.

Ahora bien, si para octubre 2019, se cuenta con el espacio físico para alojar al personal de la Fiscalía de forma independiente, con todas las normas de seguridad necesarias, y debidamente analizadas las variables cualitativas relacionadas con seguridad, se solicitaría la transformación a la jornada ordinaria.

Ahora bien, en casos fortuitos o de fuerza mayor, se valoría la realización de audiencias o juicos en jornada ordinaría, previa coordinación con la Administración y la Dirección Ejecutiva

Para el 2020, es necesario dar seguimiento a la carga de trabajo, una vez cumplido un año de entrada en vigencia la Ley y conformada en su totalidad la estructura organizacional de la Judicatura, que, a falta de espacio físico, no será posible para el 2019.

Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.


4.5.5. Defensa Pública 

Al igual que como sucede en el Ministerio Público, la Defensa Pública asumirá un rol fundamental para el buen funcionamiento en la Nueva Jurisdicción Especialización en Delincuencias Organizada, conociendo que actualmente la Defensa Pública no cuenta con una unidad o sección especializada en el abordaje de los asuntos que se tramitan de Delincuencia Organizada.

· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.

Bajo este escenario, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción, con el siguiente recurso humano.

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	Defensa Pública 
	1
	Defensoras o Defensores Coordinador 2

	
	13
	Defensoras o Defensores

	
	5
	Investigador de la Defensa Pública

	
	3
	Técnico Jurídico

	
	3
	Auxiliar Administrativo

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2



Para lo anterior, se debe crear este nuevo despacho en la jornada vespertina, compartiendo el espacio físico con la Defensa Pública Penal ordinaria, sin embargo, para algunas de las diligencias en jornada ordinaria, se deben contemplar roles de disponibilidad para las defensoras y defensores en la etapa de la etapa preparatoria


· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019. 

Para la formulación del Presupuesto 2019, el M.B.A. José Luis Soto Richmond, Administrador de la Defensa Pública mediante oficio 427-ADP-2018 y CJP04-ADM de la Comisión de la Jurisdicción Penal, solicita para la creación de la Defensa Pública Especializada en Delincuencia Organizada el siguiente recurso humano bajo un escenario ideal es donde se cuente con toda la estructura propuesta para el Área Jurisdiccional:

· Una Defensora o Defensor Público Coordinador 2.
· Veinticuatro Defensoras o Defensores Públicos.
· Cinco Investigadores de la Defensa Pública.
· Seis Técnicas o Técnicos Jurídicos.
· Cinco Auxiliares Administrativos.
· Cuatro Auxiliares de Seguridad.
· Dos Auxiliar de Servicios Generales. 

En lo que respecta a la cantidad de plazas de Defensora o Defensor Público solicitadas se ajusta a la cantidad de recurso humano solicitado por el Ministerio Público y a la cantidad de asuntos que deberá atender en etapas preparatoria, intermedia y juicio, según la estructura organizacional propuesta para la Judicatura, tomando en consideración que son más de un defensor por juicio, según criterio dado por la Defensa Pública

En cuanto a la solicitud de personal de apoyo, es importante mencionar que ya existen parámetros preestablecidos de la asignación de una plaza de Técnica o Técnico Jurídico por cada cuatro Defensoras o Defensores Públicos, y un Auxiliar Administrativo por cada cinco plazas de Defensora o Defensor Público. Bajo esta premisa, se requieren cinco plazas de cada tipo.

Por asuntos de seguridad y confidencialidad de los asuntos tramitados, se prevé en esta nueva jurisdicción contará con recurso propio de la Institución para la seguridad y la limpieza, garantizar la preservación de la documentación, pruebas, expedientes, personal judicial y personas usuarias, por ello, la Defensa Pública contempla dentro de su Recurso Humano cuatro Auxiliares de Seguridad y dos Auxiliares de Servicios Generales. 

Ahora bien, como la estructura de la Judicatura, ingresará por fases, según se ha dispuesto por las restricciones de espacio y cantidad de causa que ingresaran, para la Defensa Pública se prevé la incorporación del resto de plazas del escenario 1, para una segunda fase, por lo cual la estructura quedaría para octubre 2019 de la siguiente manera:

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	Defensa Pública 
	1
	Defensoras o Defensores Coordinador 2

	
	13
	Defensoras o Defensores

	
	5
	Investigador de la Defensa Pública

	
	3
	Técnico Jurídico

	
	3
	Auxiliar Administrativo

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2






Es importante acotar  que el Recurso Humano solicitado por la Defensa Pública deberá ingresar de forma vespertina de la misma forma que el escenario 1 de enero a octubre 2019, se entrara en vigencia antes

Es importante indicar que se toma en consideración, además de la falta de espacio, que la jornada vespertina, contribuiría con aspectos de seguridad para las personas usuarias de otras materias y para el personal judicial en general del Primer Circuito Judicial de San José que labora en la jornada ordinaria, al no exponerse en las mismas horas de realización de juicios de Delincuencia Organizada y activación de protocolos de seguridad que se estiman para esta nueva Jurisdicción, aunado a que la cantidad de personas en jornada vespertina será la mínima en comparación con la jornada ordinaria, lo cual contribuye a minimizar el riesgo. 

Adicionalmente, se contaría con espacio no solo en las oficinas judiciales, sino también en las salas de juicio, sección de cárceles, el traslado de las personas, se realizaría fuera de las “horas pico” detectadas a nivel de tránsito vehicular, entre otros beneficios.

Ahora bien, si para octubre 2019, se cuenta con el espacio físico para alojar al personal de la Defensa Pública de forma independiente, con todas las normas de seguridad necesarias, y debidamente analizadas las variables cualitativas relacionadas con seguridad, se solicitaría la transformación a la jornada ordinaria.

Ahora bien, en casos fortuitos o de fuerza mayor, se valoría la realización de audiencias o juicos en jornada ordinaría, previa coordinación con la Administración y la Dirección Ejecutiva

Para el 2020, es necesario dar seguimiento a la carga de trabajo, una vez cumplido un año de entrada en vigencia la Ley y conformada en su totalidad la estructura organizacional de la Judicatura, que, a falta de espacio físico, no será posible para el 2019.

Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.

· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.

Como se menciona en el escenario 2, las plazas necesarias para completar la estructura necesaria para hacer frente a la carga mensual proyectada es la siguiente:

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	
	11
	Defensoras o Defensores

	
	3
	Técnico Jurídico

	
	2
	Auxiliar Administrativo



La estructura propuesta en este escenario queda sujeta a la asignación de espacio físico y al seguimiento de la carga de trabajo.


4.5.6. Organismo de Investigación Judicial

En el caso del Organismo de Investigación Judicial, se le dotó para el 2018 de nuevos recursos para igualar la carga operativa de trabajo de la Policía Judicial en los delitos de investigación que se relacionan con Delincuencia Organizada, 28 plazas de investigador 2, 4 oficiales de investigación, una Secretaria 1, un Jefe de Investigación 3, dos Jefes de Investigación 1, dos Perita o Perito Judicial 2, dos Auxiliar Administrativa o Administrativo y un Auxiliar de Servicios Generales 2, 
otorgadas en el acuerdo de Corte Plena de la Sesión 15, artículo II, del 31 de mayo del 2017, para el Departamento de Investigaciones Criminales. 

Según se indica por el Organismo de Investigación Judicial, es necesario reforzar esta Unidad Especializada con 31 Oficiales de investigación y 44 Investigadores 2 adicionales, mismas que deberán sobrellevar la carga de todos los asuntos de Delincuencia Organizada del país, ya que como dato interesante, se tiene que con el personal actual la Sección Crimen Organizado concentrada en San José, solo se logró llevar a término 8 casos en el 2017 de los 30 en total que se proyectan actualmente en todo el país, lo que evidencia su limitada capacidad operativa, puesto que no se está hablando de casos cotidianos. Significando que, si no se reviste también a ésta del personal idóneo para aumentar su capacidad y muy a pesar de los aumentos en otras áreas jurisdiccionales, este Organismo no estaría en capacidad de retribuir con mayores frutos las necesidades de las autoridades.

Sin embargo, es importante indicar el personal deberá de estar concentrado en San José como parte de la actual Unidad o Sección Especializada en Delincuencia Organizada y conforme surgen las necesidades, se deberá de trasladar al lugar del sitio de la Investigación.

Adicionalmente, como parte del apoyo en las investigaciones de la Unidad Especializada, se brindará al Departamento de Investigaciones Criminales, para delitos cibernéticos de Delincuencia Organizada 2 profesionales en informática 3.

Como apoyo a las solicitudes de la Fiscalía, se brindará un Equipo del SERT, 
conformado por 10 Oficiales tácticos y un Jefe de Investigación 1.

Por otro lado, se brindará colaboración para la presentación y localización de testigos, a cuatro y posteriormente ocho Investigadores localización y presentación.

En lo administrativo, se brindará colaboración con un Profesional 2 en Administración o carrera afín para los temas administrativos de la UPRO y UPROV, además se tiene un profesional en informática en la UTI, para que se avoque al desarrollo de nuevos sistemas que den soporte al tema de protección tanto de UPRO como de UPROV, de forma que se pueda dar el seguimiento necesario a la carga laboral de estas oficinas, adicionalmente al desarrollo de sistemas para el seguimiento de casos de Delincuencia Organizada, en este mismo sentido, se brindará de un Armero, ya que se tiene actualmente una limitante de este tipo de recurso y con el aumento en plazas proyectadas la demanda será mayor.

Sin embargo, se deben de reforzar las Unidades de Protección a Funcionarios Judiciales y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, ya que la nueva Ley de la Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado, en el artículo 18, adiciona a la Ley Orgánica del Poder Judicial el artículo 101 bis que dentro de lo que establece es “Quienes se desempeñen en esta Jurisdicción y sus familiares tendrán protección especial de manera permanente, a consecuencia de los riesgos y las amenazas para su vida o integridad física, o de sus familiares por el ejercicio de la función”.  

Por lo anterior, para poder dar un servicio de calidad y minimizar el riesgo para los Funcionarios Judiciales que intervienen en los procesos de esta índole, es necesario reforzar ambas unidades de protección tanto para funcionarios Judiciales como para sus familiares.

Adicionalmente, es importante considerar dentro de la estructura del OIJ, el reforzamiento de la Sección de Cárceles de Primer Circuito Judicial de San José, esto por cuanto, la nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, se espera su establecimiento en San José.

El detalle de cada una de estas dependencias se presenta a continuación:


4.5.6.1. Unidades de Protección a Funcionarios Judiciales (UPRO)

La Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, fue creada por la Corte Suprema de Justicia en la sesión 14-2005 artículo V, y está adscrita al Organismo de Investigación Judicial, bajo la supervisión de la Oficina de Planes y Operaciones a quienes se le atribuye “brindar protección a funcionarios judiciales que, debido a sus funciones, ponen en riesgo sus vidas e integridad física”.

En la actualidad, la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales ha realizado desde su creación, la protección cuando así lo requieren, principalmente Magistrados y Magistradas de la Corte Suprema de Justicia, la Fiscala General, Director y Subdirector del OIJ.

Sin embargo a partir del año 2016 con la protección del Tribunal de Juicio de Limón y otros más, se ha incrementado la participación de los agentes de dicha unidad especial, en donde se han atendido un total de 12 juicios en las salas de debate del Segundo Circuito Judicial de San José, siendo que por cada Jueza o Juez se requieren dos agentes de protección, lo cual conlleva a utilizar seis agentes y tres vehículos para ese cuerpo colegiado, sin tomar en cuenta las otras funciones que realiza la UPRO, tales como escolta de Magistrados y Magistradas de la Corte Suprema de Justicia, la Fiscala General, Director y Subdirector del OIJ, atención y protección de otros juicios, así como acompañamientos de Fiscales, principalmente de FADCO en audiencias y juicios de alto riesgo, y la escolta de funcionarios internacionales que nos visitan con rango de Magistrados, Jueces, Fiscales Generales y otros con ese mismo rango, lo que hace minimizar la operatividad de la oficina, misma que cuenta solamente 19 plazas de agentes de protección para poder realizar las diligencias.
Por lo expuesto en líneas supra, se requiere aumentar el recurso humano y logístico de la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, esto con la implementación de la ley antes mencionada, dado que según se indicó en la propuesta enviada por el OIJ, se han tenido que rechazar algunas solicitudes de protección por falta de personal, lo cual vulnera la seguridad de los funcionarios judiciales que requieren de estos servicios, situación que no podría solventarse con la capacidad operativa actual de la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, misma que atiende anualmente un total de 70 casos mayores, con un promedio de 3 a 5 días por caso, y la utilización de al menos 6 a 8 agentes de protección, la mayoría de ellos fuera de San José, así como 66 casos menores que contemplan la disposición en promedio de un solo día, pero varía en cuanto a personal se refiere 4 a 6 aproximadamente. Esto sin contar con las protecciones continúas de Fiscala General, Director y Subdirector del OIJ.

Para lo anterior, es necesario establecer distintos escenarios para el reforzamiento a la Unidad de Protección a Funcionarios:

· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.
Bajo este escenario, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción, con el siguiente recurso humano

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	140
	Agentes de Protección 2

	
	1
	Secretaria 1

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2



Es importante indicar que a pesar que se establece una propuesta reducida para iniciar en una primera fase con 140 agentes de protección 2, la realidad indicada por el mismo Organismo de Investigación Judicial, es que para lograr establecer personal de este tipo, se requiere en promedio 1,2 años para el proceso completo de reclutamiento y selección y el llenado de plazas que se logra durante ese tiempo sería de un 60%, lo cual representan 64 plazas de agente de protección 2.
 

· Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en octubre 2019.

Según indicó la Dirección Ejecutiva, solamente se podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional, para octubre 2019 lo cual implica una disminución en la cantidad de agentes de protección a funcionarios necesarios para atender a esta población, quedando el resto de personal, una vez que se completen las estructuras mínimas requeridas de la Judicatura.
La estructura que iniciaría en octubre de 2019, sería la que se establece en el escenario 1, con la limitante de lo indicado en líneas anteriores, en relación al proceso de reclutamiento y selección, por lo que a continuación, se detallan las necesidades del recurso humano mínimo para la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, para dar cumplimiento con lo estipulado en la nueva Ley:

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	42
	Agentes de Protección 2

	
	1
	Secretaria 1

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 1



Con este recurso humano, la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, deberá de ajustarse para proteger a 16 personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal en materia de Delincuencia Organizada, a efecto de darles la protección permanente, es decir, el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, tomando en consideración que se requieren 2 agentes por cada Jueza o Juez, en jornadas de 8 horas por turno, y para los familiares en un panorama austero se calcula que por cada persona juzgadora se requerirían 0,75 Agentes de Protección, según propuesta planteada por el Organismo de Investigación Judicial, sin embargo, vía reglamentaria (propuesta a cargo de la Comisión de la Jurisdicción Penal) la situación de la protección permanente puede variar.

Para dar soporte a este recurso, se requieren plazas de Jefe de Investigación para labores de supervisión y administrativas y plazas de Oficial de Investigación, estas últimas considerando uno oficial por turno para el apoyo operativo y de supervisión, además de un Profesional 2 en Administración o carrera afín, adscrito a la Administración del OIJ, quien dará soporte tanta a esta Unidad como a la de protección a víctimas. 
Adicionalmente, según la propuesta del OIJ, este recurso se complementa con personal administrativo de apoyo como los son la Secretaria y el Auxiliar Administrativo.

Las plazas no consideraras dentro del presupuesto 2019 que fueron parte de la propuesta inicial del OIJ se tiene un Jefe 1, cuatro oficiales de investigación, una secretaria , serán sujeto de análisis, un año posterior de entrada en vigencia la Ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.


· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.

Según indica la Dirección Ejecutiva se contará con espacio para toda la judicatura en el 2021, lo cual amerita la protección del 100% a las personas juzgadoras que conformaran la jurisdicción especializada contra Delincuencia Organizada.

Acogiendo parcialmente, la propuesta establecida en el informe No. 19-UAOIP/OPO-2018 (Ampliación), escenario 2, se detallan las necesidades del recurso humano mínimo para la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, para dar cumplimiento con lo estipulado en la nueva Ley:

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	202
	Agentes de Protección 2

	
	1
	Secretaria 1

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 1



Con este recurso humano, la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, estará en condición de proteger a 25 personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal en materia de Delincuencia Organizado, a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, tomando en consideración que se requieren 2 agentes por cada Jueza o Juez, en jornadas de 8 horas por turno, y para los familiares en un panorama austero se calcula que por cada persona juzgadora se requerirían  0,75 Agentes de Protección, según propuesta planteada por el Organismo de Investigación Judicial. Sin embargo, vía reglamentaria (propuesta a cargo de la Comisión de la Jurisdicción Penal) la situación de la protección permanente puede variar como se indicó anteriormente.

Sin embargo, la cantidad de personal para este tercer escenario sería el necesario para completar la estructura propuesta, lo cual corresponde a 160 agentes de protección para el resto de Juezas y Jueces que se incorporaran a la Jurisdicción Especializada en el 2021.
Es importante indicar que a pesar que se establece una propuesta para completar en una segunda fase con 160 agentes de protección 2, la realidad indicada por el mismo Organismo de Investigación Judicial, es que para lograr establecer personal de este tipo, se requiere en promedio 1,2 años para el proceso completo de reclutamiento y selección y el llenado de plazas que se logra durante ese tiempo sería de un 30%, lo cual representan 48 plazas de agente de protección 2, y el resto de forma paulatina.

4.5.6.2. Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV)

La Unidad de Protección de Víctimas y Testigos “UPROV” del Organismo de Investigación Judicial, tiene la función dada bajo la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adicción al Código Procesal Penal y al Código Penal N.º 8720, artículo 2 “Principios”, pero principalmente bajo el principio de protección, el cual, se expresa en el inciso A del articular supra, ídem manifiesta:” la protección de la vida, la integridad física, la libertad, y la seguridad de las personas...”, lo antes indicado, de aquellas personas que se encuentren en riesgo producto de amenazas relacionadas a todo tipo de delitos.

Para tal fin, se realizan acciones operativas dirigidas a prever la vulnerabilidad de las personas, de acuerdo con su perfil social o laboral. Para lograr este cometido, se utilizan acciones especializadas de movilización y resguardo tales como: Contra vigilancias, Acompañamientos, Verificación de Estructuras, Reconocimiento de Rutas, Monitoreos, Traslados en Caravana (escoltas, vehículos señuelo o de despeje y avanzada), Custodia en Sitios Seguros o Casas de seguridad, entre otras diligencias propias de la Unidad de Protección, mediante lo cual, se procura reducir al máximo que la parte ofensora pueda consumar algún tipo de atentado; por ende, la protección y seguridad a todas aquellas personas que se protegen, según lo plasmado en el artículo 3, inciso A de la Ley enunciada en el epígrafe anterior, misma que establece:

a) Personas bajo protección: víctimas, testigos, jueces, fiscales, defensores u otras personas, que se encuentren en una situación de riesgo como consecuencia de su intervención, directa o indirecta, en la investigación de un delito o en el proceso, o bien, por su relación con la persona que interviene en estos.

En la actualidad, esta unidad policial especializada cuenta con un recurso humano de 103 personas, mismas que se dividen en tres áreas: jefatura, la administrativa y la operativa, lo antes indicado, bajo la estructura de: Un jefe III, dos subjefes I, diez oficiales, 87 agentes de protección y tres propiamente en labores administrativas. Cabe destacar, que parte de este personal operativo, se mantiene destacado en ocho oficinas satélites.

Es importante señalar, que en cada uno de los despachos judiciales se desempeñan dos agentes de protección. Estas oficinas están ubicadas en: Liberia, Santa Cruz, Puntarenas, Corredores, San Carlos, Pococí, Limón y Cartago.

El personal destacado en estas oficinas satélites, realizan prácticamente las mismas funciones que se ejecutan en la Sede Central – San José, exceptuando la actividad operativa denominada como Protección Continua, debido a que, por la complejidad del tipo de diligencia a desempeñar para el resguardo y la seguridad de las personas bajo protección requieren de un acrecentamiento considerable del recurso humano para garantizar la vida e integridad físicas de los usuarios y usuarias del programa de protección.

Las medidas extraprocesales que derivan las diferentes labores operativas que se realizan en la Unidad de Protección son las siguientes:

· Protección simple
· Protección compleja
· Acompañamiento a diligencia judicial simple
· Extracciones
· Visitas domiciliarias
· Citaciones y notificaciones
· Escoltas a funcionarios judiciales
· Monitoreos presenciales
· Protección en sitio seguro con monitoreo
· Protección continua
· Vigilancias y Contra vigilancias
· Reubicaciones
· Valoración de Riesgo
· Estudios de Seguridad

Es importante indicar que, durante el 2017, un total de 34 funcionarios de toda la población judicial ingresaron al Programa de Protección a Víctimas del Delito, según los datos estadísticos de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (OAPVD), lo cual ha sido atendido durante el 2017 con 87 agentes de protección de la UPRO y el Equipo Técnico Evaluador de la OAPVD.

Utilizando esas estadísticas como referencia, se establece que la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos “UPROV” requiere el siguiente recurso humano mínimo para hacer frente a las posibles amenazas que reciban las personas que se desempeñen en la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, bajo los siguientes escenarios:


· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.

Bajo este escenario, se debe de solicita un presupuesto extraordinario para poder atender la entrada en vigencia el 13 de octubre de 2018, se requiere disponer del siguiente recurso, en la UPROV.

	UPROV
	2
	Jefe Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	108
	Agentes de Protección 1

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	
	2
	Técnico Administrativo 2



Es importante indicar que a pesar que se establece una propuesta reducida para iniciar en una primera fase con 140 agentes de protección 2, la realidad indicada por el mismo Organismo de Investigación Judicial, es que para lograr establecer personal de este tipo, se requiere en promedio 1,2 años para el proceso completo de reclutamiento y selección y el llenado de plazas que se logra durante ese tiempo sería de un 30%, lo cual representan 42 plazas de agente de protección 2.


· Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en mayo u octubre 2019.

Acogiendo parcialmente, la propuesta establecida en el informe No. 19-UAOIP/OPO-2018 (Ampliación), escenario 1, con la limitante de lo indicado en líneas anteriores, en relación al proceso de reclutamiento y selección por lo que a continuación, se detallan las necesidades del recurso humano mínimo  para la UPROV:

	UPROV
	2
	Jefe Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	64
	Agentes de Protección 1

	
	2
	Técnico Administrativo 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 1



Con este recurso humano la UPROV, deberá ajustarse para proteger a seis personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal y un familiar para cada uno y a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, serían 4 agentes por cada persona protegida, en turnos de 12 horas, y para 1 familiar de igual forma un servicio 12 horas del día, los 7 días de la semana, serían 2 agentes por cada persona protegida más un turno adicional que contempla las jornadas de descanso, para un total de 18 personas encargadas de la protección por protegido.
Para dar soporte a este recurso, se requieren plazas de Jefe de Investigación para labores de supervisión y administrativas y plazas de Oficial de Investigación, estas últimas considerando uno oficial por turno para el apoyo operativo y de supervisión.

En lo administrativo, se brindará colaboración con un Profesional 2 en Administración o carrera afín para los temas administrativos de la UPRO y UPROV, adscrito a la Administración del OIJ.

Las plazas no consideraras dentro del presupuesto 2019 que fueron parte de la propuesta inicial del OIJ dentro de las que se destacan siete oficiales de investigación, una secretaria  y un asistente administrativo, así como la cantidad de agentes de protección necesario serán sujeto a análisis, un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado y tomando en consideración que la actual Unidad ya cuenta con ese tipo de personal de apoyo.


· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.

En el 2020 se la cantidad de personal para este tercer escenario sería el necesario para completar la estructura propuesta, lo cual corresponde a 76 agentes de protección para el resto de Juezas y Jueces que se incorporaran a la Jurisdicción Especializada en el 2021 y el proceso de reclutamiento y selección finalice.


4.5.6.3. Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial de San José

Se vislumbra un incremento de personas privadas de libertad, en jornada vespertina, con la entrada en vigencia de la Ley de Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado, la cual considera que cada causa declarada de Delincuencia Organizada deberá involucrar tres o más personas, que en su mayoría podrían ser de un alto perfil.

Lo anterior, según se establece en el artículo 9 que contiene los criterios para que la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada se arrogue la competencia, según se cita: “Participación colectiva.  Grupo compuesto por tres o más personas, que no haya sido formado fortuitamente para la comisión inmediata de un delito”.

Como puede concluirse, el incremento de la cantidad de personas privadas de libertad, a raíz del crecimiento de la criminalidad organizada en nuestro país, acarrean riesgos eminentes de salud, la integridad física y seguridad, además de la violación de derechos fundamentales, tanto de esta población que se encuentra en tránsito en las celdas de este Organismo, así como del personal que tiene interacción con ellos.

De igual manera y no menos importante el atraso que se puede incurrir en los diferentes actos del proceso penal que sean requeridos las personas privadas de libertad, al no contar con la cantidad idónea de funcionarios para la presentación en los despachos de Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado. 

En virtud de todo lo expuesto, el crecimiento esperado en el área de cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, tomando en consideración los criterios dados por el Organismos de Investigación Judicial que establece dos custodios por persona detenida, permite plantear los siguientes escenarios:

· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.

Bajo este escenario, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción, con el siguiente recurso humano
Bajo este escenario, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicita un presupuesto extraordinario para poder atender la entrada de asuntos por lo que se requiere disponer de 24 Custodios, en la Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial de San José

· Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en mayo u octubre 2019.

Según indicó la Dirección Ejecutiva, solamente podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional, lo cual implica una disminución en la cantidad de custodios, quedando el resto de personal para una segunda etapa en el 2021.

Con el escenario planteado para el área jurisdiccional, se requeriría un total de 24 plazas de custodios que darán soporte a los juicios de dos secciones colegiadas del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizado, tomando en consideración ocho juicios por mes, de tres imputados mínimo cada uno y que además darán soporte para los asuntos de dos personas juzgadoras en el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizado en etapa intermedia.


· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.

Una vez que se cuente con el espacio requerido para completar las estructuras organizacionales de la Judicatura Especializada, se deberá completar el recurso de la Sección de cárceles.

En virtud de todo lo expuesto, la cantidad mínima necesaria para la Sección de Cárceles, sería de 36 custodios (12 adicionales a los otorgados en el 2019) que brinden soporte a tres secciones colegiadas para el Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y en el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizado con dos personas juzgadoras en la etapa intermedia, en aras de tener la capacidad de operación acorde a las necesidades actuales que se generan de las estructuras criminales, en busca de la protección de los derechos fundamentales, trato digno de las personas privadas de libertad, así como de los derechos laborales de los servidores y brindar un servicio público de calidad en el cumplimiento del proceso penal. 

Plazas que serán sujeto de estudio una vez cumplido un año de entrada en vigencia la nueva Ley.


4.5.6.4. Departamento de Investigaciones Criminales (Sección Delitos Informáticos)

Como ya se ha venido constituyendo la Sección Especializada de Delincuencia Organizada, adscrita al Departamento de Investigaciones Criminales, y para este 2019 se espera reforzar con investigadores y oficiales de investigación (75 en total) para dar soporte a todo el país, sin embargo, se tiene la necesidad imperante de abarcar los delitos con un auge tecnológico y a veces silencioso por no tener mayor impacto en los medios de comunicación, como son los delitos cibernéticos. En la globalización mundial, a pesar de los esfuerzos que realizan las instituciones privadas y públicas del estado costarricense no escapa a este tipo de perjuicios que invaden la intimidad de la sociedad, lesionando tanto la imagen, como los valores económicos de las personas, según lo indicado por el Organismo de Investigación Judicial.

Según vemos en el siguiente gráfico, en la Sección de Delitos Informáticos la cantidad de trabajo mantiene un aumento constante y sostenido.
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En este momento el Crimen Organizado está calando en todas las áreas de investigación del país, situación que ha afectado a la Sección de Delitos Informáticos (SDI) enormemente, ya que dicha sección da soporte a esas investigaciones principalmente en el procesamiento de dispositivos móviles, existiendo aperturas de 10 a 20 dispositivos móviles propiamente decomisados a los integrantes de las bandas organizadas, en algunos momentos se ha llegado a atender aperturas de 160 dispositivos móviles. 

Paralelo a este fenómeno, podemos destacar la oleada de homicidios generada por el crimen organizado alrededor del tráfico de estupefacientes en San José y Limón, los cuales han aumentado significativamente la cantidad de solicitudes de respaldo de información de dispositivos móviles. Otro fenómeno es la cantidad de casos de menores de edad víctimas de delitos por medio de redes sociales y sistemas de mensajería instantánea

No es posible darle una atención eficaz y eficiente a los casos de investigación que ingresan como denuncia directa a la SDI o que son remitidas por unidades policiales de OIJ, por el Ministerio Público u otras policías internacionales. Esto debido principalmente a la diversidad de actividades que deben realizar los funcionarios de la Sección (aperturas de indicios, atención de casos de investigación, atención de casos de análisis, así como otro tipo de colaboraciones tales como allanamientos, respaldos de perfiles en redes sociales, respaldo de dispositivos móviles de ofendidos, entre otros.)

Es importante indicar que lo anteriormente mencionado, provoca que en la agenda del SDI no se puedan programar diligencias con menos de 6 meses de anticipación, siendo esta la capacidad de respuesta, lo que preocupa en caso de que ingrese una causa proveniente de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, la cual no se podrá atender de forma ágil.

Por lo anterior, y lo explicado ampliamente del alcance que tiene las organizaciones criminales, se requiere fortalecer las investigaciones de los delitos cibernéticos atendidos en la Sección de Delitos informáticos. Siendo de esta manera que se necesitan dos plazas de Profesional en Informática 3, quienes brindarán un soporte experto en las investigaciones de cibercrimen, adicionales a las plazas de investigador otorgadas en el 2018.


4.5.6.5. Gestor de Capacitación 

Se está solicitando una plaza de gestor de capacitación para formar el personal que va a ingresar en el 2019 al Organismo de Investigación Judicial producto de la puesta en marcha de la Ley de Jurisdicción Especializada contra el Crimen Organizado.

4.5.6.6. Agentes de localización y presentación

Se brindará colaboración para la presentación y localización de testigos, con ocho Investigadores de localización y presentación cuatro para cada sección de Juicio, tomando en consideración que se trabaja en parejas, esto debido a la importancia que radica el traer a todas las partes involucradas al proceso, donde la participación de estas, se empaña por el temor e inseguridad.

Sin embargo, para el 2019, se tiene podría iniciar para fines presupuestarios con cuatro de estos para atención a las Diligencias de la Fiscalía, según lo externó el mismo OIJ en reunión sostenida el viernes 11 de mayo y posteriormente una vez entrada en vigencia la Ley, bajo análisis del comportamiento de los casos, previa coordinación con la Dirección de Planificación, se completaría las estructura con ocho agentes para el dar soporte a toda la estructura de Delincuencia Organizada.


4.5.6.7. Servicio Especial de Respuesta Táctica

En la actualidad la unidad táctica ha registrado un aumento en las solicitudes de trabajo de forma consecutiva y estable hacia la alza, a saber, en el año 2014 se atendieron 99 solicitudes, en el año 2015 fueron 136, en el 2016 se cumplieron 210 peticiones, mientras que en el año 2017 aumentó a 268 requerimientos. Solo en el primer trimestre del 2018 se contabilizaron 96 solicitudes, lo cual hace estimar que este año superarán los años anteriores por encima de las 300 solicitudes. Un aspecto que debe llamar la atención es en Allanamiento a estructura presentó un incremento promedio de 23.03%, entre el 2016 al 2017, siendo que al corte del 2018 han ingresado 41 solicitudes, los Traslados de privados de libertad, aumento en promedio un 41.18%, tomando como dato lo registrado del año 2016 al corte del 2018, siendo este último las escoltas de detenidos o privados de libertad con alto perfil criminal. El siguiente gráfico ilustra lo indicado. 
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En consecuencia, a lo expuesto, para atender el incremento a las solicitudes del resto de fiscalías y lo que se genere la Ley de Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, se requiere contar con 11 plazas de Oficial Táctico de Intervención, un jefe de investigación, quienes tendrán a cargo las operaciones de alto riesgo, así como trasladar a las personas de un perfil alto de peligrosidad.  En cualquiera de los escenarios se va a ocupar siempre este recurso.

4.1.1.1. Unidad Tecnológica Informática del OIJ (UTI)

Para el combate de la Delincuencia Organizada, el sistema ECU es la fuente de datos para algunos otros sistemas que ha desarrollado la Plataforma de Información Policial (PIP), como por ejemplo para la Unidad de Análisis Criminal (UAC) de la Oficina de Planes y Operaciones, siendo que se tienen que desarrollar por parte del encargado del sistema ECU algunos servicios o métodos para facilitar esos datos.

Por lo anterior, es necesario contar con una plaza de Profesional en informática, para que se avoque al desarrollo de nuevos sistemas que den soporte al tema de protección tanto de UPRO como de UPROV, de forma que se pueda dar el seguimiento necesario a la carga laboral de estas oficinas, adicionalmente al desarrollo de sistemas para el seguimiento de casos de Delincuencia Organizada.


4.1.1.2. Plazas no recomendadas otorgar en la implementación de la Ley Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada 

En relación a las plazas solicitadas en el informe N°019-UAOIP/OPO-2018 por parte de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, justificando el incremento que ha venido teniendo la criminalidad organizada en nuestro país, principalmente conformada por delincuentes dedicados al sicariato, narcotráfico y secuestros entre otros, nos referimos al respecto.

La distribución y funciones de las oficinas que se requieren incrementar en el Organismo de Investigación Judicial según lo plantea las Dirección General del OIJ son las siguientes:


1. La Oficina de Planes y Operaciones solicita la creación de una Subjefatura de Departamento, sin embargo, se debe indicar que esta oficina ya cuenta con una plaza de Subjefe de Departamento y en este momento la Dirección de Planificación se encuentra realizando un estudio de Rediseño de Procesos de la Estructura del OIJ. Por lo que quedaría sujeto al análisis de cargas de trabajo para recomendar la creación de la plaza en mención.

2. La Unidad de Asesores Operativos solicita la creación de una plaza de Asesor Operativo, por lo que la Dirección de Planificación realizó un informe de requerimiento humano en esta Unidad, donde se mantiene un recurso de manera extraordinaria y además es sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado. 

3. El Departamento de Investigaciones Criminales solicita 10 plazas, cabe mencionar que esta oficina ya cuenta con una plaza de Subjefe de Departamento y como parte de los proyectos de la Dirección de Planificación se tiene un estudio pendiente de Rediseño de Procesos de la Estructura del OIJ entre estas SITE, SIORI y el resto de secciones de este Departamento,  que contemplará el análisis de cargas de trabajo, que incluye la Sección de Delitos Informáticos. Además, según conversación en reunión del pasado 11 de mayo con personeros del Organismo de Investigación Judicial, con las 75 plazas entre oficiales de Investigación e Investigadores 2, más los profesionales en informática para los delitos de cibercrimen, propuestos para el presupuesto 2019, resulta suficiente para lo que a investigaciones se refiere dando soporte a todos el país.


4. Relacionado con las cuatro plazas de Profesional en Administración 2, dos psicólogos y el Coordinador de Unidad para la Unidad de Potencial Interno, es importante indicar que para 2019, se propuso iniciar con una estructura de forma ordinaria para esta Unidad, sin embargo, cabe manifestar que las competencias relacionadas al proceso de Reclutamiento y Selección las mantiene la Dirección de Gestión Humana. Para le presupuesto 2020 y una vez definidas las competencias necesarias, se analizará la posibilidad de reforzar esta Unidad.

5. En el Departamento de Ciencias Forenses solicitan cambiar a condición de ordinarias 16 plazas, de las cuales se analizaron 4 de estas en el informe 20-IO-2017-B y que fue conocido por Consejo Superior, en la sesión 67-17, artículo XXIII, donde se otorgan como permisos con goce de salario, por lo que la Dirección de Planificación realiza un informe de requerimiento humano para el 2019 (26-PLA-IO-2018), donde se valoró la creación de forma ordinaria.

6. En la Sección de Apoyo Psicológico solicitan dos plazas de profesional en psicología, sin embargo, las mismas serán sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado, debido a que las competencias actuales de esta oficina en relación al otorgamiento de permisos de armas inician dos años posterior a que se incorpore el personal que se recomiende en este informe y no de forma paralela.

7. En la Sección de Prensa del OIJ solicitan ordinariar la plaza de técnico en audiovisuales, actualmente la Dirección de Planificación se encuentra realizando un informe de requerimiento humano donde se está valorando su creación como tareas ordinarias del OIJ.

8. Se solicitan cuatro plazas de Profesionales en Administración, así como 3 plazas en psicología, actualmente la Dirección de Planificación realizó el informe 04-PLA-OI-2018 de requerimiento humano para el 2019 de la Unidad de Potencial Interno (UPI), donde se valoró su creación, además es sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.

9. En la Unidad de Supervisores solicitan ordinariar la plaza de Supervisor de Servicios, actualmente la Dirección de Planificación realizo el informe 37-PLA-OI-2018 de requerimiento humano donde se recomendó mantener las plazas de forma extraordinarias para el 2019. Se debe dar seguimiento al impacto indirecto que puede surgir a causa de la creación de la nueva jurisdicción.

Todas las plazas que se otorgan para presupuesto deben tener relación directa con la ejecución de tareas para la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada; para aquellas oficinas o despachos que se requieran reforzar por tener impacto indirecto a la creación de esta nueva Jurisdicción, serán objeto de estudio mediante la metodología de Rediseño de Proyectos para diagnosticar si se tiene actualmente la capacidad instalada para hacer frente al impacto con el personal ordinario o se requiere adicional o deben de reforzarse con personal ya sea para el cumplimiento de objetivos específicos con un inicio y un fin, aplicando la metodología de administración de proyectos.


4.1.2. Centro de intervenciones telefónicas

En la sesión la sesión N° 15-18 celebrada el 21 de febrero de 2018, se llevó a cabo la audiencia requerida y el Consejo Superior acordó entre varias cosas:

“1.) Tomar nota de las manifestaciones de la Magistrada Arias Madrigal, máster Vargas Rojas en su condición de juez Coordinador del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, la máster Valverde Bermúdez y su equipo de trabajo de la Dirección de Planificación. 2.) Tener por rendido el informe N° 1538-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, sobre la evaluación del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC), enfocado en la definición de la carga de trabajo.(…) 4.) Conforme el criterio técnico de la Dirección de Planificación, se aprueba el segundo escenario, en tanto resulta de mayor eficacia, eficiencia y oportunidad en el aprovechamiento de los recursos institucionales y conforme al dictamen de la Dirección Jurídica, está apegado a lo dispuesto por la Sala Constitucional en el voto 2016-12771.  La principal ventaja del escenario propuesto es la mejora significativa del servicio que ofrece el Centro ante el aumento en la capacidad de las escuchas telefónicas, siendo que con el modelo actual cada grupo de 3 personas juzgadoras solamente está asumiendo la intervención de 20 líneas, mientras que con la propuesta, cada persona a quien se asigne la labor de escucha asumirá un promedio de 20 líneas, lo que multiplica la capacidad instalada del CJIC.”

Con base en lo anterior, es importante indicar que la cantidad de personal para que el CJIC opere al 100% de la capacidad del Sistema Penlink, según el informe 1538-PLA-2016 es


	Franja horaria
	Cantidad de personas requeridas para escucha por turno

	08:00-16:00 horas
	6

	16:00-24:00 horas
	7

	24:00-08:00 horas
	3

	Total/turno
	16

	Total, requerido
	32




El personal que estaría asumiendo la escucha de las intervenciones, es personal del OIJ, al que se le reconoce un porcentaje de sobresueldo para trabajar hasta 12 horas diarias, condición que permite permanecer más de las ocho horas del rol y dar continuidad al “hilo de la conversación.”

Adicionalmente, se considera dentro del presupuesto 2019, para el Centro Judicial de Intervención de las comunicaciones, las plazas analizadas mediante oficio 1538-PLA-2017, el cual conoció el Consejo Superior en la sesión 15-2018, articulo XXVII y acuerda otorgar tres plazas de Técnica o Técnico Judicial 1 para labores de operadores del sistema PENLIK y tres plazas de Técnica o Técnico Especializado 5, en sustitución de una plaza de Profesional  en Informática 2, para realizar las labores de soporte en este mismo sistema.

Ahora bien, el informe 1538-PLA-2017, que contiene la Evaluación del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC), enfocado en la definición de la Carga de Trabajo, se arrogó para conocerse por la Corte Suprema de Justicia, por lo cual, la definición de las plazas necesarias para la Estructura Organizacional de esta oficina, se encuentra supeditado al acuerdo de Corte Plena. 


4.1.3. Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito (OAPVD)

La Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito (OAPVD) tiene a su cargo la labor de garantizar el principio de protección que establece la Ley 8720, de manera primordial la protección de la vida, la integridad física, la libertad y la seguridad de las personas a que se refiere la citada Ley. 

En el ámbito de la Delincuencia Organizada, esta protección se vuelve indispensable por lo que debe de ser considerada dentro la estructura mínima necesaria que dará soporte a la nueva Jurisdicción Especializada.

Por lo anterior, cabe señalar que la OAPVD también recibirá un impacto en la carga laboral en la medida en que los casos por protección incrementen según la aplicación de ley.

Según se indica en la propuesta enviada por la OAPVD en el oficio 943-OAPVD-2018, el pasado 13 de abril de 2018, la protección continua se constituye en una medida extraprocesal recomendada por el Equipo Técnico que valora el riesgo y la misma conlleva una serie de acciones destinadas principalmente a conservar la vida del valorado, considerando su condición de vulnerabilidad y peligros encontrados al momento de la entrevista e implica una carga emocional muy fuerte para la persona usuaria

Si bien es cierto, la normativa que regula la actividad de la OAPVD (Ley No. 8720) describe en su numeral primero el principio de protección, en los casos que amerita la custodia de este tipo, se hace imperiosa la intervención de un profesional en psicología, toda vez que la cotidianidad se afecta de manera importante y la salud mental de las personas se disminuye notablemente. En virtud de lo antes descrito, se desarrolla un programa intensivo de atención psicológica, destinado principalmente al mejoramiento de la condición emocional y psicológica de las personas protegidas durante su permanencia en el sitio seguro, labor que en grupos familiares, requiere de varias sesiones semanales e incluso en periodos de crisis, una atención y monitoreo constante para disminuir las ideas suicidas derivadas principalmente en casos donde se generan altos niveles de estrés como Crimen Organizado, sicariato, entre otros.

En el contexto de las funciones de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito dentro de la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado, esta labor es fundamental, para lograr dar una contención emocional oportuna , labor que dista de la función del psicólogo previsto en los equipos técnicos evaluadores, además, la experiencia nos permite establecer la necesidad de contar un profesional en psicología especializado en ese tipo de atenciones, lo que justifica la solicitud de una plaza adicional en psicología.

Se realizan las proyecciones utilizando como base los promedios anuales visualizados en el año 2017 y que refieren directamente al delito de Crimen Organizado. La solicitud se formula alrededor de dos escenarios, uno con las necesidades inmediatas a la entrada en vigencia de la ley y otro a la entrar en vigencia de la Ley en mayo u octubre del 2019.

· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.

Bajo este escenario, si se mantiene  la entrada en vigencia el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen, por lo que se requiere disponer del siguiente recurso, en la Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito 

	OAPVD
	2
	Psicólogo

	
	1
	Trabador Social

	
	1
	Analista en Criminología

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima

	
	1
	Técnico Judicial 2

	
	1
	Asistente Administrativo 2




· Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en mayo u octubre 2019

Acogiendo la propuesta establecida en el informe 943-OAPVD-2018, escenario 2, se tiene:

	OAPVD
	2
	Psicólogo

	
	1
	Trabajador Social

	
	1
	Analista en Criminología

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima

	
	1
	Técnico Judicial 2

	
	1
	Asistente Administrativo 2



Las plazas no consideraras dentro del presupuesto 2019 que fueron parte de la propuesta inicial del OAPVD dentro de las que se destaca una plaza adicional de técnico judicial 2, y una de asistente administrativo 2 serán sujeto a análisis, un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado y tomando en consideración que la actual Oficina ya cuenta con ese tipo de personal de apoyo.


4.1.4. Escuela Judicial

Para capacitar cincuenta jueces y juezas, durante 10 días consecutivos. 
b. Segundo Escenario en la Escuela Judicial 
Alimentación, hospedaje y transporte 13.036.800.00 colones. 
c. Costos comunes en los dos escenarios: salarios del personal participante: 90.967.972.00 colones. (ingresarían un mes antes de la entrada en vigencia)
d. Sustitución de personas facilitadoras: 35.851.968.00 colones (dos jueces 5 por tres meses). 

· Escenario 1 la capacitación se brindará con colaboración de la Escuela Nacional de Policía

Se tiene que presupuestar alimentación, hospedaje y transporte 7.996.000.00 colones. 


· Escenario 2: la capacitación se brindará en la Escuela Judicial 

Alimentación, hospedaje y transporte 13.036.800.00 colones. 



Costos comunes en los dos escenarios: 

a. Salarios del personal participante: 90.967.972.00 colones. (ingresarían un mes antes de la entrada en vigencia).

b. Sustitución de personas facilitadoras: 35.851.968.00 colones (dos jueces 5 por tres meses).


La planeación del programa de capacitación debería realizarse en 2018 y la ejecución en setiembre 2019. 

Es importante indicar que la Comisión de la Jurisdicción Penal deberá buscar los recursos para la capacitación durante en 2018 en el mejor escenario.


4.1.5. Dirección Ejecutiva

La Dirección Ejecutiva mediante oficio 1853-DE-2018 del 25 de abril del 2018, remite a la Dirección de Planificación la propuesta para atender la primera fase de implementación de la Ley de creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.

La propuesta determina el costo presupuestario de los espacios físicos, mobiliario, servicios públicos y movilización de despachos y oficinas judiciales, requeridos para hacer frente al funcionamiento de la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, en el Primer Circuito Judicial de San José para el periodo presupuestario 2019, específicamente en lo que corresponde a la judicatura y el apoyo administrativo. 

Sobre el espacio físico se indica que en el año 2016 y según se había previsto, la nueva jurisdicción especializada en delincuencia organizada tendría su asentamiento en San José, para lo cual se ejecutaron reuniones entre la Dirección de Planificación, la Dirección Ejecutiva, el Departamento de Servicios Generales y el Departamento de Seguridad para definir el lugar más adecuado para albergar esta Jurisdicción, considerándose el lugar más adecuado para alojar esta nueva Jurisdicción, el edificio de Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, considerando diferentes variables como lo fueron seguridad, cercanía entre los órganos intervinientes (Ministerio Público, Defensa Pública, OIJ), ubicación de celdas y otros servicios vinculados, que incluyen condiciones de seguridad, para lo cual se contó con el criterio del licenciado Eduard Rodríguez Murillo, Jefe del Departamento de Seguridad, por lo que se considera que sería posible ubicar a los despachos (Juzgado, Tribunal, Tribunal de Apelaciones y Ministerio Público) en el actual edificio de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, para lo cual se deben crear y adecuar espacios físicos que permitan la puesta en marcha de esta jurisdicción, siendo necesario la reubicación de despachos de Familia, Pensiones, Violencia Doméstica y Oficina de Comunicaciones Judiciales para la primera etapa de la implementación de la nueva jurisdicción; mientras que la segunda etapa será posible implementarla cuando se dé la movilización de despachos de la materia civil a un nuevo edificio que albergará a esa materia, lo cual se espera para el año 2021. 

Sobre las necesidades en área que se requieren para alojar al Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública, se propone contratar locales en alquiler, mismos que deben cumplir con una serie de requerimientos mínimos para ubicar estas nuevas oficinas. En el caso del Ministerio Público, se determina la necesidad por ejecutar coordinaciones internas a fin de contratar un alquiler al que se trasladarían servicios existentes en el edificio de Tribunales de Justicia y posibilitar la puesta en marcha de la Fiscalía de Delincuencia Organizada en esta edificación, debido a aspectos de seguridad.

Destaca la Dirección Ejecutiva que para poder contar con el espacio físico dentro del edificio de los Tribunales de Justicia se deben realizar traslados de diferentes despachos judiciales de las materias civil y de familia hacia locales o edificios alquilados, con lo cual se posibilite la obtención de espacios dentro del edificio de Tribunales de Justicia del I Circuito Judicial de San José. Se ha estimado la necesidad de alquilar un área aproximada de 4.110,60 metros cuadrados, además, se debe de remodelar las áreas donde se van a ubicar los nuevos despachos y las salas de juicio que se requieren. 

La estrategia propuesta, es la de contratar los espacios y servicios de remodelación, más inmediatos posibles, dentro del plazo que se logre ampliar la vacancia y luego, dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia, ir complementando lo que se determine necesario y posible con un costo total de ¢2,087,335,707.14. Como se presentan a continuación:

4.1.5.1. Espacio físico

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de espacio

	[bookmark: _Hlk512222177]Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	2
	Salas de juicio unipersonales, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.

	
	1
	Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	2
	Salas de juicio colegiadas, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.

	
	1
	Sala de juicio unipersonal, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.

	
	1
	Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	1
	Sala de juicio colegiada que contará con un requerimiento específico para atender este servicio.

	
	1
	Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.

	Defensa Pública 
	1
	Se deberá alquilar un local para este servicio. La presupuestación estará a cargo de la oficina interesada y la Dirección Ejecutiva ejecutará el procedimiento y las coordinaciones respectivas.

	Ministerio Público
	1
	Se deberán ejecutar procedimientos para remodelaciones en el interior del edificio de Tribunales del I CJSJ, así como alquilar un local. La presupuestación estará a cargo de la oficina interesada y la Dirección Ejecutiva ejecutará el procedimiento y las coordinaciones respectivas.





4.1.5.2. Requerimientos de plazas

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de puesto

	Dirección Ejecutiva
	18
	Oficiales de seguridad para atender las áreas de las salas de juicio a diseñar en el edificio de Tribunales del ICJSJ y el área de despachos. Se ha estimado la participación de 2 oficiales por cada sala colegiada (6 plazas), 1 oficial por cada sala unipersonal (3 plazas), 4 oficiales en puestos de control de salas y 4 oficiales para seguridad de los despachos; además de 1 operador de monitoreo.

	
	2
	Auxiliar de Servicios Generales para la limpieza de salas de juicios de la jurisdicción especializada.   

	
	30
	Oficiales de seguridad para atender los locales de alquiler. Esta cifra podrá ser reducida, una vez que se defina el o los locales a alquilar. La propuesta es contar con un puesto de 24 horas y otro para horario administrativo en cada edificio (MP, DP, OAPVD, OIJ-UPRO-UPROV); para lo cual es importante aclarar que cada puesto de 24 horas implica la creación de 4 plazas que se distribuyen en 3 plazas para atención de turnos y una plaza para cubrir días de descanso. 

	
	3
	Permisos para plazas temporales a ser ubicadas en el Departamento de Servicios Generales. Se requerirá de un Arquitecto (a)(Profesional 2), de un Ingeniero (a) electromecánico (Profesional 2) y de un dibujante (Técnico Especializado 5). Se estima necesario un año para atender diseños, seguimiento y recepción de servicios de remodelación y de locales a alquilar. 

Estas plazas requerirán que sean incorporadas desde el inicio del proyecto, para atender los requerimientos, procedimientos de contratación, inspección y recepción de alquileres y remodelaciones para todas las oficinas involucradas (tribunales, Defensa Pública, OIJ, OAPVD y Ministerio Público).

	
	1
	Se requiere de Profesional 2 para atender los procedimientos que se deriven de este nuevo servicio.
Se estima necesario un año para atender la contratación de servicios de remodelación y de locales a alquilar.

Esta plaza se requerirá que sea incorporada desde el inicio del proyecto, para atender los procedimientos de contratación, adjudicación y coordinaciones con el Departamento de Servicios Generales y oficinas usuarias en los proyectos de alquileres y remodelaciones implicadas.

	
	1
	Permiso para una plaza de Asesor Jurídico 1 en la sección de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica. Se requiere de profesional para atender los procedimientos que se deriven de este nuevo servicio. Se estima necesario un año para atender la contratación de servicios de remodelación y de locales a alquilar.

Esta plaza se requerirá que sea incorporada desde el inicio del proyecto, para atender los aspectos legales en los procedimientos de contratación y suscripción de contratos, así como coordinaciones con el Departamento de Proveeduría y oficinas usuarias en los proyectos de alquileres y remodelaciones implicadas.




4.1.6. Dirección de Gestión Humana

4.1.6.1. Incentivo salarial

La Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 26 de abril del 2018, remitido a la Dirección de Planificación indica que en relación con el tema de la “remuneración diferenciada”, para dar cumplimiento al artículo 22 de la “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”, se realizaron los cálculos considerando los supuestos que se tienen hoy en día, lo anterior ante la premura y dado que es un requerimiento para efectos presupuestarios, los cuales se detallan a continuación:

Escenario 1: la Ley entra en vigencia en octubre 2018, para lo cual es necesario realizar el cálculo del incentivo salarial (sobre sueldo) que deberá ser otorgado al recurso nuevo solicitado con presupuesto extraordinario a partir del 2019 con presupuesto ordinario.


Escenario 2:  si la Ley entra en vigencia en el 2019, para abril o setiembre 2019 (entra en vigencia en mayo u octubre 2019 pero se requiere contar con el personal un mes antes para capacitación). Según indica la Dirección Ejecutiva, se contará con espacio físico individual para cada despacho de la Judicatura, por lo cual el cálculo obedece al incentivo salarial que deberá se contará con la estructura física para todos de forma independiente, considerando que son plazas nuevas que iniciarían con una estructura organizacional reducida.

Escenario 3: Se cuenta con espacio físico en enero 2021

Ingresan estructuras estándar recomendadas (las diferencias con el 2019), calculo que se realizaran para las plazas nuevas que se consideren para completar las estructuras organizacionales.

Si es importante indicar, que Gestión Humana, en los próximos días, iniciará con la elaboración de un documento técnico en donde se analizará técnicamente lo relacionado al “incentivo” y una vez que se tenga este documento, el mismo deberá ser trasladado para conocimiento del Consejo de Personal y dado la importancia del tema a Corte Plena.

Sin embargo, para el presupuesto 2019, el sobresueldo por Delincuencia  Organizada según acuerdo del Consejo Superior de la sesión extraordinaria de presupuesto 43-18, artículo I, se estima en un monto fijo de 2000 mil millones de colones, para todo el año 2019, tomando en consideración la Propuesta de Estructura Organizacional reducida propuesta por la Dirección de Planificación y aprobada en esta misma sesión por el Consejo Superior, conformada por 457 plazas extraordinarias.


4.1.6.2. Requerimiento humano GH

De igual forma mediante correo enviado a la Dirección de Planificación el 26 de abril de 2019, la Dirección de Gestión Humana indica que se estaría requiriendo un total de 4 profesionales 2 con un año de antelación a la entrada en vigencia de la Ley, es decir; si su vigencia inicia en mayo del 2019, esta Dirección deberá contar con estos recursos a partir de mayo de este año por todo lo que conlleva la confección de perfiles competenciales especializados y la creación de un rigurosos programa de reclutamiento y selección que debe ser avalado por Corte Plena tal y como lo señala la ley en el artículo 101 bis. 

Dentro de las tareas que realizarán estas plazas se tienen:

· Revisión de la documentación relacionada con Delincuencia Organizada (Proyecto de Ley, Informes de la Dirección de Planificación, Circulares, Protocolos de atención, acuerdos de las instancias superiores, procedimientos, entre otros)
· Identificar la cantidad de puestos (507) que conforman la materia especializada
· Coordinar con cada instancia la identificación de los puestos
· Análisis de las descripciones de clases de puestos existentes objeto de estudio
· Construcción de las Competencias Genéricas 
· Misión y Visión del Poder Judicial
· Misión y Visión de cada dependencia 
· Proyecto de Ley
· Estructura del Poder Judicial 
· Estructura de cada dependencia
· Política Axiológica
· Manual de Valores
· Ejes Transversales
· Construcción de las Competencias Específicas y Técnicas
· Coordinar con cada instancia respectiva para establecer a cuáles personas se puede realizar sesiones de trabajo
· Coordinar con las personas para la validación de las tareas y los factores organizacionales y ambientales y las competencias técnicas 
· Ubicar en el contexto a los ocupantes de los cargos en el tema de las competencias
· Orientar a los ocupantes de los cargos sobre las competencias genéricas definidas a la fecha para la materia especializada
· Remitir a los ocupantes de los cargos un borrador del perfil a fin de que puedan efectuar las observaciones que consideren
· Efectuar una sesión de trabajo con los compañeros de la Sección de Reclutamiento y Selección (Psicólogo, Trabajador Social y la Jefatura respectiva)
· Gestión administrativa general del proceso selectivo, hasta las evaluaciones especificas por parte de unidades especializadas (con profesionales en Psicología y Trabajo Social) para la acreditación de la idoneidad a nivel mental, técnico y ético y moral. 
· Reuniones con expertos en la materia, jefaturas de Gestión Humana y Profesionales de tecnología de la información.
· Inventario de plazas totales de la jurisdicción.
· Elaboración de planes de trabajo en función de los nuevos perfiles competenciales.

Es importante mencionar que además la Dirección de Gestión Humana, indica que una vez que se cuente con el modelo de reclutamiento y selección, para la estructura y el funcionamiento de la misma, se solicitará recurso humano adicional para la atención de los procesos a ejecutar por parte de la Sección de Reclutamiento y Selección, Administración Salarial, entre otros.

4.1.7. Dirección de Tecnología de la Información 

La Dirección de Tecnología de la Información mediante oficio1657-DTI-2018 del 26 de abril del 2018, remitido a la Dirección de Planificación el análisis de costos y requerimientos, para poder atender la Ley de la República 9481, denominada “Creación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa Rica”, conforme lo acordado en la reunión de la Comisión de la Jurisdicción Penal, celebrada el pasado 5 de abril, los cuales se detallan a continuación:


	Rubros
	Monto

	
1- Enlace de Comunicaciones 

	[bookmark: _Hlk512445707]₡56.656.152,00

	

2- Bienes intangibles (Licencias) 


	₡72.494.160,00

	
3-Equipos de comunicación 

	₡153.720.000,00

	4-Equipos, dispositivos y software. 
	Equipos
	Servidores y Almacenamiento 
	₡160.000.000,00

	
	
	Computadoras
	₡226.003.600,00

	
	
	
	

	
	Otros Disp.
	₡24.237.433,90

	
	Equipos de Salas Juicio
	₡57.200.000,00

	
	Software
	Migraciones
	₡00,00

	
	
	Desarrollo Mejoras
	₡00,00

	
	
	Implementaciones
	₡00,00

	Presupuesto de TI para jurisdicción de Delincuencia Organizada
	₡750.311.318,90



Además, dentro del oficio, incluyen un cuadro resumen del recurso humano necesario por la Dirección de Tecnología de Información para llevar a cabo la ejecución del proyecto de implementación de Ley 9481. Se presenta a continuación: 













	Requerimientos en Recurso Humano para Implementación de Jurisdicción de Delincuencia Organizada.

	Tipo de Plaza
	Cantidad
	Tiempo
	Periodo
	Asignación
	Justificación

	Técnicos de Implantación
	3
	6 meses
	Depende de inicio de proyecto
	Ejecución de Implantación
	Labores propias de implantación de sistemas (Pruebas, capacitación y apoyo a despachos)

	Técnico en formatos jurídicos
	1
	6 meses
	Depende de inicio de proyecto
	Ejecución de Implantación
	Análisis, definición e inclusión de infraestructura jurídica de los sistemas y Formatos Jurídicos

	Profesionales en informática 2
	3
	1 año
	Depende de inicio de proyecto
	Desarrollo
	Desarrollo de mejoras y nuevos módulos en los sistemas informáticos.

	

Técnicos de Implantación



	1
	Ordinaria
	Indefinida
	Sostenibili-dad
	

Soporte a usuarios, atención de reportes de capacitación y consultas en los sistemas





	
Técnico Especializado 5
	3
	Ordinarias
	Indefinidas
	Sostenibili-dad
	Soporte a usuarios, atención primaria en cuanto a reportes en problemas de software y hardware y soporte telemático.

	Profesional en Informática 1
	1
	Ordinaria
	Indefinida
	Sostenibili-dad
	Atención primaria, soporte en la administración de sistemas de los despachos judiciales


Fuente: Dirección de Tecnología de la Información.

En relación con las plazas solicitadas de forma ordinaria por parte de la Dirección de Tecnología de Información con la justificación de la cantidad de plazas que se van a crear en la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, es importante mencionar que el mayor incremento en plazas, corresponde al Organismo de Investigación Judicial, aproximadamente un 70% y las labores sustantivas de este tipo de plazas, obedecen a la protección de funcionarias y funcionarios judiciales, por lo que la atención ordinaria que le competen a la Dirección de Tecnología de la información, no se verían afectadas de manera significativa, con la estructura actual, adicionalmente, algunas recaerían en el soporte informático que brinda la Unidad de Tecnología de Información del OIJ. 

Por lo que se otorgaran de forma extraordinaria las siguientes:

	3
	Técnicos de Implantación

	1
	Técnico en formatos jurídicos

	3
	Profesionales en informática 2

	2
	Técnico Especializado 5




Además, la Dirección de Planificación se encuentra realizando un informe de reorganización de la Dirección de Tecnología de la Información, en donde se consideran las labores ordinarias y la carga de trabajo para definir su estructura organizacional. 

Finalmente, es importante indicar que los escenarios en donde se plantea la jornada vespertina, fueron descartados por los entes involucrados, debido a que las investigaciones y la conexiones entre intervienes, Fiscalía y Defensa se realizan principalmente en jornada ordinaria, además de indicar que por razones de seguridad a los intervinientes internos y externos de los procesos, correrían mayor riesgo al trasladarse a los Tribunales en horas tardías de la noche. 

Sin embargo, se aclara que esta propuesta obedece a la falta de espacio para iniciar hasta octubre 2019.


V. Elementos resolutivos

5.1. Como parte de las tareas a realizar para la formulación presupuestaria para del 2019, la Comisión de Asuntos Penales es la encargada de dirigir el proyecto “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada”.

5.2. Se convoca el 5 de abril del 2018 a todas las partes que involucran la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, para conocer los requerimientos necesarios para la implementación de la nueva Ley, lo cual es utilizado como base para la elaboración del Anteproyecto de Presupuesto contenido en este informe.

5.3. Se envía el 03 de mayo a consulta el informe preliminar 401-PLA-2018 a la Comisión de la Jurisdicción Penal, con plazo de 3 días para emitir observaciones.

5.4. En reunión sostenida el 4 de mayo en Comisión ampliada, se discutió el oficio número 401-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, en el cual se exponían cinco escenarios posibles para abordar la implementación de la referida Ley, al momento en que entrara en vigencia.  Una vez discutido el informe anterior la Comisión de la Jurisdicción Penal acordó solicitar que se incluya en el presupuesto del año 2019 lo contenido en el informe CJP04-ADM-18.

5.5. El informe CJP04-ADM-18, el cual es remitido a la Dirección de Planificación por la Secretaria General de la Corte, el pasado 10 de mayo de 2018 para ser valorado en sesión de presupuesto del Consejo Superior.

5.6. La Ley de creación de una nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica fue dictaminada por la Asamblea Legislativa el 13 de septiembre del 2017 y publicada en el diario la Gaceta el 13 de octubre del 2017; el transitorio de la Ley establece que entrará a regir 12 meses después de su publicación.

5.7. Corte Plena en la sesión N° 05-18 celebrada el 12 de febrero de 2018, articulo XIV acuerda aprobar el proyecto de Ley para modificar el párrafo segundo del Transitorio Único de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, de forma que la Ley entre en vigencia veinticuatro meses después de su publicación, en decir, en octubre 2019; lo cual aún está por definirse en la Asamblea Legislativa y obliga para fines presupuestarios, proyectar algunos escenarios.

5.8. La Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, establece la creación de un Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, un Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y un Tribunal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada. Además, contempla la creación de Unidades en el Ministerio Público, en la Defensa Pública y en el Organismo de Investigación Judicial, para conocer los hechos que califiquen como Delincuencia Organizada.

5.9. La Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica iniciará con causas nuevas, esto según lo establecido en el transitorio único de la presente Ley, según se cita a continuación: “TRANSITORIO ÚNICO- Las causas iniciadas en los tribunales penales con competencia común a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, que se encuentren en las etapas intermedia o de juicio, seguirán siendo conocidas por esos tribunales…”

5.10. Cuando los elementos recogidos durante la fase de investigación determinen que los hechos investigados permiten adecuarse como delincuencia organizada, el Fiscal General del Ministerio Público podrá solicitar al Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, que se arrogue el conocimiento de los mismos.

5.11. Los despachos especializados que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional y su asiento será en el Primer Circuito Judicial de San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia.

5.12. Con base en la información suministrada por la Comisión de la Jurisdicción Penal conforme a la Ley, se solicita un total de recurso humano de 1230 plazas para conformar la estructura organizacional de la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada y la estimación de costos para poder hacer frente a la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada a partir de enero del 2019 es de ₡ 43.180.808.794,90 


5.13. La base estadística para la proyección de los casos que el Ministerio Público podría litigar en la jurisdicción especializada, que podrían cumplir con los criterios para ser considerado como Delincuencia Organizada, según se establecen en el artículo 9 de la Ley de Creación de la Jurisdicción especializada de Delincuencia Organizada, se construyeron a partir de los datos de las fiscalías de todo el país; tanto las especializadas como las territoriales, las cuales fueron enviadas por la Fiscalía General a la Dirección de Planificación vía correo electrónico del 16 de abril de 2018.

5.14. Según las estadísticas suministradas por el Ministerio Público a la Dirección de Planificación, en promedio anual ingresaron un total de 532 posibles causas relacionadas con Delincuencia Organizada, tomando en consideración el trienio 2015-2017.

5.15. El Ministerio Público presentó 176 asuntos en promedio anual a los Juzgados Penales del País, durante los años 2015 al 2017, que representan en promedio 16 asuntos mensuales (0,7 diarios) ingresados a los Juzgados con delitos relacionados a Delincuencia Organizada.

5.16. Como posible carga del Juzgado, se determina con la Sección de Estadística, que la cantidad de solicitudes (allanamientos, prisión preventiva, levantamiento de secreto bancario, medidas cautelares, entre otras) que realizó la FADCO durante el 2017 son aproximadamente 35, para un promedio mensual de 3 solicitudes.

5.17. En el caso de los Tribunales de juicio en promedio al año ingresan a los Tribunales Penales 139 asuntos, es decir, 12 asuntos mensuales entre juicios y abreviados (0,6 diarios), lo cual se estima como la posible carga de trabajo del Tribunal Especializado de Delincuencia Organizada.

5.18. La Dirección Ejecutiva es clara en manifestar que no existe suficiente disponibilidad de espacio físico de manera momentánea; sino hasta dentro de dos años aproximadamente, sin embargo, para octubre 2019, se podrán movilizar oficinas y liberar espacio para una la Judicatura y el Ministerio Público, pero con una estructura reducida y no la estándar proyectada.

5.19. El 13 de abril con oficio No. CJP01-ADM-18, la Comisión de Jurisdicción Penal envía a la Dirección de Planificación, una serie de propuestas procedentes del Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, Escuela Judicial, Juezas o Jueces Coordinadores del Juzgado Penal y Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, Tribunal de Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de San José y del Centro de Intervenciones Telefónicas y se solicita a la Dirección de Planificación el análisis de la información, la tabulación de los datos y de los requerimientos institucionales que deberán ser comprendidos en diferentes escenarios de operación y sistematización para la implementación de la Ley de la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, en un análisis cuali-cuantitativo.

5.20. Una vez realizado el análisis general del Impacto de Ley tomando en consideración variables cuantitativas derivadas de las estadísticas, estructuras organizacionales y cargas de trabajo actual, la Dirección de Planificación determina que, para la constitución del Juzgado, Tribunal Penal y Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada, y todos los entes del Ámbito Auxiliar de Justicia y Administrativo, se debe establecer una estructura organizacional estándar constituida por 705 funcionarias y funcionarios, sin embargo, esta debe de otorgarse por etapas, por las restricciones de espacio y el plazo de duración de los asuntos de una instancia a otra.

5.21. Para el establecimiento de la Estructura Organizacional planteada en el apartado anterior, se tienen dos restricciones, una dada por la Dirección Ejecutiva quien alerta de que no existe suficiente disponibilidad de espacio físico de manera momentánea; sino hasta en dos años aproximadamente y la otra restricción es la fecha definitiva de entrada en vigencia de la Ley, por tal motivo, la Dirección de Planificación determina que, para la constitución del Juzgado, Tribunal Penal y Tribunal de Apelación de Sentencia Especializados en Delincuencia Organizada, se presentarán escenarios supeditados a las restricciones anteriores:

a) Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado:, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario 2018 para poder atender los asuntos de Delincuencia Organizada, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, con el cual se crearan despachos nuevos con recurso nuevo en una estructura reducida, compartiendo espacio físico con los despachos de la Judicatura del Primer Circuito Judicial de San José, Ministerio Público y Defensa Pública, ya que se establecerán en jornada vespertina. Sin embargo, se deberán de realizar los ajustes mínimos de seguridad en oficinas, salas, entre otros espacio físicos. Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación. En el momento que se cuente con espacio y condiciones de seguridad se trasladaría a la jornada ordinaria, previa valoración técnica.

b) Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019, para lo cual se debe trabajar en dos supuestos:

Si la entrada en vigencia es a partir de octubre 2019, tal y como se solicitó por la Corte Suprema de Justicia a la Asamblea Legislativa, se podrá contar con espacio físico para una parte del recurso nuevo recomendado para el Ámbito Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia, por tal razón, se crea una estructura reducida de personal nuevo según se plantea en el Escenario 1, para que atienda los asuntos de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en oficinas especializadas de manera independiente, en el edificio de Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, momento en el se valoría transformar la jornada vespertina en jornada ordinaria. 

· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021

Sería hasta en octubre del 2021 que se podría contar con espacio físico para albergar a toda la Jurisdicción completa Especializada en Delincuencia Organizada, para lo cual se deberán incorporan las plazas faltantes del Escenario 2 necesarias para completar la estructura organizacional estándar que demanda la Jurisdicción, lo cual también será objeto de seguimiento un año después de entrada en vigencia de la Ley.

5.22. Bajo los Escenario 1 y 2, para toda la Judicatura se debe presupuestar el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley, para las plazas nuevas, tomando en consideración que se requerirá desde setiembre 2018 para el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, cuatro Juezas o Jueces, una Coordinadora o Coordinador Judicial y cinco Técnicas o Técnicos Judiciales, para, para el Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada ocho  Juezas o Jueces (dos secciones de cuatro Juezas o Jueces, por rol de deberán conocer las apelaciones), una Jueza o Juez Tramitador, una Coordinadora o Coordinador Judicial y cinco Técnicas o Técnicos Judiciales y para el Tribunal de Apelaciones tres Juezas o Jueces, una Jueza o Juez Tramitador, una Coordinadora o Coordinador Judicial y 2 Técnicas o Técnicos Judiciales. Todos laborando en jornada vespertina bajo estructura reducida. 

5.23. Para solicitudes excepcionales en donde se requiere un número elevado de Juezas y Jueces para allanamientos se debe plantear la consulta a la Dirección Jurídica, para que defina la posibilidad de que ese tipo de colaboración se realice con las Juezas y Jueces de la Jurisdicción Penal Ordinaria, bajo la dirección funcional de las Juezas o Jueces especializados en Delincuencia Organizada, tomando en consideración que esta colaboración no es vinculante con las resoluciones o criterios de fondo que se deben emitir por la Judicatura Especializada.


5.24. El nombramiento de las plazas de Juezas o Juezas del Tribunal de Apelación de Sentencia especializado en Delincuencia Organizada, deberá de realizarse de forma itinerante, mediante sorteo similar al de Magistrados Suplentes, de forma que las secciones no presenten problemas de inhibitorias, excusas o recusaciones.

5.25. Bajo el escenario 2, en el supuesto  que ingresen en enero 2019, las plazas de la Judicatura a nivel del país deberán permanecer según se plantea en el escenario 1 por falta de espacio en jornada vespertina; será hasta octubre de 2019, que las plazas contarán con un espacio reducido pero independiente para los tres despachos de la Judicatura, por lo que se debe valorar la transformación de la jornada a ordinaria

5.26. En casos fortuitos o de fuerza mayor, se valoría la realización de audiencias o juicos en jornada ordinaría, previa coordinación con la Administración y la Dirección Ejecutiva. Y en el caso de diligencias en jornada ordinaria, se cubrirían con roles de disponibilidad para las Juezas o Jueces del Juzgado.

5.27. Una vez que se cuente con el espacio mínimo requerido, lo cual se proyecta por la Dirección Ejecutiva para octubre 2021, toda la Judicatura y demás ámbitos, completarán su estructura organizacional estándar, según se establece en los escenarios 3 para todos los casos de este informe.

5.28. El Ministerio Público como escenario 1, si se mantiene la entrada en vigencia para el 2018, para la atención de los asuntos de delincuencia organizada de octubre a diciembre 2018 , se debe de solicitar un presupuesto extraordinario y el incentivo salarial.

5.29. Para hacer frente a la carga de trabajo el Ministerio Público en 2019, se gestionan 41 plazas, distribuidas de la siguiente manera: un Fiscal Adjunto, seis Fiscales (para juicio, y dos de ellos además con función de coordinación), catorce Fiscales Auxiliares, dieciocho Técnicas o Técnicos Judiciales 2 (uno para cada Fiscal Auxiliar y Fiscal Coordinador y dos más para los Fiscales de Juicio), una Técnica o Técnico Administrativo 2 encargado de Bodega de Evidencias y Suministros, una Coordinadora o Coordinador Judicial 2. y una Gestora o Gestor de la Capacitación 2., laborando en jornada vespertina.

5.30. Para algunas de las diligencias en jornada ordinaria en los casos del escenario 1, se deben contemplar roles de disponibilidad para las fiscalas o fiscales auxiliares

5.31. La Defensa Pública como escenario 1, si se mantiene la entrada en vigencia para el 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción l.

5.32. Las plazas asignadas a la Defensa Pública para iniciar la Unidad Especializada a partir de setiembre 2018 serian; una Defensora o Defensor Público Coordinador 2, trece Defensoras o Defensores Públicos, cinco Investigadores de la Defensa Pública, tres Técnicas o Técnicos Jurídicos, tres Auxiliares Administrativos y un Auxiliar de Servicios Generales.. En jornada vespertina con estructura reducida.

5.33. La Defensa Pública, completará su estructura organizacional estándar, según se establece en el escenario 3, en donde se otorgarían los 11 Defensoras o Defensores y dos Auxiliares Administrativos adicionales, lo cual será sujeto de estudio para el 2020.

5.34. Para algunas de las diligencias en jornada ordinaria en el caso del escenario 1, se deben contemplar roles de disponibilidad para las defensoras o defensores que atienden la etapa preparatoria.

5.35. Se prevé un mes antes la entrada de las plazas nuevas para efectos de capacitación en cualquiera de los escenarios previstos, es decir, Gestión Humana deberá de haber finalizado el proceso de reclutamiento y selección para setiembre 2018 o en caso de ampliarse la fecha de entrada en vigencia para setiembre 2019.

5.36. Al Organismo de Investigación Judicial, se le doto para el 2018 de nuevos recursos para igualar la carga operativa de trabajo de la Policía Judicial en los delitos de investigación que se relacionan con Delincuencia Organizada, plazas de investigador en el Departamento de Investigaciones Criminales, otorgadas en el acuerdo de Corte Plena de la Sesión 15, artículo II, del 31 de mayo del 2017. (28 plazas de investigador 2, 4 oficiales de investigación, una Secretaria 1, un Jefe de Investigación 3, dos Jefes de Investigación 1, dos Perita o Perito Judicial 2, dos Auxiliar Administrativa o Administrativo y un Auxiliar de Servicios Generales 2)

5.37. Según lo indicado por la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, pese a que ya se cuenta con la Sección de Crimen Organizado a partir de enero 2018, es necesario reforzar esta Unidad Especializada con 31 Oficiales de investigación y 44 Investigadores 2 adicionales, mismas que deberán sobrellevar la carga de todos los asuntos de Delincuencia Organizada del país, no solo los ocho asuntos que se llevan en San José, si no para hacer frente a la totalidad de causas que se proyecta en 30 asuntos. Es importante indicar el personal deberá de estar concentrado en San José como parte de la actual Unidad o Sección Especializada en Delincuencia Organizada y conforme surgen las necesidades, se deberá de trasladar al lugar del sitio de la Investigación

5.38. Como parte del apoyo en las investigaciones de la Unidad Especializada, se brindará al Departamento de Investigaciones Criminales, para delitos cibernéticos de Delincuencia Organizada 2 profesionales en informática 3.

5.39. Como apoyo a las solicitudes de la Fiscalía, y de acuerdo a la solicitud de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial se incluye un Equipo del SERT, conformado por 10 Oficiales tácticos y un Jefe de Investigación 1.

5.40. Se brindará colaboración para la presentación y localización de testigos, con ocho Investigadores de localización y presentación.

5.41. En lo administrativo, se brindará colaboración con un Profesional 2 en Administración o carrera afín, para los temas administrativos de la UPRO y UPROV, además se tiene un profesional en informática, para que se avoque al desarrollo de nuevos sistemas que den soporte al tema de protección tanto de UPRO como de UPROV.

5.42. Se brindará de un Armero, ya que se tiene actualmente una limitante de este tipo de recurso y con el aumento en plazas proyectadas la demanda será mayor

5.43. En caso de entrar en vigencia la Ley en el 2018, la Sección Especializada en Delincuencia Organizada del OIJ, atenderá los asuntos de delincuencia organizada, sin embargo, se debe presupuestar el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley.

5.44. Se deben de reforzar las Unidades de Protección a Funcionarios Judiciales y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, ya que la nueva Ley de la Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado, en el artículo 18, adiciona a la Ley Orgánica del Poder Judicial el artículo 101 bis que dentro de lo que establece es “Quienes se desempeñen en esta Jurisdicción y sus familiares tendrán protección especial de manera permanente, a consecuencia de los riesgos y las amenazas para su vida o integridad física, o de sus familiares por el ejercicio de la función”. A continuación, se presenta la cantidad de plazas a crear que permitan cubrir las plazas previstas en los escenarios 2:

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	140
	Agentes de Protección 2

	
	1
	Secretaria 1

	
	1
	Técnico Administrativo 2

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2

	UPROV
	2
	Jefe Investigación 1

	
	4
	Oficiales de Investigación

	
	108
	Agentes de Protección 1

	
	2
	Técnico Administrativo 2



Es importante indicar que a pesar que se establece una propuesta reducida para iniciar en una primera fase con 140 agentes de protección 2 y 108 de protección 1, la realidad indicada por el mismo Organismo de Investigación Judicial, es que para lograr establecer personal de este tipo, se requiere en promedio 1,2 años para el proceso completo de reclutamiento y selección y el llenado de plazas que se logra durante ese tiempo sería de un 60% 30% respectivamente, lo cual representan 64 agentes de protección 1  y 48 plazas de agente de protección 2.

5.45. En el caso de la UPRO, por cada uno de las 16 Juezas o Jueces de los escenarios 1 y 2, se requieren dos agentes de protección, lo cual conlleva a utilizar seis agentes y tres vehículos para ese cuerpo colegiado.

5.46. En caso de completar la estructura estándar en el 2021 se plantea el escenario de proteger a 26 personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal en materia de Delincuencia Organizada, a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, tomando en consideración que se requieren 2 agentes por cada Jueza o Juez, en jornadas de 8 horas por turno, y para los familiares en un panorama austero se calcula que por cada persona juzgadora se requerirían  0,75 Agentes de Protección, según propuesta planteada por el Organismo de Investigación Judicial.

5.47. Durante el 2017, un total de 34 funcionarios de toda la población judicial ingresaron al Programa de Protección a Víctimas del Delito, según los datos estadísticos de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (OAPVD), lo cual ha sido atendido durante el 2017 con 87 agentes de protección de la UPRO y el Equipo Técnico Evaluador de la OAPVD.

5.48. La UPROV, deberá ajustarse para proteger a seis personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal y un familiar para cada uno y a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, serían 4 agentes por cada persona protegida, en turnos de 12 horas, y para 1 familiar de igual forma un servicio 12 horas del día, los 7 días de la semana, serían 2 agentes por cada persona protegida más un turno adicional que contempla las jornadas de descanso, para un total de 18 personas encargadas de la protección por protegido.

5.49. En la UPRO y UPROV para dar soporte al recurso humano, se requieren plazas de Jefe de Investigación para labores de supervisión y administrativas y plazas de Oficial de Investigación, estas últimas considerando uno oficial por turno para el apoyo operativo y de supervisión.

5.50. El crecimiento esperado en el área de cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, tomando en consideración los criterios dados por el Organismos de Investigación Judicial que establece dos custodios por persona detenida.

5.51. Con el escenario planteado para el área jurisdiccional en los escenario 1 y 2, se requeriría un total de 24 plazas de custodios que darán soporte a los juicios de dos secciones colegiadas del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizado, tomando en consideración ocho juicios por mes, de tres imputados mínimo cada uno y que además darán soporte para los asuntos de dos personas juzgadoras en el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizado en etapa intermedia. Posteriormente, se incluirán las restante 12 plazas cuando se incorporen los Tribunales restantes.

5.52. En lo administrativo, se brindará colaboración con un Profesional 2 en Administración o carrera afín para los temas administrativos de la UPRO y UPROV, adscrito a la Administración del OIJ.

5.53. En el caso del Centro de Intervenciones telefónicas es importante indicar que la cantidad de personal para que el CJIC opere al 100% de la capacidad del Sistema Penlink, según el informe 1538-PLA-2016 es de 32 personas que escuchan, 16 por turno. Sin embargo, se encuentra supedita a lo que Corte Plena establezca

5.54. Se considera dentro del presupuesto 2019, para el Centro Judicial de Intervención de las comunicaciones, las plazas analizadas mediante oficio 1538-PLA-2017, el cual conoció el Consejo Superior en la sesión 15-2018, articulo XXVII y acuerda otorgar tres plazas de Técnica o Técnico Judicial 1 para labores de operadores del sistema PENLIK y tres plazas de Técnica o Técnico Especializado 5, en sustitución de una plaza de Profesional  en Informática 2, para realizar las labores de soporte en este mismo sistema.

5.55. El informe 1538-PLA-2017, que contiene la Evaluación del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC), enfocado en la definición de la Carga de Trabajo, se encuentra recusado ante la Corte Suprema de Justicia, por lo cual, la definición de las plazas necesarias para la Estructura Organizacional de esta oficina se encuentra supeditado al acuerdo de Corte Plena. 

5.56. Se solicita una plaza de gestor de capacitación para formar el personal que va a ingresar en el 2019 al Organismo de Investigación Judicial producto de la puesta en marcha de la Ley de Jurisdicción Especializada contra el Crimen Organizado.

5.57. La Unidad de Asesores Operativos solicita la creación de una plaza de Asesor Operativo, por lo que la Dirección de Planificación realizó un informe de requerimiento humano en esta Unidad, donde se mantiene un recurso de manera extraordinaria y además es sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.

5.58. En el Departamento de Ciencias Forenses solicitan cambiar a condición de ordinarias 16 plazas, de las cuales se analizaron 4 de estas en el informe 20-IO-2017-B y que fue conocido por Consejo Superior, en la sesión 67-17, artículo XXIII, donde se otorgan como permisos con goce de salario, por lo que la Dirección de Planificación realiza un informe de requerimiento humano para el 2019 (26-PLA-IO-2018), donde se valoró la creación de forma ordinaria.

5.59. Se requiere fortalecer las investigaciones de los delitos cibernéticos atendidos en la Sección de Delitos informáticos. Siendo de esta manera que se necesitan dos plazas de profesional en informática 3, quienes brindarán un soporte experto en las investigaciones de cibercrimen.

5.60. La OAPVD en el oficio 943-OAPVD-2018, el pasado 13 de abril de 2018 indica que la protección continua se constituye en una medida extraprocesal recomendada por el Equipo Técnico que valora el riesgo y la misma conlleva una serie de acciones destinadas principalmente a conservar la vida del valorado, considerando su condición de vulnerabilidad y peligros encontrados al momento de la entrevista e implica una carga emocional muy fuerte para la persona usuaria.

5.61. Acogiendo la propuesta establecida en el informe 943-OAPVD-2018, escenario 2 (entrada en vigencia en 2019), se tiene:

	OAPVD
	2
	Psicólogo

	
	1
	Trabajador Social

	
	1
	Analista en Criminología

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima

	
	1
	Técnico Judicial 2

	
	1
	Asistente Administrativo 2



5.62. Es importante indicar que se toma en consideración, además de la falta de espacio, que la jornada vespertina, contribuiría con aspectos de seguridad para las personas usuarias de otras materias y para el personal judicial en general del Primer Circuito Judicial de San José que labora en la jornada ordinaria, al no exponerse en las mismas horas de realización de juicios de Delincuencia Organizada y activación de protocolos de seguridad que se estiman para esta nueva Jurisdicción, aunado a que la cantidad de personas en jornada vespertina será la mínima en comparación con la jornada ordinaria, lo cual contribuye a minimizar el riesgo. 

5.63. Adicionalmente, se contaría con espacio no solo en las oficinas judiciales, sino también en las salas de juicio, sección de cárceles, el traslado de las personas, se realizaría fuera de las “horas pico” detectadas a nivel de tránsito vehicular, entre otros beneficios.

5.64. Ahora bien, si para octubre 2019, se cuenta con el espacio físico para alojar al personal de la Defensa Pública de forma independiente, con todas las normas de seguridad necesarias, y debidamente analizadas las variables cualitativas relacionadas con seguridad, se solicitaría la transformación a la jornada ordinaria

5.65. En lo que respecta a la Escuela Judicial, se otorgarán dos Juezas o Jueces que capacitarán en lo relacionado con la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, programas que deberán ser desarrollados con los recursos existentes de la Escuela Judicial y con la colaboración de un profesional en métodos de enseñanza y un técnico Administrativo 3.

5.66. La Comisión de la Jurisdicción Penal deberá buscar los recursos para la capacitación durante en 2018 en el mejor escenario.

5.67. La Dirección Ejecutiva determinar el costo presupuestario de los espacios físicos, mobiliario, servicios públicos y movilización de despachos y oficinas judiciales, requeridos para hacer frente al funcionamiento de la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, en el Primer Circuito Judicial de San José para el periodo presupuestario 2019, específicamente en lo que corresponde a la judicatura y el apoyo administrativo en ₡2,087,335,707.14.

5.68. Sobre las necesidades en área que se requieren para alojar al Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública, se propone contratar locales en alquiler, mismos que deben cumplir con una serie de requerimientos mínimos para ubicar estas nuevas oficinas. En el caso del Ministerio Público, se determina la necesidad por ejecutar coordinaciones internas a fin de contratar un alquiler al que se trasladarían servicios existentes en el edificio de Tribunales de Justicia y posibilitar la puesta en marcha de la Fiscalía de Delincuencia Organizada en esta edificación, debido a aspectos de seguridad.

5.69. La estrategia propuesta por la Dirección Ejecutiva es la de contratar los espacios y servicios de remodelación, más inmediatos posibles, dentro del plazo que se logre ampliar la vacancia y luego, dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia, ir complementando lo que se determine necesario.

5.70. El espacio físico necesario se resume en el siguiente cuadro:
	Oficina
	Cantidad
	Tipo de espacio

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	2
	Salas de juicio unipersonales, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.

	
	1
	Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	2
	Salas de juicio colegiadas, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.

	
	1
	Sala de juicio unipersonal, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.

	
	1
	Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	1
	Sala de juicio colegiada que contará con un requerimiento específico para atender este servicio.

	
	1
	Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.

	Defensa Pública 
	1
	Se deberá alquilar un local para este servicio. La presupuestación estará a cargo de la oficina interesada y la Dirección Ejecutiva ejecutará el procedimiento y las coordinaciones respectivas.

	Ministerio Público
	1
	Se deberán ejecutar procedimientos para remodelaciones en el interior del edificio de Tribunales del I CJSJ, así como alquilar un local. La presupuestación estará a cargo de la oficina interesada y la Dirección Ejecutiva ejecutará el procedimiento y las coordinaciones respectivas.



5.71. Adicionalmente, la Dirección Ejecutiva analiza la cantidad de Auxiliares de Seguridad para hacer frente a todos los Edificios de alquiler del MP, DP, OAPVD, OIJ-UPRO-UPROV y las salas de juicio donde se ha estimado la participación de 2 oficiales por cada sala colegiada (6 plazas), 1 oficial por cada sala unipersonal (3 plazas), 4 oficiales en puestos de control de salas y 4 oficiales para seguridad de los despachos; además de 1 operador de monitoreo, para un total de 40 auxiliares de seguridad.

5.72. Adicionalmente para la limpieza de la Judicatura y las Salas de Juicio, la Dirección Ejecutiva proyecta la necesidad de 2 Auxiliares de Servicios Generales, previendo el tema de la seguridad y confidencialidad, con recursos propios para este tipo de labores y no subcontratados.

5.73. La Dirección Ejecutiva estima contar con plazas temporales a ser ubicadas en el Departamento de Servicios Generales, como lo son un Arquitecto, un Ingeniero electromecánico y un dibujante, durante un año para atender diseños, seguimiento y recepción de servicios de remodelación y de locales a alquilar y en el caso de la Proveeduría se requiere de un Profesional en administración, encargado de los temas de Contratación Administrativa. 

5.74. La Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 26 de abril del 2018, remitido a la Dirección de Planificación indica que en relación con el tema de la “remuneración diferenciada”, para dar cumplimiento al artículo 22 de la “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”. Se realizaron los cálculos considerando los supuestos que tenemos hoy en día, lo anterior ante la premura y dado que es un requerimiento para efectos presupuestarios.
5.75. Para el presupuesto 2019, el sobresueldo por Delincuencia Organizada según acuerdo del Consejo Superior de la sesión extraordinaria de presupuesto 43-18, artículo I, se estima en un monto fijo de 2000 mil millones de colones, para todo el año 2019, tomando en consideración la Propuesta de Estructura Organizacional reducida propuesta por la Dirección de Planificación y aprobada en esta misma sesión por el Consejo Superior, compuesta por 457 plazas extraordinarias.

5.76. La Dirección de Gestión Humana indica que se estaría requiriendo un total de 4 profesionales 2 con un año de antelación a la entrada en vigencia de la Ley, por todo lo que conlleva la confección de perfiles competenciales especializados y la creación de un riguroso programa de reclutamiento y selección que debe ser avalado por Corte Plena tal y como lo señala la ley en el artículo 101 bis.

5.77. La Dirección de Tecnología de la Información mediante oficio 1657-DTI-2018 del 26 de abril del 2018, remitido a la Dirección de Planificación el análisis de costos y requerimientos, para poder atender la Ley de la República 9481, denominada “Creación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa Rica”, conforme lo acordado en la reunión de la Comisión de la Jurisdicción Penal, celebrada el pasado 5 de abril, los ascienden a un monto de ₡750.311.318,90.

5.78. La Dirección de Tecnología de la Información indica que se estaría requiriendo un total de 12 plazas para llevar a cabo la ejecución del proyecto de implementación de Ley 9481. De las cuales se presupuestarán: 


	3
	Técnicos de Implantación

	1
	Técnico en formatos jurídicos

	3
	Profesionales en informática 2

	2
	Técnico Especializado 5



5.79. El mayor incremento en plazas corresponde al Organismo de Investigación Judicial, aproximadamente un 70% y las labores sustantivas de este tipo de plazas, obedecen a la protección de funcionarias y funcionarios judiciales, por lo que la atención ordinaria que le competen a la Dirección de Tecnología de la información, no se verían afectadas de manera significativa, con la estructura actual.

5.80. Se estable como parte de las recomendaciones, escenarios adicionales, uno tomando en consideración la variable “protección permanente” y el otro escenario, se considera la ampliación de la competencia para conocer los casos de Delincuencia Organizada, a todos los Tribunales Penales y de Apelación de la Sentencia Penal del País, de forma que se conozca el impacto presupuestario de estas dos variables.

5.81. Es importante indicar que los escenarios en donde se plantea la jornada vespertina, fueron descartados por los entes involucrados, debido a que las investigaciones y la conexiones entre intervienes, Fiscalía y Defensa se realizan principalmente en jornada ordinaria, además de indicar que por razones de seguridad a los intervinientes internos y externos de los procesos, correrían mayor riesgo al trasladarse a los Tribunales en horas tardías de la noche. Sin embargo, se aclara que esta propuesta obedece a la falta de espacio para iniciar hasta octubre 2019.



VI. Recomendaciones

6.1. Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado

Bajo este escenario, si se mantiene la entrada en vigencia de la Ley el 13 de octubre de 2018, se debe de solicitar un presupuesto extraordinario para poder atender los asuntos que ingresen a la nueva Jurisdicción, con el siguiente recurso humano, que trabajará de forma vespertina:

Adicionalmente, para este escenario se debe presupuestar para el 2019, la misma estructura organizacional que funcionaría desde octubre 2018, adicionando todo el tema de infraestructura física.

Con base en la información anterior y con el fin de cumplir con lo dispuesto por la Ley, se presentan los requerimientos mínimos humanos de la estructura organizacional y la estimación de costos para poder hacer frente a la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada de setiembre a diciembre 2018 con presupuesto extraordinario 2018 y a partir de enero 2019 con presupuesto ordinario 2019, como se muestra a continuación:

Recurso Humano presupuesto extraordinario 2018

	Si la Ley entra en vigencia en octubre 2018

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Período
	Costo

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	4
	Juezas o Jueces 3
	4 meses
	₡77.290.666,67

	
	1
	Coord. Judicial 2
	4 meses
	₡5.945.000,00

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 2
	4 meses
	₡19.984.000,00

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)
	4 meses
	₡4.996.000,00

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	8
	Juezas o Jueces 4
	4 meses
	₡166.776.000,00

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1
	4 meses
	₡18.191.000,00

	
	1
	Coord. Judicial 3
	4 meses
	₡6.166.666,67

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 3
	4 meses
	₡20.944.000,00

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)
	4 meses
	₡5.236.000,00

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	3
	Juezas o Jueces 5
	4 meses
	₡69.945.000,00

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1
	4 meses
	₡18.191.000,00

	
	1
	Coord. Judicial 3
	4 meses
	₡6.166.666,67

	
	2
	Técnicas o Técnicos Judicial 3
	4 meses
	₡10.472.000,00

	Defensa Pública 
	1
	Defensoras o Defensores Coordinador 2
	4 meses
	₡19.129.333,33

	
	13
	Defensoras o Defensores
	4 meses
	₡234.351.000,00

	
	5
	Investigador de la Defensa Pública
	4 meses
	₡37.675.000,00

	
	3
	Técnico Jurídico
	4 meses
	₡17.000.000,00

	
	3
	Auxiliar Administrativo
	4 meses
	₡13.306.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡4.207.333,33

	MP
	1
	Fiscal Adjunto 1
	4 meses
	₡20.776.000,00

	
	6
	Fiscalas o Fiscales
	4 meses
	₡115.770.000,00

	
	14
	Fiscales Auxiliares
	4 meses
	₡259.802.666,67

	
	1
	Coordinador Judicial 2
	4 meses
	₡5.945.000,00

	
	1
	Gestor en Capacitación 2
	4 meses
	₡12.483.000,00

	
	1
	Técnico Administrativo 2
	4 meses
	₡5.479.333,33

	
	18
	Técnicos Judiciales 2
	4 meses
	₡89.928.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡4.207.333,33

	OAPVD
	2
	Psicólogo
	4 meses
	₡24.966.000,00

	
	1
	Trabador Social
	4 meses
	₡12.483.000,00

	
	1
	Profesionales 2 (Criminologos)
	4 meses
	₡12.483.000,00

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima
	4 meses
	₡15.259.000,00

	
	1
	Técnico Judicial 2
	4 meses
	₡4.996.000,00

	
	1
	Asistente Administrativo 2
	4 meses
	₡4.821.666,67

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1
	4 meses
	₡19.862.000,00

	
	4
	Oficiales de Investigación
	4 meses
	₡36.593.333,33

	
	42
	Agentes de Protección 2
	4 meses
	₡338.590.000,00

	
	1
	Secretaria 1
	4 meses
	₡4.690.666,67

	
	1
	Técnico Administrativo 2
	4 meses
	₡5.479.333,33

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡4.207.333,33

	UPROV
	2
	Jefe Investigación 1
	4 meses
	₡19.862.000,00

	
	4
	Oficiales de Investigación
	4 meses
	₡36.593.333,33

	
	64
	Agentes de Protección 1
	4 meses
	₡438.592.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡5.479.333,33

	
	2
	Técnico Administrativo 2
	4 meses
	₡10.958.666,67

	CJIC
	32
	Personal de escucha 
	4 meses
	₡219.296.000,00

	OIJ
	24
	Custodios (Secc. Cárceles I Cir. Jud. San José)
	4 meses
	₡137.688.000,00

	
	31
	Oficiales de Investigación 
	4 meses
	₡291.110.666,67

	
	44
	Investigación 2
	4 meses
	₡345.576.000,00

	
	10
	Oficial Intervención Táctica (SERT)
	4 meses
	₡83.376.666,67

	
	1
	Jefe Investigación 1 (SERT)
	4 meses
	₡10.186.333,33

	
	1
	Profesional en Informática 2 (UTI)
	4 meses
	₡12.814.333,33

	
	1
	Armero
	4 meses
	₡5.393.000,00

	
	2
	Profesionales en informática 3 (Dpto. Inv. Criminales)
	4 meses
	₡26.622.000,00

	
	1
	Profesional 2 en Administración o Ingenieria (UPRO-UPROV)
	4 meses
	₡12.814.333,33

	
	4
	Investigadores de Localización y Presentación
	4 meses
	₡28.245.333,33

	
	1
	Gestor de Capacitación 1
	4 meses
	₡9.946.333,33

	Escuela Judicial
	2
	Juezas o Jueces 5
	3 mese
	₡34.972.500,00

	
	1
	Profesional en Métodos de Enseñanza
	3 mese
	₡9.362.250,00

	
	1
	Técnico Administrativo 
	3 mese
	₡4.250.000,00

	Gestión Humana
	4
	Profesional 2
	12 meses
	₡49.932.000,00

	Dirección Ejecutiva
	48
	Auxiliar de Seguridad
	4 meses
	₡211.248.000,00

	
	2
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡10.958.666,67

	Dirección de Planificación
	1
	Profesional 2
	6 meses
	₡12.483.000,00

	Dirección de Técnoligia de la Información
	3
	Técnicos de Implantación
	6 meses
	₡15.717.000,00

	
	1
	Técnico en formatos jurídicos
	6 meses
	₡5.236.000,00

	
	3
	Profesionales en informática 2
	12 meses
	₡37.449.000,00

	
	450
	
	
	₡3.840.958.083,33



Nota: Las plazas detalladas corresponden a solicitudes expresas de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, quiénes señalan que aunque en el 2018 se creó la Sección Especializada de Crimen Organizado, requieren adicional el recurso humano solicitado. 
	31
	Oficiales de Investigación 

	44
	Investigación 2

	10
	Oficial Intervención Táctica (SERT)



Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ₡3.840.958.083,33

Además, es importante tomar en cuenta que el proyecto de la Ley que nos ocupa no establece el porcentaje de ese pago diferenciado, por lo que la Dirección de Gestión Humana inició un análisis del perfil del puesto y deberá determinar el porcentaje de incremento salarial que tendrán las plazas de la nueva Jurisdicción, como lo indica la Ley.  Indican un monto preliminar de ¢166,666,666.67 por mes como incentivo para todos los tipos de plazas que laboraran en la nueva Jurisdicción. 

Se recomienda que hasta tanto se cuente con los requerimientos de espacio físico detallado en el informe para la ubicación de esta nueva jurisdicción, se proceda a la aplicación de la normativa, en virtud de las medidas de seguridad e integridad que debe privar en la aplicación de la ley, ya que en caso contrario se estaría incurriendo en un grave riesgo institucional al contar con los medios idóneos para su implementación.

Se adjunta un cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación para esta Jurisdicción. Se hace la previsión presupuestaria de 4 meses, partiendo del supuesto que la Asamblea Legislativa no modifique el transitorio de la Ley 9481
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Sin embargo, para el presupuesto 2019, el sobresueldo por Delincuencia organizada según acuerdo del Consejo Superior de la sesión extraordinaria de presupuesto 43-18, artículo I, se estima en un monto fijo de 2000 mil millones de colones, para todo el año 2019 (en este escenario se contabiliza este mismo monto pero para cuatro meses), tomando en consideración la Estructura Organizacional reducida propuesta por la Dirección de Planificación y aprobada en esta misma sesión por el Consejo Superior, conformada por 457 plazas.


Recurso Humano presupuesto ordinario 2019 a partir de enero

	Si la Ley entra en vigencia en octubre 2018, se presupuesta todo el 2019

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Período
	Costo 

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	4
	Juezas o Jueces 3
	12 meses
	₡237.760.000,00

	
	1
	Coord. Judicial 2
	12 meses
	₡18.370.000,00

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 2
	12 meses
	₡61.788.000,00

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)
	12 meses
	₡15.447.000,00

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	8
	Juezas o Jueces 4
	12 meses
	₡512.992.000,00

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1
	12 meses
	₡55.966.000,00

	
	1
	Coord. Judicial 3
	12 meses
	₡19.060.000,00

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 3
	12 meses
	₡64.716.000,00

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)
	12 meses
	₡16.179.000,00

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	3
	Juezas o Jueces 5
	12 meses
	₡215.112.000,00

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1
	12 meses
	₡55.966.000,00

	
	1
	Coord. Judicial 3
	12 meses
	₡19.060.000,00

	
	2
	Técnicas o Técnicos Judicial 3
	12 meses
	₡32.358.000,00

	Defensa Pública 
	1
	Defensoras o Defensores Coordinador 2
	12 meses
	₡58.842.000,00

	
	13
	Defensoras o Defensores
	12 meses
	₡721.162.000,00

	
	5
	Investigador de la Defensa Pública
	12 meses
	₡116.280.000,00

	
	3
	Técnico Jurídico
	12 meses
	₡52.464.000,00

	
	3
	Auxiliar Administrativo
	12 meses
	₡41.115.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	12 meses
	₡13.033.000,00

	MP
	1
	Fiscal Adjunto 1
	12 meses
	₡63.911.000,00

	
	6
	Fiscalas o Fiscales
	12 meses
	₡356.142.000,00

	
	14
	Fiscales Auxiliares
	12 meses
	₡799.414.000,00

	
	1
	Coordinador Judicial 2
	12 meses
	₡18.370.000,00

	
	1
	Gestor en Capacitación 2
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	1
	Técnico Administrativo 2
	12 meses
	₡16.920.000,00

	
	18
	Técnicos Judiciales 2
	12 meses
	₡278.046.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	12 meses
	₡13.033.000,00

	OAPVD
	2
	Psicólogo
	12 meses
	₡76.886.000,00

	
	1
	Trabador Social
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	1
	Profesionales 2 (Criminólogos)
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima
	12 meses
	₡46.931.000,00

	
	1
	Técnico Judicial 2
	12 meses
	₡15.447.000,00

	
	1
	Asistente Administrativo 2
	12 meses
	₡14.894.000,00

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1
	12 meses
	₡61.118.000,00

	
	4
	Oficiales de Investigación
	12 meses
	₡112.688.000,00

	
	42
	Agentes de Protección 2
	12 meses
	₡1.041.894.000,00

	
	1
	Secretaria 1
	12 meses
	₡14.507.000,00

	
	1
	Técnico Administrativo 2
	12 meses
	₡16.920.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	12 meses
	₡13.033.000,00

	UPROV
	2
	Jefe Investigación 1
	12 meses
	₡61.118.000,00

	
	4
	Oficiales de Investigación
	12 meses
	₡112.688.000,00

	
	64
	Agentes de Protección 1
	12 meses
	₡1.355.776.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	12 meses
	₡13.033.000,00

	
	2
	Técnico Administrativo 2
	12 meses
	₡33.840.000,00

	CJIC
	32
	Personal de escucha 
	12 meses
	₡677.888.000,00

	OIJ
	24
	Custodios (Secc. Cárceles I Cir. Jud. San José)
	12 meses
	₡413.064.000,00

	
	31
	Oficiales de Investigación 
	12 meses
	₡873.332.000,00

	
	44
	Investigación 2
	12 meses
	₡1.036.728.000,00

	
	10
	Oficial Intervención Táctica (SERT)
	12 meses
	₡250.130.000,00

	
	1
	Jefe Investigación 1 (SERT)
	12 meses
	₡30.559.000,00

	
	1
	Profesional en Informática 2 (UTI)
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	1
	Armero
	12 meses
	₡16.179.000,00

	
	2
	Profesionales en informática 3 (Dpto. Inv. Criminales)
	12 meses
	₡79.866.000,00

	
	1
	Profesional 2 en Administración o Ingenieria (UPRO-UPROV)
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	4
	Investigadores de Localización y Presentación
	12 meses
	₡84.736.000,00

	
	1
	Gestor de Capacitación 1
	12 meses
	₡29.839.000,00

	Escuela Judicial
	2
	Juezas o Jueces 5
	3 mese
	₡35.852.000,00

	
	1
	Profesional en Métodos de Enseñanza
	3 mese
	₡9.610.750,00

	
	1
	Técnico Administrativo 3
	3 mese
	₡4.372.000,00

	Gestión Humana
	4
	Profesional 2
	12 meses
	₡153.772.000,00

	Dirección Ejecutiva
	1
	Arquitecto
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	1
	Ingeniero Electromecánico
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	1
	Dibujante
	12 meses
	₡16.179.000,00

	
	1
	Profesional 2 (Proveeduría)
	12 meses
	₡46.729.000,00

	
	1
	Asesor Jurídico 1
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	48
	Auxiliar de Seguridad
	12 meses
	₡652.896.000,00

	
	2
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	12 meses
	₡26.066.000,00

	Dirección de Planificación
	1
	Profesional 2
	6 meses
	₡19.221.500,00

	Dirección de Tecnología de la Información
	3
	Técnicos de Implantación
	6 meses
	₡24.282.000,00

	
	1
	Técnico en formatos jurídicos
	6 meses
	₡8.089.500,00

	
	3
	Profesionales en informática 2
	12 meses
	₡115.329.000,00

	
	2
	Técnico Especializado 5
	6 meses
	₡16.179.000,00

	
	457
	
	
	₡11.792.721.750,00



Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ₡11.792.721.750,00

Ahora bien, se debe adicionalmente presupuestar de forma ordinaria para el 2019, por lo que se adjunta un cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación para esta Jurisdicción. Se hace la previsión presupuestaria de 12 meses, partiendo del supuesto que la Asamblea Legislativa no modifique el transitorio de la Ley 9481.
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Como podemos observar en el cuadro anterior, se determina un costo de ¢56.656.152,00 por concepto de enlaces de comunicaciones que se deben de implementar en edificaciones que así lo requieren. Cabe destacar, que dicho monto se estima con base en el escenario de conexión de ocho edificaciones, en caso de cambiar el mismo, ya sea por edificaciones que permitan albergar varias oficinas o despachos a la vez, el monto también variaría.

Para el Ministerio Público, la Oficina de Atención y Protección a las Víctimas del Delito, Unidad de Protección de Funcionarios (UPRO) y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV), requieren de la compra de vehículos para poder realizar de la mejor forma su labor, en el caso de la UPRO y UPROV requiere un total de 36 vehículos cada Unidad. 

El monto total que corresponde a implementación de una Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, funcionando hasta octubre 2019 de manera vespertina, ubicada en los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José de ₡21.309.523.425,19.

Adicionalmente, para el presupuesto 2019, el sobresueldo por Delincuencia organizada según acuerdo del Consejo Superior de la sesión extraordinaria de presupuesto 43-18, artículo I, se estima en un monto fijo de 2000 mil millones de colones, para todo el año 2019, tomando en consideración la Estructura Organizacional reducida propuesta por la Dirección de Planificación y aprobada en esta misma sesión por el Consejo Superior, conformada por 457 plazas, lo cual se estima en la proyección del cuadro anterior.



6.2. Entrada en vigencia de la ley en octubre del 2019 con las condiciones físicas requeridas para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.

Según indicó la Dirección Ejecutiva, solamente se podrá contar con espacio físico para octubre del 2019 para albergar una parte del recurso recomendado de las nuevas estructuras que se deben de crear en el Ámbito Jurisdiccional, quedando el resto de personal para octubre 2021.

En cuanto a las unidades del Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismos de Investigación Judicial, se estima que se dispondrá con el espacio físico requerido, por lo que se contará con las estructuras organizacionales desde enero del 2019.

Con base en la información anterior y con el fin de cumplir con lo dispuesto por la Ley, se presentan los requerimientos mínimos humanos de la estructura organizacional y la estimación de costos para poder hacer frente a la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada a partir de octubre del 2019:

Propuesta de la Estructura Organizacional de la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada




	Si la Ley entra en vigencia en octubre 2019

	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza
	Período
	Costo

	Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	4
	Juezas o Jueces 3
	4 meses
	₡79.253.333,33

	
	1
	Coord. Judicial 2
	4 meses
	₡6.123.333,33

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 2
	4 meses
	₡20.596.000,00

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)
	4 meses
	₡5.149.000,00

	Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada
	8
	Juezas o Jueces 4
	4 meses
	₡170.997.333,33

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1
	4 meses
	₡18.655.333,33

	
	1
	Coord. Judicial 3
	4 meses
	₡6.353.333,33

	
	4
	Técnicas o Técnicos Judiciales 3
	4 meses
	₡21.572.000,00

	
	1
	Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)
	4 meses
	₡5.393.000,00

	Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada
	3
	Juezas o Jueces 5
	4 meses
	₡71.704.000,00

	
	1
	Jueza o Juez Tramitador 1
	4 meses
	₡18.655.333,33

	
	1
	Coord. Judicial 3
	4 meses
	₡6.353.333,33

	
	2
	Técnicas o Técnicos Judicial 3
	4 meses
	₡10.786.000,00

	Defensa Pública 
	1
	Defensoras o Defensores Coordinador 2
	4 meses
	₡19.614.000,00

	
	13
	Defensoras o Defensores
	4 meses
	₡240.387.333,33

	
	5
	Investigador de la Defensa Pública
	4 meses
	₡38.760.000,00

	
	3
	Técnico Jurídico
	4 meses
	₡17.488.000,00

	
	3
	Auxiliar Administrativo
	4 meses
	₡13.705.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡4.344.333,33

	MP
	1
	Fiscal Adjunto 1
	4 meses
	₡21.303.666,67

	
	6
	Fiscalas o Fiscales
	4 meses
	₡118.714.000,00

	
	14
	Fiscales Auxiliares
	4 meses
	₡266.471.333,33

	
	1
	Coordinador Judicial 2
	4 meses
	₡6.123.333,33

	
	1
	Gestor en Capacitación 2
	4 meses
	₡12.814.333,33

	
	1
	Técnico Administrativo 2
	4 meses
	₡5.640.000,00

	
	18
	Técnicos Judiciales 2
	4 meses
	₡92.682.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡4.344.333,33

	OAPVD
	2
	Psicólogo
	4 meses
	₡25.628.666,67

	
	1
	Trabador Social
	4 meses
	₡12.814.333,33

	
	1
	Profesionales 2 (Criminólogos)
	4 meses
	₡12.814.333,33

	
	1
	Abogado de Atención y Protección a la Victima
	4 meses
	₡15.643.666,67

	
	1
	Técnico Judicial 2
	4 meses
	₡5.149.000,00

	
	1
	Asistente Administrativo 2
	4 meses
	₡4.964.666,67

	UPRO
	2
	Jefe de Investigación 1
	4 meses
	₡20.372.666,67

	
	4
	Oficiales de Investigación
	4 meses
	₡37.562.666,67

	
	42
	Agentes de Protección 2
	4 meses
	₡347.298.000,00

	
	1
	Secretaria 1
	4 meses
	₡4.835.666,67

	
	1
	Técnico Administrativo 2
	4 meses
	₡5.640.000,00

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡4.344.333,33

	UPROV
	2
	Jefe Investigación 1
	4 meses
	₡20.372.666,67

	
	4
	Oficiales de Investigación
	4 meses
	₡37.562.666,67

	
	64
	Agentes de Protección 1
	4 meses
	₡451.925.333,33

	
	1
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡4.344.333,33

	
	2
	Técnico Administrativo 2
	4 meses
	₡11.280.000,00

	CJIC
	32
	Personal de escucha 
	4 meses
	₡225.962.666,67

	OIJ
	24
	Custodios (Secc. Cárceles I Cir. Jud. San José)
	4 meses
	₡137.688.000,00

	
	31
	Oficiales de Investigación 
	4 meses
	₡291.110.666,67

	
	44
	Investigación 2
	4 meses
	₡345.576.000,00

	
	10
	Oficial Intervención Táctica (SERT)
	4 meses
	₡83.376.666,67

	
	1
	Jefe Investigación 1 (SERT)
	4 meses
	₡10.186.333,33

	
	1
	Profesional en Informática 2 (UTI)
	4 meses
	₡12.814.333,33

	
	1
	Armero
	4 meses
	₡5.393.000,00

	
	2
	Profesionales en informática 3 (Dpto. Inv. Criminales)
	4 meses
	₡26.622.000,00

	
	1
	Profesional 2 en Administración o Ingenieria (UPRO-UPROV)
	4 meses
	₡12.814.333,33

	
	4
	Investigadores de Localización y Presentación
	4 meses
	₡28.245.333,33

	
	1
	Gestor de Capacitación 1
	4 meses
	₡9.946.333,33

	Escuela Judicial
	2
	Juezas o Jueces 5
	3 mese
	₡35.852.000,00

	
	1
	Profesional en Métodos de Enseñanza
	3 mese
	₡9.610.750,00

	
	1
	Técnico Administrativo 3
	3 mese
	₡4.372.000,00

	Gestión Humana
	4
	Profesional 2
	12 meses
	₡153.772.000,00

	Dirección Ejecutiva
	1
	Arquitecto
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	1
	Ingeniero Electromecánico
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	1
	Dibujante
	12 meses
	₡16.179.000,00

	
	1
	Profesional 2 (Proveeduría)
	12 meses
	₡46.729.000,00

	
	1
	Asesor Jurídico 1
	12 meses
	₡38.443.000,00

	
	48
	Auxiliar de Seguridad
	4 meses
	₡217.632.000,00

	
	2
	Auxiliar de Servicios Generales 2
	4 meses
	₡8.688.666,67

	Dirección de Planificación
	1
	Profesional 2
	6 meses
	₡19.221.500,00

	Dirección de Tecnología de la Información
	3
	Técnicos de Implantación
	6 meses
	₡24.282.000,00

	
	1
	Técnico en formatos jurídicos
	6 meses
	₡8.089.500,00

	
	3
	Profesionales en informática 2
	12 meses
	₡115.329.000,00

	
	2
	Técnico Especializado 5
	6 meses
	₡16.179.000,00

	Total plazas
	457
	 
	Total 
	₡4.307.537.083,33





Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ₡4.307.537.083,33

Además, es importante tomar en cuenta que el proyecto de la Ley que nos ocupa no establece el porcentaje de ese pago de diferenciado, por lo que la Dirección de Gestión Humana inició un análisis del perfil del puesto y deberá determinar el porcentaje de incremento salarial que tendrán las plazas de la nueva Jurisdicción, como lo indica la Ley.  Indican un monto preliminar de ¢166,666,666.67 por mes como incentivo para todas las plazas de la que laboraran en la nueva Jurisdicción. 

Se recomienda que hasta tanto se cuente con los requerimientos de espacio físico detallado en el informe para la ubicación de esta nueva jurisdicción, se proceda a la aplicación de la normativa, en virtud de las medidas de seguridad e integridad que debe privar en la aplicación de la ley, ya que en caso contrario se estaría incurriendo en un grave riesgo institucional al contar con los medios idóneos para su implementación.

Se adjunta un cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación para esta Jurisdicción. Se hace la previsión presupuestaria de 4 meses, partiendo del supuesto que la Asamblea Legislativa modifique el transitorio de la Ley 9481.

[image: ]

Como podemos observar en el cuadro anterior, se determina un costo de ¢56.656.152,00 por concepto de costos de operación de los enlaces de comunicaciones que se deben de implementar en edificaciones que así lo requieren. Cabe destacar, que dicho monto se estima en base al escenario de conexión de 8 edificaciones, en caso de cambiar el mismo, ya sea por edificaciones que tengan la capacidad de albergar varias oficinas o despachos a la vez, el monto también variaría.

Para el Ministerio Público, la Oficina de Atención y Protección a las Víctimas del Delito, Unidad de Protección de Funcionarios (UPRO) y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV), requieren de la compra de vehículos para poder realizar de la mejor forma su labor, en el caso de la UPRO y UPROV requiere un total de 36 vehículos cada Unidad.

El monto total que corresponde a implementación de una Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, ubicada en los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José en de  ₡12.494.132.030,77 

Adicionalmente, para el presupuesto 2019, el sobresueldo por Delincuencia organizada según acuerdo del Consejo Superior de la sesión extraordinaria de presupuesto 43-18, artículo I, se estima en un monto fijo de 2000 mil millones de colones, para todo el año 2019, tomando en consideración la Estructura Organizacional reducida propuesta por la Dirección de Planificación y aprobada en esta misma sesión por el Consejo Superior, conformada por 457 plazas, lo cual se estima en la proyección del cuadro anterior, pero para los cuatro meses del 2019-.


6.4. La Comisión de Asuntos Penales, deberá vía reglamentaria, establecer un mecanismo de atención de los asuntos por parte del personal que conforma la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, pero en otros sitos o Circuitos Judiciales del país, cuando las circunstancias propias de la causa o de espacio físico ameriten el traslado del personal judicial y no de las partes involucradas en la causa, de forma que se tenga acceso a la justicia de manera pronta y cumplida. 

6.5. Adicionalmente, una vez Reglamentado lo expuesto en el punto anterior, así como el cambio de jornadas (vespertina, ordinaria o mixta) y la disponibilidad, la Dirección de Gestión Humana, deberá tomarlo en consideración en la creación del Perfil competencial y en el proceso de reclutamiento y selección.

 Será necesario que la Institución valore delimitar mediante un Reglamento de Ley, la necesidad de aplicar el artículo 18 en el que se adiciona el artículo 101 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, sobre la protección permanente que se le debe brindar a los funcionarios y servidores judiciales que se desempeñen en esta nueva jurisdicción, así como a sus familiares a consecuencias de los riesgos y amenazas para su vida o integridad física, determinando si protección permanente, se refiere a la protección durante la jornada ordinaria laboral (12 horas que incluye los tiempos de la jornada laboral y el traslado de y hacia la casa de habitación) o incluye las jornadas de descanso (12 horas), como se estimó para todos los escenarios anteriores y representa un costo anual de protección ¢2.675.208.203,20 en una estructura reducida para todos los días del año, 24 horas diarias.

En el siguiente cuadro se observa el impacto presupuestario durante un año, que representa la creación de una Jurisdicción especializada sin contar con protección permanente y solamente brindando la misma, como se ha realizado hasta el día de hoy con la UPROV.

[image: ]



Como se observa la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada ubicada en los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, sin considerar la protección permanente tendría un costo de ¢17.190.223.273,33.

Adicionalmente, para el presupuesto 2019, el sobresueldo por Delincuencia organizada según acuerdo del Consejo Superior de la sesión extraordinaria de presupuesto 43-18, artículo I, se estima en un monto fijo de 2000 mil millones de colones, para todo el año 2019, tomando en consideración la Estructura Organizacional reducida propuesta por la Dirección de Planificación y aprobada en esta misma sesión por el Consejo Superior, conformada por 457 plazas, de las cuales bajo este escenario restarían las 119 plazas de la UPRO.

6.5 La Dirección Jurídica, deberá analizar la posibilidad que para solicitudes excepcionales de allanamientos en donde se requiere un número elevado de Juezas y Jueces, la colaboración se realice con las Juezas y Jueces de la Jurisdicción Penal Ordinaria, bajo la dirección funcional de las Juezas o Jueces especializados en Delincuencia Organizada, tomando en consideración que esta colaboración no es vinculante con las resoluciones o criterios de fondo que se deben emitir por la Judicatura Especializada.


	Realizado por:
	Ing. Pablo Roldán Umaña, Profesional 2

	Aprobado por:
	Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i. Modernización Institucional

	Visto bueno:
	Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. de Planificación




pvv
Ref. 342-18, 1491-17, 277-17
Acusaciones al Juzgado Penal	
2015	2016	2017	188	196	145	

Juicio	
2015	2016	2017	179	141	97	
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Procedimiento de la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada

F

a

s

e

 

d

e

 

i

n

v

e

s

t

i

g

a

c

i

ó

n

 

(

M

P

 

y

 

O

I

J

)

J

u

z

g

a

d

o

 

P

e

n

a

l

 

E

s

p

e

c

i

a

l

i

z

a

d

o

 

e

n

 

D

e

l

i

n

c

u

e

n

c

i

a

 

O

r

g

a

n

i

z

a

d

a

T

r

i

b

u

n

a

l

 

P

e

n

a

l

 

E

s

p

e

c

i

a

l

i

z

a

d

o

 

e

n

 

D

e

l

i

n

c

u

e

n

c

i

a

 

O

r

g

a

n

i

z

a

d

a

T

r

i

b

u

n

a

l

 

d

e

 

A

p

e

l

a

c

i

ó

n

 

E

s

p

e

c

i

a

l

i

z

a

d

o

 

e

n

 

D

e

l

i

n

c

u

e

n

c

i

a

 

O

r

g

a

n

i

z

a

d

a

S

a

l

a  

T

e

r

c

e

r

a

Recibe 

denuncia

Fase de 

investigación

Prepara 

informe de la 

investigación

Valoran si se 

adecua como 

delincuencia 

organizada 

Fiscal General 

solicita se 

arrogue la 

competencia en 

esta jurisdicción 

Valora que cumpla 

con los criterios 

establecidos en el 

Artículo 9 de la 

nueva Ley

Resuelve en 48 

hrs sin audiencia 

previa la 

solicitud de 

arrogarse la 

competencia 

Realiza audiencia 

preliminar y valorar la 

prueba

Eleva la causa 

para juicio

Recibe el 

expediente

Señalan para 

juicio

Celebración de 

Juicio

Sentencia

Revisar el 

recurso de 

apelación de la 

sentencia 

Resuelve la 

apelación

Sentencia

Revisar el 

recurso de 

casación de la 

sentencia 

Resuelve el 

recurso de 

casación

Voto de la Sala 


oleObject1.bin
Función�

Título�

Fase�

�

�

�


image7.emf
926 927 928 929 930  OAPVD (950) UPRO (928) UPROV (950) Costo total

Recurso humano 1.467.316.000,00 ₡     4.233.032.000,00 ₡     5.720.723.000,00 ₡     1.584.279.000,00 ₡       1.760.425.000,00 ₡     231.044.000,00 ₡        5.245.806.000,00 ₡     10.628.008.000,00 ₡     30.870.633.000,00 ₡    

Sobresueldo por Crimen Organizado 277.347.871,67 ₡        346.286.623,23 ₡        671.316.464,16 ₡        217.790.253,38 ₡          161.966.331,71 ₡        325.293.168,37 ₡        2.000.000.712,53 ₡      

Alquiler de edificio 955.043.650,08 ₡        87.602.400,00 ₡            193.342.500,00 ₡        12.355.200,00 ₡          277.182.764,00 ₡        280.000.000,00 ₡          1.805.526.514,08 ₡      

Servicio de agua 1.619.930,34 ₡            5.476.907,34 ₡            597.404,00 ₡                 1.823.404,00 ₡            9.517.645,68 ₡             

Servicio de energía eléctrica 11.215.984,92 ₡          37.920.710,92 ₡          4.842.411,00 ₡              4.932.448,00 ₡            58.911.554,84 ₡           

Servicios de Telecomunicaciones 12.005.325,78 ₡          40.589.434,78 ₡          4.325.676,00 ₡              5.514.294,00 ₡            62.434.730,56 ₡           

Enlace de comunicación 56.656.152,00 ₡          56.656.152,00 ₡           

Servicio de vigilancia 79.949.109,26 ₡          79.949.109,26 ₡           

Servicio de limpieza 43.314.698,74 ₡          6.503.708,52 ₡              49.818.407,26 ₡           

Viáticos 12.730.000,00 ₡            19.700.211,00 ₡          853.500,00 ₡               55.000.000,00 ₡          23.123.732,00 ₡            111.407.443,00 ₡         

Horas extra 35.000.000,00 ₡          27.748.478,00 ₡            62.748.478,00 ₡           

Servicios de Gestión y Apoyo 4.113.015,00 ₡              60.000.000,00 ₡          71.250.000,00 ₡            135.363.015,00 ₡         

Capacitación  150.754.824,00 ₡        810.000,00 ₡               151.564.824,00 ₡         

Remodelaciones 684.326.880,98 ₡        684.326.880,98 ₡         

Salas de Juicio 57.200.000,00 ₡          24.378.002,00 ₡          81.578.002,00 ₡           

Materiales y Suministros 2.744.638,00 ₡              15.265.211,00 ₡          204.688,93 ₡               23.128.000,00 ₡          92.480.000,00 ₡            133.822.537,93 ₡         

Vehículos 1.425.000.000,00 ₡     91.495.000,00 ₡            100.000.000,00 ₡        19.602.208,95 ₡          1.500.000.000,00 ₡     1.350.000.000,00 ₡       4.486.097.208,95 ₡      

Combustibles y lubricantes 6.850.184,00 ₡            23.000.000,00 ₡          11.250.000,00 ₡            41.100.184,00 ₡           

Gastos de mantenimiento de vehículos 15.000.000,00 ₡          6.750.000,00 ₡              21.750.000,00 ₡           

Maquinaria y equipo diverso 115.500.000,00 ₡        35.086.944,00 ₡          938.239.720,00 ₡        17.575.367,00 ₡          2.987.614,80 ₡            432.442.400,00 ₡        378.706.320,00 ₡          1.920.538.365,80 ₡      

Equipo de comunicación (fax u otros) 169.749.395,90 ₡        342.200.000,00 ₡        3.256.219,60 ₡              20.400.000,00 ₡          348.000.000,00 ₡        313.200.000,00 ₡          1.196.805.615,50 ₡      

Equipo y mobilario educacional, deportivo y recreativo 860.215,00 ₡               860.215,00 ₡                

Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) 232.494.160,00 ₡        232.494.160,00 ₡         

Equipo y mobiliario de plazas nuevas 465.791.760,00 ₡        32.044.212,00 ₡          29.260.088,42 ₡            5.701.990,00 ₡            40.800.000,00 ₡          8.787.018,00 ₡              582.385.068,42 ₡         

Equipo y mobiliario de oficina nueva 5.756.019,00 ₡            19.300.768,00 ₡          25.056.787,00 ₡           

TOTAL 3.017.651.404,61 ₡     6.523.205.192,33 ₡     9.097.479.184,16 ₡     2.049.539.813,92 ₡      2.328.765.933,71 ₡     598.042.371,05 ₡        8.055.359.164,00 ₡     13.191.303.548,00 ₡     44.861.346.611,79 ₡    

REQUERIMIENTO

PROGRAMA
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Buenos días.



              Según lo solicitado en el informe preliminar N° 401-PLA-2018, les remito para Consejo Superior de Presupuesto, los documentos adjuntos.



              Atentamente,



              



 



Yacira Segura Guzmán



Prosecretaria General 



Secretaría General de la Corte



Tel:  2295-3003



 



De: Mariannethe Calderón Altamirano 
Enviado el: miércoles, 09 de mayo de 2018 07:48 a.m.
Para: Secretaría General de la Corte - Recepción de Documentos
CC: Doris Arias Madrigal; Nacira Valverde Bermúdez; Monica Hernández Leiva; Carlos Jiménez González; Kattia Cordero Vargas; Doris Arias Madrigal; Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte)
Asunto: Oficio CJP04-ADM-18



 



Señores y Señoras



Consejo Superior



Poder Judicial



S.        D.



 



 



Reciban un cordial saludo.



 



Siguiendo instrucciones de la Magistrada Presidente de la Comisión de la Jurisdicción Penal y Presidenta de la Sala de Casación Penal, Dra. Doris Arias Madrigal, le solicito que por favor se conozca el oficio CJP04-ADM-18 en el Consejo Superior.



 



 



Atentamente,



 



Mariannethe Calderón Altamirano



Técnica Judicial III



Comisión de la Jurisdicción Penal



Teléfono 2295-3687
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Ley de Crimen Organizado y Tribunales de Apelación de Sentencia


			From


			Sandra Eugenia Zuñiga Morales


			To


			Mariannethe Calderón Altamirano


			Cc


			Doris Arias Madrigal; Rosa Acon Ng; Ana Isabel Solís Zamora; Carlos Jiménez González


			Recipients


			mcalderonal@Poder-Judicial.go.cr; dariasm@Poder-Judicial.go.cr; racon@Poder-Judicial.go.cr; asolis@Poder-Judicial.go.cr; cjimegon@Poder-Judicial.go.cr





 





Estimada Mariannethe





 





Con todo gusto procedo a indicar lo que consideramos serían los requerimientos mínimos del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Crimen Organizado, conforme a la exposición efectuada en la reunión convocada el viernes 4 de mayo pasado.





 





En vista de la complejidad de ese tipo de procesos, que por su propia naturaleza comprenden un número importante de imputados, en ocasiones de delitos también, con repercusión en la extensión del proceso en todas sus fases, pero especialmente en el tema de la sentencia emitida por los Tribunales de Juicio, que luego en impugnación son de conocimiento del Tribunal de Apelación de Sentencia, se considera necesario en cualquier escenario de inicio de operaciones, que el recurso humano surja del Tribunal de Apelación de Sentencia del  Segundo Circuito Judicial de San José, el cual, es el despacho jurisdiccional de ese tipo, que resuelve en la actualidad la mayoría de procesos de esa naturaleza, que se tramitan en el país.  Por ese motivo, se plantean dos escenarios:





 





I.- Primer escenario





 





Amerita una reforma de ley, para que se designe al Tribunal de Apelación de Sentencia del Segundo Circuito Judicial de San José, como el órgano jurisdiccional  especializado y competente a nivel nacional para resolver este tipo de delincuencia, sin perjuicio de continuar resolviendo los otros asuntos normales de su conocimiento, como Penal de Hacienda.  Eso sí, en este supuesto, resulta esencial limitar la competencia actual por territorio, pues de mantenerse como en la actualidad, colapsaría.  





 





Las ventajas de esta alternativa son:





1.      Se tiene un personal con experiencia en el tema.





2.      Es un Tribunal que tiene espacio físico adecuado.





3.      Se evitaría cualquier riesgo al colapso del Tribunal, por la cantidad de funcionarios que lo integran; pero que además, estarían operando con el conocimiento de los asuntos de penal de hacienda y otros, maximizando el recurso.





4.      Se ganaría el tiempo y costo económico que amerita abrir  un concurso, quedando tiempo para la capacitación especializada posteriormente, o hacer un esfuerzo ahora.





 





 





 





II.- Segundo escenario





 





En cualquier escenario de los señalados por la Dirección de Planificación, se requiere al menos de:





 





1.      Nueve jueces que integrarían tres distintas secciones.





2.      Un juez tramitador





3.      Un coordinador judicial





4.      Tres técnicos judiciales categoría 3





 





Es imprescindible considerar a fin de justificar sobre la necesidad de iniciar con tres secciones, los siguientes aspectos:





·        Los procesos por crimen organizado, suponen casi por regla general, que un solo caso puede representar semanas de trabajo para un juez o jueza (el ponente del proyecto) e igualmente su revisión, para el resto de integración; en consecuencia, existe el riesgo evidente que una sola sección de un Tribunal de esa naturaleza, colapse con los primeros expedientes recibidos.





·        Por la especialidad dispuesta por ley, al nuevo Tribunal de Apelación Especializado, le corresponderá el conocimiento de las solicitudes de prórroga de prisión preventiva, que en ese tipo de investigaciones son prácticamente la constante, es decir, se trata de procesos donde las personas imputadas en su inmensa mayoría están sujetos al mismo, mediante la medida cautelar de prisión preventiva.  Esa circunstancia, agrega una necesidad evidente de otra sección para conocer de estas gestiones, a fin de suprimir el riesgo de reclamos por violación al principio de imparcialidad, en especial a causa del pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Mauricio Herrera vs. Costa Rica.  





·        Pero si a la anterior situación aunamos, el tema de los no infrecuentes expedientes reentrados al Tribunal a causa de reenvíos ordenados por el mismo Tribunal de Apelación, que en respeto al principio de imparcialidad, no podrán ser del conocimiento de la sección del Tribunal que lo ordenó; tampoco de aquella que tuvo a cargo las medidas cautelares; se hace evidente la necesidad de otra sección.  





·        Y una hipótesis más justifica la necesidad de al menos tres secciones de juzgadores, se reitera el peligro de colapso, por la complejidad de este tipo de delincuencia y el número importante de involucrados. Pero adicional a ello, la práctica y experiencia judicial evidencian que muchas de estas investigaciones se fragmentan, en el sentido de que algún o algunos involucrados de un mismo caso, terminan con otro expediente y, a fin de no atrasar la tramitación del principal (en especial por los privados de libertad existentes); se realiza un testimonio de piezas y llegan de forma separada y en diversas épocas al Tribunal.  Por ente, en estos asuntos es probable que una sección ya conociera el expediente principal y la otra, las medidas cautelares, siendo indispensable la configuración de otro Tribunal. 





 





Es importante señalar para efectos de logísticas, se corre el riesgo de un Tribunal de Apelación Especializado en Crimen Organizado, que inicialmente puede estar sin mayores tareas, pues los asuntos los comenzaría a resolver, de manera paulatina, pues se trata de un circulante nuevo.   A diferencia de la primera opción, donde el recurso del Tribunal se utiliza al máximo, pues continúan resolviendo el circulante normal de su competencia actual, tal como los asuntos de delincuencia de Penal de Hacienda.





 





Dentro de esta alternativa, siempre se considera pertinente que esta competencia sea otorgada al Tribunal de Apelación de Sentencia del Segundo Circuito Judicial de San José, por su experiencia en la materia, en vista de que como se ha indicado, en la actualidad es el órgano jurisdiccional que en sensible mayor cantidad, le corresponde la resolución de este tipo de procesos.  





 





A lo anterior, tendrá que adicionarse, en cualquiera de los escenarios,  los recursos materiales para poder operar, considerando los particulares requerimientos en el tema de seguridad, tanto en las oficinas de las personas juzgadoras, como para la custodia de los expedientes en el Despacho. 





 





Saludos cordiales, 





 





Dra. Sandra Eugenia Zúñiga Morales





 





 





 





De: Mariannethe Calderón Altamirano 
Enviado el: viernes, 04 de mayo de 2018 07:01 p.m.
Para: Mayra Campos Zúñiga; Nacira Valverde Bermúdez; Juan Carlos Pérez Murillo; Diana Montero Montero; Walter Espinoza Espinoza; Erika Leiva Diaz; Sandra Eugenia Zuñiga Morales; Helen Ballestero Muñoz; Pablo Gerardo Vargas Rojas; Ileana Guillén Rodríguez; Rodrigo Arroyo Guzmán; Luis Jiménez Fallas; Jose Luis Bermudez Obando
CC: Carlos Jiménez González; Monica Hernández Leiva; Doris Arias Madrigal; Unidad de Capacitación y Supervisión - Ministerio Público; Dirección de Planificación; Tribunal Penal de San José; Norma Graham Graham; Yorleny Vargas Morales; Hellen Ulloa Castro; Oficina Atención a la Victima del Delito; Dirección Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones; Aida Cristina Sinclair Myers; Dirección Ejecutiva; Dirección de Tecnología de Información; Secretaría Depto. Gestión Humana - Flory Campos Sandoval (Autorizada)
Asunto: Solicitud de información
Importancia: Alta





 





Señores y Señoras.





 





Espero se encuentren bien.





 





Tomando en consideración los acuerdos tomados el día de hoy y siguiendo instrucciones de la Presidenta de la Comisión de Asuntos Penales, y Presidenta de la Sala de Casación Penal, Dra. Doris Arias Madrigal, muy respetuosamente se les solicita que el resumen con los requerimientos mínimos para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Crimen Organizado, sea remitido a más tardar a las 12:00 MD del Lunes 07 de Mayo, con la finalidad de hacer el consolidado en horas de la tarde y así poder enviar el mismo a la instancia correspondiente.





 





 





 





Por favor remitir el documento a esta cuenta de correo, con copia al Licenciado Carlos Jiménez González y Licenciada Monica Hernández Leiva. 





 





 





Atentamente,





 





 





 





Mariannethe Calderón Altamirano





Técnica Judicial III





Comisión de la Jurisdicción Penal





Teléfono 2295-3687
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07 de mayo del 2018


Oficio  21-CJIC-2018


[bookmark: _GoBack]


Señores (as)


Integrantes de la Comisión de la Jurisdicción Penal


Corte Suprema de Justicia, San José 








	Reciban un cordial saludo de parte de este servidor, Pablo Vargas Rojas, Juez Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC). 


	En atención a lo acordado el cuatro de mayo del dos mil dieciocho, transcribo las solicitudes realizadas por parte del CJIC. 


	Importante mencionar la situación actual del CJIC, en la que solo tiene espacio para conectar 300 líneas, lo cual ya está colapsado. Además, ante Corte Plena se está definiendo la estructura y el personal necesario para que esta oficina asuma la escucha de esas 300 líneas. 


	En la comisión para la implementación de la Jurisdicción Especializada Contra el Crimen Organizado, se acordó tramitar un presupuesto extraordinario para obtener los recursos necesarios para su funcionamiento, dentro de los cuáles se encuentra dotar de cuatro jueces más al juzgado penal del primer circuito judicial de San José, así como de nuevos investigadores al Organismo de Investigación Judicial tal y como lo mencionó el Director Don Walter Espinoza. 


	En ese caso, nosotros al día de hoy, no podríamos conectar ninguna de las nuevas intervenciones que genere este nuevo juzgado, y además, no tendríamos el personal necesario para garantizar una escucha en vivo para esos casos que son los más importantes. Sin esto, los jueces de dicho juzgado tendrían que llevar ellos mismos, sus propias intervenciones en sus oficinas y escuchar la información que les podría enviar el CJIC de manera atrasada, lo que no es conveniente para una jurisdicción en la que se espera la respuesta sea inmediata y la policía pueda actuar lo más pronto posible. 


	Por eso, aún y cuando esté pendiente de conocerse la estructura del CJIC en Corte Plena, eso no contempla la entrada en escena de esta nueva jurisdicción, que ordenaría nuevas intervenciones. 


	El CJIC en consecuencia requiere: 


Aspecto Técnico: 


1) Comprar más espacios para conectar intervenciones. Según funcionarios de la empresa Pen Link, que es la que brinda el soporte a esta oficina, cada espacio vale ocho mil dólares, más mantenimiento anual. Sobre esto existe anuencia de la DEA y la embajada de Estados Unidos en financiar la compra. El Poder Judicial, deber formalizar y definir la fuente de financiamiento de esta oficina. Ocupamos al menos 200 espacios más.  


Aspecto operacional, personal: 


2) Para garantizar la emisión de informes de análisis criminal, escuchas completamente en vivo para estas nuevas investigaciones, y desahogar a este nuevo despacho de las intervenciones, el CJIC ocupa 12 plazas de oficiales para la escucha de las intervenciones y 2 plazas de analistas. 


(Recuérdese que el informe de planificación dice que el CJIC ocupa 32 plazas para asumir la escucha de 300 líneas, lo que está por definirse, pero en este caso se está pidiendo 200 líneas nuevas, y menos de la mitad del personal que asigna planificación para 300 espacios, para que asuman esas 200 líneas. Es decir, menos de la mitad del personal para asumir una carga laboral de un 60% más). 





	Durante la reunión este servidor solo mencionó la necesidad del personal, ya que el aspecto tecnológico lo puede financiar la DEA así como ha venido haciendo desde la implementación del CJIC. 





A sus servicios 





Msc. Pablo Vargas Rojas


Juez Director


CJIC
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San Joaquín de Flores, 04 de mayo de 2018


EJ-DIR-121-2018


Máster



Nacira Valverde Bermúdez



Directora. Dirección de Planificación.



Poder Judicial



Pte.


Estimada señora:




Reciba un cordial saludo.




En atención al oficio 401-PLA-2018, me permito comunicarle que esta Escuela Judicial no encuentra viable ni pertinente la propuesta allí referida a la capacitación para el proceso de implementación de la Ley que creó la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. 


En razón de ello he solicitado al equipo de trabajo de la Escuela Judicial  elaborar una nueva propuesta de capacitación a efectos de abordar esa situación



De previo al detalle de la propuesta, es importante señalar varios aspectos a tener en cuenta:



· La misma aplica para escenarios de implementación ya sea en octubre 2018, mayo 2019 u octubre 2019.



· La propuesta tiene 2 variables, su ejecución en la Escuela Nacional de Policía (Pococí) o su ejecución en la Sede Central de la Escuela Judicial.



· Posteriormente, se deberá establecer dentro del plan ordinario de la Escuela Judicial, una propuesta permanente de especialización sobre la temática, que permita desarrollar las competencias específicas de cada puesto.


Detalle de propuesta Número 3:



Población meta: Según lo indicado, la capacitación deberá ser dirigida a jueces/zas 3, 4 y 5 penal, , a saber:



Personal profesional.


Jueces/zas 5: 14



Jueces/zas 4: 28



Jueces/zas 3: 8



Total personas juzgadoras: 50



Actividades de capacitación propuestas: La idea es realizar el diseño y ejecución de una actividad de capacitación sobre Delincuencia Organizada, de 80 horas presenciales de aprovechamiento.



Para efectos del cálculo, eso se traduce en 10 días continuos de actividades presenciales. La capacitación se fraccionaría en 2 grupos de 25 personas cada uno.



Costo de la Capacitación: Para determinar el costo del proceso de capacitación propuesto, se analizan los siguientes rubros, con la colaboración del Área Administrativa de la Escuela Judicial:


Viáticos por concepto de alimentación, hospedaje y transporte: 7 996 000,00 (Actividad a ejecutar en Escuela Nacional de Policía)


Se cancelaría el transporte y alimentación por concepto de viáticos a las 50 personas participantes.


Viáticos por concepto de alimentación, hospedaje y transporte: 13 036 800,00 (Actividad a realizar en la Sede Central de la Escuela Judicial)


De 50 personas a capacitar de la población de jueces y juezas se proyecta un 60% para el pago de viáticos en el interior del país realizando las capacitaciones en San Joaquín de flores, Heredia


Sustitución de personas participantes : 90 967 972,00


La capacitación se estaría desarrollando de manera presencial a lo largo de 2 semans consecutivas, lo cual implica la necesaria sustitución de las personas participantes durante 10 días cada una.


Sustitución de personas facilitadoras: 35 851 968,00


Con la finalidad de no afectar la ejecución de las actividades ordinarias de la Escuela Judicial, se propone 2 personas juzgadoras 5 durante al menos 3 meses cada una, para las labores de diseño y ejecución de las actividades relativas a Crimen Organizado: 


Personal de apoyo académico y administrativo: 10 898 084,00


Se requiere durante todo el proceso de diseño y ejecución del proyecto una persona especialista en métodos de enseñanza que facilite el proceso de capacitación en conjunto con las personas docentes. Así como una persona técnica administrativa, durante la fase de ejecución del mismo.


De conformidad con las estimaciones realizadas, el presupuesto total requerido es de: 145 714 024,00 si la actividad se realiza en la Escuela Nacional de Policía. O bien de 150 754 824,00 si la actividad es realizada en la Sede Central de la Escuela Judicial.



Se adjunta detalle presupuestario en hoja de cálculo, elaborado por la Licda. María Lourdes Acuña Aguilar, Administradora de la Escuela Judicial, así como la propuesta metodológica elaborada por la Dra. Francini Quesada Salas, la M.Sc. Mercedes Muñoz Campos con la asesoría de la M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez.




Sin más por el momento,




Atentamente,


Licda. Ileana Guillén Rodríguez


Directora. Escuela Judicial



Gestor de Capacitación.  Escuela Judicial
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San José, 07 de mayo de 2018                                              Oficio Nº 0559-ADP-2018 



 



Magistrada 
Dra. Doris Arias Madrigal 
Poder Judicial 
S. O. 



 
Señora Magistrada:  
 
 Le saludo y por este medio comunico el presupuesto requerido por el programa 930 



Defensa Pública para la creación de la Unidad Especializada para responder a la Jurisdicción 



Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica. Es importante indicar que se tomó 



como referencia los informes de la Dirección de Planificación Nº 32-PLA-PI-2016 y 401-PLA-



2018, así como, los insumos de las reuniones de trabajo con los diferentes centros de 



responsabilidad celebradas el pasado jueves 05 de abril y viernes 04 de mayo 2018, y 



finalmente se tuvo una retroalimentación con la Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología 



de la Información y Gestión Humana. 



 



1. Recurso Humano Nuevo: 



 



UNIDAD ESPECIALIZADA EN DELINCUENCIA ORGANIZADA



Promedio 



Anual Total 



1
Defensora Pública Coordinadora 2 o Defensor Público 



Coordinador 2
58 842 000,00 58 842 000,00



24 Defensora Pública o Defensor Público
55 474 000,00 1 331 376 000,00



5 Investigadora o Investigador de la Defensa Pública
21 184 000,00 105 920 000,00



6 Técnica Jurídica o Técnico Jurídico
17 488 000,00 104 928 000,00



5 Auxiliar Administrativa o Administrativo
13 705 000,00 68 525 000,00



4 Auxiliar de Seguridad
13 602 000,00 54 408 000,00



2 Auxiliar de Servicios Generales
13 033 000,00 26 066 000,00



1 750 065 000,00



ESTIMACIÓN DEL COSTO PROMEDIO POR TIPO DE PUESTO PARA EL 2019



PROGRAMA 930 DEFENSA PÚBLICA
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2. Presupuesto total Recurso Humano y Gastos Variables: 



CÓD. Concepto



Presupuesto 



Solicitado         



Prog. 930    



Defensa Pública



2 190 426 583



0 REMUNERACIONES 1 750 065 000



1 SERVICIOS                 239 133 992



1.01 Alquileres 206 353 635



1.01.01 Alquiler de edificios, locales y terrenos 200 947 500



1.01.03 Alquiler de Equipo de Cómputo 5 406 135



1.02 Servicios Básicos 12 270 146



1.02.01 Servicio de agua y alcantarillado 1 823 404



1.02.02 Servicio de energía eléctrica  4 932 448



1.02.04 Servicio de telecomunicaciones 5 514 294



1.04 Servicios de Gestión y Apoyo 0



1.04.06 Servicios generales 0



1.05 Gastos de Viaje y de Transporte 19 700 211



1.05.01 Transporte dentro del país 980 211



1.05.02 Viáticos dentro del país 18 720 000



1.07 Capacitación y Protocolo 810 000



1.07.01 Actividades de Capacitación 810 000



1.08 Mantenimiento y Reparación 0



1.08.01 Mantenimiento de edificios y locales 0



2 MATERIALES Y SUMINISTROS 15 690 211



2.01 Productos Químicos y Conexos 6 850 184



2.01.01 Combustibles y lubricantes 6 850 184



2.03 Materiales y Productos de uso en la Construcción 1 050 000



2.03.04 Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo 1 050 000



2.04 Herramientas, Repuestos y Accesorios 95 027



2.04.01 Herramientas e Instrumentos 95 027



2.99 Útiles, Materiales y Suministros Diversos 7 695 000



2.99.04 Textiles y vestuario 425 000



2.99.06 Utiles y Materiales de Resguardo y Seguridad 7 270 000



5 BIENES DURADEROS 185 537 380



5.01 Maquinaria, Equipo y Mobiliario 185 537 380



5.01.02 Equipo de transporte 100 000 000



5.01.03 Equipo de comunicación 20 400 000



5.01.04 Equipo y mobiliario de oficina 19 300 768



5.01.05 Equipo y programas  de cómputo 27 401 030



5.01.07 Equipo y mobiliario educacional, deportivo y recreativo 860 215



5.01.99 Maquinaria y equipo diverso 17 575 367



ESTIMACIÓN COSTO TOTAL LEY DE CREACIÓN DE LA JURISDICCIÓN ESPECIALIZADA EN 



DELINCUENCIA ORGANIZADA 2019



TOTAL GENERAL
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3.  Justificación del Recurso Humano Nuevo (Defensora y Defensor Público): 
 



REQUERIMIENTOS DE PERSONAL: DEFENSORES UNIDAD DE DELINCUENCIA 



ORGANIZADA. 



 



• El requerimiento inicial de defensores para cumplir funciones en dicha jurisdicción 



especializada es de 25 profesionales, incluido un Coordinador 2. 



 



JUSTIFICACIÓN. 



 



• La cantidad de plazas creadas para los puestos de Juez Penal 3 (4) y Juez Penal 4            



(3  secciones colegiadas, integradas  por 4 jueces), supondría la posibilidad de realización 



simultánea de 4 audiencias (preliminares, de medidas cautelares o  de apertura de evidencia, 



entre otras) a cargo del Juzgado Penal Especializado, lo mismo que de 3 debates (o vistas de 



apelación) por parte del Tribunal Penal. 



 



• En un altísimo porcentaje (superior al 85%), tales diligencias supondrían la intervención 



necesaria de la Defensa Pública, como órgano auxiliar de la Administración de Justicia. 



 



 



• Los procesos por delincuencia organizada -por su propia naturaleza- suponen la 



existencia de al menos tres personas imputadas con ocasión de los hechos objeto del proceso 



(artículo 9 de la ley # 9481), número que claramente podría incrementarse -incluso 



significativamente- en atención a la multiplicidad de los partícipes integrantes de las diferentes 



bandas criminales.     



 



• Con base en la información remitida a tales efectos por las diferentes oficinas de la 



Defensa Pública (febrero a abril del año en curso), es posible apreciar que resulta 
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FRECUENTE (superior al 60% de los supuestos) la intervención de VARIOS defensores (al 



menos 3) en una misma causa por delincuencia organizada, hallándose a su vez supuestos en 



los que intervendrían hasta seis plazas diferentes de una misma oficina.1    



 



 



• Tal multiplicidad de defensores no obedece a factores fortuitos o gratuitos: responde a 



la necesidad de dotar a cada imputado de una adecuada defensa, atendida la existencia de 



intereses contrapuestos entre éstos. 



 



• Los procesos tramitados ante la jurisdicción especializada supondrían por ello 



TRIPLICAR el requerimiento básico de defensores públicos necesarios para la realización 



simultánea de 4 audiencias y 3 debates (llevándolo a un total de 21 defensores),2  diligencias 



que constituirían la máxima capacidad operativa del Juzgado y del Tribunal Penal 



Especializado. 



 



 



• Adicionalmente, debe contarse con defensores -al menos cuatro- con espacio libre en 



agenda para la atención de indagatorias, allanamientos, reconocimientos físicos u otro tipo de 



diligencias probatorias, considerada a su vez la posibilidad de que surjan intereses 



contrapuestos entre los diferentes imputados a indagar. 



 



• El requerimiento MÍNIMO de defensores con los que habría de contarse -al menos 



inicialmente- para el adecuado funcionamiento de dicha jurisdicción especializada sería 



entonces de VEINTICINCO profesionales, incluido su coordinador. 



 



 



• Tal proyección coincide con la planteada en fecha del 13 de febrero del año en curso 



                                                           
1Tal es el caso de varios procesos tramitados actualmente con intervención de las Defensas Públicas de Goicoechea          y 



Cartago.      
2Doce (12) defensores en audiencias y nueve (9) en debate. 
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por el Ing. Osvaldo Blanco González (funcionario de la Dirección de Planificación), quien para 



ese momento coordinaba las tareas dirigidas a la definición del presupuesto requerido por 



cada unidad interviniente.3 



 



• Una cantidad INFERIOR a los 25 defensores solicitados tendría por efecto constantes 



choques de agendas (principio de continuidad de la defensa), circunstancia que entrabaría 



significativamente el funcionamiento de la nueva jurisdicción especializada.    



 



 



• Finalmente, cualquier propuesta adicional para incrementar el número de jueces del 



Juzgado o -en su caso- de secciones del Tribunal Penal (incremento en la cantidad de 



audiencias o debates que podrían ser realizados en forma simultánea) tendría como obvio 



correlato la necesidad de incrementar en 3 (tres defensores adicionales por cada nuevo Juez    



Penal 3 o sección del Tribunal creada) el requerimiento de defensores públicos para atender 



las diferentes diligencias señaladas. 



  



 



 Suscribe atentamente, 



 



 



 



                             Dr. Erick Núñez Rodríguez 



                                               Subdirector de la Defensa Pública 
 



 



cc.: Archivo 



                                                           
3Conforme a ésta, se requería de “… 1 Defensoras o Defensores Coordinador, 24 Defensores o Defensores, 5 Investigador de 



la Defensa Pública, 3 Técnico Jurídico y 5 Auxiliar Administrativo.” 
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Fiscalía General de la República
Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito



Ministerio Público - Poder Judicial Costa Rica
I Circuito Judicial de San José



SanJosé,07 de mayo de 2018
Oficio W 1166-0.A.P.V.D.-2018



Licenciada
Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i.
Departamento de Planificación



Estimada señora:



En atención a la nota 401-PLA-2018, Ref. SICE:342-18 y de acuerdo con lo señalado por la
Oficina de Atención y Protección a la Víctima en la reunión del pasado viernes 4 de mayo, nos



permitimos exponer:



4.4.7 Oficina de Atención y Protección a Víctimas de Delito (OAPVD)



• Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente
aprobado.



La atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el



recurso actual de la OAPVD...



En la actualidad el aumento de la criminalidad genera una alta demanda del servicio que
presta la OAPVD, es precisamente esa demanda la que dificultaría a la OAPVD acogerse a la
propuesta del escenario 1, ya que el atender los casos derivados de la legislación Especializada
en Delincuencia Organizada con la el recursos humano actual, podría afectar la atención de
casos por otro tipo de delito.



• Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en mayo u octubre 2019



Acogiendo la propuesta establecida en el informe 943-0APVD-2018, escenario 2, se tiene:



2 Psicólogo
I 1 Trabajador Social



1 Analista en Criminología
OAPVD Abogado de Atención y Protección a la Victima1



1 TécnicoJudicial 2
1 Asistente Administrativo 2



Barrio Francisco Peralta de la Fundación Ornar Dengo 50m sureste
Correo electrónico: víctímadelito@poder-judícial.go.cr



TELF 2253-2944 O 2253-2935 FAX 2253-2941











Fiscalía General de la República
Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito



Ministerio Público - Poder Judicial Costa Rica
I Circuito Judicial de San José



Las plazas no consideraras dentro del presupuesto 2019 que fueron parte de la propuesta
inicial del OAPVDdentro de las que se destaca una plaza adicional de técnico judicial 2, y una
de asistente administrativo 2 serán sujeto a análisis, un año posterior de entrada en vigencia la
ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado y tomando en consideración que la actual Oficina
ya cuenta con ese tipo de personal de apoyo.



Respecto al escenario 2 se solicita se realice un cambio en cuanto al especializada en
criminología, ya que lo solicitado mediante nota 943-0PAVD-2018 y requerido en los equipos
técnicos es un Profesional 2 en Criminología, y no como se indicó 401-PLA-2018 en nota un
Analista en Criminología.



Aunado a lo anterior y en atención a lo expuesto por la Licda. Helen Ballestero en la reunión
efectuada el pasado 04 de mayo, con la comisión que lidera el tema de"Ley de Creación de la
Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica" se solicita valorar la
asignación del talento humano de apoyo en su totalidad desde el comienzo, de acuerdo a lo
indicado en el estudio del Depto de Planificación se propone en el escenario 2 asignar parte
de éste recurso humano, sin embargo es importante tomar en consideración que la atención
de los casos derivados de la Ley 9481 estarán requiriendo de la creación de expedientes,
convocatoria a citas, trámite de ayudas económicas, gestión de compras entre otras tareas
administrativas que desempeña el personal de apoyo por lo cual es importante contar con éste
desde el inicio.



Por otra parte es importante señalar que la nota 401-PLA-2018 en el apartado de
recomendaciones hace mención al tema de vehículos de forma general indicando "Para el
Ministerio Público, la Oficina de Atención y Protección a las Víctimas del Delito, Unidad de
Protección de Funcionarios (UPRO)y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV),
requieren de la compra de vehículos para poder realizar de la mejor forma su labor, en el caso
de la UPROy UPROVrequiere un total de 36 vehículos cada Unidad. En virtud de lo anterior
para mayor claridad se solicita respetuosamente distribuir la lista de necesidades por
despacho, en el caso de la OAPVDla necesidad señalada mediante nota 943-0APVD-2018.



Asimismo se requiere desagregar la lista de necesidades (Alquiler, mobiliario, viáticos) que se
presentaron en la nota 943-0APVD-2018 por sub partida para fortalecer la ejecución
presupuestaria, y evitar recurrir a modificaciones externas (SME).



Barrio Francisco Peralta de la Fundación Ornar Dengo 50m sureste
Correo electrónico: victimadelitq_@poder-judicial.go.cr



TELF 2253-2944 O 2253-2935 FAX 2253-2941
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Finalmente considerando lo señalado por la Licda. Helen Ballestero, quién asistiera a la reunión
del pasado 04 de mayo, de ser posible el trámite de presupuesto extraordinario a partir de
octubre 2018 la OAPVD solicita se incorpore el recurso humano para un equipo
interdisciplinario (profesionales en Psicología, Criminología, Derecho, Trabajo Social) y
personal de apoyo señalado en el escenario 2 (nota 943-0APVD-2018).



Atentamente,



..----



Protección a la Víctima



Lic. Allan M



Coordinadora A ministrativa
Oficina de Atenc ón y Protección a la Víctima



;_c~,Archivo



(-~-'"FiscalíaGeneral de la República
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VViissiióónn  
 
Ser reconocidos 



como un Organismo 



Judicial de 



Investigación 



criminal, técnico, 



científico, objetivo e 



independiente, 



respetuoso del 



ordenamiento 



jurídico, con 



capacidad de 



respuesta 



tecnológica y 



operacional ante las 



modalidades 



delictivas, que 



contribuye con el 



desarrollo y 



mantenimiento de la 



seguridad, igualdad 



y paz de Costa Rica. 



 



  
MMiissiióónn  



 
Ser un organismo 



auxiliar, asesor y de 



consulta de los 



Tribunales de Justicia 



y del Ministerio 



Público de Costa 



Rica en la 



investigación, 



descubrimiento y 



verificación científica 



de los delitos y de 



sus presuntos 



responsables 



contando para ello 



con recurso humano 



calificado, con 



vocación de servicio, 



efectivo e imparcial. 
 



  
VVaalloorreess  



 
Mística, Disciplina, 



Objetividad, 



Lealtad, 



Efectividad, 



Honradez, 



Excelencia. 
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Oficio N° 024-OAUIP-2018 



San José,07 de mayo de 2018 
 
Licenciados 
Carlos Jiménez González 
Mónica Hernández Leiva 
Poder Judicial. 
 
 
Estimadas personas: 
 
Por medio del presente reciban un cordial saludo, a la vez sobre los nuevos requerimos surgidos 
y dispuestos a otorgar al Organismo de Investigación Judicial, en acuerdo tomado en reunión del 
04 de mayo del 2018, en Caprede por parte de la Comisión Penal que preside la magistrada, 
doña Doris Arias, en cuanto a la estructura requerida para hacer frente la ley de jurisdicción 
especializada de crimen organizada. 
 
A la vez se exponen los fundamentos en contrario a los aspectos que no se tomaron en cuenta 
del informe 019-UAOIP-OPO-2018, para el informe de la Dirección de Planificación, 
denominado “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la 
promulgación de Ley 9481: Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia 
Organizada en Costa Rica para el 2019.” 
 



 
RESUMEN EJECUTIVO 



 
Se presenta a continuación un resumen ejecutivo del personal requerido para poder cumplir 
con la nueva Ley de Crimen Organizado. 
 
 



Oficina Cantidad 
Plazas 



Tipo Puesto 



Sedes regionales y Sección de 
Crimen Organizado 



75 Dividido entre oficiales de investigación, 
investigadores 2 y 1 



Oficina de Planes y Operaciones 1 Subjefatura de Departamento 



SERT 11 10 Oficiales Tácticos de Intervención 
1 Jefe de investigación 



Unidad de Asesores Operativos 1 Asesor Operativo 



UTI 1 Profesional en Informática 2 



Departamento de Investigaciones 
Criminales 



5 
 



3 



Peritos Auditor en Legitimación de Capitales 
Profesionales en Informática2 (para labores de 
ciberdelito 
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Administración OIJ 1 Armero 



Upro/Uprov 4 Oficiales de investigación para la UPRO e igual 
cantidad para la UPROV 



Unidad de Potencial Interno 7 1 Coordinador de Unidad 
4 Profesionales2 en Administración 
2 Profesionales2 en Psicología 



Oficina de Planes y Operaciones 2 2 Supervisores de Servicio 



Departamento de Ciencias 
Forenses 



12 6 Peritos  
6 Técnicos 



Sección de Apoyo Psicológico 2 Profesional en psicología 



Sección de Prensa del OIJ 1 Técnico en audiovisuales 



Oficina de Localización y 
Presentación 



20 Agentes de localización y presentación 



Oficina de Asuntos Internos 1 Profesional en Derecho 



 
 



1. Requerimientos a partir de la reunión: 
  
Con el aumento en la dotación de personal en las distintas áreas de la administración de justicia, 
se crea un efecto directo en las capacidades y necesidades de este Organismo, inicialmente en 
los datos que se utilizaron como referencia para la dotación del Ministerio Público se señala que 
a nivel nacional han manejado un promedio de 532 casos de criminalidad organizada, 
evidentemente son las sedes regionales de este Organismo, en su mayoría, quienes envían estas 
investigaciones a las fiscalías con el personal actual y en detrimento de la investigación ordinaria 
que les compete. 
 
Con la cantidad de personal que se pretende dotar al Ministerio Público, según informe de la 
Sección de Planificación N° 401-PLA-2018 con un mínimo de 20 fiscales más para atender estos 
asuntos específicos, la proporción con el personal de la Sección de Crimen Organizado 
actualmente sería de 1,3 investigadores por cada fiscal, lo cual es una ecuación ilógica, 
tratándose de casos de esta magnitud, que nunca se manejan de forma individual ni por parejas 
de investigación, se trata de un equipo de trabajo complejo que a lo sumo debería estar 
conformada por 3 personas funcionarias, con un rango superior a la base, considerando los 
niveles de complejidad, responsabilidad y confiabilidad que deben tener sus acciones. También 
se debe considerar el incentivo que puede significar pertenecer a estas unidades de 
investigación, se conjuga la necesidad de que se incorporen personas investigadoras de 
experiencia, siendo que para se requiere que las plazas estén por encima en el escalafón básico 
de los investigadores, sumando a la necesidad de un coordinador quien sería el que sustente la 
plaza de Oficial de Investigación. 
 
En una consulta planteada solo a los encargados de sedes regionales, se determinó que, de cada 
caso de estructura criminal que se logra llevar ante las autoridades, existen en promedio 5 de 
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estas que no se logran investigar a falta de tiempo y personal, es decir que existe un promedio 
170 organizaciones con posibilidad de ser intervenidas. La dificultad radica que para llevar a 
buen término un caso de este tipo, las sedes regionales deben temporalmente desarticular su 
estructura normal y dedicar un mayor recurso a este tipo de intervenciones; implica además 
que en algunas sedes se vea afectada seriamente la capacidad operativa. 
 
Estas variables indudablemente fundamentan que se requiere de personal especializado que 
logre palear con las investigaciones que hasta el momento no se han logrado intervenir a nivel 
Regional. Como otro dato de interés se tiene que con el personal actual la Sección Crimen 
Organizado concentrada en San José, solo logró llevar a término 8 casos en el 2017, lo que 
evidencia su limitada capacidad operativa, puesto que no se está hablando de casos cotidianos. 
Significando que, si no se reviste también a ésta del personal idóneo para aumentar su 
capacidad y muy a pesar de los aumentos en otras áreas jurisdiccionales, este Organismo no 
estaría en capacidad de retribuir con mayores frutos las necesidades de las autoridades.  
 
Por lo que, se solicita incluir dentro de la petitoria un total de 75 plazas de investigación, 
divididas en 31 plazas de Oficial de Investigación y 44 de Investigador 2, para proporcionar a las 
regionales de un equipo mínimo, distribuido de la siguiente forma: 
 



Tabla N° 1 



Distribución de Plazas en sedes Regionales y Sección Crimen Organizado 
Sede Cantidad Oficial Investigador 2



ALAJUELA 3 1 2



CARTAGO 3 1 2



CORREDORES 3 1 2



HEREDIA 3 1 2



LIMON 3 1 2



SAN RAMON 3 1 2



GUAPILES 3 1 2



SAN CARLOS 3 1 2



PEREZ ZELEDON 3 1 2



PUNTARENAS 3 1 2



LIBERIA 3 1 2



CAÑAS 2 1 1



JACO 2 1 1



LA UNION 2 1 1



NICOYA 2 1 1



QUEPOS 2 1 1



SIQUIRRES 2 1 1



TURRIALBA 2 1 1



SANTA CRUZ 2 1 1



SARAPIQUI 2 1 1



BRIBRI 2 1 1



BATAN 2 1 1



UPALA 2 1 1



LOS CHILES 2 1 1



GRECIA 2 1 1



OSA 2 1 1



BUENOS AIRES 2 1 1



CRIMEN ORGANIZADO 10 4 6



Total 75 31 44  
Fuente: Planes y Operaciones, 2018 
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Se debe considera con la petitoria, el equipo operativo: 
 



  



AR-15 esposas 22 



Munición AR-15 15.000 municiones 



chalecos antibalas 75 



armas primarias 9 mm 75 



Munición 9 mm 30.000 



computadora portátil 75 



escritorio 75 



radios de comunicación 75 



vehículos todo terreno 38 



Pares de esposas 75 



  



 
En complemento al recurso humano y operativo descritos en los cuadros se debe tomar en 
cuenta, otros rubros como: 



MANTENIMIENTO VEHICULOS 



COMBUSTIBLE 



GASTOS CONFIDENCIALES 



VIÁTICOS 



HORAS EXTRA 



CAPACITACION 



MUNICION 



MOBILIARIO 



LIMPIEZA 



SEGURIDAD 



 
 
Como se puede apreciar, se estimó pertinente realizar una designación a las Delegaciones 
Regionales de un equipo mínimo de 3 personas funcionarias (1 oficial y 2 Investigador 2) siendo 
que como cabeceras de región acumulan una mayor carga de trabajo, así mismo se suma 
contingente a las Subdelegaciones Regionales que estaría compuesta de dos personas 
funcionarias (1 oficial y 1 Investigador 2), y como complemento solo algunas Oficinas Regionales 
se dotarían de un mínimo de 2 personas funcionarias (1 oficial y 1 Investigador 2).  
 
Nótese que, dentro de este último rubro, se destinó personal a las oficinas que tienen mayor 
problema con criminalidad organizada por su ubicación geográfica y conflicto social, por otro 
lado a estos sectores se les puede atribuir tráfico ilícito de personas, los homicidios, bandas de 
robo de vehículos y contenedores, entre otros y que los últimos trabajos operativos a este nivel, 
demuestran que están entroncados en zonas regionales y que es una problemática más que se 
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suma al génesis del problema social que no se ha tomado en consideración hasta este momento 
con la distribución de recurso de la nueva jurisdicción.  
 
La distribución hacia las sedes regionales no soluciona la totalidad del problema al que se 
enfrenta este Organismo, sino que también se pretende direccionar un equipo de trabajo a las 
Sección de Crimen Organizado localizada en San José, a fin de que pueda aumentar su actividad 
operativa con respecto a las necesidades que evidentemente surgirán por el advenimiento de 
más solicitudes del Ministerio Público en esta ciudad.  
 
Con la puesta en marcha de la nueva jurisdicción, fortaleciendo los ámbitos auxiliares judicial 
como jurisdiccional y sus diferentes manifestaciones en el área metropolitana, se han dejado de 
lado los efectos en los procedimientos de presentaciones y localizaciones que también 
resentirán el rebote del aumento en las cargas de trabajo, sobre todo en delitos tan complejos 
donde la participación de las partes se empaña por el temor e inseguridad. 
 



 



Tabla N° 2 
Distribución de Plazas en Presentaciones y Localizaciones 



Cantidad Puesto Sede
1 Loc. Y Presen San Jose



2 Loc. Y Presen San Jose



3 Loc. Y Presen San Jose



4 Loc. Y Presen San Jose



5 Loc. Y Presen San Jose



6 Loc. Y Presen San Jose



7 Loc. Y Presen San Jose



8 Loc. Y Presen San Jose



9 Loc. Y Presen San Jose



10 Loc. Y Presen San Jose



11 Loc. Y Presen San Jose



12 Loc. Y Presen San Jose



13 Loc. Y Presen San Jose



14 Loc. Y Presen San Jose



15 Loc. Y Presen San Jose



16 Loc. Y Presen San Jose



17 Loc. Y Presen San Jose



18 Loc. Y Presen San Jose



19 Loc. Y Presen San Jose



20 Loc. Y Presen San Jose  
Fuente: Planes y Operaciones, 2018 



 
 
Se debe considerar junto a la solicitud de personal, presupuestar 20 armas de fuego 9 mm con 
12.000 municiones, 10 radios portátiles de comunicación, 20 esposas, 20 chalecos antibalas y 10 
vehículos tipo rural. 
 











  



 
Creación de puestos conforme a ley de Jurisdicción Especializada de Crimen Organizado 



 
Con la aprobación de esta solicitud, se estaría tratando de garantizar a la ciudadanía un esfuerzo 
integral y proporcionado, para tratar de que todas las iniciativas que conlleva la nueva 
jurisdicción representen un andamiaje más sólido, que pueda contribuir a la seguridad jurídica 
que también espera la población con respecto al tratamiento que se le debe dar a este tipo de 
investigaciones. Además, es importante indicar que una iniciativa que representa una estrategia 
nacional, más integral, vendría a resolver en alguna medida los vacíos que se han dejado sin 
cubrir tradicionalmente con respecto a los alcances de la criminalidad organizada, que se ha 
venido empoderando de mayor territorio día con día a expensas del sufrimiento social. 



Otro elemento que no se ha valorado dentro del ciclo del proceso de investigación judicial, son 



los procesos disciplinarios que debido a la complejidad del delito investigado y al aumento del 



personal que se va a recibir solo en agente de protección se van a derivar indiscutiblemente.  



Según se consultó en bases de datos esa representación mantiene una incidencia de atenciones 



creciente y con la presente iniciativa indiscutiblemente se pronostica el ineludible aumento de 



casos. 



 



 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Por lo cual se solicita una Plaza de Profesional en Derecho acompañen en trabajo de este 



abogado, para que logren reforzar en alguna medida la cantidad de asuntos que surgirán de la 



puesta en marcha del proyecto. 



 
 
 
 



OIJ. Casos e Investigaciones Preliminares ingresadas en Asuntos Internos.  Primer Trimestre 
2017  y 2018 



Clasificación 2018 2017 Diferencia



Casos 246 193 53



Investigaciones 91 89 2



Totales 337 282 55
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2. Reconsideraciones del informe de la Dirección de Planificación, denominado “Impacto 
organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 
9481: Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa 
Rica para el 2019.” 



 
 



La Dirección General de este Organismo representada por el suscrito considera que es 
imperante dar a conocer y refutar ante ustedes, los aspectos que no se tomaron en cuenta del 
informe 019-UAOIP-OPO-2018, para el citado informe de la Dirección de Planificación, por 
cuanto manifiesto los alegatos: 
 
La creación de la ley de Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, tiene la función 
principal en brindar justicia pronta y cumplida a la ciudadanía, con jueces especializados que 
vendrían alivianar la carga que tiene los juzgados penales comunes, ante una problemática que 
se vuelve cada día más nefasta y actúa sin escrúpulos ante la sociedad costarricense, como es el 
crimen organizado. 
 
Sin entrar en un análisis criminológico, es sabido que las soluciones para poder frenar y 
erradicar el fenómeno en cuestión tienen que ser abordado de forma integral, ya sean 
socioeconómicas, educativas, laborales y otras. En lo que compete al Poder Judicial que en 
materia penal es el ente encargado de investigar por medio de sus auxiliares de justicia y a la 
vez de juzgar a todos aquellas personas que integran estructuras criminales. 
 
En este aparato de control social el Organismo de Investigación Judicial y las policías que 
investigan crimen organizado, juegan un papel muy trascendental, como se demuestra en la 
figura No1., denominado “Mapa del proceso propuesto en el Proyecto de la Nueva Ley de Creación de 



la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada”, del informe en cuestión si bien se 
muestran las fases, el recorrido de la investigación y juzgamiento de una causa de crimen 
organizado, la primera de estas: “Recibe denuncia”, es importante aclarar que esa denuncia no 
es como todas aquellas que con normalidad se reciben como por ejemplo de un delito de hurto, 
daños u otros. Ya que para llegar a establecer esa denuncia contra una estructura criminal le 
implica a la policía muchas horas de trabajo y diligencias como vigilancias, seguimientos, análisis 
de llamadas, mensajería, intervenciones telefónicas, entre otras; que si bien es cierto el ente 
llamado a Planificar en el Poder Judicial no está tomando en consideración para el respectivo 
informe y conformar una estructura que realmente ataque el crimen organizado en todo el 
territorio nacional, como lo establece el numeral 15 de a ley especializada en delincuencia 
organizada, a saber: 
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“ARTÍCULO 15-Unidades del Ministerio Público, de la Defensa Pública y Sección del Organismo de 
Investigación Judicial. La Fiscalía General de la República y la Dirección de la Defensa Pública crearán las 
unidades respectivas para conocer los asuntos que se investiguen y se juzguen ante la Jurisdicción 
Especializada en Delincuencia Organizada y una Sección contra el Crimen Organizado en el Organismo 
de Investigación Judicial (OIJ). Asimismo, determinarán los requisitos que deban cumplir las personas que 
se desempeñen en esas unidades.” 



 
Ya que están concentrándose en la estructura acusadora y juzgadora que si es de reconocer son 
fundamentales en el proceso y de la respectiva ley, pero la carga laboral de estas sale 
necesariamente de las investigaciones realizadas por la policía, que cuenta en la actualidad con 
una Sección de Crimen Organizado, que ve las investigaciones en el gran área metropolitana y 
parte de la propuesta pendiente del acuerdo del Consejo Superior era dotar a las Sedes 
Regionales de este Organismo, para que pudiesen alivianar la carga de las investigaciones 
normales, ya que en la actualidad con la escasez de personal que posee el OIJ a nivel regional 
esta haciendo frente a los casos de crimen organizado, que por cada investigación de 
estructuras criminales, deja de cuatro a cinco sin poder atender, ya que no tiene la capacidad de 
respuesta. Es un momento trascendental para que le brinden al OIJ, el músculo necesario para 
que pueda atender y aplacar las organizaciones criminales, cosa contraria que estas estructuras 
nos aventajan diariamente, ya que no tienen que entrar en este tipo de estudios, ni tramitología 
para poder crecer.  
 
Es por lo anterior que el suscrito presento ante la Dirección de Planificación el informe 019-
UAOIP/OPO-2018, que fue realizado a conciencia en conjunto con profesionales en la materia y 
se presentaron escenarios según lo solicitado para la ley especializada en delincuencia 
organizada, de una forma ideal y otra austera, las plazas que se tomaron en consideración son 
necesarias, tiene relación y efecto colateral con la ley especial de crimen organizado. De manera 
que el personal de Planificación que realiza el informe 401-PLA-2018, hace un análisis y 
proposiciones incorrectas con respecto a este Organismo, para poder atacar la criminalidad. 
 
En el punto “4.1.1.1Plazas no recomendadas otorgar en la implementación de la Ley Creación de 
la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada”. Se refieren al informe 019-
UAOIP/OPO-2018, es sumamente extraño el proceder de la Dirección de Planificación, en las 
siguientes recomendaciones de no brindar plazas para este Organismo: 



 
1. 44 plazas para sedes regionales del OIJ entre oficiales de investigación e 



investigadores; al respecto los asuntos serán atendidos con las 41 plazas otorgadas 
en el 2018 por Corte Plena, para atender los casos de Delincuencia organizada en 
San José, sede en donde se ubicará la Jurisdicción Especializada. 



 
En este punto los profesionales de planificación no detallan con datos del porque no brindar los 
recursos a las sedes regionales para el abordaje del crimen organizado, estructura que se esta 
replanteando más adelante en el presente informe. Únicamente infieren que se atiendan las 
causas con la recién creada Sección de Crimen Organizado, pero que estaba pendiente y según 
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acuerdo del Consejo Superior dotar a las regionales del recurso, por cuanto no están 
informando y asesorando de una manera oportuna. 
 
Es menester destacar que la criminalidad en nuestro país ha venido acrecentando y de manera 
acelerada, como se muestra en el siguiente gráfico. 
 
 



Número de Delitos entrados al Organismo de Investigación Judicial 
durante el periodo 2003-2013. 



 
 
 



 
Fuente: Consolidado de Sección de Estadística y OPO, 2018 



 
Si se toman en consideración los datos del fenómeno criminal que atañe al Organismo de 
Investigación Judicial por denuncias recibidas, se evidencia a partir del año 2007 el crecimiento 
acerado del fenómeno criminal, mientras se trata de hacer frente a la problemática con la 
misma cantidad de personal, la criminalidad muta favorecida por la estática y tradicional 
organización judicial. 
Si se compara el año 2007 con el 2013, solo en ese período se registró un aumento de un 74%, 
que además evidencia en los años siguientes, lo cual ha permitido que el año 2017 acumule un 
total 94.034 casos, esto implica que del aumento ya mencionado a 2013 se acumuló un 13% 
más al 2017, donde lejos de disminuir las variables que propician este crecimiento aún no se 
han logrado atacar debido a la falta de personal. 
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Se debe valorar también para la toma de decisiones, que la última dotación significativa de 
personal que recibió este Organismo fue en el año 2008, cuando se registraban niveles de 
incidencia muchos menores, en la actualidad estaría más que justificado recibir personal por la 
mutación criminal de común a organizada, por los índices de violencia y por el aumento 
porcentual de casi un 90% en los ingresos de denuncias desde esas fechas hasta 2017. 
 
La carga laboral como se demuestra en lugar de disminuir aumenta, en la tramitación de casos 
que podemos llamar comunes, lo cual genera una incapacidad de respuesta hacia las 
organizaciones criminales, como se indicó llevamos una desventaja que según lo estimado se 
dejan de investigar de cuatro a cinco casos. 
 
Ahora bien, el dato estadístico tomado de todas fiscalías adjuntas, para poder establecer la 
carga de trabajo del Juzgado Especializado de Crimen organizado, es sesgado y puede inducir al 
error, ya que no se toma en cuenta los datos del OIJ, si bien es cierto, la mayor parte de esos 
casos reportados por las fiscalías son investigados por el Organismo, como se indicó se tienen 
datos de cuantas posibles estructuras delictivas están delinquiendo y no se pueden intervenir 
por la falta de recurso. 
 
En la propuesta de los dos escenarios que realiza planificación para el Ministerio Público, 
recomienda la creación de 21 puestos de fiscales y a su vez no esta recomendando crear 
puestos de investigación para el OIJ, siendo que la relación por cada persona fiscal debe haber 
dos investigadores como mínimo, para una correcta atención de un caso, pero para crimen 
organizado se deben conformar grupos de trabajo. 
 
Punto : 



 
 



2. La Oficina de Planes y Operaciones solicita la creación de una Subjefatura de 
Departamento, sin embargo, se debe indicar que esta oficina ya cuenta con una plaza de 
Subjefe de Departamento y en este momento la Dirección de Planificación se encuentra 
realizando un estudio de Rediseño de Procesos de la Estructura del OIJ. Por lo que 
quedaría sujeto al análisis de cargas de trabajo para recomendar la creación de la plaza en 
mención. 



 
De igual manera la Dirección de Planificación con su ineficiente proceder no establece una 
relación ecuacional, del porque rechaza la creación de la plaza de una Subjefatura de la Oficina 
de Planes y Operaciones, que si guarda una relación directa con la ley de jurisdicción especial de 
crimen organizado, como se extrae del documento alegado están recomendado aprobar 147 
plazas de la Unidad de Protección a funcionarios judiciales y 117 plazas a la unidad de 
Protección de Victimas y Testigos, lo que corresponde a un crecimiento de un 88% de la oficina.  
Como ya se explico en el informe 019-UAOIP/OPO-18, es indispensable contar con esta 
subjefatura, con la finalidad de supervisar las oficinas bajo su designación, ya que se tratan de 
grupos operativos, que son determinantes en la investigación y protección criminal, se requiere 
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el aporte del rango de jefe que tome las responsabilidades en horas y días no hábiles, para 
solventar situaciones que devienen de las necesidades operacionales, a efecto de ejercer el 
control directo de los grupos operativos SERT, UPRO, UPROV, UVISE, Unidad Canina y Bodega de 
Drogas. Por su parte, la Subjefatura actual supervisaría la Unidad Tecnológica de la Información 
del OIJ, la Plataforma de Información Policial, Unidad Recolección de Información, Supervisores, 
Asesores Operativos, Administración de Expediente Criminal único, el Centro de Información 
Confidencial, Interpol y la Unidad de Análisis Criminal 
 
 
Punto: 
 



3. Para el Servicio Especial de Respuesta Táctica solicitan la creación de 11 plazas de 
Oficiales Tácticos de Intervención, es importante recordar que ya cuentan con una 
estructura organizacional definida y actualmente trabajan con todas las gestiones 
que surgen relacionadas a Delincuencia Organizada, por lo que será sujeto de 
análisis, un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen 
Organizado. 



 
Es inexplicable el proceder del personal de planificación ya que también para este punto dejan 
por fuera los datos aportados en el informe sobre el aumento de la carga laboral que infiriere en 
la unidad Servicio de Respuesta Táctica, a saber: 
 
“En otro orden de cosas es imperioso indicar que en la actualidad la unidad táctica ha registrado un 



aumento en las solicitudes de trabajo de forma consecutiva y estable hacia el alza, a saber, en el año 



2014 se atendieron 99 solicitudes, en el año 2015 fueron 136, en el 2016 se cumplieron 210 peticiones, 



mientras que en el año 2017 aumentó a 268 requerimientos. Solo en el primer trimestre del 2018 se 



contabilizaron 96 solicitudes, lo cual hace estimar que este año superarán los años anteriores por encima 



de las 300 solicitudes. Un aspecto que debe llamar la atención es en Allanamiento a estructura presentó 



un incremento promedio de 23.03%, entre el 2016 al 2017, siendo que al corte del 2018 han ingresado 41 



solicitudes, los Traslados de privados de libertad, aumento en promedio un 41.18%, tomando como dato 



lo registrado del año 2016 al corte del 2018, siendo este último las escoltas de detenidos o privados de 



libertad con alto perfil criminal” 



 
Como se demuestra en el párrafo anterior extraído del informe 019-UAOIP/OPO-18, el SERT ha 
incrementado sus intervenciones y planificación únicamente indica que tiene su estructura y 
han podido hacerle frente, sin un dato técnico-científico para poder demostrar que no es 
necesario dotar más personal a la cita unidad. 
 
La criminalidad ha aumentado, como se ha demostrado, así como su forma altamente violenta y 
fuera de los parámetros conocidos, con un irrespeto total por la vida humana, dándose 
constantemente múltiples homicidios y lamentablemente se han visto afectados menores de 
edad. Por lo que es sumamente importante contar con estas 11 personas investigadoras de 
respuesta táctica, para afrontar no solo lo que ingresa en la actualidad, sino con lo que se vaya a 
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generar con las investigaciones de la Sección de Crimen Organizado, a la vez con el manejo y 
traslado de las personas privadas de libertad con un perfil alto de peligrosidad. 
 
Punto: 



4. La Unidad de Asesores Operativos solicita la creación de una plaza de Asesor 
Operativo, por lo que la Dirección de Planificación realizó un informe de 
requerimiento humano en esta Unidad, donde se mantiene un recurso de manera 
extraordinaria y además es sujeto de análisis un año posterior de entrada en 
vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.  



 
Como se demostró en el informe 024-UAOIP/OPO-18, para mantener el permiso con goce de 
salario a la plaza que se indica en el punto 4, ese recurso de Asesor Operativo viene ha solventar 
el faltante y el incremento laboral, como se justificó: 
 



Cuadro #1 
Actividades realizadas por las dos plazas de Asesores Operativos según año 2014-2018 



Actividad 2014 2015 2016 2017 2018 



Oficio  21 21 73 95 22 



Informes  14 14 27 26 15 



Órgano consultivo  3 5 10 14 1 



Supervisión Labor Analistas Reg. 1344 1758 1458 1847 502 



Planes de mejora  0 5 6 29 17 



Plan de Capturas 0 0 0 0 34 



Rendición de Cuentas Oficinas 24 24 36 36 18 



Rendición de Cuentas Comunidad 0 0 50 50 50 



Mapeo Procesos NE NE 4 1 5 



Total 1407 6322 6395 6763 1173 
ND: No Disponible. A pesar de que la labor se realizaba no se lleva un registro sistemático del mismo. 
Cuando la cifra es 0 significa que la labor no se daba. 



Como se detalla en el cuadro anterior del año 2014 al 2017, las actividades de los Asesores Operativos se 
acrecentaron en un 126,89% en promedio anual, siendo que con las actividades que se suman en el 2018 
con la plaza con permiso con goce aprobada se va a superar en alguna medida los datos de años 
anteriores. 



 
Según lo expuesto la Dirección de Planificación no hace un análisis de la necesidad que va a 
demandar las investigaciones de crimen organizado en materia de asesoría operativa, por 
cuanto se requiere contar con una plaza de Asesor operativo que este exclusivamente 
atendiendo todo lo que se derive de los casos de crimen organizado. 
 
Punto 



5. Se solicita una plaza de Profesionales en Informática, actualmente la Dirección de 
Planificación realizó un informe de requerimiento humano para el 2019 en esta 
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Unidad, donde se valoró su creación, además es sujeto de análisis un año posterior 
de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado. 



 
 
Referente a esta recomendación, se tienen las siguientes observaciones: 
 
En la ampliación del informe número 19-UAOIP/OPO-2018 Ampliación 1, se indicó en el 
apartado 4.2.6 Unidad Tecnológica Informática que se leyera correctamente "...lo que se 
requiere es crear una plaza de Profesional en Informática 2", esto debido a que en el informe 
inicial se indicó que se ordinarizara la plaza 372002 que corresponde a un Profesional en 
Informática 2, esto por cuanto OIJ debe soportar el aumento en más del 70% de las plazas que 
se están solicitando que son 500 para todo el Poder Judicial. Esta solicitud se realiza producto de 
lo siguiente: 
 



• En el año 2016 entre la Dirección de Tecnología de Información y la Dirección General 
del Organismo de Investigación Judicial se llegó a unos acuerdos en materia de 
Tecnología de Información, y parte de esos acuerdos estaba el traslado del sistema 
Expediente Criminal Único (ECU) hacia la Unidad Tecnológica Informática del OIJ, junto 
con la plaza que se había destinado en su momento para el mantenimiento de este 
sistema, sea la que se inicia en el párrafo anterior. Estos acuerdos fueron de 
conocimiento del Comité Gerencial en Informática en sesión número 7-16 del 19 de 
diciembre de 2016, artículo V. 



• Es el 18 de setiembre cuando se recibe por parte de la Unidad Tecnológica Informática el 
sistema ECU, siendo que la plaza 372002 está bajo la administración de la Dirección de 
TI. Asimismo, la Dirección de TI brinda la siguiente recomendación: “Debido a la gran 
cantidad de módulos con que cuenta la aplicación y a lo esencial de contar con el 
servicio disponible se recomienda contar con dos recursos para la sostenibilidad y 
mantenimiento del sistema” (La negrita no es del original). Es por ello que desde esa 
fecha se ha solicitado permiso con goce de salario de un puesto de Profesional en 
Informática 1, cuyo permiso está hasta el 9 de julio de 2018, y se debe seguir solicitando 
su prórroga hasta finales del presente año.  



• Para cumplir con el acuerdo entre Direcciones antes mencionado, de parte de la Jefatura 
de la Unidad Tecnológica Informática, contando con el visto bueno de la Dirección 
General del OIJ, se remitió el oficio número 178-OPO-UTI-2017 de fecha 6 de noviembre 
de 2017 al Honorable Consejo Superior, resolviendo en sesión número 105-17 del 21 de 
noviembre de 2017, artículo LVIII lo siguiente: "Denegar la gestión presentada mediante 
oficio N° 178-OPO/UTI-2017 por la Unidad de Tecnología Informática, en relación con la 
solicitud de traslado de la plaza N° 372002, de la Dirección de Tecnología de Información 
a la citada Unidad de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación 
Judicial (OPO), en razón de que este Consejo no lo considera pertinente, debido a las 
limitaciones presupuestarias existentes en el programa 926. Sin embargo, con el fin de 
suplir las necesidades expuestas, se podría abordar dicha situación mediante el trámite 
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de un permiso a la luz del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial". Si bien los 
integrantes del Consejo Superior resolvieron "...se podría abordar dicha situación 
mediante el trámite de un permiso a la luz del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial", no es lo que el Organismo de Investigación Judicial requiere, si no que se cree 
una plaza de Profesional en Informática 2 para la Unidad Tecnológica Informática, y con 
ello dejar la plaza 372002 a la Dirección de TI, así se garantizaría la sostenibilidad del 
sistema.  



• Al no estar la plaza 372002 a disposición del OIJ, cabe la posibilidad de que la Dirección 
de TI disponga de ese recurso para algún otro proyecto, por lo que dejaría el sistema 
ECU sin soporte. 



• No se es claro en el punto 5 cuando se indica "... actualmente la Dirección de 
Planificación realizó un informe de requerimiento humano para el 2019 en esta Unidad, 
donde se valoró su creación, ...", por lo que se es incierto si la plaza de Profesional en 
Informática 2 fue concedida o no para el año 2019, y que de igual manera, se desconoce 
su condición, es decir, si es una plaza ordinaria (que es lo que se requiere) o una plaza 
extraordinaria. 



• Al crearse la Sección Contra la Delincuencia Organizada en el OIJ, esta oficina hará uso 
del sistema ECU, y como todo sistema está sujeto a constantes cambios, los cuales 
deben ser realizados por alguno de los Profesionales que tenga a cargo el sistema. Si la 
plaza que se está solicitando como ordinaria no se concede, o si en algún momento el 
permiso con goce de salario no se sigue concediendo, entonces el sistema ECU quedaría 
sin mantenimiento, afectando a todo el OIJ a nivel nacional en las investigaciones. Si esta 
situación se llegara a presentar en un futuro no muy lejano, se estaría en un riesgo de 
gran magnitud, por lo que el mismo se tendría que trasladar hacia los que se consideren 
responsables. 



•  El sistema ECU al estar integrado por varios módulos (Denuncias, Archivo Criminal, 
Investigadores, entre otros), todo este conjunto permitirá brindar toda la información 
que cualquier funcionario judicial requiera, sea desde un investigador hasta la Dirección 
General del OIJ.  



• A la Dirección de Tecnología de Información, se le concedieron 3 plazas de Profesional en 
Informática 2, esto para "Desarrollo de mejoras y nuevos módulos en los sistemas 
informáticos" por un periodo de un año, siendo que algunas de estas mejoras puedan 
recaer en integración con el sistema ECU, esto debido a algunas conversaciones que ya 
se ha tenido con el personal informático de la Dirección de TI, por lo que esto también 
demandará tiempo al encargado del sistema ECU. 



•  Asimismo, para el combate de la Delincuencia Organizada, el sistema ECU es la fuente de 
datos para algunos otros sistemas que ha desarrollado la Plataforma de Información 
Policial (PIP), como por ejemplo para la Unidad de Análisis Criminal (UAC) de la Oficina 
de Planes y Operaciones, siendo que se tienen que desarrollar por parte del encargado 
del sistema ECU algunos servicios o métodos para facilitar esos datos.  
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Es por lo anterior que, con todo respeto, se debe solicitar una reconsideración a la Dirección de 
Planificación para que se conceda la plaza de Profesional en Informática 2 de forma Ordinaria 
para esta Unidad Tecnológica Informática, ya que hasta este momento se tiene incertidumbre 
de lo que puede llegar a suceder con la plaza 372002 bajo la administración de la Dirección de 
TI, y sobre todo, que se desconoce si para el año 2019 se contará con este recurso, e inclusive, si 
se tendrá la segunda plaza que requiere el sistema para su sostenibilidad. 
 
A todo lo anterior es importante acotar que la Unidad de Administración del ECU maneja la 
Seguridad de alrededor de 15 sistemas importantes para el desarrollo del Organismo, entre 
ellos el ECU que es fundamento y base de muchos otros sistemas gerenciales; de tal manera que 
durante los últimos 6 años la Unidad de Administración se mantuvo con 3 funcionarios (dos de 
ellos investigadores de la Unidad de Recolección de Información Policial (URIP) y reciente se ha 
unido al grupo una compañera investigador con  plaza de la Unidad de Vigilancia y Seguimiento 
(UVISE), los cuales prevalecen hasta la fecha, siendo muy importante para los intereses de la 
Institución que se fortalezca esta Unidad, que se le dé el carácter de administradora de sistemas 
de manera oficial, que se creen las plazas específicas y necesarias para su buen desempeño y 
desarrollo. Cabe indicar que la persona que maneja el correo de la Unidad de Administración del 
ECU es compartida con la Unidad Tecnología Informática, con lo cual ella debe hacer funciones 
también para esa Unidad lo que incrementa las cargas de trabajo. 
  
 
Punto: 
 



6. El Departamento de Investigaciones Criminales solicita 10 plazas, cabe mencionar 
que esta oficina ya cuenta con una plaza de Subjefe de Departamento y como parte 
de los proyectos de la Dirección de Planificación se tiene un estudio pendiente de 
Rediseño de Procesos de la Estructura del OIJ que contemplará el análisis de cargas 
de trabajo para recomendar la creación de la plaza en mención, así como de la 
Sección de Delitos Informáticos. 



 
En relación a este punto no se solicito la creación de una plaza de Subjefe para el Departamento 
de Investigaciones criminales, según la conclusión que llega el Departamento de Planificación, 
cosa que denota una desatención y un análisis totalmente erróneo con el informe brindado por 
este Organismo. Las plazas solicitadas son para la Sección de Delitos informáticos, siendo uno de 
los temas de la actualidad, no figuran en los principales medios de comunicación, los delitos de 
cibercrimen y que tienen un impacto amplio en los bienes tangibles e intangibles de la 
ciudadanía, la recomendación brindada de crear dos plazas de profesional en informática, 
únicamente viene a palear un poco con la carga laboral que se detallo en el respectivo informe y 
que se trae a colación: 
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Y por ende dejan de lado los datos relacionados a los casos ingresados en la Sección de 
Legitimación de Capitales., a saber: 



 
 



Es improcedente la Dirección de Planificación al no revisar, ni estimar los datos aportados, como 
vemos en ambas secciones existe una necesidad de reforzar con personal especializado, siendo 
que en los ciberdelitos las organizaciones criminales nos llevan una ventaja muy marcada, y con 
el recurso brindado no exponen técnicamente si es el necesario según la información aportada.  
 
De igual manera en los delitos de legitimación de capitales es fundamental desarmar a las 
organizaciones criminales de sus activos obtenidos ilegítimamente, para que no puedan seguir 
delinquiendo desde la cárcel o sus allegados. 
 
Punto: 



7. Para dar soporte a la investigación se solicita una plaza de Armero, es importante 
recordar que ya cuenta con una plaza y ha venido trabajando con todas las 
gestiones que han surgido por parte de las diferentes instancias del OIJ, 
adicionalmente la incorporación de las  plazas para protección, se irán 
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incorporando paulatinamente, debido al proceso de reclutamiento y selección de 
las mismas, por lo que debe quedar sujeto a análisis, un año posterior de entrada 
en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado. 



 
El crecimiento del personal en el Organismo de Investigación solamente en el primer 
escenario referido por la Dirección de Planificación, es de 320 plazas de puestos 
policiales, no es razonable esperar que ingresen dichos puestos para poder entrar en un 
análisis de si se requiere o no el mantenimiento de las armas de fuego de reglamento, 
que a todas luces el único armero que realiza el trabajo no va ha dar abasto, con las 
armas que hay existencia, más las que se adquieran, esto es algo muy riesgoso dejar 
desprovisto de este recurso, ya que el correcto mantenimiento de las armas de fuego  
depende la vida de las personas investigadoras. 
 
El asunto es que no nos podemos quedar esperando un análisis un año después de 
entrada en vigencia de la ley, además de un año a dos del proceso de selección si es que 
se aprueba el recurso, cuando la realidad es que se requiere de inmediato y es 
abrumador ver este tipo de recomendación sin tener una idea clara, siendo de 
importancia para el Consejo Superior los informes de Planificación para la toma de 
decisiones, por lo tanto se debe tener un mejor criterio para negar este recurso. 
 
 
Punto: 
 



8. Relacionado con las cuatro plazas de Profesional en Administración 2, se realizará 
un estudio posterior a la entrada en vigencia del nueva Ley, de forma que se logre 
establecer su relación directa con las necesidades que surgen de la creación de la 
nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. 



 
Se está solicitando el personal para labores que son propias de un administrador no de 
un técnico judicial, como por ejemplo la ejecución presupuestaria, ya que implica toma 
de decisiones, hay mayor grado de responsabilidad y un trabajo de análisis en cuanto a 
la contratación administrativa. 
 
Punto: 
 



9. En el Departamento de Ciencias Forenses solicitan cambiar a condición de 
ordinarias 16 plazas, de las cuales se analizaron 4 de estas en el informe 20-IO-
2017-B y que fue conocido por Consejo Superior, en la sesión 67-17, artículo 
XXIII, donde se otorgan como permisos con goce de salario, por lo que la Dirección 
de Planificación realiza un informe de requerimiento humano para el 2019 (26-
PLA-IO-2018), donde se valoró la creación de forma ordinaria. 



 











  



 
Creación de puestos conforme a ley de Jurisdicción Especializada de Crimen Organizado 



 
Como se externo al inicio la estructura solicitado para la atención de ley de jurisdicción 
especializada de crimen organizado se pensó a conciencia, solicitando lo necesario sin 
proponer datos utópicos, ni exacerbados para no hacer incurrir a la administración en 
gastos innecesarios, que incidan en el presupuesto del Poder Judicial. En este caso se 
solicitó que se creen las dieciséis plazas para el Departamento de Ciencias Forenses, ya 
que estas han venido siendo requeridas con permiso con goce salarial, debido al 
incremento de trabajo y mucho de ello es por lo que generan los delitos directos y 
conexos a las organizaciones criminales, dichas plazas han venido a mejorar los tiempos 
de respuesta en la Secciones del Departamento como se mostró en el informe 019-
UAOIP/OPO-208, en el siguiente gráfico; 



 
 
 



Gráfico 1. Totales de casos entrados, salidos y pendientes en el Departamento de Ciencias 
Forenses para el periodo comprendido entre enero 2015 y marzo 2018 



 



 



 
 



Como se puede observar, después de más de un año de tendencia creciente en cuanto a cantidad de 



pendientes, a partir del mes de septiembre del 2017 se logró revertir el comportamiento que venía 



imperando, gracias a que el recurso otorgado estabilizó su curva de aprendizaje y superó los 



procesos de inducción y capacitación necesarios, resultando indispensable su continuidad para dar 



cumplimiento con las recomendaciones establecidas en  el estudio supra citado de la Dirección de 



Planificación para cada instancia involucrada según señala el mismo y para mantener y tratar de 



reducir aún más los tiempos de respuesta actuales. 



 











  



 
Creación de puestos conforme a ley de Jurisdicción Especializada de Crimen Organizado 



 
El informe de planificación recomienda la creación de cuatro plazas para el DCF, de las 
dieciséis solicitadas pero que versa otro estudio y es para el presupuesto del año 2019, es 
necesario contar con la estructura pedida, es de recordar que han venido otorgadas 
como un proyecto, el cual en términos administrativos tiene que tener un final, pero la 
problemática que esta solventando, no va ha detenerse ha crecido y según lo que se 
prevé va aumentar, paralelo a esto las solicitudes que se generen de las Secciones de 
Crimen Organizado. 
 
Punto: 



10. En la Sección de Apoyo Psicológico solicitan dos plazas de profesional en 
psicología, sin embargo, las mismas serán sujeto de análisis un año posterior de 
entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado. 



 
Es desacertado la forma que Planificación deja de lado sin ni siquiera manifestar una 
formula de cargas de trabajo para determinar que no se pueden otorgar las plazas de 
profesional en psicología, según los datos expuestos en el informe 019-UAOIP/OPO-
2018, se proyecta un mínimo de 200 personas más para OIJ, lo recomendado supera esta 
proyección por lo que se proyecta es que la población supere las 3546 personas, por lo 
que cada profesional de SAPSO tendría que cubrir mas de 591 personas, entre todas la 
modalidades de atención que tienen, lo que vendría hacer contraproducente ya que 
tendría que sacrificar puntos medulares en temas de psicología. 
 
Por lo tanto, se requiere que el estudio se realice con criterio técnico, ya que el efecto de 
las nuevas plazas incide directamente a esta sección que no solo realiza las evaluaciones 
para el permiso de portación de armas para todo el escalafón policial, también otras 
funciones de atención a la población de este Organismo y como se expuso su capacidad 
esta sobre limitada. No se puede esperar un año para evaluar si es necesario el recurso si 
se esta demostrando que es trascendental contar con esos dos puestos de profesional en 
psicología 
  
 
Además cabe indicar que se pidió personal para la Unidad de Potencial Interno del OIJ 
el cual consta de una plaza de coordinador, 4 de administradores y 2 psicólogos, 
asimismo, se solicitaron dos plazas para Supervisor de Servicio, no obstante, no nos 
contestó este punto el informe de Planificación, por lo que nos deja indefensos para 
hacer la respectiva réplica. 
 











  



 
Creación de puestos conforme a ley de Jurisdicción Especializada de Crimen Organizado 



 
Entre las labores primordiales la Dirección de Planificación está en asesorar de forma oportuna y 
fehaciente al Consejo Superior mediante los estudios realizados por los profesionales que la 
conforman, siendo que para el presente de una manera que no se tiene explicación no 
completan a cabalidad su labor, siendo que no realizan el estudio de las plazas para la Unidad de 
Supervisión, que son de suma importancia, ya que esta unidad ejerce una función trascendental 
dentro del Organismo, la cual se puede equiparar con la de Auditoria, mantiene las 
supervisiones apegadas a lo que establecen las leyes, reglamentos, mecanismo y circulares en 
aras de una administración transparente y de calidad. 
 
En la actualidad esta unidad tiene que atender 120 oficinas que constituyen la estructura del 
OIJ, aunado a las labores que generen las plazas que se incorporen según la ley especializada de 
crimen organizado, es evidente que con el personal actual no pueden atender al cien por ciento 
todas las actividades que le competen, por lo que se reitera la necesidad de que se complete 
este informe a cabalidad. 
  
 



Punto: “4.1.1.1Centro de intervenciones telefónicas” 



 



Esta recomendación se genera a partir del informe 1538-PLA-2016, de la Dirección de 



Planificación, en el que realiza un estudio de cargas de trabajo del Centro Judicial de 



Intervención de las Comunicaciones y la propuesta que le brinda al Consejo Superior y aprueba, 



es la siguiente: 



  



 



 



Con base en lo anterior, es importante indicar que la cantidad de personal para que 
el CJIC opere al 100% de la capacidad del Sistema Penlink, según el informe 1538-
PLA-2016 es 



 
 



Franja horaria 



Cantidad de 
personas 



requeridas para 
escucha por turno 



08:00-16:00 horas 6 



16:00-24:00 horas 7 



24:00-08:00 horas 3 



Total/turno 16 



Total, requerido 32 



 
 



El personal que estaría asumiendo la escucha de las intervenciones, es personal del 
OIJ, al que se le reconoce un porcentaje de sobresueldo para trabajar hasta 12 horas 
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diarias, condición que permite permanecer más de las ocho horas del rol y dar 
continuidad al “hilo de la conversación.” 



 



Esta recomendación es desacertada, fue realizada con datos incompletos y es aprobada por el 



Consejo Superior, lo que hace inducir a error que repercutieran en lo operativo y funcionabilidad 



del CJIC, a partir de los datos de enero a julio del 2016 de las líneas activas, cuantifican las 



llamadas entrantes, total de horas de las llamadas entradas, así como de la mensajería. El informe 



no refiere si se tomaron en cuenta los datos de las líneas conectadas y que no pueden ser 



escuchadas, que tienen que ser grabadas y remitidas a los respectivos juzgados que la solicitaron, 



que según el dato reportado en el mismo informe para la fecha del estudio el CJIC tiene 



conectadas al sistema un total de 210 líneas, sólo tiene la capacidad operativa de escuchar un 



máximo de 60 líneas, debido al recurso humano con que cuenta y no se atiene el  71% (150 



líneas). Por lo tanto, no se pueden hacer proyecciones reales sin tomar en cuenta la totalidad de la 



información, máximo que el comportamiento de las llamadas es variado y no se puede comparar 



el servicio de análisis jurídico, como un call center, como es el servicio que brinda el 911, dando 



la prioridad escuchar las llamadas, pero no el efecto de la escucha.  



 
A partir de los datos construye una propuesta con ecuaciones básicas e inexactas, como 
se logra demostrar, es imposible que 7 oficiales propuestos en el turno de las 16:00-24:00 
horas, franja que establecen se reciben más llamadas, puedan atender todas las 
investigaciones que están liadas a 300 líneas, a la vez logren descifrar a cabalidad los 
detalles que requieren las policías para poder actuar. En esta propuesta se complica el 
control jurisdiccional por parte del juez, porque uno o dos jueces tampoco podrían 
filtrar todo lo que salga de 300 líneas conectadas.  
 
En otro orden de cosas, si se da por cierto que los analistas no van a estar en el CJIC y los 
jueces tampoco deben escuchar, entonces la proposición del Departamento de 
Planificación es discordante con el razonamiento del experto, que proyecta que una 
persona puede asumir 20 líneas a la vez, siendo que 300/20 es igual a 15, es decir se 
ocuparían 15 espacios para la escucha y no 6 o 7 como se propone, demostrando que la 
proyección que se hace del personal necesario no es acertada.  
  
En ese sentido para poder atender las intervenciones 24/7 lo que se requeriría serían 60 
personas y no 80, si se pretende mantener a todos dando una cobertura total. Por otro 
lado, este esquema supone siempre compartir información entre las personas que 
escuchan, porque los oficiales que se vayan a destacar deberán escuchar las 220 líneas 
existentes en el país, por lo que no es una propuesta que busque que el personal que 
lleve la intervención sea el propio que lleve la escucha.   
 
 
Sección de Cárceles 
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En cuanto al recurso brindado de 24 plazas para la Sección de Cárceles, para la atención de las 
personas privadas de libertad que se generen con la ley de crimen organizado, en el informe 
remitido por esta Dirección, no se expuso los recursos para a operatividad de las personas 
custodios de detenidos, por lo que a continuación se exponen los requerimientos que se deben 
incorporar y cuantificar: 
 
Recurso Operativo: 
 



Cantidad Recurso 



6 vehículos 



6 Control de tonos 



6 Luces rotativas 



24 Pares de esposas 



24 pistolas 



7200 Munición 9mm. 



6 AR-15 



4000 munición AR-15 



48 juegos uniformes 



24 pares de botas tácticas 



24 cinturones tácticos 



2 escudos eléctricos 



24 chalecos balísticos 



24 juegos de esposas tipo marshall 



24 jacket 



24 gorras 



24 radios de comunicación 



6 
Radios de comunicación para 



vehículos 



 



En complemento al recurso operativo descritos se debe tomar en cuenta, otros rubros 



como: 



Alimentación personas detenidas 



Horas extras 



Viáticos 



mantenimiento de carros 



Munición 



computadoras 
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escritorios 



sillas 



lockers 



Espacio para custodios 



4 celdas, con nuevo prototipo sin 
barrotes, con puerta cerrojo 
electromagnéticos, vidrio blindado 



bodega de pertenencias para 
personas detenidas 



9 a 10 cámaras de vigilancia 



 



Es de reconsiderar en el estudio que las plazas que se recomiendan para la Sección 



de Cárceles, van a tener un rol de 24 horas, 7 días de la semana, generando más tramite 



administrativo tanto internamente, como de los despachos que solicitan los servicios, 



por lo que se debe analizar la incorporación de 4 plazas de asistentes administrativos 



que estén rotando en el horario indicado, para que atiendan todas aquellas necesidades 



derivadas de la administración. 
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RE: Solicitud de información.msg

RE: Solicitud de información


			From


			Gabriela Mora Zamora


			To


			Mariannethe Calderón Altamirano; Carlos Jiménez González; Monica Hernández Leiva


			Cc


			Secretaría Depto. Gestión Humana - Flory Campos Sandoval (Autorizada); Jose Luis Bermudez Obando


			Recipients


			mcalderonal@Poder-Judicial.go.cr; cjimegon@Poder-Judicial.go.cr; mhernandezl@Poder-Judicial.go.cr; Dptopersonal@Poder-Judicial.go.cr; jbermudez@Poder-Judicial.go.cr





Estimada Mariannethe buenas tardes, espero que se encuentre bien.





 





De conformidad con las instrucciones de Don José Luis Bermúdez, en calidad de Director de Gestión Humana indica que es necesario que los 4 recursos (Profesionales 2) y consignados en el Informe de la Dirección de Planificación deben de darse lo antes posible, por cuanto apoyarán el Proceso de Reclutamiento y Selección; así como a la construcción de los perfiles competenciales; procesos que son vitales para la implementación de la Jurisdicción Especializada.





 





Saludes cordiales.





 





Ma. Gabriela Mora Zamora, Jefa 





Sección de Análisis de Puestos 





Dirección de Gestión Humana





 





De: Mariannethe Calderón Altamirano 
Enviado el: viernes, 04 de mayo de 2018 07:01 p.m.
Para: Mayra Campos Zúñiga <mcamposz@Poder-Judicial.go.cr>; Nacira Valverde Bermúdez <nvalverde@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Pérez Murillo <jperez@Poder-Judicial.go.cr>; Diana Montero Montero <dmonterom@Poder-Judicial.go.cr>; Walter Espinoza Espinoza <wespinoza@Poder-Judicial.go.cr>; Erika Leiva Diaz <eleivad@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Eugenia Zuñiga Morales <szuniga@Poder-Judicial.go.cr>; Helen Ballestero Muñoz <hballestero@Poder-Judicial.go.cr>; Pablo Gerardo Vargas Rojas <pvargasr@Poder-Judicial.go.cr>; Ileana Guillén Rodríguez <iguillen@Poder-Judicial.go.cr>; Rodrigo Arroyo Guzmán <rarroyo@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Jiménez Fallas <ljimenez@Poder-Judicial.go.cr>; Jose Luis Bermudez Obando <jbermudez@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Carlos Jiménez González <cjimegon@Poder-Judicial.go.cr>; Monica Hernández Leiva <mhernandezl@Poder-Judicial.go.cr>; Doris Arias Madrigal <dariasm@Poder-Judicial.go.cr>; Unidad de Capacitación y Supervisión - Ministerio Público <ucs-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Tribunal Penal de San José <sjo-tpenal@Poder-Judicial.go.cr>; Norma Graham Graham <ngraham@Poder-Judicial.go.cr>; Yorleny Vargas Morales <yvargasmo@Poder-Judicial.go.cr>; Hellen Ulloa Castro <hulloac@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina Atención a la Victima del Delito <victimadelito@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones <cjic@Poder-Judicial.go.cr>; Aida Cristina Sinclair Myers <asinclair@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Depto. Gestión Humana - Flory Campos Sandoval (Autorizada) <Dptopersonal@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Solicitud de información
Importancia: Alta





 





Señores y Señoras.





 





Espero se encuentren bien.





 





Tomando en consideración los acuerdos tomados el día de hoy y siguiendo instrucciones de la Presidenta de la Comisión de Asuntos Penales, y Presidenta de la Sala de Casación Penal, Dra. Doris Arias Madrigal, muy respetuosamente se les solicita que el resumen con los requerimientos mínimos para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Crimen Organizado, sea remitido a más tardar a las 12:00 MD del Lunes 07 de Mayo, con la finalidad de hacer el consolidado en horas de la tarde y así poder enviar el mismo a la instancia correspondiente.





 





 





 





Por favor remitir el documento a esta cuenta de correo, con copia al Licenciado Carlos Jiménez González y Licenciada Monica Hernández Leiva. 





 





 





Atentamente,





 





 





 





Mariannethe Calderón Altamirano





Técnica Judicial III





Comisión de la Jurisdicción Penal





Teléfono 2295-3687
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San José -  Costa Rica



Telf.   2295-3600 / 3599  Fax. 2257-5633   / Apdo.  95-1003  / planificacion@poder-judicial.go.cr





401-PLA-2018


Ref. SICE: 342-18


3 de mayo de 2018


Magistrada



Doris Arias Madrigal, Coordinadora 



Comisión de la Jurisdicción Penal



Estimada señora:



De acuerdo a lo aprobado por Corte Plena, en donde se aprueba la designación de la Comisión Penal para liderar la implementación de lo requerido para la implementación de la Ley Especializada en Delincuencia Organizada, le remito el informe sobre el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 9481: Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica para el 2019, elaborado por el Subproceso de Modernización Institucional.


Le solicito respetuosamente analizar este documento y enviar las observaciones que estime pertinente en un plazo de 3 días hábiles a partir de la fecha de recepción, con el fin de valorarlas previo a que sea elevado a conocimiento del Consejo Superior en sesión extraordinaria de Presupuesto.  Debe tomar en consideración el criterio de las y los servidores judiciales del despacho a su cargo que están involucrados, para lo cual es conveniente que les compartan estos resultados.



La respuesta debe ser enviada al correo electrónico oficial de la Dirección de Planificación:



planificacion@poder-judicial.go.cr


En caso de no disponer de este medio podrá enviarla al fax 2257-5633.



Mediante copia de este oficio, si a bien lo tienen, también se le solicita criterio de Fiscalía General de la República, Defensa Pública Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Tecnología de Información. 


De no recibirse respuesta en el plazo concedido, se entenderá que no se tienen observaciones y se seguirá el trámite indicado en el segundo párrafo de este oficio. 



No omito manifestar que nos ponemos a la disposición para la presentación del informe, así como las sesiones de trabajo que se requieran para el análisis del mismo, este se construyó partiendo de la información que nos fue remitida por la Comisión y con sesiones de trabajo que se desarrollaron de forma conjunta con cada uno de los ámbitos involucrados. 


Atentamente,



Nacira Valverde Bermúdez



Directora a.i. de Planificación



Copias: 


· Fiscalía General de la República


· Defensa Pública



· Dirección General del O.I.J.



· Escuela Judicial



· Dirección Ejecutiva



· Dirección de Gestión Humana



· Dirección de Tecnología de Información



· Despacho de la Presidencia



· Archivo



xba



Ref. 34218, 1491-17, 277-17
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Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de Ley 9481: Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica



 para el 2019


Mayo del 2018



I. Objetivo



Estimar los recursos presupuestarios para hacer frente a la implementación de la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica.



II. Antecedentes



La Dirección de Planificación elaboró el informe 1702-PLA-2015 del 20 de octubre del 2015, dirigido al Máster, Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia; donde se presentó una revisión de los recursos requeridos para dar cumplimiento a lo que estipula el proyecto de Ley denominado: "Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica” donde se estimó el costo inicial del Proyecto de Ley en ₡1.561.212.108,00.



Posteriormente, se retoma el tema en el informe 32-PLA-PI-2016 del 27 de abril del 2016, el cual contempla todas las modificaciones y observaciones que realizó la Comisión Permanente Especial de Seguridad y Narcotráfico de la Asamblea Legislativa, al Proyecto de Ley en ese momento, donde se estimó un costo para la creación de la Jurisdicción Especializada según el Proyecto de Ley en ₡ 6.063.977.215,07. Sin embargo, al ser un proyecto de Ley aun y cuando el Poder Judicial contempla los recursos para el 2016, la Asamblea Legislativa no los aprueba incluir, ya que no se tenía aprobada como Ley.



Es el 13 de octubre del 2017, cuando se publica en la Gaceta 194, la ley 9841 “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”.



Por tal razón, se elabora el siguiente informe para estimar el impacto económico que representa la implementación de la “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”



Como parte de las tareas a realizar para la formulación presupuestaria para el 2019, la Comisión de Asuntos Penales convoca el 5 de abril del 2018 a todas las partes que involucran la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, para conocer los requerimientos necesarios para la implementación de la nueva Ley, lo cual es utilizado como base para la elaboración del Anteproyecto de Presupuesto contenido en este informe. 



En la convocatoria se contó con la participación de: 



· La magistrada Doris Arias Madrigal. Presidenta de la Sala de Casación y de la Comisión de Asuntos Penales, así como representantes de la Comisión de Asuntos Penales del Poder Judicial.



· Del Ámbito Auxiliar de Justicia se contó con representantes del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y adicionalmente con la Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito.


· Del ámbito Administrativo se contó con participación de la Dirección de Planificación, la Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de la Información, Dirección de Gestión Humana y de la Escuela Judicial.



· Del Ámbito Jurisdiccional participaron personas juzgadoras del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José y del Tribunal Apelaciones Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del Centro Judicial de Intervenciones de las Comunicaciones



En dicha reunión se acuerda que cada ente interesado, deberá enviar una propuesta con requerimiento mínimos necesarios con varios escenarios, que permitan hacer frente a la creación de la nueva jurisdicción. Información que deberá ser analizada y compilada por la Dirección de Planificación como ente técnico en la formulación presupuestaria.



III. Justificación de la Situación



Mediante la aprobación de ley 9481, se creará la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, con competencia en la investigación y juzgamiento de los delitos graves que sean cometidos por personas mayores de edad y que cumplan con los criterios obligatorios establecidos en este mismo instrumento legal. La competencia de los tribunales especializados se extenderá al conocimiento de los delitos conexos, respecto de los cuales la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada se arrogue su competencia.



La ley 9481 fue publicada en la Gaceta 194 el 13 de octubre del 2017. En el Transitorio único del proyecto de ley, indica que después de ser publicada la ley se tienen doce meses para que inicie la nueva Jurisdicción.



Adicionalmente, Corte Plena en la sesión 03-18 celebrada el 29 de enero de 2018, Artículo IX acordó lo siguiente:


"Se acordó: Acoger la gestión de la magistrada Arias, en consecuencia: 1) Aprobar que la Comisión de la Jurisdicción Penal, sea la encargada del desarrollo y seguimiento como ente rector, para la implementación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada, en razón de que la citada Comisión integra los sectores de la materia penal. 2) Es entendido que para el funcionamiento de dicha legislación la referida Comisión se integrará con un representante del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, la Dirección de Planificación y de la Dirección Ejecutiva y todas aquellas dependencias que se requieran. Se declara acuerdo firme.”


Finalmente, Corte Plena en la sesión N° 05-18 celebrada el 12 de febrero de 2018, articulo XIV acuerda: “Aprobar el proyecto de Ley para Modificar el Párrafo Segundo del Transitorio Único de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica y remitirlo al señor Ministro de Justicia para que se dé el trámite correspondiente para someterlo a conocimiento de la Asamblea Legislativa



La modificación al Transitorio Único es la siguiente.



Artículo 1.- Modificase el párrafo segundo del Transitorio Único de la Ley N° 9481 de 13 de setiembre del 2017, Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, cuyo texto dirá:



“Rige veinticuatro meses después de su publicación.”



Artículo 2.- Esta ley rige a partir de su publicación.



De aprobarse esta Ley, la entrada en vigencia de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica regiría a partir de octubre 2019.



Adicionalmente, en la Ley establece en su artículo 16.“Contenido presupuestario e integración inicial de los tribunales”, lo siguiente



“…El Departamento de Planificación del Poder Judicial recomendará el número de funcionarios que se deberán desempeñar en esta Jurisdicción, al momento de entrar en vigencia la presente ley.”



IV. Información Relevante



El presente apartado pretende compilar todas las necesidades detectadas por las diferentes instancias tanto del Ámbito Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia como del Ámbito Administrativo del Poder Judicial, con el fin de establecer los requerimientos mínimos necesarios para hacer frente a la entrada en vigencia de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, tanto a nivel de impacto organizacional como presupuestario.



Para el siguiente estudio, se toma como referencia para la creación de las oficinas de la Judicatura, lo establecido en el artículo 2 de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica que literalmente cita:


“El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada”



Además, en el artículo 15 de esta Ley se establece la creación de Unidades Especializadas en el Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial, como se cita a continuación:



“Unidades del Ministerio Público, de la Defensa Pública y Sección del Organismo de Investigación Judicial. La Fiscalía General de la República y la Dirección de la Defensa Pública crearán las unidades respectivas para conocer los asuntos que se investiguen y se juzguen ante la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada y una Sección contra el Crimen Organizado en el Organismo de Investigación Judicial (OIJ).”



4.1. Procedimiento y Competencia


Relacionado con el procedimiento a seguir, en el artículo 4 de la Ley se establece lo siguiente: 



 “Cuando los elementos recogidos durante la fase de investigación determinen que los hechos investigados permiten adecuarse como delincuencia organizada, el Fiscal General del Ministerio Público podrá solicitar al Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, que se arrogue el conocimiento de los mismos.  Con la solicitud se deberán presentar los antecedentes que permitan establecer el cumplimiento de los requisitos necesarios para aplicar la nueva ley de creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica. Importante indicar que solamente el Fiscal General del Ministerio Público puede presentar una acusación en esta nueva Jurisdicción.


Presentada la solicitud, el juzgado resolverá sin audiencia previa a las partes y en un plazo no mayor de cuarenta y ocho horas, en el caso de que la persona imputada no haya sido intimada.



Si la persona imputada hubiese sido intimada antes de la solicitud, el juzgado deberá convocar dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, a las partes a una audiencia oral y privada para decidir si se arroga la competencia.  En esa audiencia se le concederá, en primer término, la palabra al Ministerio Público, quien deberá exponer oralmente las razones por las cuales estima aplicable la nueva ley.  Después se le concederá la palabra a las demás partes.  El juzgado deberá resolver la solicitud oralmente luego de concluida la audiencia, o en casos excepcionales, diferir la resolución del asunto oralmente o por escrito, por un plazo no mayor de cuarenta y ocho horas.



La solicitud de acceso a la jurisdicción especializada en delincuencia organizada podrá ser formulada por el Ministerio Público hasta antes de acordarse la acusación o conjuntamente con esta.  En este último caso deberá remitirse la acusación con la solicitud respectiva”.



Relacionado con lo indicado en el artículo anteriormente citado, en la siguiente figura se observa la propuesta del procedimiento a seguir en la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada:



Figura N°1



 Mapa del proceso propuesto en el Proyecto de la Nueva Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada
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Fuente: Dirección de Planificación



Conexo con la competencia, variable importante para definir la ubicación física de las oficinas, se tiene el artículo 2 que define lo siguiente:



“…Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia.



Por lo anterior, las oficinas deberán de estar ubicadas en el primero Circuito Judicial de San José y para analizar esta situación y según lo acordado en la reunión del 5 de abril del 2018, la Dirección Ejecutiva deberá de valorar el lugar más adecuado para alojar esta nueva Jurisdicción  en el edificio de Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, considerando una ponderación de variables como la seguridad, cercanía entre los órganos intervinientes (Ministerio Público, Defensa Pública, OIJ), ubicación de celdas y otras labores logísticas asociadas al proceso.



Los costos asociados a alquileres, remodelaciones y necesidades de infraestructura se presupuestan a partir de la labor a cargo de la Dirección Ejecutiva, en conjunto con los entes involucrados.



4.2. Conformación Actual de los Intervinientes en el Proceso 



En cuanto a las oficinas que participan en esta nueva Jurisdicción se encuentran el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de Investigación Judicial. 



Ministerio Público: Actualmente los casos de delincuencia organizada se atienden tanto en la Fiscalía Adjunta contra Delincuencia Organizada, como en algunas de las fiscalías de la columna de delincuencia organizada que tramitan delitos de interés (Fraudes, Legitimación de Capitales y Trata de Personas), y la mayoría las Fiscalías Adjuntas Territoriales en todo el País. Además, debe incluirse dentro de esta estructura a la Oficina de Atención y Protección a Víctimas del delito.



Defensa Pública: no cuenta con una unidad específica, por lo que estos casos son asumidos mediante rol de la carga ordinaria de los Defensores y Defensoras Públicas en materia penal ubicados en los circuitos judiciales del país.



Organismo de Investigación Judicial: cuenta con una sección que se desempeña de manera exclusiva en Delincuencia Organizada. Sección conformada a partir del 2018 destacada en San José, según el acuerdo de Corte Plena en la sesión 15 de 31 de mayo de 2017 artículo II. Además, según lo que establece la Ley a nivel de funcionarios, es indispensable contar con la participación de las Unidades de Protección a Funcionarios Judiciales y a Víctimas y Testigos. 



Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones: tendrá una participación muy importante en el desarrollo y aplicación de esta nueva ley, como así lo indica el artículo 12 que establece que la intervención o la escucha de las comunicaciones entre presentes o por las vías epistolar, radial, telegráfica, telefónica, electrónica, satelital, el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada podrá ordenar, en los casos sometidos a su conocimiento y por resolución fundada, la intervención de las comunicaciones en los delitos que así lo permitan, de conformidad con el ordenamiento jurídico y podrá delegar la ejecución de la medida ante el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones. 



4.3. Comportamiento Estadístico de las Posibles Causas que se Tramitarían en la Nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. 



Como parte del Diagnóstico se analiza la posible carga de trabajo que tendría la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, tomando en consideración los siguientes supuestos:



Solo la figura de la Fiscal General podrá solicitar a la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada que se arrogue la competencia de los casos, según lo indica el proyecto de Ley en el artículo 4.



Para el establecimiento de las estadísticas y costos de la implementación de la Ley, y como parte del funcionamiento por parte de la Fiscalía, es importante acotar que se debe partir de que los casos a considerar como Delincuencia Organizada son los que cumplen con los siguientes criterios, según se establecen en el artículo 9 y se citan a continuación:



“ARTÍCULO 9-Criterios. Para que la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada se arrogue la competencia, además de tratarse de la investigación de uno o más delitos graves, para considerar que se está frente a un grupo de delincuencia organizada deberán estar presentes los siguientes criterios obligatorios:


 1) Participación colectiva. Grupo compuesto por tres o más personas, que no haya sido formado fortuitamente para la comisión inmediata de un delito.



2) Grupo organizado. Que se trate de un grupo con una estructura organizada, porque existe un rol o una tarea específica para cada miembro del grupo.



 3) Permanencia en el tiempo. Que exista durante cierto tiempo o por un período de tiempo indefinido.



 4) Actuación concertada para cometer delitos. Que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos graves.”



Esto significa que, en cualquier Fiscalía del país, llámese especializada o territorial, podrían y se conocen casos de delincuencia organizada de diferentes tipos de delitos. Es decir que no solo la Fiscalía contra la Delincuencia Organizada (FADCO), competente para la investigación de delitos de narcotráfico y conexos, podría eventualmente litigar en la jurisdicción especializada.



Considerando lo anterior, la proyección de los casos que eventualmente el Ministerio Público litigue en la jurisdicción especializada, no necesariamente se limitan a los casos que de acuerdo con la estadística hoy día corresponden a los conocidos por la Fiscalía contra la Delincuencia Organizada.



La base estadística para la proyección de los casos que el Ministerio Público podría litigar en la jurisdicción especializada debe construirse a partir de los datos de las fiscalías de todo el país; tanto las especializadas como las territoriales.



Con base en lo anterior, la Fiscalía General solicitó a todos los Fiscales Adjuntos del país que informaran a esta Fiscalía, sobre los casos de mediano y alto impacto, que de acuerdo con los criterios legales, pudieran definirse como delincuencia organizada, relacionados con delitos y fenómenos criminales de especial interés para la Fiscalía General a saber: narcotráfico, homicidios por ajustes de cuentas, secuestro extorsivo, legitimación de capitales, trata de personas, tráfico ilícito de migrantes, fraudes o estafas y robos agravados.



A continuación, se presentan la cantidad de causas reportadas por el Ministerio Público, los cuales corresponden a los casos de la Fiscalía Adjunta Contra la Delincuencia Organizada, y de algunas de las fiscalías que tramitan delitos de delincuencia organizada (Fraudes, Legitimación de Capitales y Trata de Personas), y la mayoría de las fiscalías adjuntas territoriales que han tramitado casos que, de acuerdo con los parámetros solicitados, podrían ser incluidos dentro de la jurisdicción especializada.



Cuadro 1



Cantidad de causas reportadas por el Ministerio Público que podrían ser incluidos dentro de la jurisdicción especializada



			Delitos


			2015


			2016


			2017





			Narcotráfico (tanto tráfico nacional como tráfico internacional)


			264


			244


			250





			Homicidios por ajustes de cuentas (sicariato)


			46


			49


			88





			Robos agravados


			137


			88


			64





			Fraudes o estafas en modalidad de delincuencia organizada


			12


			18


			35





			Otros (especificar)


			124


			38


			24





			Secuestro Extorsivo


			24


			19


			13





			Legitimación de capitales


			23


			9


			9





			Tráfico Ilícito de Migrantes


			4


			1


			8





			Trata de personas


			2


			1


			1





			Total


			636


			467


			492





			Promedio


			532








Fuente: Ministerio Público



Como se puede observar, la cantidad de casos disminuyó en un 23% del 2015 al compararlo con los datos del 2017, el delito de narcotráfico represente el 50% de los asuntos que tramita el Ministerio Público, seguido por los homicidios por ajustes de cuentas que representa un 18% y los robos agravados con un 13%. 



Es importante indicar que estos tres delitos representan el 82% de todas las causas que el Ministerio Público considera a criterio de experto posibles causas para ser arrogadas a la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. 



Para determinar la carga de trabajo posible en el Juzgado Especializado de Delincuencia Organizada Adicionalmente, de igual forma, la Fiscalía General consulta a todos los Fiscales Adjuntos del país, la cantidad de asuntos presentados por parte del Ministerio Público ante los Juzgados Penales en los años 2015, 2016 y 2017, que podrían cumplir con los presupuestos del Ley del artículo 9.



De lo anterior, se tiene un promedio anual de 532 asuntos que se proyectan como posibles causas de Delincuencia Organizada, obtenidos de las estadísticas del trienio 2015-2017.



Por otro lado, se tiene la cantidad de causas enviadas del Ministerio Público a los Juzgados Penales, relacionadas con Delincuencia Organizada, lo cual se muestra en la siguiente imagen:



Figura 2



 Cantidad de Asuntos enviadas por el Ministerio Público a los Juzgados Penales del País del 2015 al 2017 
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Fuente: Ministerio Público



Como se observa, el Ministerio Público presentó 176 asuntos en promedio anual a los Juzgados Penales del País, durante los años 2015 al 2017, que representan en promedio 16 asuntos mensuales (0,7 diarios) ingresados a los Juzgados con delitos relacionados a Delincuencia Organizada.



Adicionalmente, como posible carga del Juzgado, se determina con la Sección de Estadística, que la cantidad de solicitudes (allanamientos, prisión preventiva, levantamiento de secreto bancario, medidas cautelares, entre otras) que realizó la FADCO durante el 2017 son aproximadamente 35, para un promedio mensual de 3 solicitudes. 



Bajo la misma metodología empleada por la Fiscalía General, para determinar la carga de trabajo posible del Tribunal Especializado de Delincuencia Organizada, se determina la cantidad de asuntos con apertura a juicio y abreviados en todos Tribunales Penales del País durante los años 2015, 2016 y 2017, considerados por parte del Ministerio Público asuntos que se pueden catalogar como delincuencia organizada, lo cual se muestra en la siguiente figura.



Figura N°3



 Movimiento de los Juicios Realizados y Abreviados durante los años 2015, 2016 y 2017
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Fuente: Ministerio Público



En el 2015 es el año que se presentan la mayor cantidad de causas en etapa de juicio con un total de 179 causas, en los siguientes años 2016 y 2017 se presenta una tendencia a la baja de asuntos.



Con la estadística que se presenta en la figura anterior, en promedio al año ingresan a los Tribunales Penales 139 asuntos, es decir, 12 asuntos mensuales entre juicios y abreviados (0,6 diarios). 



Los datos analizados en los puntos anteriores representan la línea base para establecer la demanda de asuntos para cada oficina y definir la estructura organizacional mínima necesaria para hacer frente a la carga de trabajo de la Jurisdicción Especializada, lo cual se detalla en los siguientes apartados.



4.4. Propuesta de Estructura Organizacional



Una vez realizado el análisis general del impacto de Ley, tomando en consideración variables cuantitativas derivadas de las estadísticas, estructuras organizacionales y cargas de trabajo actual y variables cualitativas como funciones, espacio físico, entre otras, la Dirección de Planificación determina que, para la constitución del Juzgado, Tribunal Penal y Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada, se presentarán escenarios supeditados a la fecha de entrada en vigencia de la Ley, los cuales se describen en cada caso a continuación:



Ámbito Jurisdiccional 


Creación del Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y el Tribunal de Apelaciones Penal Especializado en Delincuencia Organizada.  Además, se debe de reforzar las estructuras organizaciones del Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismo de investigación Judicial para hacer frente a la nueva jurisdicción.



El artículo 2 de la ley sobre la Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, establece que.



“…



ARTÍCULO 2- Competencia



El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.



”.



Adicionalmente, de acuerdo con el criterio de los licenciados Edgar Castrillo Brenes y Juan Carlos Pérez Murillo, Jueces Coordinadores del Juzgado Penal y Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José respectivamente, el trámite de cada uno de esos expedientes no puede (ni debe) equipararse con el de una causa por delincuencia sencilla, toda vez que los delitos graves tramitados bajo la modalidad de delincuencia organizada resultan considerablemente más complejas en razón de que, la misma ley especial fija como requisito que se trate de un grupo de tres o más personas, es decir, imputados; a raíz de ello el número de actores procesales aumenta de manera significativa y el volumen de los expedientes suele ser de varios tomos, lo cual deriva en la necesidad de una mayor inversión en personal, no solo por la exigencia de una justicia pronta y cumplida, sino por el cuidado que debe invertirse en  la resolución de todos los asuntos de investigación que requieran control y orden jurisdiccional.



Producto de lo establecido en el artículo 2 de la Ley y tomando como base lo manifestado por los juzgadores mencionados en el párrafo anterior, la Dirección de Planificación analiza cada una de esas posibles estructuras, para lo cual proponen tres escenarios para cada estructura:



a. Inicio de funciones durante el 2018, lo que implicará utilizar la estructura de trabajo actual.



b. Propuesta ideal por parte de los juzgadores del Juzgado Penal y Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José.



c. Estructura mínima de funcionamiento como mecanismo austero institucional, conforme a la información que se detalla seguidamente.



No obstante, lo anterior, es importante indicar que por parte de la Dirección Ejecutiva se plantea la alerta que no existe suficiente disponibilidad de espacio físico de manera momentánea; sino hasta dentro de dos años aproximadamente.



Tomando en consideración, los puntos indicados anteriormente, se establecen las siguientes estructuras organizacionales:



4.4.1. Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



Bajo este escenario, la atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual hasta diciembre del 2018, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



 



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.


 


Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.



Para este escenario se debe presupuestar para el 2019, el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley, para los puestos que de manera especializada, formaran parte de actual Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en donde se requerirá como mínimo 4 Juezas o Jueces y 4 Técnicas o Técnicos Judiciales, para hacer frente a las causas de Delincuencia Organizada. 



· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019. 



Por parte de los licenciados Castrillo Brenes y Pérez Murillo, se recibe un documento que resume dos escenarios para la posible constitución de esta oficina, uno en la cual quede adscrita al Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José y otro en donde funcione como un despacho autónomo.



En ambos casos, como se extrae del documento, el recurso humano que sugieren está integrado de la siguiente manera:



“… 



			Detalle del personal requerido





			Clase puesto


			Cantidad





			Juez (a) 3


			8





			Juez (a) 1 Tramitador


			1





			Coordinador (a) judicial 2


			1





			Técnico (a) judicial 2


			11





			Auxiliar de servicios generales 2 *


			1





			Total


			22





			* Además de las labores de limpieza, será el responsable del envío o entrega de documentación ante los diferentes despachos administrativos. Si la limpieza es contratada, se requiere un auxiliar/asistente administrativo.








                            Fuente: Propuesta enviada por Juzgado y Tribunal del ICJSJ



En torno a lo anterior, es importante efectuar algunas consideraciones, en relación con la propuesta remitida:



· El Juzgado Penal constituye el primer filtro de las causas que la Fiscalía logra acusar, por lo que se debe contar con un equipo de recurso humano que otorgue un soporte sólido a la carga de trabajo generado desde el Ministerio Público, que permita una ágil gestión de esos expedientes y de esa manera evitar eventuales cuellos de botella en esta etapa.



· Los delitos contemplados en la Ley, según el criterio de los juzgadores, son de carácter complejo y como mínimo cada expediente tendrá tres imputados que conforme aumenten así sucederá con las diligencias procesales.



· Se deben destacar plazas juzgadoras para que colaboren tanto en la etapa preparatoria como intermedia.



Ahora bien, al analizar la información estadística del trienio 2015-2017, se puede indicar que el promedio de ingreso anual de delitos relacionados con delincuencia organizada en los juzgados penales del país alcanza los 176 asuntos anuales (16 mensuales o 0,7 expedientes diarios) y no 492 asuntos como indica la propuesta enviada por lo licenciados.



No obstante, lo anterior, tomando en consideración que la solicitud por parte de los licenciados radica en ocho plazas de Jueza o Juez, la Dirección de Planificación estima que para poner en marcha el Juzgado Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada, resulta suficiente una estructura de cuatro recursos de ese tipo, lo cual de manera global eso implica, que cada uno deba atender mensualmente cuatro asuntos en promedio, que podría deducirse como una baja carga de trabajo, en comparación con causas de tramitación compleja que hoy en día se llevan en el resto de Juzgados penales del País. 



Con esa cantidad de recurso, se respeta la línea de mantener juzgadores en etapa preparatoria e intermedia, tomando en consideración, que la Jueza o Juez que conoce una causa en la etapa intermedia, no puede conocerla la misma en etapa preparatoria.



Con esto se prevé un trámite célere de los expedientes que serán de suma complejidad y evitar los eventuales cuellos de botella, pero que por la carga de trabajo mostrada (cuatro asuntos mensuales por Jueza o Juez) no justifica destacar ocho recursos, resultando prudente evaluar el comportamiento que presente este juzgado al término de un año, una vez entrada en vigencia la nueva normativa.



Por su parte, la asignación de recurso técnico obedece a la relación de que por cada plaza de Jueza o Juez se deberá asignar una de Técnica o Técnico Judicial como apoyo a sus diligencias y tomando en consideración que se destaque como una oficina independiente, requerirá de Coordinadora o Coordinador Judicial y el apoyo de un recurso en el área de manifestación del despacho.



En virtud de lo anterior, para constituir el Juzgado Penal contra la Delincuencia Organizada, se requiere de la siguiente estructura de recurso humano:



			Oficina


			Cantidad


			Tipo de plaza





			Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			4


			Juezas o Jueces 3





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 2





			


			5


			Técnicas o Técnicos Judicial 2








Sin embargo, debido a que la Dirección Ejecutiva solamente podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional en octubre del 2019, se prevé que, de mayo a octubre 2019, se deberá aplicar el Escenario 1 de este apartado.



4.4.2. Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



Bajo este escenario, la atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual hasta diciembre del 2018, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



 



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.


 


Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.



Para este escenario se debe presupuestar para el 2019, el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley, para los puestos que de manera especializada, formaran parte del actual Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en donde se requerirá como mínimo 8 Juezas o Jueces y 5 Técnicas o Técnicos Judiciales, para hacer frente a las causas de Delincuencia Organizada. 



· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019. 



Al igual que en el caso del Juzgado, se establece una propuesta por parte de los Jueces coordinadores del Juzgado Penal y Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en donde se contempla el escenario de adscribirla al Tribunal Penal o bien crearla como una oficina nueva.



Lo que proponen los juzgadores es la creación de cuatro secciones colegiadas conformadas, cada una de ellas, por tres jueces de juicio que se encargarían de la celebración del respectivo debate y de conocer y resolver, procedimientos especiales abreviados homologados de previo por el Juzgado Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada, y de dos jueces que se encargarán de conocer las recusaciones y apelaciones de las resoluciones interlocutorias emanadas por el Juzgado Penal en primera instancia; e, igualmente conocerán procedimientos especiales abreviados, para un total de 14 jueces. 



Asimismo, que de entrada ingresen dos secciones de juicio y una de apelaciones y la tercera sección de juicio se incorpore tres meses después.



Otro aspecto que consideran radica en determinar que ante aquellas causas penales que por su naturaleza requieran de un cuarto juez, se solicitará la respectiva colaboración al Área de Gestión de Apoyo a la Función Jurisdicción, lo anterior con la finalidad de no subutilizar recursos, Juez que deberá cumplir con los requisitos de elegibilidad estipulados por la ley, al igual que los de planta. 



Una vez contemplada la solicitud de recurso para el Tribunal Especializado de Delincuencia Organizada, es importante establecer en primer lugar que la utilización de la cuarta plaza de Jueza o Juez 4 no puede atribuirse al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), toda vez que por la especialidad que demanda ese tipo de plaza, no cumple con los requisitos establecidos, en virtud de que no cuentan con ninguna plaza especializada en Crimen Organizado, por lo que será necesario crear esa categoría a nivel de la Dirección de Gestión Humana. Adicionalmente, la plaza del cuarto juez que integrará cada Tribunal no es opcional, sino obligatorio de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley de la Jurisdicción especializada en Delincuencia Organizada, que adiciona el artículo 93 ter-en la LOPJ.



Para contemplar la asignación de recurso humano, deberán contemplarse las siguientes premisas:



· Al tomar como base la cifra de 139 asuntos ingresados anualmente en los Tribunales Penales, según datos suministrados por la Fiscalía General, se establece que mensualmente deben recibir aproximadamente 12 asuntos entre juicios y procesos abreviados. Lo anterior significa que por cada sección se tendrán 4 expedientes mensuales (uno por Jueza o Juez). No obstante, lo anterior, para el próximo ejercicio de formulación presupuestaria (2021), se analizará la carga de trabajo existente en esas oficinas para actualizar las correspondientes necesidades de recurso humano.



· En lo que a apelaciones se refiere, se obtiene el dato que el tipo de diligencias que podrían abordarse en este despacho, están relacionadas con asuntos de medida cautelar o cualquier otra resolución que de conformidad con el Código Penal cuenten con ese recurso. Durante el 2017 sumaron 35 aproximadamente en la Fiscalía Adjunta de Crimen Organizado; es decir tres asuntos mensuales aproximadamente, que se considera pueden ser asumidos por un solo Tribunal conformado por tres juezas o jueces.



· En virtud de la estructura de recurso humano, se establece que una sola plaza de Jueza o Juez de Trámite es suficiente para la carga de trabajo de la oficina.



· En virtud de que el CACMFJ no podrá apoyar con la cuarta plaza de Jueza o Juez por la falta de especialización indicada, la Dirección de Planificación lo incorpora como recurso propio de cada sección, es decir existirán tres secciones de cuatro Juezas o Jueces.



· La asignación de personal técnico responde a la relación de una Técnica o Técnico de Juicio y uno de Trámite para cada sección y un técnico para la sección que verá las apelaciones y por tratarse de un despacho independiente requerirá de la presencia de una Coordinadora o Coordinador Judicial y una Técnica o Técnico Judicial en labores de manifestación y ejecución.



Contempladas las anteriores observaciones, se establece que la estructura del Tribunal Especializado contra la Delincuencia Organizada puede estar compuesta de la siguiente manera:



			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			15


			Juezas o Jueces 4





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 3





			


			8


			Técnicas o Técnicos Judicial 3








Sin embargo, debido a que la Dirección Ejecutiva solamente podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional en octubre del 2019, se prevé que, de mayo a octubre 2019, se deberá aplicar el Escenario 1 de este apartado y en octubre se trabajará con un escenario mínimo de funcionamiento.



Ahora bien, bajo el supuesto de ingreso en octubre 2019, se contempla la asignación de la estructura mínima de funcionamiento que implica destacar dos secciones para juicio y apelaciones, respetando el criterio de otorgar una cuarta plaza a cada sección y efectuando el correspondiente ajuste del personal técnico judicial a razón de un recurso de ese tipo para juicio y el otro para trámite. Por tanto, la estructura quedaría contemplada de la siguiente manera:



			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			8


			Juezas o Jueces 4





			


			5


			Técnicas o Técnicos Judicial 3





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 3








Como se observa el Tribunal especializado estará conformado por dos secciones de cuatro Juezas o Jueces, una Jueza o Juez Tramitador, una Coordinadora o Coordinador Judicial, dos Técnicas o Técnicos judiciales por sección, más un técnico en labores de manifestación y ejecución.



Adicionalmente, una vez que se cuente con el espacio mínimo requerido, lo cual se proyecta por la Dirección Ejecutiva para 2021, el Tribunal completará su estructura organizacional según se establece en el Escenario 3.



· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.



Como se menciona en el escenario 2, las plazas necesarias para completar la estructura necesaria para hacer frente a la carga mensual proyectada es la siguiente:



			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			7


			Juezas o Jueces 4





			


			3


			Técnicas o Técnicos Judicial 3








La estructura propuesta en este escenario queda sujeta a la asignación de espacio físico y al seguimiento de la carga de trabajo.



4.4.3. Tribunal de Apelaciones Penal Especializado en Delincuencia Organizada



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



Bajo este escenario, la atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual hasta diciembre del 2018, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



 



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.


 


Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.



Para este escenario se debe presupuestar para el 2019, el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley, para los puestos que de manera especializada, formaran parte del actual Tribunal de Apelaciones de Sentencia del Segundo Circuito Judicial de San José, en donde se requerirá como mínimo 3 Juezas o Jueces y 2 Técnicas o Técnicos Judiciales, para hacer frente a las causas de Delincuencia Organizada. 



· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019. 



Para contemplar la funcionalidad de esta oficina, es importante tomar en consideración que recibirá apelaciones provenientes de:



· Extensión de prisión preventiva



· Sentencias en apelación del Tribunal Penal



· Sentencias que el Juzgado Penal Contra la Delincuencia Organizada presenta ante el Tribunal Penal contra la Delincuencia Organizada y aún así requiera del conocimiento en segunda instancia en el Tribunal de Apelación Contra la Delincuencia Organizada.



Según el criterio de la licenciada Rosa María Acón, Jueza Coordinadora del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de San José, mediante correo electrónico del 12 de abril de 2018, que adjunta nota donde indica que resulta imposible que una sola sección de jueces sea suficiente para conocer todos los recursos de apelación. Agrega que son necesarias al menos dos secciones: una que conozca las prórrogas extraordinarias de prisión; la otra que falle el asunto por el fondo, y viceversa. Sin embargo, tampoco dos secciones resultan suficientes, previendo que en los asuntos de crimen organizado, es común que uno o varios imputados queden rezagados en un testimonio de piezas, por diversos motivos, en cuyo caso, ninguna de las dos secciones que conoció, pueden hacerlo. Así mismo, se haría necesaria otra sección para conocer de las prórrogas de prisión de estos testimonios de piezas. Finalmente, en el más optimista de los escenarios, esta tercera y cuarta sección de jueces, conocería en casos de reenvío al estar los otros inhibidos.



Si bien es cierto lo que indica la licenciada Acón, en el sentido de que existen algunas particularidades propias de los delitos definidos de Crimen Organizado, no se puede dejar de lado que resulta prudente evaluar el comportamiento de este tipo de delitos al menos con un año de entrar en vigencia la nueva normativa, por lo que se plantea la posibilidad de que esa oficina quede compuesta por una estructura de recurso humano identificada a través de la siguiente información:



			Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada


			6


			Juezas o Jueces 5





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 3





			


			2


			Técnicas o Técnicos Judiciales 3








En relación con las plazas de Jueza o Juez se determina que una de las secciones se creará de manera permanente y la restante quedará sujeta a las necesidades 



Sin embargo, debido a que la Dirección Ejecutiva solamente podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional en octubre del 2019, se prevé que, de mayo a octubre 2019, se deberá aplicar el Escenario 1 de este apartado y en octubre se trabajará con un escenario mínimo de funcionamiento.



Bajo este escenario de ingreso en octubre 2019, se contempla la asignación de la estructura mínima de funcionamiento para cada una de las oficinas mencionadas anteriormente, contemplando que esta oficina es nueva y deberá quedar adscrita al Primer Circuito Judicial de San José, por lo que se constituirá como una oficina independiente bajo la siguiente estructura de recurso humano.



			Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada


			3


			Juezas o Jueces 5





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1





			


			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 3





			


			2


			Técnicas o Técnicos Judicial 3








Como se observa el Tribunal especializado estará conformado por una sección de tres Juezas o Jueces, una Jueza o Juez Tramitador, una Coordinadora Judicial y dos Técnicas o Técnicos Judiciales.



Adicionalmente, una vez que se cuente con el espacio mínimo requerido, lo cual se proyecta por la Dirección Ejecutiva para 2021, el Tribunal de Apelaciones completará su estructura organizacional según se establece en el Escenario 3.



· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.



Como se menciona en el escenario 2, las plazas necesarias para completar la estructura necesaria para hacer frente a la carga mensual proyectada es la siguiente:



			Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada


			3


			Juezas o Jueces 5








La estructura propuesta en este escenario queda sujeta a la asignación de espacio físico y al seguimiento de la carga de trabajo.



Ámbito Auxiliar de Justicia 


4.4.4. Ministerio Público



Como se mencionó anteriormente, en apego a lo indicado en el artículo 15, que literalmente cita:



“ARTÍCULO 15-Unidades del Ministerio Público, de la Defensa Pública y Sección del Organismo de Investigación Judicial. La Fiscalía General de la República y la Dirección de la Defensa Pública crearán las unidades respectivas para conocer los asuntos que se investiguen y se juzguen ante la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada y una Sección contra el Crimen Organizado en el Organismo de Investigación Judicial (OIJ). Asimismo, determinarán los requisitos que deban cumplir las personas que se desempeñen en esas unidades.”



Es necesario crear una Unidad Especializada en el Ministerios Público para conocer los asuntos que se investigan y se juzguen en la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, para lo cual la Fiscalía General en correo enviado el 13 de abril de 2018, propone una estructura organizacional base, para conocer en promedio 532 asuntos anuales, según estadísticas suministradas por el mismo Ministerio Público para de trienio 2015-2017.



Para hacer frente a la carga de trabajo el Ministerio Público gestiona 41 plazas, distribuidas de la siguiente manera:



· Un Fiscal Adjunto



· Seis Fiscales (para juicio, y dos de ellos además con función de coordinación). 



· Catorce Fiscales Auxiliares.



· Dieciocho Técnicas o Técnicos Judiciales 2 (uno para cada Fiscal Auxiliar y Fiscal Coordinador y dos más para los Fiscales de Juicio). 


· Una Técnica o Técnico Administrativo 2 encargado de Bodega de Evidencias y Suministros


· Una Coordinadora o Coordinador Judicial 2.


· Una Gestora o Gestor de la Capacitación 2.


Las funciones de las plazas serán las descritas en el Manual de Puestos del Poder Judicial y Ley Orgánica del Ministerio Público, sin embargo, se enlistan a continuación las principales funciones de las plazas de Fiscalas o Fiscales de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada:



Fiscal (Coordinador): 



· Las establecidas en el artículo 30 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.



· Dirigir grupos de fiscales auxiliares que tramitan causas por delincuencia organizada.



· Es el co-fiscal de cada una de las causas tramitadas por los fiscales auxiliares de su grupo de trabajo.



· Participación activa en todas las etapas del proceso (preparatoria, intermedia, de juicio e impugnaciones) de los casos tramitados por los fiscales auxiliares de su grupo de trabajo.



· Dado que se trata de casos complejos, contra organizaciones y estructuras criminales, a través de la utilización de herramientas especiales de investigación, por delitos graves, hechos violentos, con multiplicidad de víctimas, por casos mediáticos y de impacto nacional e internacional, etc., resulta indispensable integrar permanente en el abordaje de los casos, a fiscales experimentados y con excelente criterio jurídico penal, para que codirijan junto a los fiscales auxiliares cada uno de los casos tramitados por la fiscalía especializada.



· Apoyo al fiscal adjunto en la determinación de criterios finales en la atención de los casos.



· Representación del Ministerio Público en la fase de juicios
.



· Representación del Ministerio Público en la fase de impugnaciones (apelación de sentencia y casación)
.



Fiscal (de juicio)



· Las establecidas en el artículo 30 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.



· Representación del Ministerio Público en la fase de juicios
.



· Representación del Ministerio Público en la fase de impugnaciones (apelación de sentencia y casación)
.



Fiscal auxiliar



· Las establecidas en el artículo 30 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.



· Dirección funcional y participación en las fases preparatoria e intermedia de los casos por delincuencia organizada conocidos por la fiscalía adjunta.



· Participación en fase de juicio cuando la agenda de los fiscales de juicio no les permite la atención de todos los contradictorios



Por la razones expuestas anteriormente, es que se considera indispensable que para dar inicio a las causas nuevas, el Ministerio Público debe ingresar en el 2019 con la estructura de plazas nuevas propuesta, sin embargo, como Escenario 1, es necesario tomar en consideración que si se mantiene la entrada en vigencia para el 2018, la atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018, debe ser atendida con el recurso actual, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



 



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.


 


Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.


Para el 2020, es necesario dar seguimiento a la carga de trabajo, una vez cumplido un año de entrada en vigencia la Ley y conformada en su totalidad la estructura organizacional de la Judicatura, que, a falta de espacio físico, no será posible para el 2019.



4.4.5. Defensa Pública 



Al igual que como sucede en el Ministerio Público, la Defensa Pública asumirá un rol fundamental para el buen funcionamiento en la Nueva Jurisdicción Especialización en Delincuencias Organizada, conociendo que actualmente la Defensa Pública no cuenta con una unidad o sección especializada en el abordaje de los asuntos que se tramitan de Delincuencia Organizada.



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



La atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual de la Defensa Pública, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.



 



Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.



Para este escenario se debe presupuestar el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley para los puestos en donde se amplíe la competencia, durante el 2018 y para el 2019, se deberá presupuestar plazas nuevas que atenderán de forma especializada, las causas según la competencia otorgada por Corte Plena.



· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019. 



Para la formulación del Presupuesto 2019, el M.B.A. José Luis Soto Richmond, Administrador de la Defensa Pública mediante oficio 427-ADP-2018, solicita para la creación de la Defensa Pública Especializada en Delincuencia Organizada el siguiente recurso humano bajo un escenario ideal es donde se cuente con toda la estructura propuesta para el Área Jurisdiccional:



· Una Defensora o Defensor Público Coordinador 2.



· Trece Defensoras o Defensores Públicos.



· Cinco Investigadores de la Defensa Pública.



· Tres Técnicas o Técnicos Jurídicos.



· Tres Auxiliares Administrativos.



· Cuatro Auxiliares de Seguridad.



· Un Auxiliar de Servicios Generales. 



En lo que respecta a la cantidad de plazas de Defensora o Defensor Público solicitadas se ajusta a la cantidad de recurso humano solicitado por el Ministerio Público y a la cantidad de asuntos que deberá atender en etapas preparatoria, intermedia y juicio, según la estructura organizacional propuesta para la Judicatura.



En cuanto a la solicitud de personal de apoyo, es importante mencionar que ya existen parámetros preestablecidos de la asignación de una plaza de Técnica o Técnico Jurídico por cada cuatro Defensoras o Defensores Públicos, y un Auxiliar Administrativo por cada cinco plazas de Defensora o Defensor Público. Bajo esta premisa, se requieren 3 plazas de cada tipo.  



Por asuntos de seguridad y confidencialidad de los asuntos tramitados, se prevé en esta nueva jurisdicción contar con recurso propio de la Institución para la seguridad y la limpieza, garantizar la preservación de la documentación, pruebas, expedientes, personal judicial y personas usuarias, por ello, la Defensa Pública contempla dentro de su Recurso Humano cuatro Auxiliares de Seguridad y dos Auxiliares de Servicios Generales. 



Sin embargo, para octubre 2019, la Dirección Ejecutiva solamente podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional.



Por lo que del Recurso Humano solicitado por la Defensa Pública deberá ingresar en dos etapas. 



La primera etapa en setiembre 2019 que incluirá una Defensora o Defensor Público Coordinador 2, diez Defensoras o Defensores Públicos, cinco Investigadores de la Defensa Pública, tres Técnicas o Técnicos Jurídicos, cinco Auxiliares Administrativos, cuatro Auxiliares de Seguridad y dos Auxiliares de Servicios Generales. 



Se prevé un mes antes la entrada de todas las plazas para efectos de capacitación.



· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.



Del recurso solicitado por la Defensa Pública mediante oficio 0427-ADP-2018 deberá ingresar en dos etapas. La primera en abril 2019 que incluirá una Defensora o Defensor Público Coordinador 2, diez Defensoras o Defensores Públicos, cinco Investigadores de la Defensa Pública, tres Técnicas o Técnicos Jurídicos, cinco Auxiliares Administrativos, cuatro Auxiliares de Seguridad y dos Auxiliares de Servicios Generales. 



Se prevé un mes antes la entrada de las plazas para efectos de capacitación.



La segunda etapa en 2021, que incluirá además de las plazas anteriores las tres plazas de Defensora o Defensor Público restantes, una vez se cuente con el espacio físico necesario para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada. 



4.4.6. Organismo de Investigación Judicial



En el caso del Organismo de Investigación Judicial, se le doto para el 2018 de nuevos recursos para igualar la carga operativa de trabajo de la Policía Judicial en los delitos de investigación que se relacionan con Delincuencia Organizada, plazas otorgadas en el acuerdo de Corte Plena de la Sesión 15, artículo II, del 31 de mayo del 2017.



Sin embargo, se deben de reforzar las Unidades de Protección a Funcionarios Judiciales y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, ya que la nueva Ley de la Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado, en el artículo 18, adiciona a la Ley Orgánica del Poder Judicial el artículo 101 bis que dentro de lo que establece es “Quienes se desempeñen en esta Jurisdicción y sus familiares tendrán protección especial de manera permanente, a consecuencia de los riesgos y las amenazas para su vida o integridad física, o de sus familiares por el ejercicio de la función”.  



Por lo anterior, para poder dar un servicio de calidad y minimizar el riesgo para los Funcionarios Judiciales que intervienen en los procesos de esta índole, es necesario reforzar ambas unidades de protección tanto para funcionarios Judiciales como para sus familiares.



Adicionalmente, es importante considerar dentro de la estructura del OIJ, el reforzamiento de la Sección de Cárceles de Primer Circuito Judicial de San José, esto por cuanto, la nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, se espera su establecimiento en San José.



4.4.6.1. Unidades de Protección a Funcionarios Judiciales (UPRO)



La Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, fue creada por la Corte Suprema de Justicia en la sesión 14-2005 artículo V, y está adscrita al Organismo de Investigación Judicial, bajo la supervisión de la Oficina de Planes y Operaciones a quienes se le atribuye “brindar protección a funcionarios judiciales que, debido a sus funciones, ponen en riesgo sus vidas e integridad física”.



En la actualidad, la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales ha realizado desde su creación, la protección cuando así lo requieren, principalmente Magistrados y Magistradas de la Corte Suprema de Justicia, la Fiscala General, Director y Subdirector del OIJ.



Sin embargo a partir del año 2016 con la protección del Tribunal de Juicio de Limón y otros más, se ha incrementado la participación de los agentes de dicha unidad especial, en donde se han atendido un total de 12 juicios en las salas de debate del Segundo Circuito Judicial de San José, siendo que por cada Jueza o Juez se requieren dos agentes de protección, lo cual conlleva a utilizar seis agentes y tres vehículos para ese cuerpo colegiado, sin tomar en cuenta las otras funciones que realiza la UPRO, tales como escolta de Magistrados y Magistradas de la Corte Suprema de Justicia, la Fiscala General, Director y Subdirector del OIJ, atención y protección de otros juicios, así como acompañamientos de Fiscales, principalmente de FADCO en audiencias y juicios de alto riesgo, y la escolta de funcionarios internacionales que nos visitan con rango de Magistrados, Jueces, Fiscales Generales y otros con ese mismo rango, lo que hace minimizar la operatividad de la oficina, misma que cuenta solamente 19 plazas de agentes de protección para poder realizar las diligencias.



Por lo expuesto en líneas supra, se requiere aumentar el recurso humano y logístico de la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, esto con la implementación de la ley antes mencionada, dado que según se indicó en la propuesta enviada por el OIJ, se han tenido que rechazar algunas solicitudes de protección por falta de personal, lo cual vulnera la seguridad de los funcionarios judiciales que requieren de estos servicios, situación que no podría solventarse con la capacidad operativa actual de la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, misma que atiende anualmente un total de 70 casos mayores, con un promedio de 3 a 5 días por caso, y la utilización de al menos 6 a 8 agentes de protección, la mayoría de ellos fuera de San José, así como 66 casos menores que contemplan la disposición en promedio de un solo día, pero varía en cuanto a personal se refiere 4 a 6 aproximadamente. Esto sin contar con las protecciones continuas de Fiscala General, Director y Subdirector del OIJ.



Para lo anterior, es necesario establecer distintos escenarios para el reforzamiento a la Unidad de Protección a Funcionarios:



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



La atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual de la UPRO, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas a quienes dará protección de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.



Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.



Para este escenario se debe presupuestar el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley para los puestos en donde se amplíe la competencia.



· Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en mayo u octubre 2019.



Según indicó la Dirección Ejecutiva, solamente se podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional, para octubre 2019 lo cual implica una disminución en la cantidad de agentes de protección a funcionarios necesario para atender a esta población, quedando el resto de personal, una vez que se completen las estructuras mínimas requeridas de la Judicatura.



A continuación, se detallan las necesidades del recurso humano mínimo para la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, para dar cumplimiento con lo estipulado en la nueva Ley:



			UPRO


			2


			Jefe de Investigación 1





			


			4


			Oficiales de Investigación





			


			140


			Agentes de Protección 2





			


			1


			Secretaria 1





			


			1


			Técnico Administrativo 2





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 1








Con este recurso humano, la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, estará en condición de proteger a 16 personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal en materia de Delincuencia Organizado, a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, tomando en consideración que se requieren 2 agentes por cada Jueza o Juez, en jornadas de 8 horas por turno, y para los familiares en un panorama austero se calcula que por cada persona juzgadora se requerirían  0,75 Agentes de Protección, según propuesta planteada por el Organismo de Investigación Judicial.



Para dar soporte a este recurso, se requieren plazas de Jefe de Investigación para labores de supervisión y administrativas y plazas de Oficial de Investigación, estas últimas considerando uno oficial por turno para el apoyo operativo y de supervisión. 



Adicionalmente, según la propuesta del OIJ, este recurso se complementa con personal administrativo de apoyo como los son la Secretaria y el Auxiliar Administrativo.



Las plazas no consideraras dentro del presupuesto 2019 que fueron parte de la propuesta inicial del OIJ se tiene un Jefe 1, cuatro oficiales de investigación, una secretaria y un profesional administrativo 2, serán sujeto de análisis, un año posterior de entrada en vigencia la Ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.



· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.



Según indica la Dirección Ejecutiva se contará con espacio para toda la judicatura en el 2021, lo cual amerita la protección del 100% a las personas juzgadoras que conformaran la jurisdicción especializada contra Delincuencia Organizada.



Acogiendo parcialmente, la propuesta establecida en el informe No. 19-UAOIP/OPO-2018 (Ampliación), escenario 2, se detallan las necesidades del recurso humano mínimo para la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, para dar cumplimiento con lo estipulado en la nueva Ley:



			UPRO


			2


			Jefe de Investigación 1





			


			4


			Oficiales de Investigación





			


			202


			Agentes de Protección 2





			


			1


			Secretaria 1





			


			1


			Técnico Administrativo 2





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 1








Con este recurso humano, la Unidad de Protección a Funcionarios Judiciales, estará en condición de proteger a 25 personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal en materia de Delincuencia Organizado, a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, tomando en consideración que se requieren 2 agentes por cada Jueza o Juez, en jornadas de 8 horas por turno, y para los familiares en un panorama austero se calcula que por cada persona juzgadora se requerirían  0,75 Agentes de Protección, según propuesta planteada por el Organismo de Investigación Judicial.



Sin embargo, la cantidad de personal para este tercer escenario sería el necesario para completar la estructura propuesta, lo cual corresponde a 62 agentes de protección para el resto de Juezas y Jueces que se incorporaran a la Jurisdicción Especializada en el 2021.



4.4.6.2. Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV)



La Unidad de Protección de Víctimas y Testigos “UPROV” del Organismo de Investigación Judicial, tiene la función dada bajo la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adicción al Código Procesal Penal y al Código Penal N.º 8720, artículo 2 “Principios”, pero principalmente bajo el principio de protección, el cual, se expresa en el inciso A del articular supra, ídem manifiesta:” la protección de la vida, la integridad física, la libertad, y la seguridad de las personas...”, lo antes indicado, de aquellas personas que se encuentren en riesgo producto de amenazas relacionadas a todo tipo de delitos.



Para tal fin, se realizan acciones operativas dirigidas a prever la vulnerabilidad de las personas, de acuerdo con su perfil social o laboral. Para lograr este cometido, se utilizan acciones especializadas de movilización y resguardo tales como: Contra vigilancias, Acompañamientos, Verificación de Estructuras, Reconocimiento de Rutas, Monitoreos, Traslados en Caravana (escoltas, vehículos señuelo o de despeje y avanzada), Custodia en Sitios Seguros o Casas de seguridad, entre otras diligencias propias de la Unidad de Protección, mediante lo cual, se procura reducir al máximo que la parte ofensora pueda consumar algún tipo de atentado; por ende, la protección y seguridad a todas aquellas personas que se protegen, según lo plasmado en el artículo 3, inciso A de la Ley enunciada en el epígrafe anterior, misma que establece:



a) Personas bajo protección: víctimas, testigos, jueces, fiscales, defensores u otras personas, que se encuentren en una situación de riesgo como consecuencia de su intervención, directa o indirecta, en la investigación de un delito o en el proceso, o bien, por su relación con la persona que interviene en estos.



En la actualidad, esta unidad policial especializada cuenta con un recurso humano de 103 personas, mismas que se dividen en tres áreas: jefatura, la administrativa y la operativa, lo antes indicado, bajo la estructura de: Un jefe III, dos subjefes I, diez oficiales, 87 agentes de protección y tres propiamente en labores administrativas. Cabe destacar, que parte de este personal operativo, se mantiene destacado en ocho oficinas satélites.



Es importante señalar, que en cada uno de los despachos judiciales se desempeñan dos agentes de protección. Estas oficinas están ubicadas en: Liberia, Santa Cruz, Puntarenas, Corredores, San Carlos, Pococí, Limón y Cartago.



El personal destacado en estas oficinas satélites, realizan prácticamente las mismas funciones que se ejecutan en la Sede Central – San José, exceptuando la actividad operativa denominada como Protección Continua, debido a que, por la complejidad del tipo de diligencia a desempeñar para el resguardo y la seguridad de las personas bajo protección requieren de un acrecentamiento considerable del recurso humano para garantizar la vida e integridad físicas de los usuarios y usuarias del programa de protección.



Las medidas extraprocesales que derivan las diferentes labores operativas que se realizan en la Unidad de Protección son las siguientes:



· Protección simple



· Protección compleja



· Acompañamiento a diligencia judicial simple



· Extracciones



· Visitas domiciliarias



· Citaciones y notificaciones



· Escoltas a funcionarios judiciales



· Monitoreos presenciales



· Protección en sitio seguro con monitoreo



· Protección continua



· Vigilancias y Contra vigilancias



· Reubicaciones



· Valoración de Riesgo



· Estudios de Seguridad



Es importante indicar que, durante el 2017, un total de 34 funcionarios de toda la población judicial ingresaron al Programa de Protección a Víctimas del Delito, según los datos estadísticos de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (OAPVD), lo cual ha sido atendido durante el 2017 con 87 agentes de protección de la UPRO y el Equipo Técnico Evaluador de la OAPVD.



Utilizando esas estadísticas como referencia, se establece que la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos “UPROV” requiere el siguiente recurso humano mínimo para hacer frente a las posibles amenazas que reciban las personas que se desempeñen en la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, bajo los siguientes escenarios:



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



La atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual de la UPROV, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas a quienes dará protección de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.



 



Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.



Para este escenario se debe presupuestar el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley para los puestos en donde se amplíe la competencia.



· Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en mayo u octubre 2019.



Acogiendo parcialmente, la propuesta establecida en el informe No. 19-UAOIP/OPO-2018 (Ampliación), escenario 2, se tiene como estructura mínima necesaria para la UPROV:



			UPROV


			2


			Jefe Investigación 1





			


			4


			Oficiales de Investigación





			


			108


			Agentes de Protección 1





			


			2


			Técnico Administrativo 2





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 1








Con este recurso humano la UPROV, estará en condición de proteger a seis personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal y un familiar para cada uno y a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, serían 4 agentes por cada persona protegida, en turnos de 12 horas, y para 1 familiar de igual forma un servicio 12 horas del día, los 7 días de la semana, serían 2 agentes por cada persona protegida más un turno adicional que contempla las jornadas de descanso, para un total de 18 personas encargadas de la protección por protegido.



Para dar soporte a este recurso, se requieren plazas de Jefe de Investigación para labores de supervisión y administrativas y plazas de Oficial de Investigación, estas últimas considerando uno oficial por turno para el apoyo operativo y de supervisión.



Las plazas no consideraras dentro del presupuesto 2019 que fueron parte de la propuesta inicial del OIJ dentro de las que se destacan siete oficiales de investigación, una secretaria, un profesional administrativo 2 y un asistente administrativo, así como la cantidad de agentes de protección necesario serán sujeto a análisis, un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado y tomando en consideración que la actual Unidad ya cuenta con ese tipo de personal de apoyo.



4.4.6.3. Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial de San José



Se vislumbra un incremento de personas privadas de libertad, con la entrada en vigencia de la Ley de Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado, la cual considera que cada causa declarada de Delincuencia Organizada deberá involucrar tres o más personas, que en su mayoría podrían ser de un alto perfil.



Lo anterior, según se establece en el artículo 9 que contiene los criterios para que la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada se arrogue la competencia, según se cita: “Participación colectiva.  Grupo compuesto por tres o más personas, que no haya sido formado fortuitamente para la comisión inmediata de un delito”.



Como puede concluirse, el incremento de la cantidad de personas privadas de libertad, a raíz del crecimiento de la criminalidad organizada en nuestro país, acarrean riesgos eminentes de salud, la integridad física y seguridad, además de la violación de derechos fundamentales, tanto de esta población que se encuentra en tránsito en las celdas de este Organismo, así como del personal que tiene interacción con ellos.



De igual manera y no menos importante el atraso que se puede incurrir en los diferentes actos del proceso penal que sean requeridos las personas privadas de libertad, al no contar con la cantidad idónea de funcionarios para la presentación en los despachos de Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado. 



En virtud de todo lo expuesto, el crecimiento esperado en el área de cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, tomando en consideración los criterios dados por el Organismos de Investigación Judicial que establece dos custodios por persona detenida, permite plantear los siguientes escenarios:



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



La atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual de la Sección de Cárceles, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.



 



Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.



Para este escenario se debe presupuestar el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley para los puestos en donde se amplíe la competencia.



· Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en mayo u octubre 2019.



Según indicó la Dirección Ejecutiva, solamente podrá contar con espacio físico para una parte del recurso recomendado para el Ámbito Jurisdiccional, lo cual implica una disminución en la cantidad de custodios, quedando el resto de personal para una segunda etapa en el 2021.



Con el escenario planteado para el área jurisdiccional, se requeriría un total de 24 plazas de custodios que darán soporte a los juicios de dos secciones colegiadas del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizado, tomando en consideración ocho juicios por mes, de tres imputados mínimo cada uno y que además darán soporte para los asuntos de dos personas juzgadoras en el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizado en etapa intermedia.


· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021.



Una vez que se cuente con el espacio requerido para completar las estructuras organizacionales de la Judicatura Especializada, se deberá completar el recurso de la Sección de cárceles.



En virtud de todo lo expuesto, la cantidad mínima necesaria para la Sección de Cárceles, sería de 36 custodios (12 adicionales a los otorgados en el 2019) que brinden soporte a tres secciones colegiadas para el Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y en el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizado con dos personas juzgadoras en la etapa intermedia, en aras de tener la capacidad de operación acorde a las necesidades actuales que se generan de las estructuras criminales, en busca de la protección de los derechos fundamentales, trato digno de las personas privadas de libertad, así como de los derechos laborales de los servidores y brindar un servicio público de calidad en el cumplimiento del proceso penal. 



Plazas que serán sujeto de estudio una vez cumplido un año de entrada en vigencia la nueva Ley.



4.4.6.4. Centro de intervenciones telefónicas



En la sesión la sesión N° 15-18 celebrada el 21 de febrero de 2018, se llevó a cabo la audiencia requerida y el Consejo Superior acordó entre varias cosas:



“1.) Tomar nota de las manifestaciones de la Magistrada Arias Madrigal, máster Vargas Rojas en su condición de juez Coordinador del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, la máster Valverde Bermúdez y su equipo de trabajo de la Dirección de Planificación. 2.) Tener por rendido el informe N° 1538-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, sobre la evaluación del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC), enfocado en la definición de la carga de trabajo.(…) 4.) Conforme el criterio técnico de la Dirección de Planificación, se aprueba el segundo escenario, en tanto resulta de mayor eficacia, eficiencia y oportunidad en el aprovechamiento de los recursos institucionales y conforme al dictamen de la Dirección Jurídica, está apegado a lo dispuesto por la Sala Constitucional en el voto 2016-12771.  La principal ventaja del escenario propuesto es la mejora significativa del servicio que ofrece el Centro ante el aumento en la capacidad de las escuchas telefónicas, siendo que con el modelo actual cada grupo de 3 personas juzgadoras solamente está asumiendo la intervención de 20 líneas, mientras que con la propuesta, cada persona a quien se asigne la labor de escucha asumirá un promedio de 20 líneas, lo que multiplica la capacidad instalada del CJIC.”



Con base en lo anterior, es importante indicar que la cantidad de personal para que el CJIC opere al 100% de la capacidad del Sistema Penlink, según el informe 1538-PLA-2016 es



			Franja horaria


			Cantidad de personas requeridas para escucha por turno





			08:00-16:00 horas


			6





			16:00-24:00 horas


			7





			24:00-08:00 horas


			3





			Total/turno


			16





			Total, requerido


			32








El personal que estaría asumiendo la escucha de las intervenciones, es personal del OIJ, al que se le reconoce un porcentaje de sobresueldo para trabajar hasta 12 horas diarias, condición que permite permanecer más de las ocho horas del rol y dar continuidad al “hilo de la conversación.”



Adicionalmente, se considera dentro del presupuesto 2019, para el Centro Judicial de Intervención de las comunicaciones, las plazas analizadas mediante oficio 1538-PLA-2017, el cual conoció el Consejo Superior en la sesión 15-2018, articulo XXVII y acuerda otorgar tres plazas de Técnica o Técnico Judicial 1 para labores de operadores del sistema PENLIK y tres plazas de Técnica o Técnico Especializado 5, en sustitución de una plaza de Profesional  en Informática 2, para realizar las labores de soporte en este mismo sistema.



Ahora bien, el informe 1538-PLA-2017, que contiene la Evaluación del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC), enfocado en la definición de la Carga de Trabajo, se encuentra recusado ante la Corte Suprema de Justicia, por lo cual, la definición de las plazas necesarias para la Estructura Organizacional de esta oficina, se encuentra supeditado al acuerdo de Corte Plena. 


4.4.6.5. Departamento de Investigaciones Criminales (Sección Delitos Informáticos)



Como ya se ha venido constituyendo la Sección de Crimen Organizado, adscrita al Departamento de Investigaciones Criminales, se tiene la necesidad imperante de abarcar los delitos con un auge tecnológico y a veces silencioso por no tener mayor impacto en los medios de comunicación, como son los delitos cibernéticos. En la globalización mundial, a pesar de los esfuerzos que realizan las instituciones privadas y públicas del estado costarricense no escapa a este tipo de perjuicios que invaden la intimidad de la sociedad, lesionando tanto la imagen, como los valores económicos de las personas, según lo indicado por el Organismo de Investigación Judicial.



Según vemos en el siguiente gráfico, en la Sección de Delitos Informáticos la cantidad de trabajo mantiene un aumento constante y sostenido.
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En este momento el Crimen Organizado está calando en todas las áreas de investigación del país, situación que ha afectado a la Sección de Delitos Informáticos (SDI) enormemente, ya que dicha sección da soporte a esas investigaciones principalmente en el procesamiento de dispositivos móviles, existiendo aperturas de 10 a 20 dispositivos móviles propiamente decomisados a los integrantes de las bandas organizadas, en algunos momentos se ha llegado a atender aperturas de 160 dispositivos móviles. 



Paralelo a este fenómeno, podemos destacar la oleada de homicidios generada por el crimen organizado alrededor del tráfico de estupefacientes en San José y Limón, los cuales han aumentado significativamente la cantidad de solicitudes de respaldo de información de dispositivos móviles. Otro fenómeno es la cantidad de casos de menores de edad víctimas de delitos por medio de redes sociales y sistemas de mensajería instantánea


No es posible darle una atención eficaz y eficiente a los casos de investigación que ingresan como denuncia directa a la SDI o que son remitidas por unidades policiales de OIJ, por el Ministerio Público u otras policías internacionales. Esto debido principalmente a la diversidad de actividades que deben realizar los funcionarios de la Sección (aperturas de indicios, atención de casos de investigación, atención de casos de análisis, así como otro tipo de colaboraciones tales como allanamientos, respaldos de perfiles en redes sociales, respaldo de dispositivos móviles de ofendidos, entre otros.)



Es importante indicar que lo anteriormente mencionado, provoca que en la agenda del SDI no se puedan programar diligencias con menos de 6 meses de anticipación, siendo esta la capacidad de respuesta, lo que preocupa en caso de que ingrese una causa proveniente de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, la cual no se podrá atender de forma ágil.



Por lo anterior, y lo explicado ampliamente del alcance que tiene las organizaciones criminales, se requiere fortalecer las investigaciones de los delitos cibernéticos atendidos en la Sección de Delitos informáticos. Siendo de esta manera que se necesitan dos plazas de Profesional en Informática 3, quienes brindarán un soporte experto en las investigaciones de cibercrimen.



4.4.6.6. Gestor de Capacitación 



Se está solicitando una plaza de gestor de capacitación para formar el personal que va a ingresar en el 2019 al Organismo de Investigación Judicial producto de la puesta en marcha de la Ley de Jurisdicción Especializada contra el Crimen Organizado.



4.4.6.7. Plazas no recomendadas otorgar en la implementación de la Ley Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada 



En relación a las plazas solicitadas en el informe N°019-UAOIP/OPO-2018 por parte de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, justificando el incremento que ha venido teniendo la criminalidad organizada en nuestro país, principalmente conformada por delincuentes dedicados al sicariato, narcotráfico y secuestros entre otros, nos referimos al respecto.



La distribución y funciones de las oficinas que se requieren incrementar en el Organismo de Investigación Judicial según lo plantea las Dirección General del OIJ son las siguientes:



1. 44 plazas para sedes regionales del OIJ entre oficiales de investigación e investigadores; al respecto los asuntos serán atendidos con las 41 plazas otorgadas en el 2018 por Corte Plena, para atender los casos de Delincuencia organizada en San José, sede en donde se ubicará la Jurisdicción Especializada.



2. La Oficina de Planes y Operaciones solicita la creación de una Subjefatura de Departamento, sin embargo, se debe indicar que esta oficina ya cuenta con una plaza de Subjefe de Departamento y en este momento la Dirección de Planificación se encuentra realizando un estudio de Rediseño de Procesos de la Estructura del OIJ. Por lo que quedaría sujeto al análisis de cargas de trabajo para recomendar la creación de la plaza en mención.



3. Para el Servicio Especial de Respuesta Táctica solicitan la creación de 11 plazas de Oficiales Tácticos de Intervención, es importante recordar que ya cuentan con una estructura organizacional definida y actualmente trabajan con todas las gestiones que surgen relacionadas a Delincuencia Organizada, por lo que será sujeto de análisis, un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.



4. La Unidad de Asesores Operativos solicita la creación de una plaza de Asesor Operativo, por lo que la Dirección de Planificación realizó un informe de requerimiento humano en esta Unidad, donde se mantiene un recurso de manera extraordinaria y además es sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado. 



5. Se solicita una plaza de Profesionales en Informática, actualmente la Dirección de Planificación realizó un informe de requerimiento humano para el 2019 en esta Unidad, donde se valoró su creación, además es sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.



6. El Departamento de Investigaciones Criminales solicita 10 plazas, cabe mencionar que esta oficina ya cuenta con una plaza de Subjefe de Departamento y como parte de los proyectos de la Dirección de Planificación se tiene un estudio pendiente de Rediseño de Procesos de la Estructura del OIJ que contemplará el análisis de cargas de trabajo para recomendar la creación de la plaza en mención, así como de la Sección de Delitos Informáticos.



7. Para dar soporte a la investigación se solicita una plaza de Armero, es importante recordar que ya cuenta con una plaza y ha venido trabajando con todas las gestiones que han surgido por parte de las diferentes instancias del OIJ, adicionalmente la incorporación de las  plazas para protección, se irán incorporando paulatinamente, debido al proceso de reclutamiento y selección de las mismas, por lo que debe quedar sujeto a análisis, un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.



8. Relacionado con las cuatro plazas de Profesional en Administración 2, se realizará un estudio posterior a la entrada en vigencia del nueva Ley, de forma que se logre establecer su relación directa con las necesidades que surgen de la creación de la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.



9. En el Departamento de Ciencias Forenses solicitan cambiar a condición de ordinarias 16 plazas, de las cuales se analizaron 4 de estas en el informe 20-IO-2017-B y que fue conocido por Consejo Superior, en la sesión 67-17, artículo XXIII, donde se otorgan como permisos con goce de salario, por lo que la Dirección de Planificación realiza un informe de requerimiento humano para el 2019 (26-PLA-IO-2018), donde se valoró la creación de forma ordinaria.



10. En la Sección de Apoyo Psicológico solicitan dos plazas de profesional en psicología, sin embargo, las mismas serán sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.



11. En la Sección de Prensa del OIJ solicitan ordinariar la plaza de técnico en audiovisuales, actualmente la Dirección de Planificación se encuentra realizando un informe de requerimiento humano donde se está valorando su creación como tareas ordinarias del OIJ.



4.4.7. Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito (OAPVD)



La Oficina de Atención y Protección a Víctimas del Delito (OAPVD) tiene a su cargo la labor de garantizar el principio de protección que establece la Ley 8720, de manera primordial la protección de la vida, la integridad física, la libertad y la seguridad de las personas a que se refiere la citada Ley. 



En el ámbito de la Delincuencia Organizada, esta protección se vuelve indispensable por lo que debe de ser considerada dentro la estructura mínima necesaria que dará soporte a la nueva Jurisdicción Especializada.



Por lo anterior, cabe señalar que la OAPVD también recibirá un impacto en la carga laboral en la medida en que los casos por protección incrementen según la aplicación de ley.



Según se indica en la propuesta enviada por la OAPVD en el oficio 943-OAPVD-2018, el pasado 13 de abril de 2018, la protección continua se constituye en una medida extraprocesal recomendada por el Equipo Técnico que valora el riesgo y la misma conlleva una serie de acciones destinadas principalmente a conservar la vida del valorado, considerando su condición de vulnerabilidad y peligros encontrados al momento de la entrevista e implica una carga emocional muy fuerte para la persona usuaria



Si bien es cierto, la normativa que regula la actividad de la OAPVD (Ley No. 8720) describe en su numeral primero el principio de protección, en los casos que amerita la custodia de este tipo, se hace imperiosa la intervención de un profesional en psicología, toda vez que la cotidianidad se afecta de manera importante y la salud mental de las personas se disminuye notablemente. En virtud de lo antes descrito, se desarrolla un programa intensivo de atención psicológica, destinado principalmente al mejoramiento de la condición emocional y psicológica de las personas protegidas durante su permanencia en el sitio seguro, labor que en grupos familiares, requiere de varias sesiones semanales e incluso en periodos de crisis, una atención y monitoreo constante para disminuir las ideas suicidas derivadas principalmente en casos donde se generan altos niveles de estrés como Crimen Organizado, sicariato, entre otros.



En el contexto de las funciones de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito dentro de la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado, esta labor es fundamental, para lograr dar una contención emocional oportuna , labor que dista de la función del psicólogo previsto en los equipos técnicos evaluadores, además, la experiencia nos permite establecer la necesidad de contar un profesional en psicología especializado en ese tipo de atenciones, lo que justifica la solicitud de una plaza adicional en psicología.



Se realizan las proyecciones utilizando como base los promedios anuales visualizados en el año 2017 y que refieren directamente al delito de Crimen Organizado. La solicitud se formula alrededor de dos escenarios, uno con las necesidades inmediatas a la entrada en vigencia de la ley y otro a la entrar en vigencia de la Ley en mayo u octubre del 2019.



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



La atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual de la OAPVD, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.



 



Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.



· Escenario 2: Entrada en vigencia de la ley en mayo u octubre 2019



Acogiendo la propuesta establecida en el informe 943-OAPVD-2018, escenario 2, se tiene:



			OAPVD


			2


			Psicólogo





			


			1


			Trabajador Social





			


			1


			Analista en Criminología





			


			1


			Abogado de Atención y Protección a la Victima





			


			1


			Técnico Judicial 2





			


			1


			Asistente Administrativo 2








Las plazas no consideraras dentro del presupuesto 2019 que fueron parte de la propuesta inicial del OAPVD dentro de las que se destaca una plaza adicional de técnico judicial 2, y una de asistente administrativo 2 serán sujeto a análisis, un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado y tomando en consideración que la actual Oficina ya cuenta con ese tipo de personal de apoyo.



4.4.8. Escuela Judicial



La Escuela Judicial remite el oficio EJ-ACAD-011-2018, y detalla los costos de capacitar en 2018, una población de 453 personas juzgadoras (306 Juezas o Jueces 4 y 147 Juezas o Jueces 3).



La capacitación es modalidad “especialización” que tiene una duración de 16 días, un día por semana, para un total de 4 meses. 



Para efectos del cálculo del rubro de capacitación para la Escuela Judicial se parte de varios escenarios:



· Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado.



En este escenario, para la formulación presupuestaria 2019, el monto destinado a capacitación es cero, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines: La planeación y ejecución del programa de capacitación debe realizarse antes de octubre 2018, con el recurso actual.  



· Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia mayo u octubre 2019. 



La planeación del programa de capacitación debería realizarse en 2018 y la ejecución en setiembre 2019. 



En este escenario, se incluye en capacitación el costo de ingresar las plazas nuevas un mes antes (setiembre 2019) para ser capacitadas, durante ese mes, ya que la capacitación comprende según indica la Escuela Judicial 16 días. 



Para lo anterior se debe incluir el costo de dos plazas extraordinaria de facilitador (Juezas y Jueces 4) por un mes es de ₡10,687,333.33.



Finalmente, se debe considerar el monto de viáticos diario de ₡8350, por dos facilitadores, por 21 días hábiles (un mes), lo cual se traduce en ₡350,700.00.



Para un costo total del escenario 2 en capacitación de ₡ 11,038,033.33. 



4.4.9. Dirección Ejecutiva



La Dirección Ejecutiva mediante oficio 1853-DE-2018 del 25 de abril del 2018, remite a la Dirección de Planificación la propuesta para atender la primera fase de implementación de la Ley de creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.



La propuesta determina el costo presupuestario de los espacios físicos, mobiliario, servicios públicos y movilización de despachos y oficinas judiciales, requeridos para hacer frente al funcionamiento de la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, en el Primer Circuito Judicial de San José para el periodo presupuestario 2019, específicamente en lo que corresponde a la judicatura y el apoyo administrativo. 



Sobre el espacio físico se indica que en el año 2016 y según se había previsto, la nueva jurisdicción especializada en delincuencia organizada tendría su asentamiento en San José, para lo cual se ejecutaron reuniones entre la Dirección de Planificación, la Dirección Ejecutiva, el Departamento de Servicios Generales y el Departamento de Seguridad para definir el lugar más adecuado para albergar esta Jurisdicción, considerándose el lugar más adecuado para alojar esta nueva Jurisdicción, el edificio de Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, considerando diferentes variables como lo fueron seguridad, cercanía entre los órganos intervinientes (Ministerio Público, Defensa Pública, OIJ), ubicación de celdas y otros servicios vinculados, que incluyen condiciones de seguridad, para lo cual se contó con el criterio del licenciado Eduard Rodríguez Murillo, Jefe del Departamento de Seguridad, por lo que se considera que sería posible ubicar a los despachos (Juzgado, Tribunal, Tribunal de Apelaciones y Ministerio Público) en el actual edificio de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, para lo cual se deben crear y adecuar espacios físicos que permitan la puesta en marcha de esta jurisdicción, siendo necesario la reubicación de despachos de Familia, Pensiones, Violencia Doméstica y Oficina de Comunicaciones Judiciales para la primera etapa de la implementación de la nueva jurisdicción; mientras que la segunda etapa será posible implementarla cuando se dé la movilización de despachos de la materia civil a un nuevo edificio que albergará a esa materia, lo cual se espera para el año 2021. 



Sobre las necesidades en área que se requieren para alojar al Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública, se propone contratar locales en alquiler, mismos que deben cumplir con una serie de requerimientos mínimos para ubicar estas nuevas oficinas. En el caso del Ministerio Público, se determina la necesidad por ejecutar coordinaciones internas a fin de contratar un alquiler al que se trasladarían servicios existentes en el edificio de Tribunales de Justicia y posibilitar la puesta en marcha de la Fiscalía de Delincuencia Organizada en esta edificación, debido a aspectos de seguridad.



Destaca la Dirección Ejecutiva que para poder contar con el espacio físico dentro del edificio de los Tribunales de Justicia se deben realizar traslados de diferentes despachos judiciales de las materias civil y de familia hacia locales o edificios alquilados, con lo cual se posibilite la obtención de espacios dentro del edificio de Tribunales de Justicia del I Circuito Judicial de San José. Se ha estimado la necesidad de alquilar un área aproximada de 4.110,60 metros cuadrados, además, se debe de remodelar las áreas donde se van a ubicar los nuevos despachos y las salas de juicio que se requieren. 



La estrategia propuesta, es la de contratar los espacios y servicios de remodelación, más inmediatos posibles, dentro del plazo que se logre ampliar la vacancia y luego, dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia, ir complementando lo que se determine necesario y posible con un costo total de ¢2,087,335,707.14. Como se presentan a continuación:



4.4.9.1. Espacio físico



			Oficina


			Cantidad


			Tipo de espacio





			Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			2


			Salas de juicio unipersonales, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.





			


			1


			Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.





			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			2


			Salas de juicio colegiadas, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.





			


			1


			Sala de juicio unipersonal, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.





			


			1


			Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.





			Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada


			1


			Sala de juicio colegiada que contará con un requerimiento específico para atender este servicio.





			


			1


			Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.





			Defensa Pública 


			1


			Se deberá alquilar un local para este servicio. La presupuestación estará a cargo de la oficina interesada y la Dirección Ejecutiva ejecutará el procedimiento y las coordinaciones respectivas.





			Ministerio Público


			1


			Se deberán ejecutar procedimientos para remodelaciones en el interior del edificio de Tribunales del I CJSJ, así como alquilar un local. La presupuestación estará a cargo de la oficina interesada y la Dirección Ejecutiva ejecutará el procedimiento y las coordinaciones respectivas.








4.4.9.2. Requerimientos de plazas



			Oficina


			Cantidad


			Tipo de puesto





			Dirección Ejecutiva


			18


			Oficiales de seguridad para atender las áreas de las salas de juicio a diseñar en el edificio de Tribunales del ICJSJ y el área de despachos. Se ha estimado la participación de 2 oficiales por cada sala colegiada (6 plazas), 1 oficial por cada sala unipersonal (3 plazas), 4 oficiales en puestos de control de salas y 4 oficiales para seguridad de los despachos; además de 1 operador de monitoreo.





			


			2


			Auxiliar de Servicios Generales para la limpieza de salas de juicios de la jurisdicción especializada.   





			


			30


			Oficiales de seguridad para atender los locales de alquiler. Esta cifra podrá ser reducida, una vez que se defina el o los locales a alquilar. La propuesta es contar con un puesto de 24 horas y otro para horario administrativo en cada edificio (MP, DP, OAPVD, OIJ-UPRO-UPROV); para lo cual es importante aclarar que cada puesto de 24 horas implica la creación de 4 plazas que se distribuyen en 3 plazas para atención de turnos y una plaza para cubrir días de descanso. 





			


			3


			Permisos para plazas temporales a ser ubicadas en el Departamento de Servicios Generales. Se requerirá de un Arquitecto (a)(Profesional 2), de un Ingeniero (a) electromecánico (Profesional 2) y de un dibujante (Técnico Especializado 5). Se estima necesario un año para atender diseños, seguimiento y recepción de servicios de remodelación y de locales a alquilar. 



Estas plazas requerirán que sean incorporadas desde el inicio del proyecto, para atender los requerimientos, procedimientos de contratación, inspección y recepción de alquileres y remodelaciones para todas las oficinas involucradas (tribunales, Defensa Pública, OIJ, OAPVD y Ministerio Público).





			


			1


			Se requiere de Profesional 2 para atender los procedimientos que se deriven de este nuevo servicio.



Se estima necesario un año para atender la contratación de servicios de remodelación y de locales a alquilar.



Esta plaza se requerirá que sea incorporada desde el inicio del proyecto, para atender los procedimientos de contratación, adjudicación y coordinaciones con el Departamento de Servicios Generales y oficinas usuarias en los proyectos de alquileres y remodelaciones implicadas.





			


			1


			Permiso para una plaza de Asesor Jurídico 1 en la sección de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica. Se requiere de profesional para atender los procedimientos que se deriven de este nuevo servicio. Se estima necesario un año para atender la contratación de servicios de remodelación y de locales a alquilar.



Esta plaza se requerirá que sea incorporada desde el inicio del proyecto, para atender los aspectos legales en los procedimientos de contratación y suscripción de contratos, así como coordinaciones con el Departamento de Proveeduría y oficinas usuarias en los proyectos de alquileres y remodelaciones implicadas.








4.4.10. Dirección de Gestión Humana


4.4.10.1. Incentivo salarial



La Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 26 de abril del 2018, remitido a la Dirección de Planificación indica que en relación con el tema de la “remuneración diferenciada”, para dar cumplimiento al artículo 22 de la “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”, se realizaron los cálculos considerando los supuestos que se tienen hoy en día, lo anterior ante la premura y dado que es un requerimiento para efectos presupuestarios, los cuales se detallan a continuación:



Escenario 1: la Ley entra en vigencia en octubre 2018, para lo cual es necesario realizar el cálculo del incentivo salarial (sobre sueldo) que deberá ser otorgado al recurso actual que Corte Plena asignará para atender los casos de Delincuencia Organizada.



Escenario 2:  si la Ley entra en vigencia en el 2019, bajo dos supuestos:



1-Para abril 2019 (entra en vigencia en mayo 2019 pero se requiere contar con el personal un mes antes para capacitación). Según indica la Dirección Ejecutiva, no se contará con espacio físico para la Judicatura, por lo cual el cálculo obedece al incentivo salarial que deberá ser otorgado al recurso actual que Corte Plena asignará para atender los casos de Delincuencia Organizada de abril a octubre 2019 y para el resto de instancias (MP, DP, OIJ) si se realiza el cálculo de este incentivo considerando que son plazas nuevas que iniciarían con una estructura organizacional reducida.



2-Para setiembre 2019 (entra en vigencia en octubre 2019 pero se requiere contar con el personal un mes antes para capacitación). Según indica la Dirección Ejecutiva, se contará con espacio físico individual para cada despacho de la Judicatura, por lo cual el cálculo obedece al incentivo salarial que deberá se contará con la estructura física para todos de forma independiente, considerando que son plazas nuevas que iniciarían con una estructura organizacional reducida.



Escenario 3: Se cuenta con espacio físico en enero 2021



Ingresan estructuras estándar recomendadas (las diferencias con el 2019), calculo que se realizaran para las plazas nuevas que se consideren para completar las estructuras organizacionales.



Si es importante indicar, que Gestión Humana, en los próximos días, iniciará con la elaboración de un documento técnico en donde se analizará técnicamente lo relacionado al “incentivo” y una vez que se tenga este documento, el mismo deberá ser trasladado para conocimiento del Consejo de Personal y dado la importancia del tema a Corte Plena.



4.4.10.2. Requerimiento humano



De igual forma mediante correo enviado a la Dirección de Planificación el 26 de abril de 2019, la Dirección de Gestión Humana indica que se estaría requiriendo un total de 4 profesionales 2 con un año de antelación a la entrada en vigencia de la Ley, es decir; si su vigencia inicia en mayo del 2019, esta Dirección deberá contar con estos recursos a partir de mayo de este año por todo lo que conlleva la confección de perfiles competenciales especializados y la creación de un rigurosos programa de reclutamiento y selección que debe ser avalado por Corte Plena tal y como lo señala la ley en el artículo 101 bis. 



Dentro de las tareas que realizarán estas plazas se tienen:



· Revisión de la documentación relacionada con Delincuencia Organizada (Proyecto de Ley, Informes de la Dirección de Planificación, Circulares, Protocolos de atención, acuerdos de las instancias superiores, procedimientos, entre otros)



· Identificar la cantidad de puestos (507) que conforman la materia especializada



· Coordinar con cada instancia la identificación de los puestos



· Análisis de las descripciones de clases de puestos existentes objeto de estudio



· Construcción de las Competencias Genéricas 



· Misión y Visión del Poder Judicial



· Misión y Visión de cada dependencia 



· Proyecto de Ley



· Estructura del Poder Judicial 



· Estructura de cada dependencia



· Política Axiológica



· Manual de Valores



· Ejes Transversales



· Construcción de las Competencias Específicas y Técnicas



· Coordinar con cada instancia respectiva para establecer a cuáles personas se puede realizar sesiones de trabajo



· Coordinar con las personas para la validación de las tareas y los factores organizacionales y ambientales y las competencias técnicas 



· Ubicar en el contexto a los ocupantes de los cargos en el tema de las competencias



· Orientar a los ocupantes de los cargos sobre las competencias genéricas definidas a la fecha para la materia especializada



· Remitir a los ocupantes de los cargos un borrador del perfil a fin de que puedan efectuar las observaciones que consideren



· Efectuar una sesión de trabajo con los compañeros de la Sección de Reclutamiento y Selección (Psicólogo, Trabajador Social y la Jefatura respectiva)



· Gestión administrativa general del proceso selectivo, hasta las evaluaciones especificas por parte de unidades especializadas (con profesionales en Psicología y Trabajo Social) para la acreditación de la idoneidad a nivel mental, técnico y ético y moral. 



· Reuniones con expertos en la materia, jefaturas de Gestión Humana y Profesionales de tecnología de la información.



· Inventario de plazas totales de la jurisdicción.



· Elaboración de planes de trabajo en función de los nuevos perfiles competenciales.



Es importante mencionar que además la Dirección de Gestión Humana, indica que una vez que se cuente con el modelo de reclutamiento y selección, para la estructura y el funcionamiento de la misma, se solicitará recurso humano adicional para la atención de los procesos a ejecutar por parte de la Sección de Reclutamiento y Selección, Administración Salarial, entre otros.



4.4.11. Dirección de Tecnología de la Información 



La Dirección de Tecnología de la Información mediante oficio1657-DTI-2018 del 26 de abril del 2018, remitido a la Dirección de Planificación el análisis de costos y requerimientos, para poder atender la Ley de la República 9481, denominada “Creación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa Rica”, conforme lo acordado en la reunión de la Comisión de la Jurisdicción Penal, celebrada el pasado 5 de abril, los cuales se detallan a continuación:



			Rubros


			Monto





			1- Enlace de Comunicaciones 





			₡56.656.152,00





			2- Bienes intangibles (Licencias) 





			₡72.494.160,00





			3-Equipos de comunicación 





			₡153.720.000,00





			4-Equipos, dispositivos y software. 


			Equipos


			Servidores y Almacenamiento 


			₡160.000.000,00





			


			


			Computadoras


			₡226.003.600,00





			


			


			


			





			


			Otros Disp.


			₡24.237.433,90





			


			Equipos de Salas Juicio


			₡57.200.000,00





			


			Software


			Migraciones


			₡00,00





			


			


			Desarrollo Mejoras


			₡00,00





			


			


			Implementaciones


			₡00,00





			Presupuesto de TI para jurisdicción de Delincuencia Organizada


			₡750.311.318,90








Además, dentro del oficio, incluyen un cuadro resumen del recurso humano necesario por la Dirección de Tecnología de Información para llevar a cabo la ejecución del proyecto de implementación de Ley 9481. Se presenta a continuación: 



			Requerimientos en Recurso Humano para Implementación de Jurisdicción de Delincuencia Organizada.





			Tipo de Plaza


			Cantidad


			Tiempo


			Periodo


			Asignación


			Justificación





			Técnicos de Implantación


			3


			6 meses


			Depende de inicio de proyecto


			Ejecución de Implantación


			Labores propias de implantación de sistemas (Pruebas, capacitación y apoyo a despachos)





			Técnico en formatos jurídicos


			1


			6 meses


			Depende de inicio de proyecto


			Ejecución de Implantación


			Análisis, definición e inclusión de infraestructura jurídica de los sistemas y Formatos Jurídicos





			Profesionales en informática 2


			3


			1 año


			Depende de inicio de proyecto


			Desarrollo


			Desarrollo de mejoras y nuevos módulos en los sistemas informáticos.





			Técnicos de Implantación






			1


			Ordinaria


			Indefinida


			Sostenibili-dad


			Soporte a usuarios, atención de reportes de capacitación y consultas en los sistemas









			Técnico Especializado 5


			3


			Ordinarias


			Indefinidas


			Sostenibili-dad


			Soporte a usuarios, atención primaria en cuanto a reportes en problemas de software y hardware y soporte telemático.





			Profesional en Informática 1


			1


			Ordinaria


			Indefinida


			Sostenibili-dad


			Atención primaria, soporte en la administración de sistemas de los despachos judiciales








Fuente: Dirección de Tecnología de la Información.



En relación con las plazas solicitadas de forma ordinaria por parte de la Dirección de Tecnología de Información con la justificación de la cantidad de plazas que se van a crear en la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, es importante mencionar que el mayor incremento en plazas, corresponde al Organismo de Investigación Judicial, aproximadamente un 70% y las labores sustantivas de este tipo de plazas, obedecen a la protección de funcionarias y funcionarios judiciales, por lo que la atención ordinaria que le competen a la Dirección de Tecnología de la información, no se verían afectadas de manera significativa, con la estructura actual, adicionalmente, algunas recaerían en el soporte informático que brinda la Unidad de Tecnología de Información del OIJ.



Además, la Dirección de Planificación se encuentra realizando un informe de reorganización de la Dirección de Tecnología de la Información, en donde se consideran las labores ordinarias y la carga de trabajo para definir su estructura organizacional. 



V. Elementos resolutivos


5.1. Como parte de las tareas a realizar para la formulación presupuestaria para del 2019, la Comisión de Asuntos Penales es la encargada de dirigir el proyecto  “Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada”.



5.2. Se convoca el 5 de abril del 2018 a todas las partes que involucran la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, para conocer los requerimientos necesarios para la implementación de la nueva Ley, lo cual es utilizado como base para la elaboración del Anteproyecto de Presupuesto contenido en este informe.



5.3. La Ley de creación de una nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica fue dictaminada por la Asamblea Legislativa el 13 de septiembre del 2017 y publicada en el diario la Gaceta el 13 de octubre del 2017; el transitorio de la Ley establece que entrará a regir 12 meses después de su publicación.



5.4. Corte Plena en la sesión N° 05-18 celebrada el 12 de febrero de 2018, articulo XIV acuerda aprobar el proyecto de Ley para modificar el párrafo segundo del Transitorio Único de la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, de forma que la Ley entre en vigencia veinticuatro meses después de su publicación, en decir, en octubre 2019; lo cual aún está por definirse en la Asamblea Legislativa y obliga para fines presupuestarios, proyectar algunos escenarios.



5.5. La Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica, establece la creación de un Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, un Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y un Tribunal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada. Además, contempla la creación de Unidades en el Ministerio Público, en la Defensa Pública y en el Organismo de Investigación Judicial, para conocer los hechos que califiquen como Delincuencia Organizada.


5.6. Cuando los elementos recogidos durante la fase de investigación determinen que los hechos investigados permiten adecuarse como delincuencia organizada, el Fiscal General del Ministerio Público podrá solicitar al Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada, que se arrogue el conocimiento de los mismos.



5.7. Los despachos especializados que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional y su asiento será en el Primer Circuito Judicial de San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia.



5.8. La base estadística para la proyección de los casos que el Ministerio Público podría litigar en la jurisdicción especializada, que podrían cumplir con los criterios para ser considerado como Delincuencia Organizada, según se establecen en el artículo 9 de la Ley de Creación de la Jurisdicción especializada de Delincuencia Organizada, se construyeron a partir de los datos de las fiscalías de todo el país; tanto las especializadas como las territoriales, las cuales fueron enviadas por la Fiscalía General a la Dirección de Planificación vía correo electrónico del 16 de abril de 2018.



5.9. Según las estadísticas suministradas por el Ministerio Público a la Dirección de Planificación, en promedio anual ingresaron un total de 532 posibles causas relacionadas con Delincuencia Organizada, tomando en consideración el trienio 2015-2017.



5.10. El Ministerio Público presentó 176 asuntos en promedio anual a los Juzgados Penales del País, durante los años 2015 al 2017, que representan en promedio 16 asuntos mensuales (0,7 diarios) ingresados a los Juzgados con delitos relacionados a Delincuencia Organizada.



5.11. Como posible carga del Juzgado, se determina con la Sección de Estadística, que la cantidad de solicitudes (allanamientos, prisión preventiva, levantamiento de secreto bancario, medidas cautelares, entre otras) que realizó la FADCO durante el 2017 son aproximadamente 35, para un promedio mensual de 3 solicitudes.



5.12. En el caso de los Tribunales de juicio en promedio al año ingresan a los Tribunales Penales 139 asuntos, es decir, 12 asuntos mensuales entre juicios y abreviados (0,6 diarios), lo cual se estima como la posible carga de trabajo del Tribunal Especializado de Delincuencia Organizada.



5.13. La Dirección Ejecutiva es clara en manifestar que no existe suficiente disponibilidad de espacio físico de manera momentánea; sino hasta dentro de dos años aproximadamente, sin embargo, para octubre 2019, se podrán movilizar oficinas y liberar espacio para una la Judicatura y el Ministerio Público, pero con una estructura reducida y no la estándar proyectada.



5.14. El 13 de abril con oficio No. CJP01-ADM-18, la Comisión de Jurisdicción Penal envía a la Dirección de Planificación, una serie de propuestas procedentes del Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, Escuela Judicial, Juezas o Jueces Coordinadores del Juzgado Penal y Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, Tribunal de Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de San José y del Centro de Intervenciones Telefónicas y se solicita a la Dirección de Planificación el análisis de la información, la tabulación de los datos y de los requerimientos institucionales que deberán ser comprendidos en diferentes escenarios de operación y sistematización para la implementación de la Ley de la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, en un análisis cuali-cuantitativo.



5.15. Una vez realizado el análisis general del Impacto de Ley tomando en consideración variables cuantitativas derivadas de las estadísticas, estructuras organizacionales y cargas de trabajo actual, la Dirección de Planificación determina que, para la constitución del Juzgado, Tribunal Penal y Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada, se presentarán tres escenarios supeditados a la fecha de entrada en vigencia la Ley, que consisten en:



a) Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado: bajo este escenario, la atención de los asuntos de Delincuencia Organizada deberá ser atendida con el recurso actual durante el 2018, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia a las actuales oficinas de conformidad con la potestad que le otorga el artículo 2 de la Ley. Sin embargo, se deben establecer las necesidades para el 2019, con el recurso mínimo adicional a los despachos del Juzgado y Tribunal Penal de Primer Circuito Judicial de San José, ya existentes y al Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José de la misma manera, ya existente.



b) Escenario 2: La Asamblea Legislativa aprueba la gestión de la Corte Suprema de Justicia para entrar en vigencia hasta mayo u octubre 2019, para lo cual se debe trabajar en dos supuestos:


· Si la entrada en vigencia es a partir de mayo 2019, bajo este escenario, los asuntos de Delincuencia Organizada en el caso de la Judicatura deberán ser atendidos con  recurso nuevo pero bajo los escenarios 1, debido a que aún no se contaría con el espacio físico necesario; el resto de oficinas iniciarían sus funciones con personal nuevo, bajo el escenario reducido,  siempre y cuando Corte Plena amplíe la competencia de la Judicatura a las actuales oficinas de conformidad con la potestad que le otorga el artículo 2 de la Ley.



· Si la entrada en vigencia es a partir de octubre 2019, tal y como se solicitó por la Corte Suprema de Justicia a la Asamblea Legislativa, se podrá contar con espacio físico para una parte del recurso nuevo recomendado para el Ámbito Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia, por tal razón, se crea una estructura reducida de personal nuevo, para que atienda los asuntos de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en oficinas especializadas en el edificio de Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José. 


· Escenario 3: Se cuenta con el espacio físico necesario en octubre 2021


Sería hasta en octubre del 2021 que se podría contar con espacio físico para albergar a toda la Jurisdicción completa Especializada en Delincuencia Organizada, para lo cual se deberán incorporan las plazas faltantes del Escenario 2 necesarias para completar la estructura organizacional que demanda la Jurisdicción, lo cual también será objeto de seguimiento un año después de entrada en vigencia de la Ley.


5.16. Bajo el Escenario 1, en el 2019 para toda la Judicatura se debe presupuestar el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley, para los puestos en donde se amplíe la competencia, tomando en consideración que se requerirá que desde enero 2019, queden adscritas al Juzgado del Primer Circuito Judicial de San José, como mínimo 4 Juezas o Jueces y 4 Técnicas o Técnicos Judiciales, al Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José 8 Juezas o Jueces y 5 Técnicas o Técnicos Judiciales y para el Tribunal de Apelaciones 3 Juezas o Jueces y 2 Técnicas o Técnicos Judiciales adscrito al Segundo Circuito Judicial de San José. 



5.17. Bajo el escenario 2, en el supuesto 1 que ingresen en mayo 2019, las plazas de la Judicatura a nivel del país deberán permanecer según se plantea en el escenario 1 por falta de espacio; será hasta octubre de 2019, pero bajo el supuesto 2, que las plazas ingresan en octubre 2019 nuevas, contaran con un espacio reducido pero independiente para los tres despachos de la Judicatura.



5.18. Las plazas bajo el escenario 2, supuesto 2 ingresando en vigencia la ley en octubre de 2019, se tendrían una estructura para el Juzgado Especializado de Delincuencia Organizada cuatro Juezas o Jueces, cuatro Técnicas o Técnicos Judiciales como apoyo a cada Jueza o Juez y tomando en consideración que se destaque como una oficina independiente, requerirá de una Coordinadora o Coordinador Judicial y el apoyo de un recurso técnico judicial en el área de manifestación



5.19. Las plazas bajo el escenario 2, supuesto 2 ingresando en vigencia la ley en octubre de 2019, se tendría una estructura para el Tribunal de Juicio Especializado de dos secciones de cuatro Juezas o Jueces, cuatro Técnicas o Técnicos Judiciales dos como apoyo a cada sección y tomando en consideración que se destaque como una oficina independiente, requerirá de una Jueza o Juez Tramitador, una Coordinadora o Coordinador Judicial y el apoyo de un recurso técnico judicial en el área de manifestación y ejecución.



5.20. Las plazas bajo el escenario 2, supuesto 2 ingresando en vigencia la ley en octubre de 2019, se tendría una estructura para el Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado de una sección de tres Juezas o Jueces, dos Técnicas o Técnicos Judiciales y tomando en consideración que se destaque como una oficina independiente, requerirá de una Jueza o Juez Tramitador, una Coordinadora o Coordinador Judicial y el apoyo de un recurso Técnico Judicial en el área de manifestación y ejecución.



5.21. Una vez que se cuente con el espacio mínimo requerido, lo cual se proyecta por la Dirección Ejecutiva para octubre 2021, toda la Judicatura completará su estructura organizacional, según se establece en los escenarios 3 de este informe.



5.22. El Ministerio Público como escenario 1, si se mantiene la entrada en vigencia para el 2018, la atención de los asuntos de delincuencia organizada en este año, debe ser atendida con el recurso actual y es necesario presupuestar el incentivo salarial.



5.23. Para hacer frente a la carga de trabajo el Ministerio Público en 2019, se gestionan 41 plazas, distribuidas de la siguiente manera: un Fiscal Adjunto, seis Fiscales (para juicio, y dos de ellos además con función de coordinación), catorce Fiscales Auxiliares, dieciocho Técnicas o Técnicos Judiciales 2 (uno para cada Fiscal Auxiliar y Fiscal Coordinador y dos más para los Fiscales de Juicio), una Técnica o Técnico Administrativo 2 encargado de Bodega de Evidencias y Suministros, una Coordinadora o Coordinador Judicial 2. y una Gestora o Gestor de la Capacitación 2.



5.24. La Defensa Pública como escenario 1, si se mantiene la entrada en vigencia para el 2018, la atención de los asuntos de delincuencia organizada en este año, debe ser atendida con el recurso actual y es necesario presupuestar el incentivo salarial.



5.25. Por limitantes de espacio físico la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada no podrá iniciar por completo en el Ámbito Jurisdiccional hasta en octubre 2021, por ello el ingreso de las plazas solicitadas por la Defensa Pública se deberá dar en dos etapas: la primera etapa (en abril o setiembre 2019) cuando ingrese una Defensora o Defensor Público Coordinador 2, diez Defensoras o Defensores Públicos, cinco Investigadores de la Defensa Pública, tres Técnicas o Técnicos Jurídicos, cinco Auxiliares Administrativos, cuatro Auxiliares de Seguridad y dos Auxiliares de Servicios Generales en 2019 y una segunda etapa en 2021 cuando se dé el ingreso de las tres plazas restantes de Defensora o Defensor Público, una vez se cuente con el espacio físico necesario para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.



5.26. Se prevé un mes antes la entrada de las plazas nuevas para efectos de capacitación en cualquiera de los escenarios previstos.


5.27. Al Organismo de Investigación Judicial, se le doto para el 2018 de nuevos recursos para igualar la carga operativa de trabajo de la Policía Judicial en los delitos de investigación que se relacionan con Delincuencia Organizada, plazas otorgadas en el acuerdo de Corte Plena de la Sesión 15, artículo II, del 31 de mayo del 2017.



5.28. En caso de entrar en vigencia la Ley en el 2018, en totas las oficinas del OIJ, la atención de los asuntos de delincuencia organizada, deberán ser atendidos con el recurso actual, sin embargo, se debe presupuestar el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley.


5.29. Se deben de reforzar las Unidades de Protección a Funcionarios Judiciales y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, ya que la nueva Ley de la Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizado, en el artículo 18, adiciona a la Ley Orgánica del Poder Judicial el artículo 101 bis que dentro de lo que establece es “Quienes se desempeñen en esta Jurisdicción y sus familiares tendrán protección especial de manera permanente, a consecuencia de los riesgos y las amenazas para su vida o integridad física, o de sus familiares por el ejercicio de la función”. A continuación, se presenta la cantidad de plazas a crear que permitan cubrir las plazas previstas en los escenarios 2:



			UPRO


			2


			Jefe de Investigación 1





			


			4


			Oficiales de Investigación





			


			140


			Agentes de Protección 2





			


			1


			Secretaria 1





			


			1


			Técnico Administrativo 2





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2





			UPROV


			2


			Jefe Investigación 1





			


			4


			Oficiales de Investigación





			


			108


			Agentes de Protección 1





			


			2


			Técnico Administrativo 2








5.30. En el caso de la UPRO, por cada uno de los 15 Juezas o Jueces de los escenarios 2, se requieren dos agentes de protección, lo cual conlleva a utilizar seis agentes y tres vehículos para ese cuerpo colegiado.



5.31. En caso de completar la estructura estándar en el 2021 se  plantea el escenario de proteger a 25 personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal en materia de Delincuencia Organizada, a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, tomando en consideración que se requieren 2 agentes por cada Jueza o Juez, en jornadas de 8 horas por turno, y para los familiares en un panorama austero se calcula que por cada persona juzgadora se requerirían  0,75 Agentes de Protección, según propuesta planteada por el Organismo de Investigación Judicial.



5.32. Durante el 2017, un total de 34 funcionarios de toda la población judicial ingresaron al Programa de Protección a Víctimas del Delito, según los datos estadísticos de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (OAPVD), lo cual ha sido atendido durante el 2017 con 87 agentes de protección de la UPRO y el Equipo Técnico Evaluador de la OAPVD.


5.33. Se establece que la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos “UPROV” que requiere el siguiente recurso humano mínimo para hacer frente a las posibles amenazas que reciban las personas que se desempeñen en la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.



			UPROV


			2


			Jefe Investigación 1





			


			4


			Oficiales de Investigación





			


			108


			Agentes de Protección 1





			


			2


			Técnico Administrativo 2





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 1








5.34. La UPROV, estará en condición de proteger a seis personas juzgadoras de las diferentes etapas del proceso penal y un familiar para cada uno y a efecto de darles el servicio 24 horas del día, los 7 días de la semana, serían 4 agentes por cada persona protegida, en turnos de 12 horas, y para 1 familiar de igual forma un servicio 12 horas del día, los 7 días de la semana, serían 2 agentes por cada persona protegida más un turno adicional que contempla las jornadas de descanso, para un total de 18 personas encargadas de la protección por protegido.


5.35. En la UPRO y URPOV para dar soporte al recurso humano, se requieren plazas de Jefe de Investigación para labores de supervisión y administrativas y plazas de Oficial de Investigación, estas últimas considerando uno oficial por turno para el apoyo operativo y de supervisión.


5.36. El crecimiento esperado en el área de cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, tomando en consideración los criterios dados por el Organismos de Investigación Judicial que establece dos custodios por persona detenida.


5.37. Con el escenario planteado para el área jurisdiccional en el escenario 2, se requeriría un total de 24 plazas de custodios que darán soporte a los juicios de dos secciones colegiadas del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizado, tomando en consideración ocho juicios por mes, de tres imputados mínimo cada uno y que además darán soporte para los asuntos de dos personas juzgadoras en el Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizado en etapa intermedia.



5.38. En el caso del Centro de Intervenciones telefónicas es importante indicar que la cantidad de personal para que el CJIC opere al 100% de la capacidad del Sistema Penlink, según el informe 1538-PLA-2016 es de 32 personas que escuchan, 16 por turno.



5.39. Se considera dentro del presupuesto 2019, para el Centro Judicial de Intervención de las comunicaciones, las plazas analizadas mediante oficio 1538-PLA-2017, el cual conoció el Consejo Superior en la sesión 15-2018, articulo XXVII y acuerda otorgar tres plazas de Técnica o Técnico Judicial 1 para labores de operadores del sistema PENLIK y tres plazas de Técnica o Técnico Especializado 5, en sustitución de una plaza de Profesional  en Informática 2, para realizar las labores de soporte en este mismo sistema.



5.40. El informe 1538-PLA-2017, que contiene la Evaluación del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC), enfocado en la definición de la Carga de Trabajo, se encuentra recusado ante la Corte Suprema de Justicia, por lo cual, la definición de las plazas necesarias para la Estructura Organizacional de esta oficina, se encuentra supeditado al acuerdo de Corte Plena. 



5.41. Se solicita una plaza de gestor de capacitación para formar el personal que va a ingresar en el 2019 al Organismo de Investigación Judicial producto de la puesta en marcha de la Ley de Jurisdicción Especializada contra el Crimen Organizado.


5.42. Se solicita una plaza de Profesionales en Informática, actualmente la Dirección de Planificación realizó un informe de requerimiento humano para el 2019 en esta Unidad, donde se valoró su creación, además es sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.



5.43. La Unidad de Asesores Operativos solicita la creación de una plaza de Asesor Operativo, por lo que la Dirección de Planificación realizó un informe de requerimiento humano en esta Unidad, donde se mantiene un recurso de manera extraordinaria y además es sujeto de análisis un año posterior de entrada en vigencia la ley de la Jurisdicción de Crimen Organizado.



5.44. En el Departamento de Ciencias Forenses solicitan cambiar a condición de ordinarias 16 plazas, de las cuales se analizaron 4 de estas en el informe 20-IO-2017-B y que fue conocido por Consejo Superior, en la sesión 67-17, artículo XXIII, donde se otorgan como permisos con goce de salario, por lo que la Dirección de Planificación realiza un informe de requerimiento humano para el 2019 (26-PLA-IO-2018), donde se valoró la creación de forma ordinaria.



5.45. Se requiere fortalecer las investigaciones de los delitos cibernéticos atendidos en la Sección de Delitos informáticos. Siendo de esta manera que se necesitan dos plazas de profesional en informática 3, quienes brindarán un soporte experto en las investigaciones de cibercrimen.



5.46. La OAPVD en el oficio 943-OAPVD-2018, el pasado 13 de abril de 2018 indica que la protección continua se constituye en una medida extraprocesal recomendada por el Equipo Técnico que valora el riesgo y la misma conlleva una serie de acciones destinadas principalmente a conservar la vida del valorado, considerando su condición de vulnerabilidad y peligros encontrados al momento de la entrevista e implica una carga emocional muy fuerte para la persona usuaria.



5.47. Acogiendo la propuesta establecida en el informe 943-OAPVD-2018, escenario 2 (entrada en vigencia en 2019), se tiene:



			OAPVD


			2


			Psicólogo





			


			1


			Trabajador Social





			


			1


			Analista en Criminología





			


			1


			Abogado de Atención y Protección a la Victima





			


			1


			Técnico Judicial 2





			


			1


			Asistente Administrativo 2








5.48. La capacitación es modalidad “especialización” que tiene una duración de 16 días, un día por semana, para un total de 4 meses. Para lo anterior se debe incluir el costo de dos plazas extraordinaria de facilitador (Juezas y Jueces 4) por un mes es de ₡10,687,333.33.


5.49. La Dirección Ejecutiva determinar el costo presupuestario de los espacios físicos, mobiliario, servicios públicos y movilización de despachos y oficinas judiciales, requeridos para hacer frente al funcionamiento de la creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, en el Primer Circuito Judicial de San José para el periodo presupuestario 2019, específicamente en lo que corresponde a la judicatura y el apoyo administrativo en ₡2,087,335,707.14.



5.50. Sobre las necesidades en área que se requieren para alojar al Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública, se propone contratar locales en alquiler, mismos que deben cumplir con una serie de requerimientos mínimos para ubicar estas nuevas oficinas. En el caso del Ministerio Público, se determina la necesidad por ejecutar coordinaciones internas a fin de contratar un alquiler al que se trasladarían servicios existentes en el edificio de Tribunales de Justicia y posibilitar la puesta en marcha de la Fiscalía de Delincuencia Organizada en esta edificación, debido a aspectos de seguridad.


5.51. La estrategia propuesta por la Dirección Ejecutiva es la de contratar los espacios y servicios de remodelación, más inmediatos posibles, dentro del plazo que se logre ampliar la vacancia y luego, dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia, ir complementando lo que se determine necesario.



5.52. El espacio físico necesario se resume en el siguiente cuadro:



			Oficina


			Cantidad


			Tipo de espacio





			Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			2


			Salas de juicio unipersonales, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.





			


			1


			Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.





			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			2


			Salas de juicio colegiadas, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.





			


			1


			Sala de juicio unipersonal, que contarán con un requerimiento específico para atender este servicio.





			


			1


			Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.





			Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada


			1


			Sala de juicio colegiada que contará con un requerimiento específico para atender este servicio.





			


			1


			Remodelación de espacios físicos dentro del edificio de Tribunales del ICJSJ para el área del despacho.





			Defensa Pública 


			1


			Se deberá alquilar un local para este servicio. La presupuestación estará a cargo de la oficina interesada y la Dirección Ejecutiva ejecutará el procedimiento y las coordinaciones respectivas.





			Ministerio Público


			1


			Se deberán ejecutar procedimientos para remodelaciones en el interior del edificio de Tribunales del I CJSJ, así como alquilar un local. La presupuestación estará a cargo de la oficina interesada y la Dirección Ejecutiva ejecutará el procedimiento y las coordinaciones respectivas.








5.53. Adicionalmente, la Dirección Ejecutiva analiza la cantidad de Auxiliares de Seguridad para hacer frente a todos los Edificios de alquiler del MP, DP, OAPVD, OIJ-UPRO-UPROV y las salas de juicio donde se ha estimado la participación de 2 oficiales por cada sala colegiada (6 plazas), 1 oficial por cada sala unipersonal (3 plazas), 4 oficiales en puestos de control de salas y 4 oficiales para seguridad de los despachos; además de 1 operador de monitoreo, para un total de 40 auxiliares de seguridad.



5.54. Adicionalmente para la limpieza de la Judicatura y las Salas de Juicio, la Dirección Ejecutiva proyecta la necesidad de 2 Auxiliares de Servicios Generales, previendo el tema de la seguridad y confidencialidad, con recursos propios para este tipo de labores y no subcontratados.



5.55. La Dirección Ejecutiva estima contar con plazas temporales a ser ubicadas en el Departamento de Servicios Generales, como lo son un Arquitecto, un Ingeniero electromecánico y un dibujante, durante un año para atender diseños, seguimiento y recepción de servicios de remodelación y de locales a alquilar y en el caso de la Proveeduría se requiere de un Profesional en administración, encargado de los temas de Contratación Administrativa. 


5.56. La Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 26 de abril del 2018, remitido a la Dirección de Planificación indica que en relación con el tema de la “remuneración diferenciada”, para dar cumplimiento al artículo 22 de la “Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica”. Se realizaron los cálculos considerando los supuestos que tenemos hoy en día, lo anterior ante la premura y dado que es un requerimiento para efectos presupuestarios.


5.57. La Dirección de Gestión Humana indica que se estaría requiriendo un total de 4 profesionales 2 con un año de antelación a la entrada en vigencia de la Ley, por todo lo que conlleva la confección de perfiles competenciales especializados y la creación de un riguroso programa de reclutamiento y selección que debe ser avalado por Corte Plena tal y como lo señala la ley en el artículo 101 bis.



5.58. La Dirección de Tecnología de la Información mediante oficio 1657-DTI-2018 del 26 de abril del 2018, remitido a la Dirección de Planificación el análisis de costos y requerimientos, para poder atender la Ley de la República 9481, denominada “Creación de la jurisdicción especializada en delincuencia organizada en Costa Rica”, conforme lo acordado en la reunión de la Comisión de la Jurisdicción Penal, celebrada el pasado 5 de abril, los ascienden a un monto de ₡750.311.318,90.


5.59. La Dirección de Tecnología de la Información indica que se estaría requiriendo un total de 12 plazas para llevar a cabo la ejecución del proyecto de implementación de Ley 9481.



5.60. El mayor incremento en plazas corresponde al Organismo de Investigación Judicial, aproximadamente un 70% y las labores sustantivas de este tipo de plazas, obedecen a la protección de funcionarias y funcionarios judiciales, por lo que la atención ordinaria que le competen a la Dirección de Tecnología de la información, no se verían afectadas de manera significativa, con la estructura actual.



5.61. Se estable como parte de las recomendaciones, escenarios adicionales, uno tomando en consideración la variable “protección permanente” y el otro escenario, se considera la ampliación de la competencia para conocer los casos de Delincuencia Organizada, a todos los Tribunales Penales y de Apelación de la Sentencia Penal del País, de forma que se conozca el impacto presupuestario de estas dos variables.


VI. Recomendaciones


6.1. Escenario 1: La Ley entra en vigencia en octubre 2018 como está actualmente aprobado



Bajo este escenario, la atención de los asuntos de delincuencia organizada en 2018 debe ser atendida con el recurso actual de octubre a diciembre 2018, ya que no se cuenta con los recursos formulados para estos fines, debiendo Corte Plena ampliar la competencia de las actuales oficinas de conformidad con el artículo 2 de la Ley:



“ARTÍCULO 2-Competencia. El conocimiento de los hechos que califiquen como delincuencia organizada será competencia del Juzgado Especializado en Delincuencia Organizada, del Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada y del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en Delincuencia Organizada.



Los despachos que se establezcan tendrán competencia en todo el territorio nacional, conocerán únicamente los hechos delictivos que cumplan con los parámetros previstos en la presente ley y delitos conexos, y su asiento será en San José, así como en aquellos lugares que determine la Corte Suprema de Justicia”.


Adicionalmente, para este escenario se debe presupuestar para el 2019, el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley, para los puestos nuevos que desde enero a octubre 2019 y de manera especializada, formaran parte del actual Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José en donde se requerirán como mínimo 4 Juezas o Jueces y 4 Técnicas o Técnicos Judiciales, del actual Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José en donde se requerirán 8 Juezas o Jueces y 5 Técnicas o Técnicos Judiciales y para el Tribunal de Apelaciones  del Segundo Circuito Judicial de San José 3 Juezas o Jueces y 2 Técnicas o Técnicos Judiciales.



Con base en la información anterior y con el fin de cumplir con lo dispuesto por la Ley, se presentan los requerimientos mínimos humanos de la estructura organizacional y la estimación de costos para poder hacer frente a la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada en enero 2019:


Propuesta de la Estructura Organizacional de la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada



			


			


			


			Si la Ley entra en vigencia en octubre 2018





			Oficina


			Cantidad


			Tipo de plaza


			Período


			Costo Total





			Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			4


			Juezas o Jueces 3


			12 meses


			₡237.760.000,00





			


			1


			Coord. Judicial 2


			4 meses


			₡6.123.333,33





			


			4


			Técnicas o Técnicos Judiciales 2


			12 meses


			₡61.788.000,00





			


			1


			Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)


			4 meses


			₡5.149.000,00





			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			8


			Juezas o Jueces 4


			12meses


			₡512.992.000,00





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1


			4 meses


			₡18.655.333,33





			


			1


			Coord. Judicial 3


			4 meses


			₡6.353.333,33





			


			4


			Técnicas o Técnicos Judiciales 3


			12 meses


			₡64.716.000,00





			


			1


			Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)


			4 meses


			₡5.393.000,00





			Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada


			3


			Juezas o Jueces 5


			12 meses


			₡215.112.000,00





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1


			4 meses


			₡18.655.333,33





			


			1


			Coord. Judicial 3


			4 meses


			₡6.353.333,33





			


			2


			Técnicas o Técnicos Judicial 3


			12 meses


			₡32.358.000,00





			Defensa Pública 


			1


			Defensoras o Defensores Coordinador 2


			12 meses


			₡58.842.000,00





			


			10


			Defensoras o Defensores


			12 meses


			₡554.740.000,00





			


			5


			Investigador de la Defensa Pública


			12 meses


			₡116.280.000,00





			


			3


			Técnico Jurídico


			12 meses


			₡52.464.000,00





			


			3


			Auxiliar Administrativo


			12 meses


			₡41.115.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			12 meses


			₡13.033.000,00





			Ministerio Público


			1


			Fiscal Adjunto 1


			12 meses


			₡63.911.000,00





			


			6


			Fiscalas o Fiscales


			12 meses


			₡356.142.000,00





			


			14


			Fiscales Auxiliares


			12 meses


			₡799.414.000,00





			


			1


			Coordinador Judicial 2


			12 meses


			₡18.370.000,00





			


			1


			Gestor en Capacitación 2


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			1


			Técnico Administrativo 2


			12 meses


			₡16.920.000,00





			


			18


			Técnicos Judiciales 2


			12 meses


			₡278.046.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			12 meses


			₡13.033.000,00





			OAPVD


			2


			Psicólogo


			12 meses


			₡76.886.000,00





			


			1


			Trabador Social


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			1


			Analista en Criminología


			12 meses


			₡33.855.000,00





			


			1


			Abogado de Atención y Protección a la Victima


			12 meses


			₡46.931.000,00





			


			1


			Técnico Judicial 2


			12 meses


			₡15.447.000,00





			


			1


			Asistente Administrativo 2


			12 meses


			₡14.894.000,00





			UPRO


			2


			Jefe de Investigación 1


			12 meses


			₡61.118.000,00





			


			4


			Oficiales de Investigación


			12 meses


			₡112.688.000,00





			


			140


			Agentes de Protección 2


			12 meses


			₡3.472.980.000,00





			


			1


			Secretaria 1


			12 meses


			₡14.507.000,00





			


			1


			Técnico Administrativo 2


			12 meses


			₡16.920.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			12 meses


			₡13.033.000,00





			UPROV


			2


			Jefe Investigación 1


			12 meses


			₡61.118.000,00





			


			4


			Oficiales de Investigación


			12 meses


			₡112.688.000,00





			


			108


			Agentes de Protección 1


			12 meses


			₡2.287.872.000,00





			


			1


			Asistente Administrativo 2


			12 meses


			₡14.894.000,00





			


			2


			Técnico Administrativo 2


			12 meses


			₡33.840.000,00





			OIJ


			24


			Custodios


			12 meses


			₡413.064.000,00





			


			2


			Profesionales en informática 3


			12 meses 


			₡79.866.000,00





			


			32


			Personal de escucha (Investigador 1) 


			12 meses


			₡677.888.000,00





			


			1


			Gestor de Capacitación 1


			12 meses


			₡29.839.000,00





			Escuela Judicial


			2


			Juezas o Jueces 4


			1 mes


			₡10.687.333,33





			Gestión Humana


			4


			Profesional 2


			12 meses


			₡153.772.000,00





			Dirección Ejecutiva


			1


			Arquitecto


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			1


			Ingeniero Electromecánico


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			1


			Dibujante


			12 meses


			₡16.179.000,00





			


			1


			Profesional 2 (Proveeduría)


			12 meses


			₡46.729.000,00





			


			1


			Asesor Jurídico 1


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			48


			Auxiliar de Seguridad


			12 meses


			₡652.896.000,00





			


			2


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			12 meses


			₡26.066.000,00





			Dirección de Planificación


			1


			Profesional 2


			6 meses


			₡19.221.500,00





			Dirección de Tecnología de la Información


			3


			Técnicos de Implantación


			6 meses


			₡24.282.000,00





			


			1


			Técnico en formatos jurídicos


			6 meses


			₡8.089.500,00





			


			3


			Profesionales en informática 2


			12 meses 


			₡115.329.000,00





			


			499


			


			


			₡12.427.652.000,00








Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ₡12.427.652.000,00



Además, es importante tomar en cuenta que el proyecto de la Ley que nos ocupa no establece el porcentaje de ese pago diferenciado, por lo que la Dirección de Gestión Humana inició un análisis del perfil del puesto y deberá determinar el porcentaje de incremento salarial que tendrán las plazas de la nueva Jurisdicción, como lo indica la Ley.  Indican un monto preliminar de ¢26,621,908.14 por mes como incentivo para todos los tipos de plazas que laboraran en la nueva Jurisdicción. 



Se recomienda que hasta tanto se cuente con los requerimientos de espacio físico detallado en el informe para la ubicación de esta nueva jurisdicción, se proceda a la aplicación de la normativa, en virtud de las medidas de seguridad e integridad que debe privar en la aplicación de la ley, ya que en caso contrario se estaría incurriendo en un grave riesgo institucional al contar con los medios idóneos para su implementación.



Se adjunta un cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación para esta Jurisdicción. Se hace la previsión presupuestaria de 12 meses, partiendo del supuesto que la Asamblea Legislativa no modifique el transitorio de la Ley 9481.



[image: image4.emf]926 927 928 929 930  OAPVD (950) UPRO (928) UPROV (950) Costo total



Recurso humano 1.188.580.333,33 ₡  1.191.408.666,67 ₡  1.200.657.000,00 ₡  1.584.279.000,00 ₡    836.474.000,00 ₡     226.456.000,00 ₡     3.691.246.000,00 ₡  2.508.551.000,00 ₡     12.427.652.000,00 ₡ 



Pago diferenciado, Ley 9481 4.620.384,94 ₡          37.603.460,38 ₡        18.026.044,89 ₡        35.277.173,43 ₡         27.892.341,50 ₡        4.787.988,34 ₡          111.911.695,34 ₡     79.343.806,82 ₡          319.462.895,64 ₡       



Alquiler de edificio 955.043.650,08 ₡     87.602.400,00 ₡         193.342.500,00 ₡     12.355.200,00 ₡        277.182.764,00 ₡     280.000.000,00 ₡        1.805.526.514,08 ₡   



Servicio de agua 1.619.930,34 ₡          5.476.907,34 ₡          597.404,00 ₡               1.823.404,00 ₡          9.517.645,68 ₡           



Servicio de energía eléctrica 11.215.984,92 ₡        37.920.710,92 ₡        4.842.411,00 ₡            4.932.448,00 ₡          58.911.554,84 ₡         



Servicios de Telecomunicaciones 12.005.325,78 ₡        40.589.434,78 ₡        4.325.676,00 ₡            5.514.294,00 ₡          62.434.730,56 ₡         



Enlace de comunicación 56.656.152,00 ₡        56.656.152,00 ₡         



Servicio de vigilancia 79.949.109,26 ₡        79.949.109,26 ₡         



Servicio de limpieza 43.314.698,74 ₡        6.503.708,52 ₡            49.818.407,26 ₡         



Viáticos 12.730.000,00 ₡         19.700.211,00 ₡        853.500,00 ₡             55.000.000,00 ₡        23.123.732,00 ₡          111.407.443,00 ₡       



Horas extra 35.000.000,00 ₡        27.748.478,00 ₡          62.748.478,00 ₡         



Servicios de Gestión y Apoyo 4.113.015,00 ₡            60.000.000,00 ₡        71.250.000,00 ₡          135.363.015,00 ₡       



Capacitación  810.000,00 ₡             810.000,00 ₡              



Remodelaciones 684.326.880,98 ₡     684.326.880,98 ₡       



Salas de Juicio 57.200.000,00 ₡        24.378.002,00 ₡        81.578.002,00 ₡         



Materiales y Suministros 2.744.638,00 ₡            15.265.211,00 ₡        204.688,93 ₡             23.128.000,00 ₡        92.480.000,00 ₡          133.822.537,93 ₡       



Vehículos 91.495.000,00 ₡         19.602.208,95 ₡        875.000.000,00 ₡     875.000.000,00 ₡        1.861.097.208,95 ₡   



Combustibles y lubricantes 6.850.184,00 ₡          23.000.000,00 ₡        11.250.000,00 ₡          41.100.184,00 ₡         



Gastos de mantenimiento de vehículos 15.000.000,00 ₡        6.750.000,00 ₡            21.750.000,00 ₡         



Maquinaria y equipo diverso 115.500.000,00 ₡      35.086.944,00 ₡        2.987.614,80 ₡          294.885.000,00 ₡     286.520.000,00 ₡        734.979.558,80 ₡       



Equipo de comunicación (fax u otros) 169.749.395,90 ₡      3.256.219,60 ₡            330.000.000,00 ₡     319.200.000,00 ₡        822.205.615,50 ₡       



Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) 232.494.160,00 ₡      232.494.160,00 ₡       



Equipo y mobiliario de plazas nuevas 235.143.220,00 ₡      26.012.489,00 ₡        29.260.088,42 ₡         185.537.380,00 ₡     5.701.990,00 ₡          40.800.000,00 ₡        8.787.018,00 ₡            531.242.185,42 ₡       



Equipo y mobiliario de oficina nueva 5.756.019,00 ₡          5.756.019,00 ₡           



TOTAL 2.084.784.887,21 ₡  3.166.866.973,15 ₡  1.218.683.044,89 ₡  1.867.026.733,97 ₡    1.298.141.973,50 ₡  272.949.191,02 ₡     5.832.153.459,34 ₡  4.590.004.034,82 ₡    20.330.610.297,90 ₡ 



REQUERIMIENTO



PROGRAMA






Como podemos observar en el cuadro anterior, se determina un costo de ¢56.656.152,00 por concepto de enlaces de comunicaciones que se deben de implementar en edificaciones que así lo requieren. Cabe destacar, que dicho monto se estima con base en el escenario de conexión de ocho edificaciones, en caso de cambiar el mismo, ya sea por edificaciones que permitan albergar varias oficinas o despachos a la vez, el monto también variaría.



Para el Ministerio Público, la Oficina de Atención y Protección a las Víctimas del Delito, Unidad de Protección de Funcionarios (UPRO) y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV), requieren de la compra de vehículos para poder realizar de la mejor forma su labor, en el caso de la UPRO y UPROV requiere un total de 36 vehículos cada Unidad. 



El monto total que corresponde a implementación de una Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, ubicada en los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José en de ¢20.330.610.297,90



6.2. Entrada en vigencia de la Ley en mayo del 2019 sin las condiciones físicas requeridas para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.



Según indicó la Dirección Ejecutiva, solamente se podrá contar con espacio físico para octubre del 2019 para albergar una parte del recurso recomendado de las nuevas estructuras que se deben de crear en el Ámbito Jurisdiccional, quedando el resto de personal para el 2021.



Para este escenario se debe presupuestar para el 2019, el incentivo salarial indicado en el artículo 18 de la nueva Ley, para los puestos nuevos desde mayo a octubre de 2019, que de manera especializada formaran parte del actual Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José en donde se requerirán como mínimo 4 Juezas o Jueces y 4 Técnicas o Técnicos Judiciales, del actual Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José en donde se requerirán 8 Juezas o Jueces y 5 Técnicas o Técnicos Judiciales y para el Tribunal de Apelaciones  del Segundo Circuito Judicial de San José 3 Juezas o Jueces y 2 Técnicas o Técnicos Judiciales.



En cuanto a las unidades del Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismos de Investigación Judicial, se estima que se dispondrá con el espacio físico requerido, por lo que se contará con las estructuras organizacionales desde abril (un mes antes para capacitación) del 2019.



Con base en la información anterior y con el fin de cumplir con lo dispuesto por la Ley, se presentan los requerimientos humanos mínimos de la estructura organizacional y la estimación de costos para poder hacer frente a la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada a partir de abril (Ley entra en vigencia en mayo del 2019):



Propuesta de la Estructura Organizacional de la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada



			


			


			


			Si la Ley entra en vigencia en mayo 2019





			Oficina


			Cantidad


			Tipo de plaza


			Período


			Costo 





			Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			4


			Juezas o Jueces 3


			9 meses


			₡178.320.000,00





			


			1


			Coord. Judicial 2


			4 meses


			₡6.123.333,33





			


			4


			Técnicas o Técnicos Judiciales 2


			9 meses


			₡46.341.000,00





			


			1


			Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)


			4 meses


			₡5.149.000,00





			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			8


			Juezas o Jueces 4


			9 meses


			₡384.997.333,33





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1


			4 meses


			₡18.655.333,33





			


			1


			Coord. Judicial 3


			4 meses


			₡6.353.333,33





			


			4


			Técnicas o Técnicos Judiciales 3


			9 meses


			₡48,537.000,00





			


			1


			Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)


			4 meses


			₡5.393.000,00





			Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada


			3


			Juezas o Jueces 5


			9 meses


			₡161.334.000,00





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1


			4 meses


			₡18.655.333,33





			


			1


			Coord. Judicial 3


			4 meses


			₡6.353.333,33





			


			2


			Técnicas o Técnicos Judicial 3


			9 meses


			₡24.268.500,00





			Defensa Pública 


			1


			Defensoras o Defensores Coordinador 2


			9 meses


			₡44.131.500,00





			


			10


			Defensoras o Defensores


			9 meses


			₡416.055.000,00





			


			5


			Investigador de la Defensa Pública


			9 meses


			₡87.210.000,00





			


			3


			Técnico Jurídico


			9 meses


			₡39.348.000,00





			


			3


			Auxiliar Administrativo


			9 meses


			₡30.836.250,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			9 meses


			₡9.774.750,00





			Ministerio Público


			1


			Fiscal Adjunto 1


			9 meses


			₡47.933.250,00





			


			6


			Fiscalas o Fiscales


			9 meses


			₡267.106.500,00





			


			14


			Fiscales Auxiliares


			9 meses


			₡599.560.500,00





			


			1


			Coordinador Judicial 2


			9 meses


			₡13.777.500,00





			


			1


			Gestor en Capacitación 2


			9 meses


			₡28.832.250,00





			


			1


			Técnico Administrativo 2


			9 meses


			₡12.690.000,00





			


			18


			Técnicos Judiciales 2


			9 meses


			₡208.534.500,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			9 meses


			₡9.774.750,00





			OAPVD


			2


			Psicólogo


			9 meses


			₡57.664.500,00





			


			1


			Trabador Social


			9 meses


			₡28.832.250,00





			


			1


			Analista en Criminología


			9 meses


			₡25.391.250,00





			


			1


			Abogado de Atención y Protección a la Victima


			9 meses


			₡35.198.250,00





			


			1


			Técnico Judicial 2


			9 meses


			₡11.585.250,00





			


			1


			Asistente Administrativo 2


			9 meses


			₡11.170.500,00





			UPRO


			2


			Jefe de Investigación 1


			9 meses


			₡45.838.500,00





			


			4


			Oficiales de Investigación


			9 meses


			₡84.516.000,00





			


			140


			Agentes de Protección 2


			9 meses


			₡2.604.735.000,00





			


			1


			Secretaria 1


			9 meses


			₡10.880.250,00





			


			1


			Técnico Administrativo 2


			9 meses


			₡12.690.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			9 meses


			₡9.774.750,00





			UPROV


			2


			Jefe Investigación 1


			9 meses


			₡45.838.500,00





			


			4


			Oficiales de Investigación


			9 meses


			₡84.516.000,00





			


			108


			Agentes de Protección 1


			9 meses


			₡1.715.904.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			9 meses


			₡9.774.750,00





			


			2


			Técnico Administrativo 2


			9 meses


			₡25.380.000,00





			OIJ


			24


			Custodios


			9 meses


			₡309.798.000,00





			


			2


			Profesionales en informática 3


			12 meses


			₡59.899.500,00





			


			32


			Personal de escucha (Investigador 1)


			9 meses


			₡508.416.000,00





			


			1


			Gestor de Capacitación 1


			9 meses


			₡22.379.250,00





			Escuela Judicial


			2


			Juezas o Jueces 4


			1 mes


			₡10.687.333,33





			Gestión Humana


			4


			Profesional 2


			12 meses


			₡153.772.000,00





			Dirección Ejecutiva


			1


			Arquitecto


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			1


			Ingeniero Electromecánico


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			1


			Dibujante


			12 meses


			₡16.179.000,00





			


			1


			Profesional 2 (Proveeduría)


			12 meses


			₡46.729.000,00





			


			1


			Asesor Jurídico 1


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			48


			Auxiliar de Seguridad


			9 meses


			₡489.672.000,00





			


			2


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			9 meses


			₡19.549.500,00





			Dirección de Planificación


			1


			Profesional 2


			6 meses


			₡19.221.500,00





			Dirección de Tecnología de la Información


			3


			Técnicos de Implantación


			6 meses


			₡24.282.000,00





			


			1


			Técnico en formatos jurídicos


			6 meses


			₡8.089.500,00





			


			3


			Profesionales en informática 2


			12 meses


			₡115.329.000,00





			


			499


			


			


			₡9.464.814.250,00








Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ₡9.464.814.250,00



Además, es importante tomar en cuenta que el proyecto de la Ley que nos ocupa no establece el porcentaje de ese pago de diferenciado, por lo que la Dirección de Gestión Humana inició un análisis del perfil del puesto y deberá determinar el porcentaje de incremento salarial que tendrán las plazas de la nueva Jurisdicción, como lo indica la Ley.  Indican un monto preliminar de ¢26,621,908.14 por mes como incentivo para todos los tipos de plazas de la que laboraran en la nueva Jurisdicción. 



Se recomienda que hasta tanto se cuente con los requerimientos de espacio físico detallado en el informe para la ubicación de esta nueva jurisdicción, se proceda a la aplicación de la normativa, en virtud de las medidas de seguridad e integridad que debe privar en la aplicación de la ley, ya que en caso contrario se estaría incurriendo en un grave riesgo institucional al contar con los medios idóneos para su implementación.



Se adjunta un cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación para esta Jurisdicción. Se hace la previsión presupuestaria de 9 meses, partiendo del supuesto que la Asamblea Legislativa no modifique el transitorio de la Ley 9481 y solo prorrogue 6 meses más la entrada en vigencia.



[image: image5.emf]926 927 928 929 930  OAPVD (950) UPRO (928) UPROV (950) Costo total



Recurso humano 1.018.839.833,33 ₡     910.227.166,67 ₡     900.492.750,00 ₡     1.188.209.250,00 ₡    627.355.500,00 ₡     169.842.000,00 ₡     2.768.434.500,00 ₡  1.881.413.250,00 ₡     9.464.814.250,00 ₡   



Pago diferenciado, Ley 9481 3.465.290,21 ₡             28.202.595,29 ₡        13.519.533,66 ₡        26.457.880,07 ₡         20.919.256,12 ₡        3.590.991,26 ₡          83.933.771,50 ₡        59.507.855,11 ₡          239.597.173,22 ₡       



Alquiler de edificio 955.043.650,08 ₡     87.602.400,00 ₡         193.342.500,00 ₡     12.355.200,00 ₡        277.182.764,00 ₡     280.000.000,00 ₡        1.805.526.514,08 ₡   



Servicio de agua 1.619.930,34 ₡             5.476.907,34 ₡          597.404,00 ₡               1.823.404,00 ₡          9.517.645,68 ₡           



Servicio de energía eléctrica 11.215.984,92 ₡          37.920.710,92 ₡        4.842.411,00 ₡            4.932.448,00 ₡          58.911.554,84 ₡         



Servicios de Telecomunicaciones 12.005.325,78 ₡          40.589.434,78 ₡        4.325.676,00 ₡            5.514.294,00 ₡          62.434.730,56 ₡         



Enlace de comunicación 37.770.768,00 ₡          37.770.768,00 ₡         



Servicio de vigilancia 79.949.109,26 ₡        79.949.109,26 ₡         



Servicio de limpieza 43.314.698,74 ₡        6.503.708,52 ₡            49.818.407,26 ₡         



Viáticos 12.730.000,00 ₡         19.700.211,00 ₡        853.500,00 ₡             55.000.000,00 ₡        23.123.732,00 ₡          111.407.443,00 ₡       



Horas extra 35.000.000,00 ₡        27.748.478,00 ₡          62.748.478,00 ₡         



Servicios de Gestión y Apoyo 4.113.015,00 ₡            60.000.000,00 ₡        71.250.000,00 ₡          135.363.015,00 ₡       



Capacitación  810.000,00 ₡             810.000,00 ₡              



Remodelaciones 684.326.880,98 ₡     684.326.880,98 ₡       



Salas de Juicio 57.200.000,00 ₡          24.378.002,00 ₡        81.578.002,00 ₡         



Materiales y Suministros 2.744.638,00 ₡            15.265.211,00 ₡        204.688,93 ₡             23.128.000,00 ₡        92.480.000,00 ₡          133.822.537,93 ₡       



Vehículos 91.495.000,00 ₡         19.602.208,95 ₡        875.000.000,00 ₡     875.000.000,00 ₡        1.861.097.208,95 ₡   



Combustibles y lubricantes 6.850.184,00 ₡          23.000.000,00 ₡        11.250.000,00 ₡          41.100.184,00 ₡         



Gastos de mantenimiento de vehículos 15.000.000,00 ₡        6.750.000,00 ₡            21.750.000,00 ₡         



Maquinaria y equipo diverso 115.500.000,00 ₡        35.086.944,00 ₡        2.987.614,80 ₡          294.885.000,00 ₡     286.520.000,00 ₡        734.979.558,80 ₡       



Equipo de comunicación (fax u otros) 169.749.395,90 ₡        3.256.219,60 ₡            330.000.000,00 ₡     319.200.000,00 ₡        822.205.615,50 ₡       



Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) 232.494.160,00 ₡        232.494.160,00 ₡       



Equipo y mobiliario de plazas nuevas 235.143.220,00 ₡        26.012.489,00 ₡        29.260.088,42 ₡         185.537.380,00 ₡     5.701.990,00 ₡          40.800.000,00 ₡        8.787.018,00 ₡            531.242.185,42 ₡       



Equipo y mobiliario de oficina nueva 5.756.019,00 ₡          5.756.019,00 ₡           



TOTAL 1.895.003.908,48 ₡     2.876.284.608,06 ₡  914.012.283,66 ₡     1.462.137.690,61 ₡    1.082.050.388,12 ₡  215.138.193,94 ₡     4.881.364.035,50 ₡  3.943.030.333,11 ₡    17.269.021.441,48 ₡ 



REQUERIMIENTO



PROGRAMA






Como podemos observar en el cuadro anterior, se determina un costo de ¢56.656.152,00 por concepto de enlaces de comunicaciones que se deben de implementar en edificaciones que así lo requieren. Cabe destacar, que dicho monto se estima en base al escenario de conexión de ocho edificaciones, en caso de cambiar el mismo, ya sea por edificaciones que permitan albergar varias oficinas o despachos a la vez, el monto también variaría.



Para el Ministerio Público, la Oficina de Atención y Protección a las Víctimas del Delito, Unidad de Protección de Funcionarios (UPRO) y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV), requieren de la compra de vehículos para poder realizar de la mejor forma su labor, en el caso de la UPRO y UPROV requiere un total de 36 vehículos cada Unidad.



El monto total que corresponde a implementación de una Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, ubicada en los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José en de ¢17.269.021.441,48



6.3. Entrada en vigencia de la ley en octubre del 2019 con las condiciones físicas requeridas para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.



Según indicó la Dirección Ejecutiva, solamente se podrá contar con espacio físico para octubre del 2019 para albergar una parte del recurso recomendado de las nuevas estructuras que se deben de crear en el Ámbito Jurisdiccional, quedando el resto de personal para octubre 2021.



En cuanto a las unidades del Ministerio Público, la Defensa Pública y el Organismos de Investigación Judicial, se estima que se dispondrá con el espacio físico requerido, por lo que se contará con las estructuras organizacionales desde enero del 2019.



Con base en la información anterior y con el fin de cumplir con lo dispuesto por la Ley, se presentan los requerimientos mínimos humanos de la estructura organizacional y la estimación de costos para poder hacer frente a la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada a partir de octubre del 2019:



Propuesta de la Estructura Organizacional de la Nueva Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada



			


			


			


			Si la Ley entra en vigencia en octubre 2019





			Oficina


			Cantidad


			Tipo de plaza


			Período


			Costo





			Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			4


			Juezas o Jueces 3


			4 meses


			₡79.253.333,33





			


			1


			Coord. Judicial 2


			4 meses


			₡6.123.333,33





			


			4


			Técnicas o Técnicos Judiciales 2


			4 meses


			₡20.596.000,00





			


			1


			Técnicas o Técnicos Judicial 2 (manifestador)


			4 meses


			₡5.149.000,00





			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			8


			Juezas o Jueces 4


			4 meses


			₡170.997.333,33





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1


			4 meses


			₡18.655.333,33





			


			1


			Coord. Judicial 3


			4 meses


			₡6.353.333,33





			


			4


			Técnicas o Técnicos Judiciales 3


			4 meses


			₡21.572.000,00





			


			1


			Técnicas o Técnicos Judicial 3 (manifestador)


			4 meses


			₡5.393.000,00





			Tribunal Penal de Apelaciones Especializado en Delincuencia Organizada


			3


			Juezas o Jueces 5


			4 meses


			₡71.704.000,00





			


			1


			Jueza o Juez Tramitador 1


			4 meses


			₡18.655.333,33





			


			1


			Coord. Judicial 3


			4 meses


			₡6.353.333,33





			


			2


			Técnicas o Técnicos Judicial 3


			4 meses


			₡10.786.000,00





			Defensa Pública 


			1


			Defensoras o Defensores Coordinador 2


			4 meses


			₡19.614.000,00





			


			10


			Defensoras o Defensores


			4 meses


			₡184.913.333,33





			


			5


			Investigador de la Defensa Pública


			4 meses


			₡38.760.000,00





			


			3


			Técnico Jurídico


			4 meses


			₡17.488.000,00





			


			3


			Auxiliar Administrativo


			4 meses


			₡13.705.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			4 meses


			₡4.344.333,33





			Ministerio Público


			1


			Fiscal Adjunto 1


			4 meses


			₡21.303.666,67





			


			6


			Fiscalas o Fiscales


			4 meses


			₡118.714.000,00





			


			14


			Fiscales Auxiliares


			4 meses


			₡266.471.333,33





			


			1


			Coordinador Judicial 2


			4 meses


			₡6.123.333,33





			


			1


			Gestor en Capacitación 2


			4 meses


			₡12.814.333,33





			


			1


			Técnico Administrativo 2


			4 meses


			₡5.640.000,00





			


			18


			Técnicos Judiciales 2


			4 meses


			₡92.682.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			4 meses


			₡4.344.333,33





			OAPVD


			2


			Psicólogo


			4 meses


			₡25.628.666,67





			


			1


			Trabador Social


			4 meses


			₡12.814.333,33





			


			1


			Analista en Criminología


			4 meses


			₡11.285.000,00





			


			1


			Abogado de Atención y Protección a la Victima


			4 meses


			₡15.643.666,67





			


			1


			Técnico Judicial 2


			4 meses


			₡5.149.000,00





			


			1


			Asistente Administrativo 2


			4 meses


			₡4.964.666,67





			UPRO


			2


			Jefe de Investigación 1


			4 meses


			₡20.372.666,67





			


			4


			Oficiales de Investigación


			4 meses


			₡37.562.666,67





			


			140


			Agentes de Protección 2


			4 meses


			₡1.157.660.000,00





			


			1


			Secretaria 1


			4 meses


			₡4.835.666,67





			


			1


			Técnico Administrativo 2


			4 meses


			₡5.640.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			4 meses


			₡4.344.333,33





			UPROV


			2


			Jefe Investigación 1


			4 meses


			₡20.372.666,67





			


			4


			Oficiales de Investigación


			4 meses


			₡37.562.666,67





			


			108


			Agentes de Protección 1


			4 meses


			₡762.624.000,00





			


			1


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			4 meses


			₡4.344.333,33





			


			2


			Técnico Administrativo 2


			4 meses


			₡11.280.000,00





			OIJ


			24


			Custodios


			4 meses


			₡137.668.000.000,00





			


			2


			Profesionales en informática 3


			4 meses


			₡26.622.000,00





			


			32


			Personal de escucha (Investigador 1)


			4 meses


			₡225.962.666,67





			


			1


			Gestor de Capacitación 1


			4 meses


			₡9.946.333,33





			Escuela Judicial


			2


			Juezas o Jueces 4


			1 mese


			₡10.687.333,33





			Gestión Humana


			4


			Profesional 2


			12 meses


			₡153.772.000,00





			Dirección Ejecutiva


			1


			Arquitecto


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			1


			Ingeniero Electromecánico


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			1


			Dibujante


			12 meses


			₡16.179.000,00





			


			1


			Profesional 2 (Proveeduría)


			12 meses


			₡46.729.000,00





			


			1


			Asesor Jurídico 1


			12 meses


			₡38.443.000,00





			


			48


			Auxiliar de Seguridad


			4 meses


			₡217.632.000,00





			


			2


			Auxiliar de Servicios Generales 2


			4 meses


			₡8.688.666,67





			Dirección de Planificación


			1


			Profesional 2


			6 meses


			₡19.221.500,00





			Dirección de Tecnología de la Información


			3


			Técnicos de Implantación


			6 meses


			₡24.282.000,00





			


			1


			Técnico en formatos jurídicos


			6 meses


			₡8.089.500,00





			


			3


			Profesionales en informática 2


			12 meses


			₡115.329.000,00





			


			503


			


			


			₡4.526.751.333,33








Como se observa, los costos de creación de nuevas plazas representan ₡4.526.751.333,33



Además, es importante tomar en cuenta que el proyecto de la Ley que nos ocupa no establece el porcentaje de ese pago de diferenciado, por lo que la Dirección de Gestión Humana inició un análisis del perfil del puesto y deberá determinar el porcentaje de incremento salarial que tendrán las plazas de la nueva Jurisdicción, como lo indica la Ley.  Indican un monto preliminar de ¢26,621,908.14 por mes como incentivo para todas las plazas de la que laboraran en la nueva Jurisdicción. 



Se recomienda que hasta tanto se cuente con los requerimientos de espacio físico detallado en el informe para la ubicación de esta nueva jurisdicción, se proceda a la aplicación de la normativa, en virtud de las medidas de seguridad e integridad que debe privar en la aplicación de la ley, ya que en caso contrario se estaría incurriendo en un grave riesgo institucional al contar con los medios idóneos para su implementación.



Se adjunta un cuadro resumen con la estimación de costos con la recomendación para esta Jurisdicción. Se hace la previsión presupuestaria de 4 meses, partiendo del supuesto que la Asamblea Legislativa modifique el transitorio de la Ley 9481.
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Recurso humano 735.939.000,00 ₡      441.591.333,33 ₡     400.219.000,00 ₡     528.093.000,00 ₡       278.824.666,67 ₡     75.485.333,33 ₡        1.230.415.333,33 ₡  836.183.666,67 ₡        4.526.751.333,33 ₡   



Pago diferenciado, Ley 9481 1.540.128,98 ₡          12.534.486,79 ₡        6.008.681,63 ₡          11.759.057,81 ₡         9.297.447,17 ₡          1.595.996,11 ₡          37.303.898,45 ₡        26.447.935,61 ₡          106.487.632,55 ₡       



Alquiler de edificio 955.043.650,08 ₡     87.602.400,00 ₡         193.342.500,00 ₡     12.355.200,00 ₡        277.182.764,00 ₡     280.000.000,00 ₡        1.805.526.514,08 ₡   



Servicio de agua 1.619.930,34 ₡          5.476.907,34 ₡          597.404,00 ₡               1.823.404,00 ₡          9.517.645,68 ₡           



Servicio de energía eléctrica 11.215.984,92 ₡        37.920.710,92 ₡        4.842.411,00 ₡            4.932.448,00 ₡          58.911.554,84 ₡         



Servicios de Telecomunicaciones 12.005.325,78 ₡        40.589.434,78 ₡        4.325.676,00 ₡            5.514.294,00 ₡          62.434.730,56 ₡         



Enlace de comunicación 14.164.038,00 ₡        14.164.038,00 ₡         



Servicio de vigilancia 79.949.109,26 ₡        79.949.109,26 ₡         



Servicio de limpieza 43.314.698,74 ₡        6.503.708,52 ₡            49.818.407,26 ₡         



Viáticos 12.730.000,00 ₡         19.700.211,00 ₡        853.500,00 ₡             55.000.000,00 ₡        23.123.732,00 ₡          111.407.443,00 ₡       



Horas extra 35.000.000,00 ₡        27.748.478,00 ₡          62.748.478,00 ₡         



Servicios de Gestión y Apoyo 4.113.015,00 ₡            60.000.000,00 ₡        71.250.000,00 ₡          135.363.015,00 ₡       



Capacitación  810.000,00 ₡             810.000,00 ₡              



Remodelaciones 684.326.880,98 ₡     684.326.880,98 ₡       



Salas de Juicio 57.200.000,00 ₡        24.378.002,00 ₡        81.578.002,00 ₡         



Materiales y Suministros 2.744.638,00 ₡            15.265.211,00 ₡        204.688,93 ₡             23.128.000,00 ₡        92.480.000,00 ₡          133.822.537,93 ₡       



Vehículos 91.495.000,00 ₡         19.602.208,95 ₡        875.000.000,00 ₡     875.000.000,00 ₡        1.861.097.208,95 ₡   



Combustibles y lubricantes 6.850.184,00 ₡          23.000.000,00 ₡        11.250.000,00 ₡          41.100.184,00 ₡         



Gastos de mantenimiento de vehículos 15.000.000,00 ₡        6.750.000,00 ₡            21.750.000,00 ₡         



Maquinaria y equipo diverso 115.500.000,00 ₡      35.086.944,00 ₡        2.987.614,80 ₡          294.885.000,00 ₡     286.520.000,00 ₡        734.979.558,80 ₡       



Equipo de comunicación (fax u otros) 169.749.395,90 ₡      3.256.219,60 ₡            330.000.000,00 ₡     319.200.000,00 ₡        822.205.615,50 ₡       



Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) 232.494.160,00 ₡      232.494.160,00 ₡       



Equipo y mobiliario de plazas nuevas 235.143.220,00 ₡      26.012.489,00 ₡        29.260.088,42 ₡         185.537.380,00 ₡     5.701.990,00 ₡          40.800.000,00 ₡        8.787.018,00 ₡            531.242.185,42 ₡       



Equipo y mobiliario de oficina nueva 5.756.019,00 ₡          5.756.019,00 ₡           



TOTAL 1.586.571.183,92 ₡  2.391.980.666,22 ₡  406.227.681,63 ₡     787.322.618,35 ₡       721.897.745,84 ₡     118.786.532,12 ₡     3.296.714.995,78 ₡  2.864.740.830,28 ₡    12.174.242.254,14 ₡ 



REQUERIMIENTO



PROGRAMA






Como podemos observar en el cuadro anterior, se determina un costo de ¢56.656.152,00 por concepto de enlaces de comunicaciones que se deben de implementar en edificaciones que así lo requieren. Cabe destacar, que dicho monto se estima en base al escenario de conexión de 8 edificaciones, en caso de cambiar el mismo, ya sea por edificaciones que tengan la capacidad de albergar varias oficinas o despachos a la vez, el monto también variaría.



Para el Ministerio Público, la Oficina de Atención y Protección a las Víctimas del Delito, Unidad de Protección de Funcionarios (UPRO) y la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos (UPROV), requieren de la compra de vehículos para poder realizar de la mejor forma su labor, en el caso de la UPRO y UPROV requiere un total de 36 vehículos cada Unidad.



El monto total que corresponde a implementación de una Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, ubicada en los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José en de ¢12.174.242.254,14.



6.4.   Será necesario que la Institución valore delimitar mediante un Reglamento de Ley, la necesidad de aplicar el artículo 18 en el que se adiciona el artículo 101 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial, sobre la protección permanente que se le debe brindar a los funcionarios y servidores judiciales que se desempeñen en esta nueva jurisdicción, así como a sus familiares a consecuencias de los riesgos y amenazas para su vida o integridad física, determinando si protección permanente, se refiere a la protección durante la jornada ordinaria laboral (12 horas que incluye los tiempos de la jornada laboral y el traslado de y hacia la casa de habitación) o incluye las jornadas de descanso (12 horas), como se estimó para todos los escenarios anteriores y representa un costo anual de protección ¢10,695,106,685.18, para todos los días del año, 24 horas diarias.



En el siguiente cuadro se observa el impacto presupuestario durante un año, que representa la creación de una Jurisdicción especializada sin contar con protección permanente y solamente brindando la misma, como se ha realizado hasta el día de hoy.
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Recurso humano 1.188.580.333,33 ₡  1.191.408.666,67 ₡  1.200.657.000,00 ₡  1.584.279.000,00 ₡    836.474.000,00 ₡     6.001.399.000,00 ₡   



Pago diferenciado, Ley 9481 4.620.384,94 ₡          37.603.460,38 ₡        18.026.044,89 ₡        35.277.173,43 ₡         27.892.341,50 ₡        123.419.405,14 ₡       



Alquiler de edificio 955.043.650,08 ₡     87.602.400,00 ₡         193.342.500,00 ₡     1.235.988.550,08 ₡   



Servicio de agua 1.619.930,34 ₡          5.476.907,34 ₡          597.404,00 ₡               1.823.404,00 ₡          9.517.645,68 ₡           



Servicio de energía eléctrica 11.215.984,92 ₡        37.920.710,92 ₡        4.842.411,00 ₡            4.932.448,00 ₡          58.911.554,84 ₡         



Servicios de Telecomunicaciones 12.005.325,78 ₡        40.589.434,78 ₡        4.325.676,00 ₡            5.514.294,00 ₡          62.434.730,56 ₡         



Enlace de comunicación 56.656.152,00 ₡        56.656.152,00 ₡         



Servicio de vigilancia 79.949.109,26 ₡        79.949.109,26 ₡         



Servicio de limpieza 43.314.698,74 ₡        6.503.708,52 ₡            49.818.407,26 ₡         



Viáticos 12.730.000,00 ₡         19.700.211,00 ₡        32.430.211,00 ₡         



Horas extra - ₡                            



Servicios de Gestión y Apoyo 4.113.015,00 ₡            4.113.015,00 ₡           



Capacitación  810.000,00 ₡             810.000,00 ₡              



Remodelaciones 684.326.880,98 ₡     684.326.880,98 ₡       



Salas de Juicio 57.200.000,00 ₡        24.378.002,00 ₡        81.578.002,00 ₡         



Materiales y Suministros 2.744.638,00 ₡            15.265.211,00 ₡        18.009.849,00 ₡         



Vehículos 91.495.000,00 ₡         91.495.000,00 ₡         



Combustibles y lubricantes 6.850.184,00 ₡          6.850.184,00 ₡           



Gastos de mantenimiento de vehículos - ₡                            



Maquinaria y equipo diverso 115.500.000,00 ₡      35.086.944,00 ₡        150.586.944,00 ₡       



Equipo de comunicación (fax u otros) 169.749.395,90 ₡      3.256.219,60 ₡            173.005.615,50 ₡       



Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) 232.494.160,00 ₡      232.494.160,00 ₡       



Equipo y mobiliario de plazas nuevas 235.143.220,00 ₡      26.012.489,00 ₡        29.260.088,42 ₡         185.537.380,00 ₡     475.953.177,42 ₡       



Equipo y mobiliario de oficina nueva 5.756.019,00 ₡          5.756.019,00 ₡           



TOTAL 2.084.784.887,21 ₡  3.166.866.973,15 ₡  1.218.683.044,89 ₡  1.867.026.733,97 ₡    1.298.141.973,50 ₡  9.635.503.612,72 ₡   



REQUERIMIENTO



PROGRAMA






Como se observa la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada ubicada en los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, sin considerar la protección permanente tendría un costo de ¢9.708.196.845,93.



Ahora bien, si se define una protección permanente de 12 horas durante la jornada ordinaria de trabajo, la reducción del costo por protección, sería de ¢4.511.909.122, es decir, bajo este escenario, el costo de la Jurisdicción especializada en Delincuencia Organizada ser de ¢15. 818.701.175,03.



6.5.  Finalmente, otro escenario sería que Corte Plena amplíe la competencia, sobre los asuntos de Delincuencia Organizada, a todos los 25 Tribunales de Juicio y 4 Tribunales de Apelación de la Sentencia del país sería, sin creación de plazas nuevas y no crear la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada específicamente para Tribunal de Juicio y Tribunal de Apelación Especializados en Delincuencia Organizada con ubicación en San José.



Es importante indicar que de manera especializada si se tendría, al Juzgado Penal en Delincuencia Organizada en el Primer Circuito Judicial de San José, Ministerio Público (incluye UPROV y OPAVD), la Defensa Pública y las unidades del Organismo de Investigación Judicial (UPRO).



Bajo este escenario, sería necesario presupuestar para el 2019, el incentivo salarial para todas las plazas ordinarias de Tribunales de juicio y de Apelaciones del país, lo cual representa ¢642.353.001,37.



Adicionalmente, sería necesario capacitar al 100% de las servidoras y servidores de los Tribunales de Juicio del país ₡1.121.324.503,31, lo cual debe estimarse en este escenario.


Sin embargo, bajo este mismo escenario, no se debería presupuestar, lo necesario para la creación de dos oficinas nuevas para la Judicatura Especializada (Tribunal de Juicio y Tribunal de Apelación Especializado en Delincuencia Organizada), es decir, una reducción por concepto de alquileres, servicios básicos, equipamiento, remodelaciones, tecnología, salas de juicio, servicios de seguridad, custodios, entre otros.



Lo anteriormente proyectado para el 2019, representa un monto total de ¢18.098.608.269,15 es decir, se reduce en ¢2.232.002.028,75, en comparación con el escenario 1 de este informe.



			Realizado por:


			Ing. Pablo Roldán Umaña, Profesional 2





			Aprobado por:


			Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i. Modernización Institucional





			Visto bueno:


			Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. de Planificación
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� Dado que se trata de juicios extensos (normalmente de varias semanas o meses), se dedican exclusivamente a la atención de mismos, tanto en etapas de estudio y preparatorias a los contradictorios, como durante su celebración.




� Por la especialidad de la materia, la fase de impugnaciones es atendida por la fiscalía especializada y no por la Fiscalía Adjunta de Impugnaciones.









� Dado que se trata de juicios extensos (normalmente de varias semanas o meses), se dedican exclusivamente a la atención de mismos, tanto en etapas de estudio y preparatorias a los contradictorios, como durante su celebración.




� Por la especialidad de la materia, la fase de impugnaciones es atendida por la fiscalía especializada y no por la Fiscalía Adjunta de Impugnaciones.
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Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                               con proyección e innovación
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1741-DTI-2018


Goicoechea 07 de mayo del 2018


	





MBA. Kattia Morales Navarro


Directora 


Dirección de Tecnología de Información


Poder Judicial


S.	D.





Estimada Señora:


[bookmark: _GoBack]En cumplimiento a lo acordado en la reunión del pasado viernes 04 de mayo del presente año, donde se abordaron temas acerca de la implementación de la Ley Especializada en Delincuencia Organizada, se procede a comunicarles el siguiente análisis:





Determinación de costos y requerimientos:


La Dirección de Tecnología de Información, elaboró un análisis en base a la información brindada, y se determinó mediante el mismo, que para desarrollar todas las actividades que implica la implementación de esta ley, es necesario contar con un presupuesto de ¢750.311.318,90 y con el otorgamiento de 3 plazas extraordinarias de Técnico de Implantación por seis meses, una de Técnico de Formatos Jurídicos por seis meses y 3 Profesionales en Informática 2 por un año, así como, 2 Técnicos Especializados  para sostenibilidad de las plataformas tecnológicas que se ven impactadas con el crecimiento, a continuación, se resumen los mismos:





			Rubros


			Monto





			


1- Enlace de Comunicaciones 





			[bookmark: _Hlk512445707]₡56.656.152,00





			





2- Bienes intangibles (Licencias) 








			₡72.494.160,00





			


3-Equipos de comunicación 





			₡153.720.000,00





			4-Equipos, dispositivos y software. 


			Equipos


			Servidores y Almacenamiento 


			₡160.000.000,00





			


			


			Computadoras


			₡226.003.600,00





			


			


			


			





			


			Otros Disp.


			₡24.237.433,90





			


			Equipos de Salas Juicio


			₡57.200.000,00





			


			Software


			Migraciones


			₡00,00





			


			


			Desarrollo Mejoras


			₡00,00





			


			


			Implementaciones


			₡00,00





			Presupuesto de TI para jurisdicción de Delincuencia Organizada


			₡750.311.318,90











			Requerimientos en Recurso Humano para Implementación de Jurisdicción de Delincuencia Organizada.





			Tipo de Plaza


			Cantidad


			Tiempo


			Periodo


			Asignación


			Justificación





			Técnicos de Implantación


			3


			6 meses


			Depende de inicio de proyecto


			Ejecución de Implantación


			Labores propias de implantación de sistemas (Pruebas, capacitación y apoyo a despachos)





			Técnico en formatos jurídicos


			1


			6 meses


			Depende de inicio de proyecto


			Ejecución de Implantación


			Análisis, definición e inclusión de infraestructura jurídica de los sistemas y Formatos Jurídicos





			Profesionales en informática 2


			3


			1 año


			Depende de inicio de proyecto


			Desarrollo


			Desarrollo de mejoras y nuevos módulos en los sistemas informáticos.





			


Técnico Especializado 5


			2


			1 año


			Depende de inicio de proyecto


			Sostenibilidad


			Soporte a usuarios, atención primaria en cuanto a reportes en problemas de software y hardware y soporte telemático.











Cabe destacar, que los requerimientos especificados anteriormente, corresponden a las necesidades planteadas por el proyecto, sin importar los escenarios expuestos en razón a la entrada en vigencia, ya que, debido a la naturaleza propia de los trámites de adquisición de equipos, estos requieren realizarse con mucho tiempo de anticipación, por lo que es necesario que la Dirección de Tecnología de Información cuente con los recursos necesarios para este mismo año o a más tardar a inicios del próximo.





Ley entra en vigencia en octubre del 2018


Según se propone bajo este escenario, los Juzgados y Oficinas harán frente a la implementación con los recursos con que cuentan en la actualidad. En este caso, Tecnología de Información no presenta ninguna objeción, ya que se trabajaría con la misma plataforma existente, la cual ya cuenta con todos los requerimientos y no requiere de implementación alguna, por lo que no se generaría ningún costo por aspectos tecnológicos. Si se hace la observación, de que a pesar de que se conceda presupuesto extraordinario para este año 2018, en caso de que bajo este escenario surjan necesidades en cuanto a equipos de cómputo, es imposible que se tengan listos para este 2018, inclusive, se complica tenerlos listos para los primeros meses del 2019, ya que es un trámite que demora hasta 6 meses.














Ley entra en vigencia en mayo u octubre del 2019


En este escenario, los costos y requerimientos siguen siendo los mismos, y es necesario contar con el presupuesto a inicios del 2019 para hacer todo lo posible en tener la necesidad de equipos de cómputo cubierta para mayo u octubre de ese mismo año.





En resumen, reiteramos que independientemente a que la ley entre en vigencia en el 2018 o 2019, los requerimientos y costos determinados no sufren alteración alguna, ya que se hace indispensable contar con el presupuesto lo más pronto posible, independientemente a que sea brindado por un presupuesto extraordinario este 2018, o sea incluido para el 2019, ya que los trámites que debe de realizar la Dirección de Tecnología de Información para adquisición de equipos y tramitación de enlaces para edificaciones nuevas, se debe de dar con al menos un año de anticipación.





Reconsideración en cuanto a plazas de sostenibilidad


Es importante indicar, que dentro de los requerimientos solicitados inicialmente se encontraban 5 plazas que son solicitadas para dar sostenibilidad a la plataforma tecnológica, ya que es lógico que se sufre un impacto grande en la atención, debido al crecimiento de la misma. Esta solicitud se había planteado ante la Dirección de Planificación, y la misma fue rechazada en el informe 401-PLA-2018, bajo el siguiente argumento: “que el mayor incremento en plazas, corresponde al Organismo de Investigación Judicial, aproximadamente un 70% y las labores sustantivas de este tipo de plazas, obedecen a la protección de funcionarias y funcionarios judiciales, por lo que la atención ordinaria que le competen a la Dirección de Tecnología de la información, no se verían afectadas de manera significativa, con la estructura actual, adicionalmente, algunas recaerían en el soporte informático que brinda la Unidad de Tecnología de Información del OIJ”, sin embargo, ante esta determinación, la Dirección de Tecnología de Información, presenta dentro del plazo concedido la respectiva reconsideración mediante el oficio 1737-DTI-2018, en la cual en la solicitud disminuye las plazas a solamente 2 de Técnico Especializado 5.





Se procede a adjuntar el documento de reconsideración:














Agradeciendo la atención brindada y sin más por el momento;








Lic. Luis Jiménez Fallas.


Jefe de Área Informática de Gestión.


 Tecnología de Información


Poder Judicial C.R.
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1737-DTI-2018



07 de mayo 2018



Licenciada



Nacira Valverde Bermúdez



Directora de Planificación







Estimada señora







En atención al oficio 401-PLA-2018, enviado por la Dirección de Planificación el día 3 de mayo del 2018, en el cual se emite el criterio que cerca del 70% de las plazas creadas por la implementación de reforma de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia de Crimen Organizado en Costa Rica, pertenecen al OIJ por lo cual no impactan significativamente la sostenibilidad de los servicios que brinda la  Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones,  se solicita reconsiderar en base a los siguientes aspectos:







Si bien es cierto que la Dirección de Planificación está realizando un informe de reestructuración de la Dirección de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, el mismo no ha sido finalizado, en espera del estudio y tomando en cuenta la cantidad de plazas que no pertenecen al OIJ las cuales ascienden a 174 que representan cerca de un 35% de las plazas que se van a crear y a las cuales se debe dar brindar los servicios que ofrece la DTIC,  se modifica la cantidad de recursos necesarios para sostenibilidad, además se solicitan de manera extraordinaria por un periodo de 6 meses, al cabo de los cuales se contará con la estadística necesaria para valorar la  pertinencia de mantenerlas.











				Requerimientos en Recurso Humano para Implementación de Jurisdicción de Delincuencia Organizada.







				Tipo de Plaza



				Cantidad



				Tiempo



				Periodo



				Asignación



				Justificación







				Técnico Especializado 5



				2



				6 meses



				Depende del inicio del proyecto



				Sostenibilidad



				Soporte a usuarios, atención primaria en cuanto a reportes en problemas de software y hardware.















Requerimiento de recurso humano



Dos Técnicos Especializados 5 (6 meses)



Se requieren para brindar atención primaria a los funcionarios, solución de problemas con los equipos, tanto a nivel hardware como software, solución de problemas con las impresoras y scanner, atención de primer nivel de problemas de red, problemas de correo e internet. Además, brindarán soporte telemático.







Atentamente, 







Kattia Morales Navarro



Dirección de Tecnología de Información
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Buenas tardes


Lic. Carlos Jiménez


Licda. Mónica Hernández. 





El CJIC requiere para dar soporte a las intervenciones, lo siguiente: 





a) Cuarenta y cuatro plazas de oficiales para la escucha de las intervenciones. 


b) Quinientos canales de comunicación para conectar intervenciones, de los cuáles solo tiene trescientos. Cada uno de ellos vale ocho mil dólares. 


c) [bookmark: _GoBack]Dos plazas de Analista Criminal.  





Agradeciendo la colaboración





MSc. Pablo Vargas Rojas


Juez Director


CJIC 







Escenarios 1 y 2 Delincuencia Organizada.odt












			Oficina


			Cantidad


			Tipo de plaza





			Juzgado Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			4


			Juezas o Jueces 3





			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 2





			5


			Técnicas o Técnicos Judicial 2

















			Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


			9


			Juezas o Jueces 4





			6


			Técnicas o Técnicos Judicial 3





			1


			Jueza o Juez Tramitador 1





			1


			Coordinadora o Coordinador Judicial 3













Propuesta del Juzgado y Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada (Reparado).docx

Poder  [image: ]Judicial


Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José


San José, Costa Rica


Fax 2295-3837 							                               TEL 2295-3529


Propuesta del Juzgado y Tribunal Penal Especializado en Delincuencia Organizada


A los efectos de  confección de la presente, se ha tomado en consideración el documento denominado “Análisis de Impacto de Ley Anteproyecto de Presupuesto 2017 – Ley de Creación Especializada en Delincuencia Organizada en Costa Rica” elaborado por el Departamento de Planificación del Poder Judicial, así como los datos estadísticos de la Fiscalía Adjunta Contra la Delincuencia Organizada.


Ahora bien, dado que ambos documentos brindan un dato estadístico respecto de la cantidad de asuntos tramitados por el Ministerio Público, bajo este procedimiento especial, nos hemos decantado por usar esa misma información, conforme a la cual, para el año 2017, la cantidad de asuntos investigados a nivel nacional corresponde a un total de 492 causas, número que será la base de nuestra solicitud para la conformación del Juzgado y Tribunal Especializados Contra la Delincuencia Organizada, a sabiendas que la declaratoria de Crimen Organizado responderá a una política criminal del Ministerio Público, de manera tal, que la cantidad de asuntos podría variar, tomando en consideración que, durante los años anteriores (2015 y 2016), ese total fue de 636 y 467, respectivamente, de modo que aún podría encontrarse alguna de ellas en etapa intermedia a punto de avanzar a etapa de contradictorio y ello aumentaría el circulante activo en ambos despachos.  


A los fines de la propuesta, nos permitimos presentar dos posibles escenarios, esto a modo de sugerencia y ante la falta de definición de las autoridades del  Poder Judicial: la primera de ellas plantea que, tanto el Juzgado como el Tribunal Especializado Contra la Delincuencia Organizada, se encuentren administrativamente adscritos al Juzgado y al Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José, respectivamente; en tanto, la segunda opción propone la conformación de los mismos como despachos autónomos. 






JUZGADO PENAL


Justificación de número de plazas de Jueces para el Juzgado Especializado de Crimen Organizado:


Primeramente, respecto del número de jueces, la proyección se está realizando con base en los datos numéricos de la Fiscalía Adjunta contra la Delincuencia Organizada, durante los años 2015, 2016, 2017 (mismos señalados al inicio de este documento), y que suman 1595 causas en etapas de investigación e intermedia. Frente a ese panorama, debe ponderarse que el trámite de cada uno de esos expedientes no puede (ni debe) equipararse con el de una causa por delincuencia sencilla, toda vez que los delitos graves tramitados bajo la modalidad de delincuencia organizada resultan considerablemente más complejas en razón de que, la misma ley especial fija como requisito que se trate de un grupo de tres o más personas, es decir, imputados; a raíz de ello el número de actores procesales aumenta de manera significativa y el volumen de los expedientes suele ser de varios tomos, lo cual deriva en la necesidad de una mayor inversión en personal, no solo por la exigencia de una justicia pronta y cumplida, sino por el cuidado que debe invertirse en  la resolución de todos los asuntos de investigación que requieran control y orden jurisdiccional. De esa premisa partimos para asegurar que, con respecto a la etapa preparatoria, se deben de tramitar una serie de actos tales como intervenciones telefónicas (que, de no ser asumidas por el Centro Judicial de Interceptación de Comunicaciones, podrían demandar la escucha en vivo y durante las 24 horas de los teléfonos intervenidos, por plazos que podrían prolongarse hasta por seis meses y que, de acuerdo con la ley vigente, únicamente pueden ser realizadas por un juez de la República, es decir, no pueden ser delegadas a personal auxiliar), allanamientos (los cuales, en este tipo de asuntos, suelen ser múltiples, en distintos puntos del país, con la necesidad de ser ejecutados por jueces especializados), medidas cautelares (con las consecuentes vistas de solicitud que podrían surgir tantas veces como el defensor lo solicite), levantamientos de secreto bancarios (estos, por ley de creación de la jurisdicción, deberán otorgarse prácticamente de oficio, y esto representa una resolución fundamentada por parte del juez que analice el grado de probabilidad de participación de los imputados en un delito, para justificar la legalidad de una intromisión a la privacidad de los mismos), anotaciones (también requieren resolución fundada del juez), anticipos jurisdiccionales  de prueba (para los efectos, es un adelanto de la celebración del debate, en lo que a la recepción de la prueba testimonial se refiere, con la probable necesidad de llevar a cabo video conferencias por la existencia de testigos protegidos y el tiempo que demanda el control judicial del interrogatorio y contrainterrogatorio de las partes), aperturas de evidencia (al ser el juez penal el contralor de la legalidad, debe garantizar la integridad de la cadena de custodia de la evidencia y por ello debe estar presente durante toda la diligencia, sin poder delegarla, y por un tiempo proporcional a la cantidad de objetos decomisados, que, incluso, si se trata de dispositivos electrónicos como celulares, tornaría necesaria la imposición de su contenido para discriminar datos relevantes para la investigación), reservas de datos de testigos y cuestiones de trámites varios. Como se ve, dicha labor requiere un amplio esfuerzo intelectual para un profuso análisis sobre la procedencia, o no, de las solicitudes de parte, que se traduce en más tiempo de permanencia del expediente en el escritorio del juez para su estudio, funcionario que, además se encuentra realizando otras de las labores descritas líneas arriba. 


Ahora bien, la situación del Juzgado Penal se agrava (y ello justifica esta solicitud para un mayor número de jueces), en tanto los jueces penales, no solo son responsables de la etapa de investigación sino de la etapa intermedia,  y eso significa que también deben celebrar audiencias preliminares, en las cuales se podría disponer la apertura a juicio con la admisibilidad o rechazo de las pruebas ofrecida por las partes; el dictado de sobreseimientos definitivos por extinción de la acción o insuficiencia de prueba, con la debida sustanciación; la aprobación de criterios de oportunidad; resoluciones de desestimaciones y homologación de procedimientos especiales abreviados. De nueva cuenta, por la práctica forense, y las reglas de la experiencia, estas audiencias pueden llegar a demorar varios días completos, también por la multiplicidad de partes y gestiones que deben ser resueltas de manera oral, sin dejar de lado el requerimiento de estructura que demandan este tipo de actos; motivo por el que ocho juzgadores sería el número ideal para distribuirlos en cuatro funcionarios por etapa, pues no se puede dejar de lado que el juez que conoce el grado de probabilidad de participación de un imputado en etapa de investigación, ya se encontraría inhibido para conocer sobre la procedencia de avanzar a la etapa de contradictorio.


La naturaleza del tipo de causas que se tramitarían en el Juzgado Penal Especializado, demanda la implementación de la figura del juez / jueza de trámite, para este despacho, por ser un funcionario especializado en el control y la distribución del trabajo, con base en el rol de jueces y  el alto circulante que se estaría manejando, amén de la necesaria fiscalización del personal auxiliar en temas de seguridad de la información que maneje la oficina y la regulación en temas disciplinarios que conlleva una adecuada y correcta atención de usuarios y préstamo de expedientes judiciales.


Así las cosas, respecto al personal auxiliar, se requiere:


1. Un técnico judicial por cada uno de los jueces decisores para la tramitación de las causas que tengan a cargo, la asistencia a las audiencias y otros.


2. Un funcionario designado para la atención al público, responsable de la recepción de escritos que se presenten en razón de las causas activas en el juzgado. 


3. Un técnico judicial para la recepción de expedientes provenientes de la fiscalía, su ingreso al sistema, la itineración de los expedientes y realizar los cambios de ubicación conforme al criterio del juez tramitador. 


4. Un técnico judicial para el área de archivo y custodia temporal de evidencias, manejo de legajos de prueba y evidencia de las causas correspondientes, para el resguardo de los expedientes (audiencias preliminares, rebeldes, archivados o con desestimaciones y sobreseimientos definitivos).


5. Un coordinador judicial 2 responsable del manejo de personal auxiliar, asuntos administrativos, informes estadísticos y como apoyo del juez tramitador y juez coordinador.


6. Se deben sumar dos auxiliares de servicios generales 2 quienes, además de las labores de limpieza, será el responsables del envío o entrega de documentación ante los diferentes despachos administrativos. Si la limpieza es contratada, se requiere un auxiliar/asistente administrativo.


 





Primer escenario del Juzgado Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada adscrito administrativamente al Juzgado Penal del I Circuito Judicial San José.


			Tabla 1 - Detalle del personal requerido





			Clase puesto


			Cantidad





			Juez (a) 3


			8





			Juez (a) 1 Tramitador


			1





			Coordinador (a) judicial 2


			1





			Técnico (a) judicial 2


			11





			Auxiliar de servicios generales 2 *


			1





			Total


			22





			* Además de las labores de limpieza, será el responsable del envío o entrega de documentación ante los diferentes despachos administrativos. Si la limpieza es contratada, se requiere un auxiliar/asistente administrativo.
































			Tabla 2 - Distribución funciones técnicos judiciales





			Etapa preparatoria


			 4 (uno por Juez)





			Etapa Intermedia


			 4 (uno por Juez)





			Recepción de documentos, Ingreso  y cancelación de Expedientes


			1





			Manifestación


			1





			Responsable del archivo


			1











			Tabla 3 - Proyección esperada del circulante 





			AÑO


			Cantidad Anual


			Cantidad Mensual





			  2015


			636


			53





			2016


			467


			38





			2017


			492


			41





			Total


			1595


			132








			Etapa


			Jueces


			Técnicos  Judiciales 





			Etapa preparatoria


			


[image: ][image: ][image: ][image: ]


			


[image: ][image: ][image: ][image: ]





			Etapa Intermedia


			


[image: ][image: ][image: ][image: ]
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			Juez Tramitador


			[image: ]





			


Técnicos judiciales
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			Aux. Servicios Generales
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Segundo escenario del Juzgado Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada – despacho autónomo.


			Tabla 1 - Detalle del personal requerido





			Clase puesto


			Cantidad





			Juez (a) 3


			8





			Juez (a) 1 Tramitador


			1





			Coordinador (a) judicial 2


			1





			Técnico (a) judicial 2


			11





			Auxiliar de servicios generales 2 *


			1





			Total


			22





			* Además de las labores de limpieza, será el responsable del envío o entrega de documentación ante los diferentes despachos administrativos. Si la limpieza es contratada, se requiere un auxiliar/asistente administrativo.















































			Tabla 2 - Distribución funciones técnicos judiciales





			Etapa preparatoria


			 4 (uno por Juez)





			Etapa Intermedia


			 4 (uno por Juez)





			Recepción de documentos, Ingreso  y cancelación de Expedientes


			1





			Manifestación


			1





			Responsable del archivo


			1











			Tabla 3 - Proyección esperada del circulante 





			AÑO


			Cantidad Anual


			Cantidad Mensual





			  2015


			636


			53





			2016


			467


			38





			2017


			492


			41





			Total


			1595


			132











			Etapa


			Jueces


			Técnicos  Judiciales 





			Etapa preparatoria
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			Etapa Intermedia
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			Juez Tramitador
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Técnicos judiciales
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			Aux. Servicios Generales
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Por la complejidad de las causas y el perfecto funcionamiento del despacho, es indispensable se tome en cuenta el siguiente requerimiento de recursos tecnológicos:


			Requerimientos tecnológicos adicionales.





			Detalle


			Cantidad





			Fax exclusivo para este despacho


			1





			Escáner de alta capacidad


			2 (debido al volumen y complejidad de las causas).





			Impresoras de alta capacidad


			2 (una para el personal técnico judicial y otra para los jueces).












TRIBUNAL PENAL





Primer escenario del Tribunal Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada adscrito administrativamente al Tribunal Pena del I Circuito Judicial San José


Tomando en cuenta la base numérica ya dicha (492 causas), y lo establecido en el artículo 18 de la Ley N° 9481, y la complejidad de tiempo que implica la realización de los respectivos debates, se recomiendan cinco secciones colegiadas conformadas, cada una de ellas, por tres jueces de juicio que se encargarían de la celebración del respectivo debate y de conocer y resolver, procedimientos especiales abreviados homologados de previo por el Juzgado Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada, y de tres jueces que se encargarán de conocer las recusaciones y apelaciones de las resoluciones interlocutorias emanadas por el Juzgado Penal en primera instancia; e igualmente conocerán procedimientos especiales abreviados, para un total de 15 jueces.


Proponemos, que, en primer término, el Tribunal deberán iniciar con tres secciones colegiadas dos para juicios y una  de apelaciones, junto al coordinador judicial, manifestadores, auxiliares de servicios generales y responsable de evidencia. Transcurridos tres meses, se incorporaría una tercera sección de juicio, proyectando los casos que ingresen con reenvío ordenado por el Tribunal Especializado de Apelación de la Sentencia contra la Delincuencia Organizada que no pueden ser conocidos de nueva cuenta por los jueces que ya se encontrarían inhibidos.  Tres meses después (a los seis meses de haber iniciado funciones la jurisdicción especializada), se integraría una cuarta sección para ya contar con el Tribunal en su totalidad (las cuatro secciones de juicio colegiadas y la sección de apelaciones). El requerimiento de cuatro secciones de juicio colegiadas se justifica a partir de la complejidad que por naturaleza poseen los procesos de delincuencia organizada, los cuales para la realización del respectivo debate consumen entre una semana y en algunas ocasiones uno o varios meses. Por lo que en caso de existir pocos grupos de juicio se afectaría la pronta resolución del debate, con el agravante, en su mayoría, los imputados se encuentran privados de libertad.


En las causa penales que por su naturaleza requieran de un cuarto juez, se solicitará la respectiva colaboración al Área de Gestión de Apoyo a la Función Jurisdicción, lo anterior con la finalidad de no subutilizar recursos. Juez que deberá cumplir con los requisitos de elegibilidad estipulados por la ley, al igual que los de planta.


			Diagrama 1 – Estructuración del TPECDO adscrito administrativamente al Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José.





			
Sección


			Jueces


			Técnicos juicio


			Técnicos tramitadores


			Técnicos ejecución





			Grupo a
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			Grupo b
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			Grupo c
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			Grupo d
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			Grupo e Apelaciones
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			No requiere ejecución de sentencia











Con base en la anterior estructura jurisdiccional, los requerimientos reales, desde el punto de vista del personal auxiliar y administrativo serán:


			
Juez tramitador


			Coordinador judicial 3


			Técnico manifestación


			 Técnico 


Remesa y evidencia


			Auxiliar servicios generales 2
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A modo de resumen tendríamos:


			Detalle del personal requerido





			Clase puesto


			Cantidad





			Juez (a) 4


			15





			Juez (a) 1 (tramitador)


			2





			Coordinador (a) judicial 3


			1





			Técnico (a) judicial 3


			15





			Auxiliar de servicios generales 2 *


			3





			Total


			36





			* Responsables de limpieza del despacho, tanto el área de los técnicos, los jueces y el archivo. Además serán los responsables de la remisión de documentación administrativa ante las diferentes oficinas y custodia de los expedientes remitidos al centro de fotocopiado.














Al funcionar dos secciones, conformada la primera por dos grupos de jueces de juicio (grupos a y b) y la segunda por los grupos “c y d”, se distribuirán los dos jueces del grupo e uno por cada sección, conociendo apelaciones y recusaciones, razón por la cual es vital la figura de dos jueces de trámite.


Dado el incremento de personal y la recarga de labores administrativas que ello conlleva, se requiere un coordinador judicial 3.


Con respecto a los técnicos judiciales, cada grupo colegiado de juicio contará con un técnico encargado de asistir a los debates y otro encargado de la tramitación de las causas (para un total de ocho). Cada sección requiere de un técnico responsable de la ejecución una vez dictada sentencia firme (para un total de dos). Se requiere un técnico que asista a las vistas de la Sección de apelaciones y otro encargado de tramitarlas (total dos). Para la atención de usuarios o público y recepción de documentos, se requieren dos técnicos judiciales. Finalmente, se requiere un técnico responsable de remesas, manipulación de evidencia y remisión de expedientes en alzada.


			Distribución funciones técnicos judiciales





			Asistencia a debates


			4 (uno por sección)





			Tramitación de causas


			4 (uno por sección)





			Asistencia a vistas 


			1





			Trámite para vistas


			1





			Manifestación


			2





			Ejecución de sentencias


			2





			Técnico judicial responsable de remesa, remisión de expediente es en alzada y evidencia.


			1





			Total


			15




















	En caso de encontrarse adscritos al Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José, según recomendación expresa de la Dirección Ejecutiva, por lo delicado y peligrosidad de la materia de Delincuencia Organizada, se requiere que existan tres auxiliares de servicios generales que pertenezcan exclusivamente al Tribunal, quienes realizarán labores de limpieza del despacho, tanto el área de los técnicos, los jueces y el archivo. Además serán los responsables de la remisión de documentación administrativa ante las diferentes oficinas y custodia de los expedientes remitidos al centro de fotocopiado.


 Esto implicará además, la modificación y ampliación del área de los técnicos judiciales, el área de archivo y de las bodegas, que se recomiendan estén en el mismo espacio físico del área del Tribunal, y además del suministro de insumos básicos para el correcto funcionamiento del despacho, así como el suministro de los siguientes recursos:


			Requerimientos tecnológicos adicionales.





			Detalle


			Cantidad





			Fax exclusivo para este despacho


			1





			Escáner de alta capacidad


			2 (debido al volumen y complejidad de las causas).





			Impresoras de alta capacidad


			2 (una para el personal técnico judicial y otra para los jueces).












Segundo escenario del Tribunal Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada adscrito administrativamente al Tribunal Pena del I Circuito Judicial San José


Tomando en cuenta la base numérica ya dicha (492 causas), y lo establecido en el artículo 18 de la Ley N° 9481, y la complejidad de tiempo que implica la realización de los respectivos debates, se recomiendan cuatro secciones colegiadas conformadas, cada una de ellas, por tres jueces de juicio que se encargarían de la celebración del respectivo debate y de conocer y resolver, procedimientos especiales abreviados homologados de previo por el Juzgado Penal Especializado Contra la Delincuencia Organizada, y de tres jueces que se encargarán de conocer las recusaciones y apelaciones de las resoluciones interlocutorias emanadas por el Juzgado Penal en primera instancia; e, igualmente conocerán procedimientos especiales abreviados, para un total de 15 jueces.


Proponemos, que, en primer término, el Tribunal deberán iniciar con tres secciones colegiadas dos para juicios y una  de apelaciones, junto al coordinador judicial, manifestadores, auxiliares de servicios generales y responsable de evidencia. Transcurridos tres meses, se incorporaría una tercera sección de juicio, proyectando los casos que ingresen con reenvío ordenado por el Tribunal Especializado de Apelación de la Sentencia contra la Delincuencia Organizada que no pueden ser conocidos de nueva cuenta por los jueces que ya se encontrarían inhibidos.  Tres meses después (a los seis meses de haber iniciado funciones la jurisdicción especializada), se integraría una cuarta sección para ya contar con el Tribunal en su totalidad (las cuatro secciones de juicio colegiadas y la sección de apelaciones). El requerimiento de cuatro secciones de juicio colegiadas se justifica a partir de la complejidad que por naturaleza poseen los procesos de delincuencia organizada, los cuales para la realización del respectivo debate consumen entre una semana y en algunas ocasiones uno o varios meses. Por lo que en caso de existir pocos grupos de juicio se afectaría la pronta resolución del debate, con el agravante, en su mayoría, los imputados se encuentran privados de libertad.


En las causa penales que por su naturaleza requieran de un cuarto juez, se solicitará la respectiva colaboración al Área de Gestión de Apoyo a la Función Jurisdicción, lo anterior con la finalidad de no subutilizar recursos. Juez que deberá cumplir con los requisitos de elegibilidad estipulados por la ley, al igual que los de planta.





			Diagrama 1 – Estructuración del TPECDO adscrito administrativamente al Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José.
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A modo de resumen tendríamos:


			Detalle del personal requerido





			Clase puesto


			Cantidad





			Juez (a) 4


			15





			Juez (a) 1 (tramitador)


			2





			Coordinador (a) judicial 3


			1





			Técnico (a) judicial 3


			17 **





			Auxiliar de servicios generales 2 *


			3





			Total


			38





			* Responsables de limpieza del despacho, tanto el área de los técnicos, los jueces y el archivo. Además serán los responsables de la remisión de documentación administrativa ante las diferentes oficinas y custodia de los expedientes remitidos al centro de fotocopiado.


** Difiere con el primer modelo en el tanto que se requieren de dos técnicos adicionales.
































Al funcionar dos secciones, conformada la primera por dos grupos de jueces de juicio (grupos a y b) y la segunda por los grupos “c y d”, una sección tendrá a cargo la sección “e” o apelaciones y recusaciones, y la otra tendrá a cargo la atención del público y el archivo del despacho, razón por la cual es vital la figura de dos jueces de trámite.


Dado el incremento de personal y la recarga de labores administrativas que ello conlleva, se requiere un coordinador judicial 3.


Con respecto a los técnicos judiciales, cada grupo colegiado de juicio contará con un técnico encargado de asistir a los debates y otro encargado de la tramitación de las causas (para un total de ocho). Cada sección requiere de un técnico responsable de la ejecución una vez dictada sentencia firme (para un total de dos). Se requiere un técnico que asista a las vistas de la Sección de apelaciones y otro encargado de tramitarlas (total dos). Para la atención de usuarios o público y recepción de documentos, se requieren tres técnicos judiciales. Para el resguardo y custodia de expedientes en el área de archivo, es necesario un técnico judicial. Finalmente, se requiere un técnico responsable de remesas, manipulación de evidencia y remisión de expedientes en alzada.


			Distribución funciones técnicos judiciales





			Asistencia a debates


			4 (uno por sección)





			Tramitación de causas


			4 (uno por sección)





			Asistencia a vistas 


			1





			Trámite para vistas


			1





			Manifestación


			3 *





			Archivo


			1 *





			Ejecución de sentencias


			2





			Técnico judicial responsable recepción de expedientes, remesas, remisión de expediente es en alzada y evidencia.


			1





			Total


			17





			** Diferencia con el primer escenario planteado



































Según recomendación expresa de la Dirección Ejecutiva, por lo delicado y peligrosidad de la materia de Delincuencia Organizada, se requiere que existan tres auxiliares de servicios generales que pertenezcan exclusivamente al Tribunal, quienes realizarán labores de limpieza del despacho, tanto el área de los técnicos, los jueces y el archivo. Además serán los responsables de la remisión de documentación administrativa ante las diferentes oficinas y custodia de los expedientes remitidos al centro de fotocopiado.


Como suministros indispensables para el correcto funcionamiento del despacho, así se requieren los siguientes recursos tecnológicos:


			Requerimientos tecnológicos adicionales.





			Detalle


			Cantidad





			Fax exclusivo para este despacho


			1





			Escáner de alta capacidad


			2 (debido al volumen y complejidad de las causas).





			Impresoras de alta capacidad


			2 (una para el personal técnico judicial y otra para los jueces).











	Todo lo anterior, bajo el entendido de que los insumos, mobiliario, e infraestructura inmueble, deberá ser considerada y provista por la institución, en el lugar y forma en que resulte procedente y acorde a las posibilidades presupuestarias, con las condiciones de seguridad propias del tipo de delincuencia de que se trata (salidas de emergencia, cámaras de seguridad en los pasillos, cubículos, sala acondicionada para el archivo de los expedientes, mostradores aptos para atención al público y consulta de expedientes, parqueo interno para los funcionarios, centro de fotocopiado interno, cámaras de seguridad y vigilancia, celdas, salas de juicio, salas de reconocimiento, equipos de videoconferencia, cámara de Gessel, salas de apertura de evidencia y escuchas de intervenciones telefónicas, oficinas independientes para cada juez, baños solo para funcionarios, distintos de los distintos para los usuarios, entre otros propios de las funciones).


En la ciudad de San José, a las dieciocho horas diez minutos del nueve de abril del año dos mil dieciocho.








MsC. Edgar Castrillo Brenes  		MsC. Juan Carlos Pérez Murillo


Juez coordinador				Juez coordinador


Juzgado Penal de San José			Tribunal Penal de San José
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RV: CJIC.msg

RV: CJIC


			From


			Carlos Jiménez González


			To


			Monica Hernández Leiva; Mariannethe Calderón Altamirano


			Recipients


			mhernandezl@Poder-Judicial.go.cr; mcalderonal@Poder-Judicial.go.cr





 





 





FirmaCarlos Jiménez





 





De: Pablo Gerardo Vargas Rojas 
Enviado el: lunes, 07 de mayo de 2018 03:53 p.m.
Para: Carlos Jiménez González
Asunto: Re: CJIC





 





Hola no es necesario, ya la presidencia de la Corte está valorando un convenio con el ICD para la infraestructura y nosotros tenemos unas laptop para este personal. Saludos 





  _____  



De: Carlos Jiménez González
Enviado: lunes, 7 de mayo de 2018 15:28:29
Para: Pablo Gerardo Vargas Rojas
Asunto: RV: CJIC 





 





Hola, Pablo





 





Entiendo entonces que solo indicado? Es decir infraestructura, equipo, Etc.?





 





FirmaCarlos Jiménez





 





De: Dirección Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones 
Enviado el: lunes, 07 de mayo de 2018 03:20 p.m.
Para: Monica Hernández Leiva; Carlos Jiménez González
Asunto: CJIC





 





Buenas tardes, Lic. Carlos Jiménez y Licda. Monica Hernández. 





 





Adjunto lo solicitado. Saludos





 





MSc. Pablo Vargas Rojas





Juez Director





CJIC 
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Comisión de la Jurisdicción Penal  Tel: 2295-3687  Correo: cdiazr@poder-judicial.go.cr 



      San José, 07 de Mayo del 2018 



CJP04-ADM-18 



Señores 



Consejo Superior 



Poder Judicial 



S.        D. 



 



Estimadas señoras y señores: 



En cumplimiento del acuerdo de Corte Plena número IX, de la sesión 03-18 del 



pasado 29 de enero del presente año, le comunico lo acordado por la Comisión de la 



Jurisdicción Penal, en la reunión ampliada que se celebró el pasado viernes 4 de mayo. 



En el marco del cumplimiento del referido acuerdo de Corte Plena se citó a los 



miembros de esta Comisión que representan a los jueces de la jurisdicción penal, de la 



Fiscalía General, de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, de la 



Defensa Pública, del Organismo de Investigación Judicial, así como a los directores del 



Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, de las Direcciones de 



Planificación, de Tecnología de la Información, de la Escuela Judicial, de la Dirección 



Ejecutiva del Poder Judicial, y Gestión Humana, para que expusieran las necesidades 



que cada centro de responsabilidad estimaba pertinente para la implementación de la 



Ley número 9481 “Creación de la Jurisdicción Especializada en delincuencia 



organizada en Costa Rica”.  



En la última reunión se discutió el oficio número 401-PLA-2018 de la Dirección 



de Planificación, en el cual se exponían cinco escenarios posibles para abordar la 



implementación de la referida Ley, al momento en que entrara en vigencia.  



Una vez discutido el informe anterior la Comisión de la Jurisdicción Penal 



acordó solicitar que se incluya en el presupuesto del año 2019 lo siguiente: 



1. Tribunal de Apelación de la Sentencia Penal 



a. Nueve jueces 5 para integrar tres secciones. 



b. Un juez tramitador. 



c. Un coordinador judicial. 



d. Tres técnicos judiciales categoría 3. 



Además se requeriría el espacio físico y el equipamiento necesario para su 



funcionamiento. 
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2. Tribunales penales 



Plantean dos escenarios:  



 



Requerimientos para el funcionamiento de la jurisdicción especializada en 



delincuencia organizada de forma ordinaria:  



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



Tabla 1 - Detalle del personal requerido 



Clase puesto Cantidad 



Juez (a) 3 8 



Juez (a) 1 Tramitador 1 



Coordinador (a) judicial 2 1 



Técnico (a) judicial 2 11 



Auxiliar de servicios generales 2 * 1 



Total 22 



* Además de las labores de limpieza, será el responsable del envío 



o entrega de documentación ante los diferentes despachos 



administrativos. Si la limpieza es contratada, se requiere un 



auxiliar/asistente administrativo. 



Detalle del personal requerido 



Clase puesto Cantidad 



Juez (a) 4 15 



Juez (a) 1 (tramitador) 2 



Coordinador (a) judicial 3 1 



Técnico (a) judicial 3 15 



Auxiliar de servicios generales 2 * 3 











 



Comisión de la Jurisdicción Penal  Tel: 2295-3687  Correo: cdiazr@poder-judicial.go.cr 



 



Además se requeriría el espacio físico y el equipamiento necesario para su 



funcionamiento. 



 



3. Organismo de Investigación Judicial 



Oficina Cantidad 



Plazas 



Tipo Puesto 



Sedes regionales y 



Sección de Crimen 



Organizado 



75 Dividido entre oficiales de investigación, 



investigadores 2 y 1 



Oficina de Planes y 



Operaciones 



1 Subjefatura de Departamento 



SERT 11 10 Oficiales Tácticos de Intervención 



1 Jefe de investigación 



Unidad de Asesores 



Operativos 



1 Asesor Operativo 



UTI 1 Profesional en Informática 2 



Departamento de 



Investigaciones 



Criminales 



5 



 



3 



Peritos Auditor en Legitimación de 



Capitales 



Profesionales en Informática2 (para 



labores de ciberdelito 



Administración OIJ 1 Armero 



Upro/Uprov 4 Oficiales de investigación para la UPRO 



e igual cantidad para la UPROV 



Unidad de Potencial 



Interno 



7 1 Coordinador de Unidad 



4 Profesionales2 en Administración 



2 Profesionales2 en Psicología 



Oficina de Planes y 



Operaciones 



2 2 Supervisores de Servicio 



Departamento de 



Ciencias Forenses 



12 6 Peritos  



6 Técnicos 



Sección de Apoyo 



Psicológico 



2 Profesional en psicología 



Sección de Prensa del 



OIJ 



1 Técnico en audiovisuales 



Total 36 



* Responsables de limpieza del despacho, tanto el área de los técnicos, los 



jueces y el archivo. Además serán los responsables de la remisión de 



documentación administrativa ante las diferentes oficinas y custodia de los 



expedientes remitidos al centro de fotocopiado. 
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Oficina de Localización 



y Presentación 



20 Agentes de localización y presentación 



Oficina de Asuntos 



Internos 



1 Profesional en Derecho 



 



RECURSOS Investigadores Localizaciones UPROV UPRO SERT Carceles 



AR-15 27   36 40 11 6 



Munición 



AR-15 
13.500 



  18000 20000 50000 6000 



chalecos 



antibalas 
75 20 



108 
120 11 



24 



armas 



primarias 9 



mm 



75 20 



108 



120 11 



24 



Munición 9 



mm 
7.500 2.000 10.800 12.000 



50000 
2.400 



computadora 



portátil 
60 



        12 



Computadora 



escritorio 
  20 



54 60 22   



Uniformes     216 120 11   



escritorio y 



silla 
75 20 



108 
120 6 



12 



radios de 



comunicación 
75 20 



108 
120 11 



12 



Vehiculos 



SUV con 



radio  



38 10 



54 60 



3 



6 



Pares de 



esposas 
75 20 



108 
120 11 



24 



Instalaciones 
SI SI SI SI no no 
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fisicas 



Celulares 



(Aparato)       
14 



    



Sirenas 38 10 54 60 3 6 



Luces 



rotativas 38 10 54 
60 



3 6 



Cajas Fuertes 



para AR15       5     



Escudo 



eléctrico           2 



 



3. Centro Judicial de  Intervención de las Comunicaciones 



a. Doscientas (200) “líneas” para la intervención de las comunicaciones. 



b. Cuarenta y cuatro plazas para la escucha de las intervenciones. 



c. Dos plazas de analista criminal. 



Deben valorarse eventuales requerimientos de infraestructura y equipamiento para su 



funcionamiento.  



 



4. Defensa Pública 



a. Veinticinco defensores públicos (uno de ellos coordinador). 



b. Cinco investigadores. 



c. Seis técnicos judiciales. 



d. Cinco auxiliares administrativos. 



e. Cuatro auxiliares de seguridad. 



f. Dos auxiliares de servicios generales. 



 



Además en otros requerimientos: 
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CÓD. Concepto



Presupuesto 



Solicitado         



Prog. 930    



Defensa Pública



2 190 426 583



0 REMUNERACIONES 1 750 065 000



1 SERVICIOS                 239 133 992



1.01 Alquileres 206 353 635



1.01.01 Alquiler de edificios, locales y terrenos 200 947 500



1.01.03 Alquiler de Equipo de Cómputo 5 406 135



1.02 Servicios Básicos 12 270 146



1.02.01 Servicio de agua y alcantarillado 1 823 404



1.02.02 Servicio de energía eléctrica  4 932 448



1.02.04 Servicio de telecomunicaciones 5 514 294



1.04 Servicios de Gestión y Apoyo 0



1.04.06 Servicios generales 0



1.05 Gastos de Viaje y de Transporte 19 700 211



1.05.01 Transporte dentro del país 980 211



1.05.02 Viáticos dentro del país 18 720 000



1.07 Capacitación y Protocolo 810 000



1.07.01 Actividades de Capacitación 810 000



1.08 Mantenimiento y Reparación 0



1.08.01 Mantenimiento de edificios y locales 0



2 MATERIALES Y SUMINISTROS 15 690 211



2.01 Productos Químicos y Conexos 6 850 184



2.01.01 Combustibles y lubricantes 6 850 184



2.03 Materiales y Productos de uso en la Construcción 1 050 000



2.03.04 Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo 1 050 000



2.04 Herramientas, Repuestos y Accesorios 95 027



2.04.01 Herramientas e Instrumentos 95 027



2.99 Útiles, Materiales y Suministros Diversos 7 695 000



2.99.04 Textiles y vestuario 425 000



2.99.06 Utiles y Materiales de Resguardo y Seguridad 7 270 000



5 BIENES DURADEROS 185 537 380



5.01 Maquinaria, Equipo y Mobiliario 185 537 380



5.01.02 Equipo de transporte 100 000 000



5.01.03 Equipo de comunicación 20 400 000



5.01.04 Equipo y mobiliario de oficina 19 300 768



5.01.05 Equipo y programas  de cómputo 27 401 030



5.01.07 Equipo y mobiliario educacional, deportivo y recreativo 860 215



5.01.99 Maquinaria y equipo diverso 17 575 367



ESTIMACIÓN COSTO TOTAL LEY DE CREACIÓN DE LA JURISDICCIÓN ESPECIALIZADA EN 



DELINCUENCIA ORGANIZADA 2019



TOTAL GENERAL
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5. Ministerio público 



a. Fiscal Adjunto 



b. Seis fiscales 



c. Catorce fiscales auxiliares 



d. Dieciocho técnicos judiciales dos 



e. Técnico administrativo dos 



f. Un coordinador judicial dos  



g. Un gestor de capacitación  



 



Además, en otros requerimientos:  



Otros gastos estimados 



   



Detalle        Monto anual 



    



Alquiler de Edificios   ₡      87.602.400,00  



Servicio de Agua   ₡           597.404,00  



Servicio de Energía Eléctrica  ₡        4.842.411,00  



Servicios de Telecomunicaciones ₡        4.325.676,00  



Servicio de Vigilancia  ₡      29.017.581,60  



Servicio de Limpieza   ₡        6.503.708,52  



Servicios de Gestión y Apoyo ₡        4.113.015,00  



Transporte dentro del País  ₡           230.000,00  



Viáticos dentro del País  ₡      12.500.000,00  



Materiales y Suministros  ₡        2.744.638,00  



Equipo de Transporte   ₡      91.495.000,00  











 



Comisión de la Jurisdicción Penal  Tel: 2295-3687  Correo: cdiazr@poder-judicial.go.cr 



Equipo de Comunicación  ₡        3.256.219,60  



Equipo y Mobiliario de Oficina ₡      29.260.088,42  



Equipo y Programas de Cómputo ₡      35.928.490,20  



    



Total       ₡    312.416.632,34  



    



6. Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito  



a. Dos psicólogos. 



b. Un Trabajador social. 



c. Un analista en criminología. 



d. Un abogado. 



e. Un técnico judicial dos. 



f. Un asistente administrativo dos. 



Además se requeriría el espacio físico y el equipamiento necesario para su 



funcionamiento. 



 



7. Escuela Judicial 



Para capacitar cincuenta jueces y juezas, durante 10 días consecutivos. 



a. Primer escenario con colaboración de la Escuela Nacional de Policía. 



 Alimentación, hospedaje y transporte 7.996.000.00 colones. 



b. Segundo Escenario en la Escuela Judicial 



Alimentación, hospedaje y transporte 13.036.800.00 colones. 



c. Costos comunes en los dos escenarios: sustitución del personal participante: 



90.967.972.00 colones. 



d. Sustitución de personas facilitadoras: 35.851.968.00 colones (dos jueces 5 por tres 



meses). 











 



Comisión de la Jurisdicción Penal  Tel: 2295-3687  Correo: cdiazr@poder-judicial.go.cr 



e. Personal académico y administrativo: 10.898.084.00 colones (especialista en métodos 



de enseñanza y un técnico administrativo). 



Total: 



Escenario uno: 145.714.024.00 colones. 



Escenario dos: 150.754.824.00 colones. 



 



8. Gestión Humana 



Se requieren cuatro profesionales dos a la mayor brevedad posible, para la 



confección de los perfiles competenciales especializados y la creación del programa de 



reclutamiento y selección.   



 



9. Dirección Ejecutiva 



Se remite a lo indicado por doña Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora 



Ejecutiva del Poder Judicial, en el oficio 2080- DE-2018 del 7 de mayo del 2018. 



 



10. Sala de Casación Penal  



Finalmente, se considera necesario incluir en el presupuesto para la 



implementación de la Ley 9481, el contenido presupuestario necesario para garantizar 



que los asuntos que llegan a casación puedan ser atendidos con la eventual participación 



de magistrados suplentes en aquellos casos en que sea necesaria la sustitución del 



titular. 



  La Comisión de la Jurisdicción Penal estima que el requerimiento que se 



presenta en este oficio es el óptimo para el funcionamiento de esta nueva jurisdicción, 



conforme a la legislación que fue aprobada por la Asamblea Legislativa y que se 



diferencia del abordaje actual de la criminalidad organizada.  



Saludos cordiales, 



 



 



Dra. Doris María Arias Madrigal 



Magistrada- Presidenta 



Comisión de la Jurisdicción Penal 



Corte Suprema de Justicia 



 



 



 



 
Se adjunta los oficios de los miembros de la Comisión. 



 











image9.png
800

700

600

500

400

300

200

100

o

Casos Ingresados a la Seccién de Delitos Informaticos

2014

2015

2016

IH

2017




image10.png
250

150

100

CANTIDAD DE CASOS ATENDIDOS POR EL SERT POR ARIO

268

” I I ]

2014

2015

2017

2018




image11.emf
926 927 928 929 930  OAPVD (950) UPRO (928) UPROV (950) Costo total

Recurso humano 391.608.416,67 ₡        649.600.000,00 ₡        963.773.000,00 ₡        514.391.333,33 ₡          325.668.666,67 ₡        75.008.666,67 ₡          409.422.666,67 ₡        511.485.333,33 ₡          3.840.958.083,33 ₡        

Sobresueldo por Crimen Organizado 92.449.290,56 ₡          115.428.874,41 ₡        223.772.154,72 ₡        72.596.751,13 ₡            53.988.777,24 ₡          108.431.056,12 ₡        666.666.904,18 ₡           

Alquiler de edificio - ₡                              

Servicio de agua - ₡                              

Servicio de energía eléctrica - ₡                              

Servicios de Telecomunicaciones - ₡                              

Enlace de comunicación - ₡                              

Servicio de vigilancia - ₡                              

Servicio de limpieza - ₡                              

Viáticos 4.243.333,33 ₡              6.566.737,00 ₡            284.500,00 ₡               18.333.333,33 ₡          7.707.910,67 ₡              37.135.814,33 ₡             

Horas extra 11.666.666,67 ₡          9.249.492,67 ₡              20.916.159,33 ₡             

Servicios de Gestión y Apoyo 1.371.005,00 ₡              20.000.000,00 ₡          23.750.000,00 ₡            45.121.005,00 ₡             

Capacitación  7.996.000,00 ₡            810.000,00 ₡               8.806.000,00 ₡               

Remodelaciones - ₡                              

Salas de Juicio - ₡                              

Materiales y Suministros - ₡                              

Vehículos - ₡                              

Combustibles y lubricantes - ₡                              

Gastos de mantenimiento de vehículos - ₡                              

Maquinaria y equipo diverso 35.086.944,00 ₡          17.575.367,00 ₡          2.987.614,80 ₡            294.885.000,00 ₡        286.520.000,00 ₡          637.054.925,80 ₡           

Equipo de comunicación (fax u otros) 330.000.000,00 ₡        319.200.000,00 ₡          649.200.000,00 ₡           

Equipo y mobilario educacional, deportivo y recreativo - ₡                              

Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) - ₡                              

Equipo y mobiliario de plazas nuevas - ₡                              

Equipo y mobiliario de oficina nueva - ₡                              

TOTAL 492.053.707,22 ₡        800.115.818,41 ₡        1.187.545.154,72 ₡     592.602.422,79 ₡         404.609.547,90 ₡        186.711.837,59 ₡        1.084.307.666,67 ₡     1.157.912.736,67 ₡       5.905.858.891,97 ₡       

REQUERIMIENTO

PROGRAMA
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926 927 928 929 930  OAPVD (950) UPRO (928) UPROV (950) Costo total

Recurso humano 1.243.906.750,00 ₡     2.002.662.000,00 ₡     2.891.319.000,00 ₡     1.584.279.000,00 ₡       1.002.896.000,00 ₡     231.044.000,00 ₡        1.260.160.000,00 ₡     1.576.455.000,00 ₡       11.792.721.750,00 ₡    

Sobresueldo por Crimen Organizado 277.347.871,67 ₡        346.286.623,23 ₡        671.316.464,16 ₡        217.790.253,38 ₡          161.966.331,71 ₡        325.293.168,37 ₡        2.000.000.712,53 ₡      

Alquiler de edificio 955.043.650,08 ₡        87.602.400,00 ₡            193.342.500,00 ₡        12.355.200,00 ₡          277.182.764,00 ₡        280.000.000,00 ₡          1.805.526.514,08 ₡      

Servicio de agua 1.619.930,34 ₡            5.476.907,34 ₡            597.404,00 ₡                 1.823.404,00 ₡            9.517.645,68 ₡             

Servicio de energía eléctrica 11.215.984,92 ₡          37.920.710,92 ₡          4.842.411,00 ₡              4.932.448,00 ₡            58.911.554,84 ₡           

Servicios de Telecomunicaciones 12.005.325,78 ₡          40.589.434,78 ₡          4.325.676,00 ₡              5.514.294,00 ₡            62.434.730,56 ₡           

Enlace de comunicación 56.656.152,00 ₡          56.656.152,00 ₡           

Servicio de vigilancia 79.949.109,26 ₡          79.949.109,26 ₡           

Servicio de limpieza 43.314.698,74 ₡          6.503.708,52 ₡              49.818.407,26 ₡           

Viáticos 12.730.000,00 ₡            19.700.211,00 ₡          853.500,00 ₡               55.000.000,00 ₡          23.123.732,00 ₡            111.407.443,00 ₡         

Horas extra 35.000.000,00 ₡          27.748.478,00 ₡            62.748.478,00 ₡           

Servicios de Gestión y Apoyo 4.113.015,00 ₡              60.000.000,00 ₡          71.250.000,00 ₡            135.363.015,00 ₡         

Capacitación  810.000,00 ₡               810.000,00 ₡                

Remodelaciones 684.326.880,98 ₡        684.326.880,98 ₡         

Salas de Juicio 57.200.000,00 ₡          24.378.002,00 ₡          81.578.002,00 ₡           

Materiales y Suministros 2.744.638,00 ₡              15.265.211,00 ₡          204.688,93 ₡               23.128.000,00 ₡          92.480.000,00 ₡            133.822.537,93 ₡         

Vehículos 875.000.000,00 ₡        91.495.000,00 ₡            100.000.000,00 ₡        19.602.208,95 ₡          525.000.000,00 ₡        250.000.000,00 ₡          1.861.097.208,95 ₡      

Combustibles y lubricantes 23.000.000,00 ₡          6.850.184,00 ₡            13.000.000,00 ₡          6.250.000,00 ₡              49.100.184,00 ₡           

Gastos de mantenimiento de vehículos 15.000.000,00 ₡          7.500.000,00 ₡            3.750.000,00 ₡              26.250.000,00 ₡           

Maquinaria y equipo diverso 115.500.000,00 ₡        35.086.944,00 ₡          287.964.720,00 ₡        17.575.367,00 ₡          2.987.614,80 ₡            294.885.000,00 ₡        286.520.000,00 ₡          1.040.519.645,80 ₡      

Equipo de comunicación (fax u otros) 169.749.395,90 ₡        101.500.000,00 ₡          20.400.000,00 ₡          139.200.000,00 ₡        203.000.000,00 ₡          633.849.395,90 ₡         

Equipo y mobilario educacional, deportivo y recreativo 860.215,00 ₡               860.215,00 ₡                

Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) 232.494.160,00 ₡        232.494.160,00 ₡         

Equipo y mobiliario de plazas nuevas 235.143.220,00 ₡        26.012.489,00 ₡          29.260.088,42 ₡            5.701.990,00 ₡            9.798.090,00 ₡            8.787.018,00 ₡              314.702.895,42 ₡         

Equipo y mobiliario de oficina nueva 5.756.019,00 ₡            19.300.768,00 ₡          25.056.787,00 ₡           

TOTAL 2.412.838.790,61 ₡     4.286.803.469,33 ₡     4.763.600.184,16 ₡     2.147.783.594,32 ₡      1.571.236.933,71 ₡     598.042.371,05 ₡        2.699.853.854,00 ₡     2.829.364.228,00 ₡       21.309.523.425,19 ₡    

Costos estimados por programa presupuestario y requerimiento para la entrada en vigencia de la nueva Jurisdicción de Delincuencia Organizada, en octubre del 2018

REQUERIMIENTO

PROGRAMA
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926 927 928 929 930  OAPVD (950) UPRO (928) UPROV (950) Costo total

Recurso humano 791.265.416,67 ₡        667.554.000,00 ₡        963.773.000,00 ₡        528.093.000,00 ₡          334.298.666,67 ₡        77.014.666,67 ₡          420.053.333,33 ₡        525.485.000,00 ₡          4.307.537.083,33 ₡      

Pago diferenciado, Ley 9481 92.449.290,56 ₡          115.428.874,41 ₡        223.772.154,72 ₡        72.596.751,13 ₡            53.988.777,24 ₡          108.431.056,12 ₡        666.666.904,18 ₡         

Alquiler de edificio 955.043.650,08 ₡        87.602.400,00 ₡            193.342.500,00 ₡        12.355.200,00 ₡          277.182.764,00 ₡        280.000.000,00 ₡          1.805.526.514,08 ₡      

Servicio de agua 1.619.930,34 ₡            5.476.907,34 ₡            597.404,00 ₡                 1.823.404,00 ₡            9.517.645,68 ₡             

Servicio de energía eléctrica 11.215.984,92 ₡          37.920.710,92 ₡          4.842.411,00 ₡              4.932.448,00 ₡            58.911.554,84 ₡           

Servicios de Telecomunicaciones 12.005.325,78 ₡          40.589.434,78 ₡          4.325.676,00 ₡              5.514.294,00 ₡            62.434.730,56 ₡           

Enlace de comunicación 14.164.038,00 ₡          14.164.038,00 ₡           

Servicio de vigilancia 79.949.109,26 ₡          79.949.109,26 ₡           

Servicio de limpieza 43.314.698,74 ₡          6.503.708,52 ₡              49.818.407,26 ₡           

Viáticos 12.730.000,00 ₡            19.700.211,00 ₡          853.500,00 ₡               55.000.000,00 ₡          23.123.732,00 ₡            111.407.443,00 ₡         

Horas extra 35.000.000,00 ₡          27.748.478,00 ₡            62.748.478,00 ₡           

Servicios de Gestión y Apoyo 4.113.015,00 ₡              60.000.000,00 ₡          71.250.000,00 ₡            135.363.015,00 ₡         

Capacitación  7.996.000,00 ₡            P 7.996.000,00 ₡             

Remodelaciones 684.326.880,98 ₡        684.326.880,98 ₡         

Salas de Juicio 57.200.000,00 ₡          24.378.002,00 ₡          81.578.002,00 ₡           

Materiales y Suministros 2.744.638,00 ₡              15.265.211,00 ₡          204.688,93 ₡               23.128.000,00 ₡          92.480.000,00 ₡            133.822.537,93 ₡         

Vehículos 91.495.000,00 ₡            100.000.000,00 ₡        19.602.208,95 ₡          875.000.000,00 ₡        875.000.000,00 ₡          1.961.097.208,95 ₡      

Combustibles y lubricantes 6.850.184,00 ₡            23.000.000,00 ₡          11.250.000,00 ₡            41.100.184,00 ₡           

Gastos de mantenimiento de vehículos 15.000.000,00 ₡          6.750.000,00 ₡              21.750.000,00 ₡           

Maquinaria y equipo diverso 115.500.000,00 ₡        35.086.944,00 ₡          17.575.367,00 ₡          2.987.614,80 ₡            294.885.000,00 ₡        286.520.000,00 ₡          752.554.925,80 ₡         

Equipo de comunicación (fax u otros) 169.749.395,90 ₡        3.256.219,60 ₡              20.400.000,00 ₡          330.000.000,00 ₡        319.200.000,00 ₡          842.605.615,50 ₡         

Equipo y mobilario educacional, deportivo y recreativo 860.215,00 ₡              

Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) 232.494.160,00 ₡        232.494.160,00 ₡         

Equipo y mobiliario de plazas nuevas 235.143.220,00 ₡        26.012.489,00 ₡          29.260.088,42 ₡            5.701.990,00 ₡            40.800.000,00 ₡          8.787.018,00 ₡              345.704.805,42 ₡         

Equipo y mobiliario de oficina nueva 5.756.019,00 ₡            19.300.768,00 ₡          25.056.787,00 ₡           

TOTAL 1.740.802.762,16 ₡     2.720.837.720,51 ₡     1.187.545.154,72 ₡    848.160.311,67 ₡         793.852.045,90 ₡        227.150.925,47 ₡        2.449.049.097,33 ₡     2.527.594.228,00 ₡       12.494.132.030,77 ₡    

Costos estimados por programa presupuestario y requerimiento para la entrada en vigencia de la nueva Jurisdicción de Delincuencia Organizada, en octubre del 2019

REQUERIMIENTO

PROGRAMA
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926 927 928 929 930  OAPVD (950) UPRO (928) UPROV (950) Costo total

Recurso humano 1.243.906.750,00 ₡     2.002.662.000,00 ₡     2.891.319.000,00 ₡     1.584.279.000,00 ₡       1.002.896.000,00 ₡     231.044.000,00 ₡        1.576.455.000,00 ₡       10.532.561.750,00 ₡    

Pago diferenciado, Ley 9481 277.347.871,67 ₡        346.286.623,23 ₡        469.921.534,90 ₡        217.790.253,38 ₡          161.966.331,71 ₡        325.293.168,37 ₡        1.798.605.783,27 ₡      

Alquiler de edificio 955.043.650,08 ₡        87.602.400,00 ₡            193.342.500,00 ₡        12.355.200,00 ₡          280.000.000,00 ₡          1.528.343.750,08 ₡      

Servicio de agua 1.619.930,34 ₡            5.476.907,34 ₡            597.404,00 ₡                 1.823.404,00 ₡            9.517.645,68 ₡             

Servicio de energía eléctrica 11.215.984,92 ₡          37.920.710,92 ₡          4.842.411,00 ₡              4.932.448,00 ₡            58.911.554,84 ₡           

Servicios de Telecomunicaciones 12.005.325,78 ₡          40.589.434,78 ₡          4.325.676,00 ₡              5.514.294,00 ₡            62.434.730,56 ₡           

Enlace de comunicación 56.656.152,00 ₡          56.656.152,00 ₡           

Servicio de vigilancia 79.949.109,26 ₡          29.017.581,60 ₡            108.966.690,86 ₡         

Servicio de limpieza 43.314.698,74 ₡          6.503.708,52 ₡              49.818.407,26 ₡           

Viáticos 12.730.000,00 ₡            19.700.211,00 ₡          853.500,00 ₡               11.561.866,00 ₡            44.845.577,00 ₡           

Horas extra 13.874.239,00 ₡            13.874.239,00 ₡           

Servicios de Gestión y Apoyo 4.113.015,00 ₡              71.250.000,00 ₡            75.363.015,00 ₡           

Capacitación  810.000,00 ₡               810.000,00 ₡                

Remodelaciones 684.326.880,98 ₡        684.326.880,98 ₡         

Salas de Juicio 57.200.000,00 ₡          24.378.002,00 ₡          81.578.002,00 ₡           

Materiales y Suministros 2.744.638,00 ₡              15.265.211,00 ₡          204.688,93 ₡               92.480.000,00 ₡            110.694.537,93 ₡         

Vehículos 91.495.000,00 ₡            19.602.208,95 ₡          437.500.000,00 ₡          548.597.208,95 ₡         

Combustibles y lubricantes 6.850.184,00 ₡            11.250.000,00 ₡            18.100.184,00 ₡           

Gastos de mantenimiento de vehículos 6.750.000,00 ₡              6.750.000,00 ₡             

Maquinaria y equipo diverso 115.500.000,00 ₡        35.086.944,00 ₡          2.987.614,80 ₡            143.260.000,00 ₡          296.834.558,80 ₡         

Equipo de comunicación (fax u otros) 169.749.395,90 ₡        3.256.219,60 ₡              159.600.000,00 ₡          332.605.615,50 ₡         

Equipo y programas de cómputo (escaner impresora u otros) 232.494.160,00 ₡        35.928.490,20 ₡            5.406.135,00 ₡            273.828.785,20 ₡         

Equipo y mobiliario de plazas nuevas 235.143.220,00 ₡        26.012.489,00 ₡          29.260.088,42 ₡            185.537.380,00 ₡        5.701.990,00 ₡            8.787.018,00 ₡              490.442.185,42 ₡         

Equipo y mobiliario de oficina nueva 5.756.019,00 ₡            5.756.019,00 ₡             

TOTAL 2.412.838.790,61 ₡     4.286.803.469,33 ₡     3.361.240.534,90 ₡     2.114.485.885,72 ₡      1.604.044.098,71 ₡     598.042.371,05 ₡        2.812.768.123,00 ₡       17.190.223.273,33 ₡    

REQUERIMIENTO
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